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PARTE GENERAL 



LA REVISIÓN DEL CÓDIGO CIVIL 



La reforma del Código eo lo referente alas lastítociones del Derecho civiL 



TÍTULO PRIMERO 

La revisión del Código civil en consideración á» 
la ley de Bases dictada para su redacción. 

CAPÍTULO PRIMERO 
Necesidad de la reforma del Código civil. 

Después de medio siglo de laboriosa preparación, y 
cuando ya definitivamente se decidieron los Poderes pú- 
blicos á reunir todo nuestro Derecho civil, á la vez que 
reformarlo en lo absolutamente indispensable, dándolo al 
país en forma de verdadero Código, imponíase ante todo 
y con notorio apremio plantear y resolver dos importan- 
tísimos problemas. 

Urgía en primer término dar científica unidad á todas 
las materias contenidas en la multitud de cuerpos legales 
que habían constituido por espacio de siglos nuestra le- 
gislación común; y al mismo tiempo, aprovechando há- 
bilmente la ocasión propicia con que brindaba al legisla- 
dor la reforma del Derecho castellano, precisaba unifi- 
car, en la medida de lo posible, las distintas legislaciones 
que, en consideración al territorio, compartían con aquél 
el régimen del Derecho privado de nuestra patria. 
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sólo con haber planteado seriamente estos dos proble- 
mas, resolviéndolos de una manera acertad^, la Nación 
española podía estar de enhorabuena, cualesquiera que 
hubiesen sido las imperfecciones ó defectos del nuevo Có- 
digo civil; que al fin la ciencia, con su constante y fecundo 
trabajo, aquilatado por las enseñanzas de la práctica, 
habría conseguido enmendarlos y corregirlos, perfeccio- 
nando cada vez más la obra de la moderna codificación. 
Pero, doloroso es confesarlo, ninguno de estos dos im- 
portantes problemas ha sido planteado , ni mucho menos 
resuelto. Siendo tanto más de lamentar que no hayan ob- 
tenido satisfactoria solución , cuando entiendo que prin- 
cipalmente en conseguirlo debía haberse cifrado la ver- 
dadera utilidad de la nueva obra legislativa. 

Si poco ó nada se ha hecho para resolver el primer 
punto, ó sea la científica sistematización de nuestro De- 
recho privado, como tendré ocasión de demostrar en el 
transcurso de mis observaciones, tampoco estimo que ha- 
yamos adelantado algo, si es que no hemos retrocedido 
mucho, en lo referente al segundo, esto es, á su unifica- 
ción. 

Respecto á este segundo punto, yo bien sé , y así lo re-' 
conozco franca y lealmente, que la realización de tan 
elevado y patriótico propósito había de encontrar verda- 
deras y casi insuperables dificultades, nacidas, de una 
parte, del defectuoso sistema con que se proyectaba codi- 
ficar la legislación castellana, que ciertamente no convi- . 
daba á que la aceptasen los regionalistas; y de otra parte, 
de arraigadas y profundas convicciones que tenazmente 
defendían, y siguen aún defendiendo, la continuación del 
particularismo jurídico, representado por la existencia de 
distintas legislaciones regionales. Estos dos obstáculos 
debieron influir por modo decisivo sin duda en el ánimo 
del Gobierno de S. M. primero, y después en el de las Cor- 
tes, cuando aquél ya desde 1880 mostró verdadero empeño 
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-li- 
en no aplazar por más tiempo la formación de un Código 
civil, aun sacrificando para conseguirlo el principio de la 
unificación, y las Cortes aceptaron este criterio votando 
en 1888 la ley de Bases, que para redactarlo fué sometida 
á su elevada deliberación. 

Para que España no apareciese como una excepción en 
Europa, donde casi todas las naciones, más ó menos in- 
fluidas por la obra de Napoleón , habían ya codificado su 
Derecho privado; para que no se creyese que era refrac- 
taria al movimiento codificador una Nación como la nues- 
tra, que tan brillante historia tenía en la expresión de su 
Derecho positivo, y en la que tanto se habían distinguido 
así juristas como legisladores, ofreciendo al mundo desde 
tiempos bien remotos obras tan imperecederas como el 
Fuero Juzgo y las Partidas ; y sobf e todo , el vivísimo y 
unánime deseo de que quedasen tan sólo como monumen- 
tos históricos todos los cuerpos legales que habían pro- 
ducido los tiempos, desde el Código de los visigodos hasta 
las últimas reformas legislativas que parcialmente se ha- 
bían hecho en lo que va de siglo; todo contribuyó á que, 
tomando la iniciativa los Poderes públicos, se produjese 
en nuestra patria una poderosa corriente que arrastró á 
los más á pedir la codificación de nuestro Derecho civil. 

Y como formular un plan rigurosamente científico, en 
donde se ordenase con arreglo á un lógico sistema todo 
nuestro Derecho vigente, requería gran trabajo y mucho 
tiempo, y aquella verdadera impaciencia nacional no 
daba espera, no ya para hacer una obra distinta del pro- 
yecto de Código de 1851, pero ni aun para aceptar impor- 
tantes reformas admitidas por muchos otros pueblos que 
habían mejorado notablemente la estructura ó el sistema 
del Código francés, volviéronse los ojos al proyecto re- 
dactado en 1851, y tanto el Gobierno como las Cortes de- 
cidiéronse al fin, á cambio de tener Código en breve plazo, 
á conferir autoridad á este proyecto, si bien introduciendo 
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algunas modificaciones, más circunstanciales y de detalle 
que fundamentales y cimentadas en los puros conceptos 
de las instituciones correspondientes á esta esfera de De- 
recho. 

De este modo ha llegado á obtener sanción el proyecto 
de 1851, que si en su tiempo no consiguió ciertamente los 
mayores aplausos, siendo buena prueba de ello el olvido 
en que se le tuvo después de su redacción, menos ha de 
merecerlos hoy, que resulta verdaderamente anticuado, 
y cuando sus imperfecciones aparecen más de bulto y de 
relieve comparándalo con muchos de los Códigos publi- 
cados en distintos pueblos de América y de Europa, y 
después del importantísimo desarrollo que han alcanzado 
las relaciones de la vida social en estos últimos cuarenta 
años. 

Pero sea de ello lo que quiera, y sin detenerme á juzgar 
ni menos á explicar las causas que determinaron este 
movimiento codificador, por estimarlo poco pertinente á 
los fines de este trabajo, es lo cierto que, á partir del úl- 
timo impulso, debido á la iniciativa de los Poderes públi- 
cos desde 1880, consiguióse en poco más de siete años dar 
cima á la redacción de un Código para la vida civil, cuya 
utilidad dista mucho, por desgracia, de responder á los 
resultados que debían esperarse de un trabajo legislativo 
por tanto tiempo preparado. 

Que el nuevo Código proyectado no se proponía satis- 
facer aspiración alguna científica relativamente á la orde- 
nación de las instituciones que iba á comprender, y que 
tampoco tuvo el propósito de unificar el Derecho privado 
de España, lo revelaron claramente los mismos Poderes 
públicos al trazar, en forma de ley de Bases para su re- 
dacción, los principios fundamentales á que ésta debía 
subordinarse, y los puntos más capitales que por el Có- 
digo habían de ser desenvueltos. 

Desde luego, por dicha ley de Bases de 1888 quedó des- 
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cariado del problema de la codificación todo lo relativo á 
la unificación de nuestras distintas legislaciones civiles; 
pues aun cuando no dejó de darse un paso importante en 
ese sentido, si bien limitado tan sólo á los territorios de 
Aragón y de las islas Baleares, la verdad es que se man- 
tuvo, y por tanto se perpetuó el tradicional sistema de la 
variedad, del Derecho civil en razón de los distintos terri- 
torios que componen nuestro suelo nacional, afirmando 
doblemente esta tendencia particularista del Derecho con 
las disposiciones contenidas en la misma ley al disponer 
que, en forma de apéndices de esta nueva obra legislativa, 
se codifiquen ó compilen, ó se sancionen nuevamente me- 
diante ley especial, las instituciones f orales que convenga 
conservar en cada una de las provincias ó territorios 
donde existieran al tiempo de la publicación de dicha ley. 
Y no sólo con esta disposición quedaron vivos todos los 
derechos regionales cuyo conjunto constituye para nues- 
tra patria un verdadero federalismo jurídico, sino, si cabe, 
más robustos y vigorosos con la nueva sanción prometida 
por el legislador á la amplia y extensa compilación de 
cada una. 

Ocasión tendré más adelante de demostrar que, además 
de este solemne reconocimiento en favor de la continua- 
ción de las legislaciones forales, éstas han obtenido un 
nuevo beneficio á expensas del Derecho de Castilla, ó sea 
del que hasta aquí ha podido llamarse Derecho común ó 
nacional. 

Pero si la ley de Bases descartó del futuro Código el 
problema de la unificación, descartó también todo lo que 
podía interesar al método ó estructura del nuevo cuerpo 
legal, tan necesitado como estaba el antiguo proyecto 
de 1851 de una verdadera y esencial transformación ó mu- 
danza. No sólo no se procuró que, mediante las reformas 
que nuestra legislación reclamaba, se fijase el espíritu 
peculiar y técnico de las instituciones propias del Derecho 
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privado, desenvolviéndolas de una manera orgánica y 
sistemática capaz de precisar en forma verdaderamente 
práctica el jenuino sentido ó significación jurídica de las 
mismas, sino que tampoco se dio á conocer el engranaje y 
relación que guardan entre sí, y la esfera particular y 
propia de cada una dentro de la total en que todas se ha- 
llan contenidas; ni, lo que es más de lamentar todavía, no 
se logró siquiera traducir en preceptos más concretos, 
más claros y de más fácil aplicación, los mismos que hasta 
entonces habían informado las instituciones todas de nues- 
tro Derecho positivo. 

Que así había de suceder, implícitamente lo revelaba la 
base primera de la mencionada ley; pues como si el legis- 
lador se propusiera evitar toda controversia científica, 
ya en lo relativo al método, ya en lo referente al valor 
jurídico característico y propio de cada una de las insti- 
tuciones civiles, estableció que el Código, como primer 
cuerpo legal de nuestra codificación civil, debía formu- 
larse sin otro alcance ó propósito que el de regularizar, 
aclarar y armonizar los preceptos de nuestras leyes; en 
una palabra, lo que constituye el desarrollo ó desenvol- 
vimiento de las instituciones jurídicas, en suma, tan sólo 
la letra y el detalle del contenido de cada institución, pero 
no su especial unidad, y mucho menos la expresión del 
lugar que orgánicamente le corresponde en el cuadro ge- 
neral del Derecho privado. 

Aceptado de esta suerte el método seguido en el pro- 
yecto de Código de 1851, y reducida en su consecuencia la 
obra de la codificación, á que se referían las bases de la ci- 
tada ley, á la depuración y aclaración del precepto ó regla 
literal del Derecho, prescindiéndose así del fin científico 
concretado principalmente en el claro sentido de las ins- 
tituciones y del que pudiera llamarse fin histórico, en- 
caminado á conseguir el régimen de un solo Derecho 
para toda la Nación, no parecía sino que la obra codifi- 



- 15 - 
cadera había de limitarse á tan pequeñas proporciones, 
apremiados, lo mismo el Gobierno que el Parlamento, por 
una exigencia circunstancial, aunque imperiosa, de la 
pública opinión que reclamaba, bien de un modo, bien de 
otro, la publicación inmediata de un Código civil. 

Ya reveló la discusión parlamentaria, reducida también 
á diminutas proporciones, en razón de la forma con que 
se dio cuenta á las Cortes del cumplimiento de la ley de 
Bases, y muy especialmente la que tuvo lugar para la 
aprobación de la misma ley , que lo único que se perse- 
guía y lo que sólo guiaba el movimiento de la opinión pú- 
blica, era simplemente sustituir nuestra legislación civil 
por un solo cuerpo legal, el Código que se proyectaba, no 
teniendo más aspiración ni alcance las generales reclama- 
ciones en este sentido que destruir aquel estado caótico 
en que nos encontrábamos, por la vigencia del inmenso 
cúmulo de leyes de tan distintas épocas, inspiradas en ci- 
vilizaciones tan diferentes, y, en suma, por el conside- 
rable número de piezas y cuerpos legales que han venido 
trazando en la Historia el conjunto de nuestro Derecho, y 
en los cuales se hallaba esparcida y diseminada, sin orden 
ni concierto, toda la legislación castellana. 

Ciertamente que para conseguir el resultado que la opi- 
nión hacía tanto tiempo y tan justamente reclamaba, no 
era absolutamente precisa la codificación. 

Una compilación bien hecha habría bastado para lograr 
éste propósito, y se hubieran obtenido verdaderas é in- 
apreciables ventajas para la facilidad de la vida civil con 
la formación de un nuevo cuerpo legal, que era la unáni- 
me aspiración para cerrar por modo definitivo el período 
de la diversidad de cuerpos legales y reducir á uno solo 
el que contuviera todas las reglas vigentes en la esfera 
del Derecho privado. 

Que aun para hacer una modesta pero discreta recopi- 
lación era necesario ímprobo trabajo, es cierto; que no 
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poco era preciso , en la comparación de unas leyes con 
otras, para depurar del abigarrado conjunto de nuestra 
complicada legislación el verdadero derecho vigente, eli- 
minando lo que hubiese caído en desuso y lo que estuviese 
expresamente derogado; y aun en lo vigente, aclarar lo 
dudoso, ampliar lo deficiente y aceptar las doctrinas ju- 
rídicas que hubiesen recibido autoridad por los fallos del 
Tribunal Supremo; pero mucha gloria cabía también al- 
canzar en esta penosa labor por la incuestionable utilidad 
que la práctica del Derecho habría reportado con la metó- 
dica refundición en uno solo de todos los cuerpos legales 
hasta entonces existentes. 

Pero la obra de la verdadera codificación requería mu- 
cho más, y no daba espera para ello el clamor general, 
que con impaciencia reclamaba ver todo el Derecho civil 
vigente comprendido en un solo cuerpo legal. 

Este era el único deseo de la opinión pública al secun- 
dar los propósitos del Gobierno para apresurar la forma- 
ción del Código después de tantos años, durante los cua- 
les no se había podido conseguir conferir autoridad al 
proyecto ya formado en 1851; pero aun este deseo ha que- 
dado también reducido á una esperanza sin resultado, á 
una noble ilusión desvanecida. 

La nota más simpática que tenía la futura obra legis- 
lativa, y que se esforzaron en acentuar en las discusiones 
■de las Cámaras cuantos abogaron por la pronta aproba- 
ción de la ley de Bases y por la inmediata redacción del 
Código, se condensaba en una sola condición: la de que 
el nuevo Código contuviese una disposición derogatoria 
tan absoluta y radical como fuese preciso para que por el 
Código, y sólo por el Código, se rigiera en lo sucesivo la 
vida civil en nuestra patria. 

La opinión del país no podía ser menos exigente, ni las 
Cámaras más confiadas en la sabiduría y discreción del 
Gobierno para la obra de la codificación; todo se entregó 
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al Poder ejecutivo; se renunció á la discusión del conte- 
nido del Derecho privado, al plan ó estructura qué debiera 
revestir el nuevo Código; se prescindió de discutir los 
conceptos en que habían de formularse las instituciones 
fundamentales y los principios que caracterizan el valor 
peculiar de las instituciones que comprende; prescindióse 
también hasta de la discusión particular de cada uno 
de sus preceptos: toda quedó, pues, entregado al Gobier- 
no, poniendo en sus manos, si cabe decirlo así, una ver- 
dadera dictadura en el régimen de la futura vida jurídica; 
de todo, en suma, se prescindió á cambio de conseguir 
aquel único general propósito que á todos animaba, esto 
es , que el Código se hiciese de modo que él sólo contu- 
viese todas las normas reguladoras de la vida privada, 
para lo cual era indispensable una cláusula derogatoria, 
clara, precisa, en que, sin distingos ni vaguedades, decla- 
rase inexistente todo lo que no fuese el nuevo cuerpo 
legal. La opinión no se preocupaba de otra cosa, limitán- 
dose á exigir un precepto explícito, terminante; todo lo 
demás lo entregaba confiadamente á la sabiduría del Go- 
bierno. 

Ahora bien: ¿cómo respondió el Código á esta unáni- 
me aspiración, que si no justificaba, explicaba al menos 
la unanimidad de pareceres en pro de la formación inme- 
diata de un nuevo Código civil? 

Para contestar á esta pregunta no puedo prescindir de 
examinar, en primer término, la ley de Bases, en lo que á 
este extremo se refiere , y después la manera como el Có- 
digo se redactó en vista de lo dispuesto en dicha ley. 

La última de las bases comprendidas en la ley de 1888 
trazaba únicamente el propósito á que había de responder 
la formación del Código civil, respetando en los llama- 
dos á redactarlo la completa libertad para que escogita- 
ran la fórmula ó sistema más adecuado, á fin de obtener 
lo que la opinión unánimemente reclamaba. Por esto se 
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formuló con vaguedad y hasta con timidez la vigésima- 
séptima Ó última de la ley de Bases, porque se comprendía 
lo difícil de la empresa, por la falta de preparación cien- 
tífica suficiente con que la obra legislativa iba árealizarse. 

Para que una cláusula derogatoria del Código destru- 
yese la vigencia de toda la legislación civil anterior; para 
que el nuevo cuerpo legal sustituyera todo, absolutamente 
todo nuestro anterior Derecho positivo en el orden de la 
vida privada, y quedaran, por consiguiente, como meros 
monumentos históricos cuantos cuerpos legales y dispo- 
siciones legislativas existían el día de la publicación del 
Código, era preciso, ó un trabajo profundo y detallado 
para reducir á preceptos ó artículos del Código todo el 
contenido de esta importantísima rama del Derecho, con 
la seguridad de que nada escapaba á la previsión del le- 
gislador, ó un gran sacrificio, cuyo alcance era imposi- 
ble medir, si por deficiencia en aquel trabajo ó por olvido 
de algunas de las instituciones que forman el contenido 
del Derecho civil quedaban varias de ellas desprovistas 
de la verdadera garantía legal que hasta entonces habían 
tenido, huérfanas de precepto ó regla jurídica ordena- 
dora de su posible determinación^ y condenado por lo 
mismo desde su origen el nuevo Código á tener que irse 
completando á medida que los hechos revelaran las omi- 
siones en que el legislador hubiese incurrido. 

Ante estos dos graves peligros no es extraño que la ley 
de Bases se limitase tímidamente á fijar tan sólo el princi- 
pio en que había de inspirarse la disposición final dero- 
gatoria^ estableciendo que el efecto excluyente del nuevo 
cuerpo legal había de servir para todas las materias que 
fuesen objeto del nuevo Código civil, esto es, que una 
misma materia ó asunto no fuese regulado á la v.ez por 
dos cuerpos legales diferentes. 

La ley de Bases se limitaba á trazar un procedimiento 
para la formación del Código, respetando en los llamados 
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á desenvolver aqueTla ley la más absoluta libertad para 
determinar el contenido verdadero y total de nuestro 
Derecho civil. 

Si la primera de las bases indicaba el orden de mate- 
rias que había de seguirse en su exposición, señalando, 
al efecto, como guía ó norma el proyecto de 1851, no im- 
pedía que dentro de aquel orden ó método ya conocido se 
comprendieran en el nuevo Código todas, absolutamente 
todas las materias é instituciones que constituyen el con- 
tenido del Derecho privado , ó por lo menos todas aque- 
llas que estaban ya reguladas por nuestra legislación an- 
terior. 

De este modo, aunque la ley de Bases trazara un límite 
para la sustitución del antiguo por el nuevo estado de 
Derecho, como el mayor ó menor alcance de dicho límite^ 
y aun su verdadera realidad, dependía del mayor ó menor 
acierto en el completo desarrollo de todo lo que es mate- 
ria propia del Derecho civil, no cabía suponer que el 
legislador en este punto se divorciaba del único deseo de 
la opinión pública, tratando de dar vida á una obra para- 
lizada hacía ya más de treinta años, aunque para ello 
sacrificase toda reforma sobre el plan ó estructura del 
nuevo cuerpo legal y toda aspiración encaminada á fun- 
dir en una sola nuestras diversas legislaciones civiles. 

Mas lo que pudo parecer regla prudente por parte del 
legislador, limitándose, como se limitaba, tan .sólo á esta- 
blecer bases para la codificación, podía convertirse fácil- 
mente en precepto indeterminado y confuso, si en lugar 
de desenvolver el Código aquella última regla ó base 
establecida para su formación adoptando un sistema claro 
y preciso, se concretaba tan sólo á reproducir ó copiar 
en un artículo exactamente los mismos términos de la ley 
de Bases. Esto es lo que aparece de la redacción del men- 
cionado art. 1.976, constitutivo de la disposición final de- 
rogatoria del Código. 
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La derogación por la base 27, según he dicho, había de 
ser absoluta de todas las materias objeto del Código; y 
expuesto queda también que esta fórmula de la ley no se 
oponía á que, si al redactarlo se tenía la fortuna de com- 
prender en él todas las materias contenidas en el Derecho 
civil, la derogación fuese total y absoluta, y por tanto, á 
que en realidad quedara completamente sustituida por 
el nuevo Código toda, absolutamente toda nuestra an- 
tigua legislación. 

Los dos principios consignados en la base 27, eran: 1.°, 
derogación radical de toda regla jurídica sobre las mate- 
rias objeto del nuevo Código; 2.^, posibilidad de que me- 
diante dicha derogación se consiguiese la sustitución ra- 
dical de todo el anterior estado de Derecho en el orden 
civil por el moderno cuerpo legal , si lograba compren- 
derse en el mismo el completo contenido de esta esfera 
de Derecho. 

Ni á uno ni á otro de dichos dos principios se ajustó la 
disposición final derogatoria, ó sea el art. 1.976 del Código. 
En cuanto al primero, introdujo una excepción importan- 
tísima, á saber: que la disposición derogatoria no tuviese 
aplicación á las leyes que en el mismo Código se declara- 
ban subsistentes; y en lo relativo al segundo, optándose, 
como se optó, por el sistema de no comprender en el Có- 
digo todas las materias del Derecho civil, porque de otra 
suerte carecería de sentido el límite que respecto á las 
materias se señala á dicha derogación, se incurrió en el 
gravísimo defecto de no designar, á semejanza de lo hecho 
respecto de las leyes que declaraba subsistentes, las ma- 
terias de Derecho civil que no eran objeto del Código, sin 
determinar siquiera, mediante una regla que fijara con 
precisión el valor jurídico de la palabra materia^ y que 
sirviera para conocer las disposiciones de nuestro antiguo 
Derecho que quedaban en vigor. 

No es mi ánimo dirigir censura alguna á la referida ex- 
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<:epción establecida en favor de las leyes que el mismo 
legislador declara subsistentes, para que como cuerpos 
legales separados ó independientes del Código ño sufran 
el efecto absoluto de la derogación ordenada por las 
bases para todas las materias que son objeto del mismo. 

Seguramente no se propuso la ley de Bases conseguir 
el único resultado material de agrupar en un solo cuerpo 
leyes diversas ó productos jurídicos nacidos en épocas 
diferentes, é inspiradas cada una por las necesidades pro- 
pias de la época en que respectivamente fueron estable- 
cidas. El pensaihiento del legislador se encaminó princi- 
palmente á conseguir que el Código, en vez de ser una 
mera reunión ó suma de cuerpos legales diferentes, fuese, 
por el contrario, el único cuerpo legal en el que quedasen 
refundidas, mediantes sus preceptos, todas las materias 
de que trataban cuantas leyes hasta eiítonces habían exis- 
tido. Sólo de este modo cabría afirmar, después de pu- 
blicado el Código^ que había perdido toda realidad jurí- 
dica el anterior Derecho positivo referente á las materias 
contenidas en él, y que era cierta y positiva en este punto 
la unidad legislativa en los territorios regidos por el 
Derecho de Castilla. 

Prestando atento oído á los repetidos clamores de la 
opinión pública, y respondiendo al único móvil que la 
impulsaba á pedir la inmediata publicación de un Código 
civil, quiso el legislador que la nueva obra legislativa 
purificase y armonizara lo establecido en nuestro antiguo 
Derecho, privando de valor y autoridad á todo lo vigente 
hasta entonces, para que desapareciendo de una vez y 
para siempre cuanto en el Derecho anterior tuviera carác- 
ter meramente circunstancial ó histórico, rectificando lo 
demás siquiera en el límite de las modificaciones intro- 
ducidas ya por leyes posteriores en los primitivos pre- 
ceptos, y procurando en suma dar verdadera unidad y 
armonía á todas las disposiciones del Código, aparéele- 
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sen las materias contenidas en éste, no sólo con la deter- 
minación propia del hecho de formar parte del mismo y 
de estar exclusivamente regidas por él, sino también des- 
arrolladas de modo que todos sus preceptos, ni por con- 
tradicción de principios, ni por modificaciones posterio- 
res, ni por obscuridad de sus términos, ni por circunstan- 
cia alguna derivada de la variedad de su origen, dejaran 
de tener un valor positivo, y tan concreto y necesario 
como era indispensable para una obra de completa y total 
reconstitución legislativa, derogatoria de cuanto estaba 
ya regulado por la legislación anterior. 

Que el Código civil no ha respondido á este elevado 
propósito, claramente deducido de la última de las bases 
formuladas para su redacción, lo evidencia plenamente 
aquella excepción de que antes me ocupaba, establecida 
en el referido art* 1.976, en cuanto dispone que la dero- 
gación absoluta de la legislación anterior, respecto á las 
materias que son objeto del Código, no es aplicable á las 
leyes que en el mismo se declaran subsistentes. 

Para venir á este resultado, esto es, para que indepen- 
dientemente del Código queden vigentes todos los cuerpos 
legales á que se hace referencia con la denominación de 
leyes que se declaran subsistentes, hubiera sido mejor, y 
la disposición final del Código se habría acomodado más 
á la derogación exigida por la ley de Bases, haberse abs- 
tenido de tratar de las materias sobre que versan cada 
una de las leyes declaradas subsistentes, conservándose 
en su consecuencia la autoridad de las mismas en los res- 
pectivos actos legislativos á que debían su origen, y no 
derivándola , como ahora , de su confirmación ó ratifica- 
ción por el Código. Sólo así hubieran quedado en igual 
condición que los demás cuerpos y disposiciones legales 
reguladoras de las materias jurídicas que no son objeto 
del Código civil. 

La ley de Bases no facultaba á los redactores del Código 
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para confirmar la autoridad ó valor legal de leyes deter- 
minadas hasta entonces en vigor. Permitía, ó mejor aún, 
exigía que fuesen derogadas todas las que se ocupan de 
materias reguladas por el nuevo Código! Por esto se des- 
prendía de lo establecido en aquella ley que no debía tra- 
tarse en el Código aquello que por el mismo no quedase 
derogado, á fin de que, mediante este procedimiento, sur- 
tiese efecto radical y absoluto la cláusula derogatoria en 
toda materia legislada por el nuevo cuerpo legal. 

Y no es cosa baladí y de poca monta , sino , por el con- 
trario, de mucha importancia y de aplicación á gran nii- 
mero de asuntos, la eficacia de la disposición por la cual 
quedan vivos y subsistentes cuerpos legales anteriores. No 
se trata, pues, de pocas, ni son de menor cuantía las mate- 
rias de Derecho civil que quedan regidas por disposiciones 
legislativas distintas de las contenidas en el Código civil. 

El último inciso del art. 1.976, al decir que "esta cláu- 
sula derogatoria no es aplicable á las leyes que en este 
Código se declaran subsistentes „ , arranca ó substrae 
del Código civil una multitud de cuerpos legales regula- 
dores de interesantísimas materias que pertenecen á 
esta rama del Derecho, y, por tanto, contraría abierta- 
mente, no sólo al justo y unánime deseo y hasta la verda- 
dera ansiedad con que el país pedía que por un solo cuerpo 
legal estuviesen reguladas todas las instituciones refe- 
rentes al orden del Derecho privado, sino que se opone 
además abiertamente al pensamiento del legislador, mani- 
festado en la base 7.*, á quien no se le pudo ocurrir que 
fuera del Código habían de quedar en todo su vigor mu- 
chos cuerpos legales anteriores destinados á regular ma- 
terias importantes, haciéndose nuevamente imposible en 
Castilla, por aquel inciso de la última disposición del Có- 
digo, la unidad legislativa, tantas veces apetecida y á 
cuyo logro se habían subordinado otras valiosas aspira- 
ciones al emprender la obra de la codificación. 
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El gran número y trascendental interés de las mate- 
rias cuyo régimen ha quedado por entero separado y casi 
independiente del nuevo Código, lo revela claramente el 
solo enunciado de la multitud, de leyes que por éste se de- 
claran subsistentes. Con decir que quedan en vigor, ape- 
sar de la publicación del Código, la ley de Expropiación, 
la de Propiedad intelectual, la Hipotecaria, la de Aguas, la 
de Minas, Caza y pesca, Ocupación, y tantas otras de que 
el Código civil nos habla, está dicho que la mitad ó más 
de la mitad de las reglas ó preceptos legislativos sobre 
asuntos ó materias de Derecho civil viven fuera y sepa- 
rados del Código dedicado á regular esta rama del Dere- 
cho; porque de seguro, si se tuviese la paciencia de su- 
mar los artículos de todas las leyes declaradas subsisten- 
tes^ su cifra sería mucho mayor que la de los artículos 
que el Código civil comprende. 

Véase con cuánta razón afirmaba que el sistema que 
se ha seguido en este punto al redactar la nueva obra de 
la legislación civil ha contrariado las aspiraciones todas 
del país, cifradas únicamente en tener un Código, pero 
un solo y único Código del Derecho privado, á fin de que 
los ciudadanos puedan determinar con completa seguri- 
dad los actos de su vida civil, sin tener que consultar so- 
bre esta rama del Derecho otro cuerpo legal ni ninguna 
otra disposición legislativa. 

Esto era lo que se pedía; sólo á esto se reducían las 
reclamaciones y exigencias de la pública opinión. Para 
lograrlo y lograrlo pronto^ se prescindía de todo trabajo 
científico acerca de la reforma del sistema admitido por 
el proyecto de 1851 en la exposición de las instituciones; 
para conseguirlo se sacrificaba también el elemento po- 
lítico, ó sea el principio de la unificación del Derecho na- 
cional, resignándose á continuar en el federalismo jurí 
dico, nacido al primer golpe de la reconquista, y prescin- 
diéndose de la unidad del Derecho, cual si ésta no diese 
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público testimonio de la unidad de la patria. Sin em- 
bargo , á pesar de tanto sacrificio y tanta resignación, 
hoy, como ayer, el ciudadano no sabe ni puede tener se- 
guridad de cuál es el círculo de su acción en los dilatados 
horizontes del Derecho privado con la lectura y conoci- 
miento de los preceptos contenidos en el Código, si no 
consulta las distintas legislaciones que viven fuera de él, 
si no hace una detenida comparación entre los textos de 
estas legislaciones y los textos del Código con los cuales 
aquéllos guardan relación, si no hace, en suma, un pro- 
fundo trabajo y detenido estudio para averiguar el Dere- 
cho positivo existente, trabajo que todos podemos afir- 
mar, sin temor de ser desmentidos , pocas veces podrá 
darle la regla segura y cierta para determinar su con- 
ducta en los actos de la vida civil. 

Pero la situación creada sobre este particular se agra- 
va, y las dudas y conflictos se aumentan y multiplican al 
considerar además que la excepción consignada en el ar- 
tículo 1.976 no tiene un valor tan concreto y determinado 
que sólo pueda significar en el Código la agregación de 
un índice ó designación de otros cuerpos legales perfec- 
tamente definido; pues al menos, si así fuese, aunque con 
tan grave inconveniente, podría afirmarse que acerca de 
las materias que son objeto del Código civil no regían, ni 
por lo mismo había que consultar ni aplicar otros ele- 
mentos legislativos que el Código y las 16 ó 20 leyes que 
taxativamente constituyesen dicho índice ó apéndice. 

No es esto lo que significa la excepción contenida en 
el art. 1.976. 

Se ha incurrido en el error de dejar vivas, tanto las di- 
versas leyes declaradas subsistentes como toda la ante- 
rior legislación que con ellas regulaba la materia ó mate- 
rias de que trata cada una de las mismas. 

Basta fijarse en las distintas fórmulas con que el Código 
hace en cada caso la declaración de subsistencia á las que 
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se refiere la excepción de dicho art. 1.976, para compren- 
der que realmente en muchas, porque muchas son las ma- 
terias en las que el Código se remite á leyes ó disposiones 
distintas de sus preceptos, se deja viva toda la legislación 
anterior á que cada ley se refiere. 

Ya designa estas leyes con expresión de su fecha, como 
hace el art. 332 ordenando que continúe rigiendo la ley 
de 17 de Junio de 1870; ya hace análoga designación ex- 
presando la materia de la ley á que hace referencia, según 
sucede > entre otros artículos, en el 423 respecto á la ley de 
Expropiación por causa de utilidad pública, en el 429 rela- 
tivamente á la ley de Propiedad intelectual, y en el 608 
sobre la ley Hipotecaria; ya se remite á alguna ley que 
denomina especial, como la de los bienes del Patrimonio 
Real (art. 342), la especial de Aguas (art. 425), la especial 
de Minería (art. 427); ya acude á la fórmula de establecer 
que la materia á que se refiere se rige por leyes especia- 
les, según así aparece, entre otros artículos, en el 38 sobre 
los establecimientos de Instrucción y Beneficencia, el 344 
sobre los bienes patrimoniales de las provincias y pue- 
blos, el 611 sobre caza y pesca, el 617 sobre ocupacio- 
nes, etc.; ya se refiere á las leyes administrativas en 
general (art. 601); ya á las leyes y reglas de la constitu- 
ción particular de las personas jurídicas (art. 38); ya á los 
Concordatos (el mismo artículo); ya, en fin, á otras varias 
circunstancias, presentando de esta suerte tal variedad é 
indeterminación en cuanto á la nota característica de 
aquella necesaria declaración de subsistencia, que, ala 
verdad, más bien equivale, tanto en los casos expresados 
como en los demás en que el Código manda que se esté, ó 
que continúen en vigor, ó que rijan reglas ó principios 
distintos de los suyos , á sustentar en su fuerza toda la 
legislación anterior sobre las materias por él designadas, 
que á concretar en una ley determinada cada una de 
dichas materias referentes al objeto que el Código se pro- 
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puso dejando de desenvolverlas, y remitiéndose tan sólo 
á los preceptos contenidos en otros cuerpos legales. 

Es esto tan evidente, que aun en los poquísimos casos 
en que, como en el art. 332, designa el Código por su 
fecha la ley á que se refiere, ó lo hace por un nombre 
como la ley Hipotecaria en el art. 608, no cabe afirmar, 
sin exponerse á error, que el Código mantenga en su com- 
pleta integridad la ley de que en cada caso hace men 
ción, prescindiendo ó dando como inexistentes las modi- 
ficaciones que por derogación parcial, sustitución de pre- 
ceptos, alteración de alguna de sus reglas ú otras varia- 
ciones, se hayan establecido por otras leyes ó disposicio- 
nes posteriores á la ley taxativamente mencionada en el 
Código. 

¿Es que el Código deroga por sus artículos las modi- 
ficaciones sufridas por las leyes que menciona, restable- 
ciendo, por consiguiente, cada una de estas leyes en su 
integridad primitiva? Esto lo rechaza la sana razón. ¿Es, 
por el contrario, que aunque no lo diga debe entenderse 
que mantiene subsistentes todas las modificaciones que 
se hayan introducido en el transcurso del tiempo en cada 
una de aquéllas hasta que el Código se publicó? Esta opi- 
nión, que parece la más natural, no puede, sin embargo, 
apoyarse en disposición alguna del Código que expresa- 
mente lo establezca; y, al fin, esta interpretación, por ra- 
cional que pueda ser, siempre conduciría, según antes 
indicaba, á tener que afirmar que la excepción estable- 
cida en el art. 1.976 no es en favor de ley alguna ó cuerpo 
legal determinado, sino en favor del conjunto de cuerpos 
y disposiciones legales que constituyen una verdadera 
legislación especial distinta del Código para cada una de 
las materias sobre que versan todas las que en el Código 
se declaran subsistentes. 

No cabe, pues, reunir en forma de apéndice ó índice 
adicional ó complementario del Código la relación de le- 
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yes determinadas que deja en vigor sobre las materias 
de que el mismo se ocupa. Por más que pudieran enume- 
rarse las distintas leyes y disposiciones relativas á cada 
una para las que deja subsistentes los preceptos anterio- 
res á su publicación, siempre sería indispensable hacer 
además un trabajo comparativo para fijar lo derogado ó 
lo simplemente modificado , determinando de esta suerte 
lo que queda realmente en vigor dé los diversos cuerpos 
legales relativos á una misma materia. 

He aquí precisamente lo que en realidad constituye la 
alteración más profunda producida por la disposición 
final del Código respecto al principio consignado en la úl- 
tima de las bases de la ley dictada para su formación. 

Si la alteración se hubiese reducido á mantener en vigor 
conjuntamente con el Código algunas disposiciones legis- 
lativas determinadas que le sirviesen de adición ó de 
complemento , y que por medio de un índice hubiera po- 
dido darse á conocer cuáles eran dichas leyes, todavía 
habrían resultado descartadas del Código civil aquellas 
materias regidas por leyes especiales. 

Pero desde el momento en que ha de subsistir, según el 
Código, respecto de las materias que son objeto del mis- 
mo, una multitud de leyes y de disposiciones que ya se 
derogan más ó menos parcialmente, ya se completan ó se 
modifican, haciendo por tanto indispensable el conoci- 
miento de todas ellas para buscar, mediante la compa- 
ración de sus respectivos textos, lo que en realidad ha 
de quedar en vigor, aparece con marcada claridad que 
este sistema equivale á destruir por su base aquella justa 
aspiración que constantemente reclamaba llegar definiti- 
vamente á la publicación de un Código, renunciando á 
todo progreso científico en su formación y á todo ade- 
lanto hacia la unidad, con tal de ver reunida en un solo 
cuerpo legal toda nuestra legislación civil , por lo menos 
respecto á las materias comprendidas en el mismo. 
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No es, sin embargo, la única censura que puede diri- 
girse al art. 1.976 del Código civil la de haber declarado 
vigentes á la vez multitud de elementos legislativos dis- 
tintos, destruyendo la uniformidad por tanto tiempo de- 
seada , pues tampoco estuvo feliz en la redacción de la 
otra parte de la cláusula derogatoria contenida en dicho 
artículo. 

El sistema adoptado para traducir en precepto del Có- 
digo la derogación ordenada por la ley de Bases resulta 
tan confuso y tan indeterminado , que propiamente la de^ 
rogación está desvirtuada por el mismo texto ó artículo 
llamado á establecerla. 

No se incurrió en esta parte del artículo en una verda- 
dera infracción á la ley de Bases. Lo que hubo fué poca 
fortuna en su desarrollo, si de desarrollo puede calificarse 
lo establecido en el Código , porque en realidad se limitó 
á copiar ó transcribir con el nombre de artículo lo mismo 
que la ley de 1888 había establecido como una de sus ba- 
ses. Y, sin embargo, á pesar de que esta parte del art. 1.976 
es una copia de la última base de la ley promulgada para 
la redacción del Código, no puede menos de considerarse 
verdaderamente vicioso el sistema elegido al redactarlo, 
sobre todo con ocasión del artículo destinado á formular 
la cláusula derogatoria. 

Lo que tenía explicación y estaba justificado en la ley 
de Bases, no pudo ni debió admitirse en el Código. 

La ley no contenía más que un principio, un propósito, 
si se quiere, una tendencia. Señalaba sólo un procedi- 
miento para la redacción de la nueva obra legislativa; 
respetaba, como debía hacerlo, la libertad del Gobierno 
al proceder á su redacción, bien para incluir en ella todas 
las materias que constituyen el contenido de nuestro De- 
recho civil, bien para señalar, en otro caso, de la manera 
que el Gobierno creyese más acertada , la nota caracte- 
rística que diese á conocer qué materias de nuestro De- 
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recho habían de quedar reguladas únicamente por el Có- 
digo civil. 

Pero esto, que era posible y aun prudente en la ley que 
sólo tenía por objeto establecer bases para su redacción, 
no tenía justificación posible en el artículo destinado á 
comprender la cláusula derogatoria, puesto que al redac- 
tarlo, no ya en vista de lo que estaba por hacer, sino de lo 
hecho, no para fijar meramente un principio, sino para 
establecer su desarrollo, cualquiera vaguedad é indeter- 
minación acerca del valor legal del concepto de materia 
objeto del Código, había de conducir forzosamente á des- 
virtuar toda la eficacia de la disposición derogatoria. 

Lo menos que podía haberse hecho en este punto, si- 
quiera para responder á lo que se estimaba como más 
preciso y más útil en la derogación que se establecía, era 
calificar por condiciones ó notas claras y precisas, que 
evitasen toda duda, el referido concepto legal de materia 
constitutiva de objeto del Código, ya que este concepto, 
empleado sin calificativo alguno por la ley de Bases, re- 
quería, no sólo desarrollo, sino sobre todo calificación 
apropiada en el nuevo cuerpo legal. 

Al transcribir éste un mero concepto, sin decir qué va- 
lor jurídico ha de tener, parece que ha tratado de rehuir 
la fijación del sentido con que fué empleado en la ley de 
BaseSj no atreviéndose á señalarlo los redactores del Có- 
digo al cumplir la misión que se les confió, prefiriendo 
que en un punto tan trascendental é importante y que 
constituye la clave para fijar la utilidad del Código en- 
frente de las legislaciones precedentes, quedase entre- 
ííado á la disputa de los intérpretes y á la indecisión y 
vacilaciones de los Tribunales de justicia. 

¿Cabe suponer en los comentaristas y en los Tribunales 
mayor competencia para definir y establecer aquello que 
el legislador no se ha atrevido á resolver ni decidir por 
sf? Y aun cuando pueda concederse que aquéllos lo ha- 
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gan con acierto, ¿podrán tener jamás los trabajos doctri- 
nales y la obra de jurisprudencia valor tan autorizado 
por su origen, tan perfecto por su precisión y tan general 
é inmediato por la observancia debida á los preceptos le- 
gales establecidos por el legislador? 

¡Qué diferencia, aunque sólo sea considerada en el 
tiempo, entre la virtualidad del precepto de una ley al 
definir un punto jurídico, y la eficacia de esta definición, 
si ha de conseguirse mediante la elaboración sucesiva de 
los trabajos de los intérpretes ó de los fallos de los Tribu- 
nales de justicia! 

Y hago esta observación porque, aun cuando la inde- 
terminación ó vaguedad que tiene según el Código la dis- 
posición derogatoria, no constituye, como ocurre res- 
pecto á la excepción que establece en favor de las leyes 
que declara subsistentes, una verdadera infracción de lo 
expresamente exigido en la ley de Bases, es, sin embar- 
go, de mayor trascendencia y mucho más grave la falta 
ó el error en que se incurrió transcribiendo sin calificación 
ni desarrollo alguno los términos de aquella ley, ya que, 
dejando incierto y sin sentido el concepto de que depen- 
de, en cada caso, la necesidad de buscar en el Código ó 
fuera de él el precepto regulador de la materia jurídica 
sobre que verse el asunto de que se trate, deja á todo el 
mundo sin criterio legal conocido para saber cuál es en 
definitiva el Derecho vigente que al mismo deba apli- 
carse. 

Al fin, las dificultades y dudas derivadas de la excep- 
ción contenida en la segunda parte del art. 1.976 po- 
drán, aunque con mucho trabajo, ser resueltas por un es- 
tudio concienzudo que hagan los particulares en la com- 
paración de las distintas disposiciones constitutivas del 
conjunto de la legislación respectiva en el asunto sobre 
que versan las leyes declaradas subsistentes, toda vez que 
esta declaración de subsistencia, lejos de excluir del Dere- 
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cho civil ley ó disposición alguna preceptiva , confirma y 
sostiene todas las vigentes en la época de la publicación 
del Código civil. En cambio, las dificultades que surjan 
por la falta de calificación del concepto de materia objeto 
del Código no es posible resolverlas, por mucho y muy 
escrupuloso que sea el estudio que se haga, porque la dis- 
posición derogatoria es excluyeme de todos los preceptos 
ó cuerpos legales á que afecta, no consistiendo, por tanto, 
el problema ó la dificultad en obtener un resultado de tér- 
minos conocidos, sino en adivinar el criterio que ha de 
servir de hilo conductor ó de base para fijar en términos 
concretos la verdadera significación de aquel concepto 
que el Código civil no da. , 

Cuando se quiera averiguar el Derecho positivo entre 
las leyes declaradas subsistentes por el Código, siendo 
como son éstas conocidas, el problema únicamente se 
plantea en su comparación. Pero cuando se pretende co- 
nocer qué instituciones ó asuntos jurídicos se regirán 
por los cuerpos legales anteriores al Código, y cuáles 
por el Código civil, falta por completo la norma legal in- 
dispensable para poder deducir qué leyes son las que re- 
sultan vigentes. 

Todo depende de la significación y alcance que corres- 
pondan á la palabra materia^ contenida en el artículo de 
que me estoy ocupando, pues de este concepto arranca 
un efecto tan importante como ei de derogar ó excluir de 
nuestro Derecho los cuerpos legales, usos y costumbres 
que han regulado hasta la publicación del Código las ma- 
terias que considera su objeto ó la expresión de su con- 
tenido. 

Consistiendo, por tanto, lo verdaderamente esencial, al 
tratar de conocer si el Código constituye ó no la única 
fuente legislativa, en determinar con exactitud el verda- 
dero valor jurídico de la referida frase las materias ob- 
jeto del Código^ en la cual estriba todo el efecto de su 
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cláusula derogatoria, parecía lógico que el legislador pro- 
curase ante todo precisar dicho concepto, en lugar de el 
valor y alcance, pareciendo dejarlo como lo dejó entre- 
gado á la discusión de los intérpretes ó comentaristas, ó 
á las controversias que con motivo de su significación 
.usual, su sentido gramatical ó su presunto valor jurídico 
se suscitaran en el foro, provocando, por la -diversidad de 
sus posibles criterios, fallos contradictorios en los Tribu- 
nales de justicia. 

Por no haberlo hecho el legislador, queda como un 
asunto meramente discutible la clave ó nota esencial para 
saber en qué parte están ó no en vigor nuestros prece- 
dentes cuerpos legales. 

Ahora bien: ¿por qué modo ó mediante qué procedi- 
miento podrá conseguirse acierto en la determinación de 
la clave de este enigma jurídico? ¿Deberá entenderse por 
materias que son objeto del Código sólo aquellas que 
constituyen el enunciado de sus epígrafes en los libros, 
títulos, capítulos y secciones que el Código comprende? 
¿Cabrá extender dicho concepto á todas las materias que 
de un modo ó de otro son tratadas en algún artículo ó 
disposición de las contenidas en el mismo? ¿Podrá llegar 
la extensión de este concepto de materia á aquéllas de 
que sólo se hace mención en alguno de los preceptos de 
dicho Código, aunque nada se legisle concretamente so- 
bre ello? 

Nótese, ante todo, que al formular esta pregunta sobre 
cada uno de los tres elementos que resultan en el Código 
(el enunciado de sus epígrafes, las reglas ó preceptos de 
cada artículo y la mera mención de alguna materia en 
su contenido), para poder deducir el verdadero sentido 
con que el legislador ha hecho uso de la palabra materia^ 
no me guía el deseo de mostrar las variantes que resultan 
del mismo Código en su manera de tratar las institucio- 
nes de Derecho civil, sino sólo el propósito de averiguar 
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cuál es la base más segura para la decisión de un punto 
tan trascendental, porque es enteramente distinto el 
resultado que nos da y la diversa trascendencia que tiene 
el aceptar uno ú otro de aquellos tres elementos como 
clave para descubrir el pensamiento del legislador. 

La extensión ó el valor jurídico de la palabra materia 
se agranda ó se reduce considerablemente, según que se 
fije atendiendo al epígrafe, al artículo ó á la simple deno- 
minación usada en alguno de éstos. 

Detengámonos ün momento en su demostración, que 
bien lo requiere la importancia del asunto, puesto que de 
él depende, no la inteligencia de tal ó cual precepto con- 
creto, sino la determinación de lo que pueda considerarse 
como vigente ó derogado en todo nuestro antiguo De- 
recho. 

El epígrafe, bien se considere en el enunciado de los 
libros ó en los títulos, ya en el de los capítulos y aun en 
el de las secciones, en que el Código interiormente se 
divide, siempre refleja, en sentido general y abstracto, la 
institución de que se ocupa, á diferencia del artículo, que, 
como parte de los llamados á desarrollar cada institución, 
la particulariza y concreta únicamente al punto tratado 
por el texto, y á diferencia también de la simple designa- 
ción, que se reduce á nombrar una institución cualquiera, 
pero sin legislar cosa alguna sobre la misma. 

Dada la generalidad del sentido de las instituciones del 
Derecho civil, reflejada en los epígrafes de los libros, de 
los títulos, de los capítulos y aun secciones, hay que con- 
venir en que, si tomamos de este general sentido el con- 
cepto de materias que son objeto del Código, bien puede 
afirmarse que con más ó menos extensión resultan trata- 
das en él todas las del Derecho civil. 

En efecto; si ha de considerarse como materia objeto 
del Código todo asunto de Derecho civil que directa ó 
indirectamente participe del carácter de las instituciones 
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enunciadas en los epígrafes de sus libros, títulos, capítu- 
los y secciones, nada cae fuera de la acción del Código 6 
de las leyes que por él mismo se han declarado subsisten- 
tes, toda vez que no existe relación alguna en uno ú otro 
aspecto que no pueda ser considerada como asunto refe- 
rente á las personas, á los bienes, á los modos de adqui- 
rir, alas obligaciones ó contratos; dando esta interpreta- 
ción por resultado que el efecto jurídico del art. 1.976 se- 
ría el de haber derogado todo nuestro [^Derecho civil an- 
terior al Código, sin otra excepción que las leyes por 
él mismo declaradas subsistentes. 

En este caso, la cláusula derogatoria, tal como ha sido 
redactada, no tendría, sin embargo, lógica explicación; 
pero esta solución, tan en armonía con la verdadera misión 
del legislador cuando se propone uniformar toda la legis- 
lación de alguna rama del Derecho, conduciría necesaria- 
mente á un resultado importantísimo, tanto bajo el punto 
de vista de haber comprendido en un solo cuerpo legal 
cuanto constituye precepto positivo, como por la posibili- 
dad de deducir que toda omisión (voluntaria ó involunta- 
ria), aun cuando recaiga sobre punto regulado por algún 
precepto de la legislación anterior, importe forzosamente 
su absoluta derogación, y de deducir, además, que á falta 
de precepto establecido en el Código ó en alguna de las 
leyes declaradas existentes, habría de atenderse, según 
el art. 6.°, párrafo segundo, á la costumbre del lugar, y 
en su defecto á los principios generales del Derecho. 

Pero si esto fuese cierto, no se explicaría, según antes 
he dicho, que el art. 1.976 se hubiese referido, como se 
refiere en su primera parte, á las que llama materias ob- 
jeto del Código, cuando era más natural que hubiese afir- 
mado que quedaban derogados todos los cuerpos legales, 
usos y costumbres constitutivos del Derecho civil común, 
sin otra excepción que la que en su segunda parte hace 
en favor de las leyes que declara subsistentes. 
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Al referirse la cláusula derogatoria, no simplemente á 
la mera condición de que lo derogado sea cuerpo legal, 
uso ó costumbre del Derecho civil común, sino á la doble 
condición de reunir, además, el concepto especial de ma- 
teria objeto del Código, revela que en la redacción de éste 
hubo el propósito de dejar fuera de él algunas de las ma- 
terias del Derecho civil, á fin de que de esta suerte sub- 
sistiese lo que acerca de las mismas se hallaba contenido 
en legislaciones anteriores. De otro modo, repito, no 
tiene explicación racional haber acudido á una fórmula 
tan ambigua y tan extraña, si era la voluntad del legisla- 
dor que al Código, y sólo al Código, fuera preciso ate- 
nerse en todo asunto de Derecho privado. 

¿Fué realmente el propósito del legislador, á fin de no 
prescindir en absoluto de lo que estuviese regulado por 
legislaciones precedentes en todo aquello de que no tra- 
tasen expresamente los artículos del Código, atribuir el 
concepto de materia objeto del mismo, no precisamente 
al enunciado general de los libros, títulos, capítulos ó sec- 
ciones, sino á la regla particular que sobre cada punto de 
Derecho constituye el contenido respectivo de los precep- 
tos que forman su articulado? 

¿Cabe aceptar esta otra interpretación á aquellas pala- 
bras de la cláusula derogatoria cuando, aparte de la indi- 
cada observación relativa á no haberse hecho una dero- 
gación absoluta de todo cuerpo legal, uso ó costumbre de 
Derecho civil común, se observa además que, al hacer 
mención el Código de varias materias & instituciones de 
Derecho civil, como, por ejemplo, la costumbre (art. 6.^), la 
familia (artículos 9.^ 135 y otros), el parentesco, la afinidad 
<art. 84), etc., etc., no enuncia en sus epígrafes ni desarro- 
lla en sus preceptos sus condiciones características, ni el 
alcance ó extensión de su valor jurídico, ni la variedad de 
efectos que puedan producir, salvo el indicado en los ar- 
tículos en que se hace mera mención de dichas institucio- 
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nes? En una palabra, y poniendo sólo un ejemplo: ¿Qué 
norma se adoptará para conocer cuáles son los hechos 
determinantes y los requisitos necesarios para que exista 
la costumbre, así como el parentesco de afinidad y su 
fundamento, tanto en la afinidad legítima como en la na- 
tural, ó para determinar cuál sea el fundamento legal de 
la familia , su carácter en el Derecho, las personas que 
la constituyen y las relaciones que produce entre las 
mismas? 

Relativamente á todos estos particulares y muchos 
otros que podría señalar en nuestro Código, ¿regirá nues- 
tra anterior legislación y se tendrá en su consecuencia 
por costumbre, ó por parentesco de afinidad, etc., etc., 
cuanto en tal sentido calificaban las disposiciones de 
nuestro antiguo Derecho, ó, por el contrario, deberá con- 
siderarse que todo ha quedado derogado con la publica- 
ción del Código civil, y que en su virtud es preciso acudir 
á la costumbre del lugar, si la hay, ó á los principios ge- 
nerales del Derecho, conforme á lo establecido en el 
art. 6.^ del mismo Código, para saber qué es lo que ha 
de entenderse por costumbre, por afinidad legítima, por 
afinidad natural, etc., etc.? 

No parece que pueda ser aceptada esta solución, á pesar 
de lo que dice la cláusula derogatoria del art. 1.976, y 
que haya de buscarse en los principios generales del De- 
cho inspiración para lo que ya por espacio de siglos tenía 
precepto expreso en nuestra legislación anterior. De otra 
manera, aquella cláusula derogatoria, lejos de ser formu- 
lada en sentido relativo á las materias que son objeto del 
Código, lo habría sido, en términos absolutos, contra todo 
cuerpo legal, uso ó costumbre del Derecho civil común. 
Por esto entiendo que tiene racional fundamento la opi- 
nión de que, á causa de todas estas deficiencias ú omisio- 
nes que en el Código se observan, debe quedar en vigor 
nuestra legislación precedente. 
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Aunque á primera vista no parezca trascendental seme- 
jante afirmación, señaladamente respecto de la costum- 
bre, sobre la cual no contiene el Código enunciado al- 
guno especial en sus epígrafes, ni tampoco general, refi- 
riéndose, como se refiere el del título preliminar, tan sólo 
á las leyes, y no á las fuentes del Derecho, tiene, sin em- 
bargo, gran importancia si se atiende, por ejemplo,* según 
indicaba, al parentesco de afinidad, toda vez que el paren- 
tesco es precisamente materia característica de uno de 
los epígrafes del Código (sección segunda del capitulo m, 
título m, libro iii), que constituye, por lo tanto, la materia 
objeto del mismo, debiendo, en su virtud, afectar á todo lo 
que con anterioridad estaba ya legislado acerca del paren- 
tesco, la derogación pronunciada en el Código, si el valor 
de su cláusula derogatoria hubiera de fijarse en razón del 
enunciado de sus epígrafes, y no en consideración á las 
disposiciones de sus preceptos ó artículos. 

Ahora bien; no es menos indudable que en la referida 
sección, destinada á tratar del parentesco, á pesar de la 
generalidad de su epígrafe, su desarrollo en los artículos 
se limita únicamente al parentesco producido por el vín- 
culo de sangre. No tratan dichos artículos del parentesco 
de afinidad; y como á pesar de esta omisión establece 
el Código efectos determinados, tanto respecto á la afini- 
dad legítima como á la afinidad natural, en los artículos 
84 y 85, es por todo extremo evidente que si estos efectos 
han de tener lugar sin que sea posible saber, á causa de 
las indicadas omisiones del Código , en qué consiste el 
parentesco de afinidad en sus referidas clases, ó es for- 
zoso atenerse en estos puntos á nuestra legislación ante- 
rior, á pesar de constituir el parentesco materia objeto del 
Código, ó es indispensable, para conocer el verdadero va- 
lor jurídico, así de la afinidad legítima como de la afini- 
dad natural, recurrir á la costumbre del lugar ó á los 
principios generales del Derecho 
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He aquí una materia que, como otras muchas, resulta 
tratada en el Código sólo en alguno de sus efectos , sin 
ocuparse de lo más fundamental, esto es, de la determina- 
ción de su naturaleza jurídica, de su clasificación y de la 
respectiva extensión ó alcance de cada una de sus clases. 

¿Podrá decirse, sin embargo, en vista de esta situación 
anormal, por la que una misma institución resulta some- 
tida en parte al Código civil y regulada en parte por le- 
gislaciones anteriores, que el concepto de materia objeto 
del Código ha de fijarse, no en razón del enunciado gene- 
ral de los asuntos jurídicos comprendidos en los epígra- 
fes, sino en atención á la materia particular y concreta 
tratada en cada uno de sus artículos? 

No se me oculta que esta consideración podría servir 
de expediente para suponer que el Código no contiene 
omisiones ó deficiencias sobre puntos que hubiesen ya al- 
canzado carta de naturaleza en nuestra legislación; pero 
ello me obliga á hacer notar que si el concepto de mate- 
ria objeto del Código ha de fijarse en vista de los precep- 
tos del articulado, y no de los enunciados de los libros, 
títulos, capítulos y secciones, en una palabra, en vista de 
lo particular y no de lo general; como entonces la com- 
paración necesaria entre las materias contenidas en el 
Código y las reguladas por la legislación anterior tendría 
que hacerse oponiendo, no un cuerpo legal á otro cuerpo 
legal, es decir, un conjunto á otro conjunto, sino un pre- 
cepto de hoy á otro precepto de ayer, resultaría que los 
cuerpos legales quedarían en principio subsistentes, si 
bien con las modificaciones introducidas por las disposicio- 
nes contenidas en el articulado del Código, y que el efecto 
derogatorio de éste no consistiría ni podría consistir en 
sustituir uñ Derecho por otro Derecho, sino solamente en 
establecer una prelación en favor del nuevo cuerpo legal 
enfrente de todos los que hasta aquí hubiesen formado 
parte de nuestra legislación. 
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Un efecto meramente prelativo, y no un efecto deroga- 
torio, sería el resultado que traería consigo todo propósito 
de fijar la significación de "materia objeto del Código „, 
mediante la comparación entre los preceptos de su ar- 
ticulado y las disposiciones respectivas contenidas en los 
artículos ó reglas de leyes anteriores. He aquí la trascen- 
dencia á que antes me refería, haciendo notar que remi- 
tiéndose, como se remite, la disposición final derogatoria á 
las materias objeto del Código, de tal suerte, que de la 
determinación de este concepto depende la subsistencia ó 
derogación de las legislaciones precedentes, el efecto de 
dicha disposición final, ó resulta verdaderamente dero- 
gatorio, ó simplemente prelativo, según se fije aquel con- 
cepto en atención á los enunciados generales en los li- 
bros, títulos, capítulos y secciones, ó en consideración á 
los puntos concretos sobre que versa cada uno de los ar- 
tículos, en cuyo último caso sería preciso convenir que 
quedan subsistentes todas las leyes de nuestro antiguo 
Derecho, en cuantas disposiciones no resulten contrarias 
ó modificadas por los artículos del Código vigente. 

No creo que este haya de ser el criterio interpretativo 
del art. 1.976, aun cuando en algunas materias, como en 
las que por vía de ejemplo dejo indicadas, sea forzoso 
acudir á la legislación anterior, no obstante estar com- 
prendidas en principio (ya que no en su desarrollo) en los 
epígrafes que constituyen los enunciados generales de las 
materias que son objeto del Código. 

Por esto no puedo menos de considerar que , si bien 
semejantes deficiencias ú omisiones revelan un estado 
confuso y anormal capaz de originar grandes y fundadas 
dudas acerca del valor derogatorio ó simplemente prela- 
tivo de la nueva obra legislativa, hay que optar por el 
efecto derogatorio, como el más racional, más expedito y 
más conforme con el pensamiento del legislador, expre- 
sado en la ley de Bases, siquiera sea necesario, en los 
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casos de excepción á que me he referido, buscar solución 
en el momento presente en nuestro precedente Derecho 
positivo, mientras no se consiga, con la revisión periódica 
prevista por la ley de Bases, que aquellas omisiones se 
hagan desaparecer del nuevo cuerpo legal. 

Es necesario que por el sistema que se siga en la pri- 
mera revisión del Código se procure ante todo adoptar un 
criterio que fije con completa precisión cuáles son las 
fuentes del Derecho civil, para saber con seguridad y cer- 
teza qué es lo que queda vigente de nuestro anterior De- 
recho, si por acaso en virtud del nuevo Código no ha de 
resultar, como debiera, absolutamente derogado todo 
nuestro antiguo Derecho civil. 

La perplejidad ó incertidumbre actual, tanto respecto á 
las varias legislaciones que existen, como sobre las ma- 
terias á que se refieren las leyes que por el Código se 
declaran subsistentes, y respecto á aquellas que son 
objeto del mismo, con arreglo á los enunciados de sus 
libros, títulos, capítulos y secciones, crea un estado en el 
que subsiste y continúa la misma incertidumbre que por 
tantos siglos ha existido , cuando únicamente para salir 
de tan embrollada situación se pidió con apremio la publi- 
cación del nuevo cuerpo legal. 

Esta situación debe forzosamente terminar. Por más 
que al hacerse la reforma se prescinda del elemento cien- 
tífico en cuanto á la estructura y desarrollo de nuestro 
Derecho civil y se abandone toda aspiración unificadora 
propia de la moderna codificación , se impone con ver- 
dadera urgencia la necesidad de esclarecer un punto tan 
capital, precisando al efecto, sobre todo otro propósito, 
estatuir de un modo claro y expreso la derogación abso- 
luta de todo lo antiguo, ó decir al menos qué es lo que de 
lo antiguo haya de quedar en observancia ó en vigor. 

Para que el Código jfueda producir en nuestro Derecho 
verdadero efecto derogatorio de toda la legislación ante- 
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rior; pata conseguir, en una palabra, que téngala ven- 
taja ó utilidad que el país se había prometido, fijando de 
una manera clara y determinada las únicas fuentes del 
Defecho civil, hay que decidirse á comprender en el Có- 
digo todas, absolutamente todas las materias que consti- 
tuyen el contenido de esta esfera del Derecho. 

Sólo así, sin riesgo ni peligro alguno, podrá redactarse 
la cláusula derogatoria de toda nuestra legislación an- 
terior. 

CAPÍTULO SEGUNDO 

Manera de realizar la reforma del Código civil en armonía 
con lo dispuesto en la ley de Bases dictada para su re- 
dacción. 

Dos procedimientos cabe adoptar para obtener el resul- 
tado á que últimamente me he referido: ó que el Código 
trate, no sólo en principio, ó sea en los enunciados de sus 
instituciones, sino también en su desarrollo, y por tanto 
en sus artículos , todas las materias del Derecho civil, ó 
que comprendiéndolas igualmente, aunque sólo sea en 
principio, se auxilie el Código, en lo referente á su des- 
arrollo, de algunas leyes determinadas, haciendo sobre 
las mismas declaración expresa de que continúen en ob- 
servancia. 

Con lo primero, sería realmente un hecho la uniformi- 
dad de nuestros cuerpos legales, perseguida constante- 
mente por todos é impuesta como base por la ley dictada 
para la redacción del Código. Mediante lo segundo, si bien 
subsistiría en límite reducido la pluralidad de cuerpos le- 
gales en el orden del Derecho civil^ se conseguiría unifor- 
mar su autoridad por la confirmación de las leyes que se- 
gún el Código continuaran subsistentes, y se precisaría, 
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por la enumeración de las mismas, las únicas fuentes que 
había que consultar para la determinación jurídica de 
nuestra vida civil. 

Se dirá quizás que este último procedimiento ha sido ya 
adoptado en el Código actual mediante la excepción esta- 
blecida en la segunda parte del art. 1.976; pero ya he te- 
nido ocasión de decir que, aunque así fuese, resultaría el 
Código con este motivo en oposición con lo exigido en la 
ley de Bases, al dejar subsistentes, no sólo leyes concre- 
tas y determinadas que cupiera enumerar con precisión 
como complemento del Código, sino también vivas y en 
vigor las legislaciones respectivas acerca de los asuntos 
á que se refieren dichas leyes declaradas subsistentes, con 
todas las transformaciones y mudanzas que éstas han su- 
frido hasta la actualidad y complicándolo además con la 
indeterminación en que resulta, según la primera parte 
del mencionado artículo, la calificación del concepto de 
materia objeto del Código. 

No es posible, pues, afirmar que el procedimiento em- 
pleado se acomode á ninguno de los dos que acabo de 
señalar. Pero además debo añadir que la adopción del se- 
gundo sistema, limitado á completar el Código con algu- 
nas otras leyes que viviesen fuera de él, no ofrecería ven- 
taja alguna, porque se impondría, como se ha impuesto 
en la redacción del Código, al seguir un procedimiento 
análogo, ó la necesidad de adoptar en vez de leyes deter- 
minadas la totalidad de las legislaciones respectivas á las 
materias de que se ocupan, ó sería preciso hacer en el 
contenido de cada una de estas grandes unidades legisla- 
tivas una minuciosa y concienzuda depuración para fijar 
la parte que de ellas quedara vigente, y, de todos modos, 
ni este trabajo, por muy discreto y perfecto que fuese, ni 
la comparación entre su resultado y el Código, lograría 
presentar con la relación y unidad indispensables las pres- 
cripciones del nuevo cuerpo legal, á la vez que las dispo- 
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siciones anteriores que quedaran en observancia, 
su adición ó complemento. 

De esta suerte, el sistema ó procedimiento de dejar con 
valor jurídico otras leyes distintas del Código, no evitaría 
el trabajo de reconstituir los preceptos de todas estas le- 
yes, si realmente subsistía el propósito de mantenerlas eií 
vigor en toda su integridad y de dar á conocer de una ma- 
nera perfectamente clara y precisa cuantas disposiciones 
hayan de constituir la parte complementaria del Código; 
no pudiendo dudarse que, ante la necesidad de practicar 
este ímprobo y minucioso trabajo , es preferible hacerlo 
dentro del mismo Código, en vez de hacerlo fuera de él; 
porque de este modo, además de conseguir uniformar todo 
el Derecho civil en un solo cuerpo legal, sería mucho 
más fácil procurar al conjunto de sus preceptos la ar- 
monía y unidad que deben tener en razón del orden de las 
instituciones que desenvuelven. 

Siempre lo más radical suele ser lo más sencillo y lo 
más claro; y en realidad, si el Código ha de producir ver- 
dadero efecto derogatorio, ofreciendo una norma segura 
para conocer las únicas fuentes del Derecho privado, es 
forzoso prescindir de todo procedimiento por el que se 
mantengan en observancia leyes anteriores al mismo, 
procurando que en su contenido estén comprendidas todas 
las materias del Derecho civil, así en principio , á virtud 
del enunciado de las instituciones que lo componen, como 
en su desarrollo, mediante la. regla propia ó peculiar á 
cada uno de sus artículos. 

No hay necesidad alguna de sacrificar la unificación 
del Derecho civil común y de mantener la indetermina- 
ción en que por falta de esta uniformidad resultan mu- 
chas de nuestras instituciones civiles, conservando en 
vigor separadamente del Código otros cuerpos legales ó 
leyes destinadas á regular materias esencialmente de 
Derecho privado y formulando al efecto expresa decía- 
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ración de que quedan subsistentes, cuando cabe que en el 
nuevo cuerpo legal se incluyan ó incorporen todos ó 
parte de los preceptos que comprenden aquellas leyes y 
á los cuales habría de alcanzar, si se hiciese como sucede 
en el Código, dicha declaración de subsistencia. 

No es esto obstáculo para que, con ocasión de otras 
leyes destinadas á regular materias distintas de las del 
Derecho privado, se establezca por dichas leyes alguna 
disposición especial que en razón del elemento á que se 
refiere, ya sea el sujeto, el objeto ó el acto jurídico, afeqte 
un carácter verdaderamente civil y alcance, por tanto, á 
alguna de las instituciones comprendidas en el Código. 

Esto que ocurre, tratándose de leyes especiales, desig- 
nándolas así á causa de la excepción que introducen al 
régimen general de la institución ó instituciones civiles á 
que hacen referencia, no tiene lugar en aquellas otras 
leyes que, por lo mismo que están destinadas á desenvol- 
ver una parte de las instituciones del Derecho civil, han 
de ser forzosamente, si sus preceptos no se incorporan al 
Código, cuerpos complementarios del mismo, en atención 
á que su misión precisamente consiste en fijar el régimen 
general de la institución civil que por ellos se desen- 
vuelve. 

No cabe olvidar la trascendental diferencia que existe 
entre unas y otras clases de leyes. Estas últimas, ó sea 
las complementarias j desempeñan substancialmente una 
función idéntica á la del Código, á saber: establecer el 
régimen general de la institución del Derecho' civil, que 
en cada una de dichas leyes se concreta á una ó mas ins- 
tituciones determinadas, cuyas disposiciones, debiendo 
formar parte integrante del Código, el legislador, por no 
incluirlas en éste, las declara subsistentes. Tal sucede, por 
ejemplo, con la ley Hipotecaria, la de Registro civil, la de 
Aguas, Minas, Caza, etc., etc. 

En cambio las primeras, ó sea las leyes que contienen 
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disposicioües de excepción respecto á ciertos particulares 
del Derecho civil, como su misión, á diferencia de la del 
Código, consiste en regular materias esencialmente dis- 
tintas de esta rama del Derecho, aun cuando por inciden- 
cia contengan alguna disposición que á éste se refiere, 
por ejemplo, la Constitución del Estado relativamente á 
la mayor edad y á la tutela del Rey, la ley especial sobre 
los bienes del Patrimonio Real, las de Instrucción y Bene- 
ficencia, las de Desamortización, etc., etc., no es posible 
incluir sus preceptos en el Código sin confundir las dis- 
tintas esferas de la legislación, y fraccionar ó quebrantar 
á su vez la integridad de aquellas leyes en que la excep- 
ción que establecen respecto al Derecho civil es exigida 
por la especialidad de la materia que desarrollan distinta 
de esta rama del Derecho. 

En las leyes complementarias, la competencia sobre la 
materia jurídica, que constituye su contenido, es verdade- 
ramente peculiar ó exclusiva del Código; viven fuera de 
él sólo por pura conveniencia, ó mejor capricho del legis- 
lador, y requieren, por consiguiente, para continuar en 
vigor, que el Código las confirme ó reconozca expresa- , 
mente, disponiendo que continúen en observancia ó decla- 
rándolas subsistentes, según se hace en el art. 1.976 del 
Código civil. 

Mas, por el contrario, en las leyes que contienen dispo- 
siciones de excepción, la falta de competencia del Código 
para incorporarlas á él hace que él mismo se inhiba de su 
régimen, respetando en este punto lo que pudiera llamarse 
fuero especial de cada rama del Derecho, limitándose á 
referirse á ellas de un modo general y estatuyendo su 
carácter supletorio, como, por ejemplo en el art. 16, para 
las materias ó disposiciones de excepción que en dichas 
leyes se comprendan. 

Esta substancial diferencia entre unas y otras leyes, de- 
bida á la distinta naturaleza jurídica del objeto ó materia 
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sobre que versan, y que al parecer reconoce el Código, si 
se compara el carácter general de la disposición conte- 
nida en dicho art. 16 y el singular de las comprendidas, 
entre otros artículos, en el 332, en el 423, 425, 608, etc., etc., 
á las cuales alcanza la referencia que hace el art. 1.976 á 
las leyes que en el Código se declaran subsistentes, per- 
mite, según anteriormente indicaba, que, sin embargo de 
desaparecer con la unificación del Derecho común toda 
la parte complementaria, encerrando en el Código el con- 
tenido completo de la legislación civil, ni se alteren las 
excepciones debidas á causas peculiares de otras esferas 
de Derecho, ni deje el Código de servir de elemento suple- 
torio para las deficiencias que resulten en dichas dispo- 
siciones especiales. 

Á este efecto comprende el proyecto que acompaño 
(art. 80) una disposición análoga á la contenida en el ar- 
tículo 16 del Código, no obstante proponer, como pro- 
pongo , que aunque sea incluyendo en éstos preceptos ó 
artículos de las leyes hoy por hoy declaradas subsisten- 
tes, y que constituyen , por decirlo así , la parte comple- 
mentaria del Código, se formulen ó desarrollen en el 
mismo todas las instituciones que forman el contenido de 
nuestro Derecho civil. 

Para esta solución, la que se ajusta ó adapta más á la 
derogación absoluta exigida en la ley de Bases, pueden á 
su vez elegirse dos sistemas diferentes : el que podemos 
llamar científico ó informado en vista de la naturaleza es- 
pecial de esta esfera de Derecho, á fin de presentar en 
unidad sus elementos constitutivos y, caracterizando sus 
respectivas funciones, desenvolver en relación rigurosa- 
mente orgánica el cuadro de instituciones que á dichas 
funciones sean necesarias, ó el que podemos llamar em- 
pírico ó histórico, tan generalizado en las escuelas, y en 
el que se ha informado nuestro Código civil, que si bien 
presenta en un orden tradicional la mayor parte de las 
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instituciones del Derecho, cual si constituyeran tan sólo 
un conjunto de monografías jurídicas, no muestran las 
relaciones que dichas instituciones mantienen entre sí, en 
razón de la unidad propia de la materia de que tratan, 
puesto que ni caracteriza los elementos peculiares de 
esta esfera de Derecho, ni asigna á cada uno sus funcio^ 
nes respectivas, ni da á conocer con tal motivo el funda- 
mento de cada una de las instituciones por las que estas 
funciones se realizan. 

El procedimiento científico exigiría presentar todas las 
instituciones en unidad, cimentando el orden de su expo- 
sición y de su desarrollo en ideas madres, en principios 
comunes, que sirviesen á cada una de ellas de capital 
fundamento. Según el procedimiento histórico, todas las 
instituciones resultan tratadas aisladamente, sin más base 
de conjunción ó enlace que lá mayor ó menor analogía 
atribuida arbitrariamente á las materias á que se refieren. 

Así como en el procedimiento científico deben apare- 
cer necesariamente las instituciones de una manera orgá- 
nica y sistemática, reflejo fiel de la afinidad que existe 
entre sus respectivas materias y de las relaciones que en 
su virtud han de sostener en el conjunto ó esfera de De- 
recho, que constituyen todas ellas, el procedimiento his- 
tórico, por el contrario, las muestra simplemente en una 
serie en que, por no resultar justificados los motivos del 
orden jurídico con que aparecen colocadas, ni cabe descu- 
brir con la precisión indispensable la naturaleza común á 
unas y otras, y mucho menos los motivos de su relación 
<3 enlace, dando lugar esta diferencia capital á que, así 
como en el procedimiento científico el valor de la institu- 
ción no depende meramente de la regla ó precepto en que 
consiste su desarrollo , sino también del lugar que le co- 
rresponde en el organismo en que viene contenido, y en 
razón del cual consigue carácter determinado el enun- 
ciado de la institución misma, en el procedimiento histó- 
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rico, por el contrarío, el valor jurídico de las institucio- 
nes, indeterminado en sus propios enunciados, sólo se re- 
vela por medio de los preceptos ó reglas de su desenvol- 
vimiento. 

Esta oposición entre uno y otro sistema es de tal im- 
portancia y de un valor práctico tan inmediato, que bien 
puede afirmarse que el espíritu de las leyes, y tratándose 
de un Código el de cada una de las instituciones que 
comprende, desaparece realmente, haciendo poco menos 
que imposible la interpretación de los artículos que con- 
tiene, cuando hay que buscar su valor jurídico solamente 
en cada artículo, esto es, en la materialidad de su letra, y, 
por tanto, en el sentido común y gramatical de las expre- 
siones con que lo formulan; lo cual no basta ni puede 
bastar para el sentido jurídico, que como elemento común 
á todos los preceptos por los que se desenvuelven las ins- 
tituciones, obligaría á repetir en cada artículo ó precepto 
lo que constituye la naturaleza jurídica de cada institu- 
ción, desarrollada por los artículos que á la misma co- 
rresponden. 

Por esto, como he dicho en otra ocasión, la disposición 
concreta del concepto de una ley ó de un artículo del Có- 
digo es tan sólo la, forma literal de la ley misma, siendo 
así que la estructura, ó, por mejor decir, el organismo de 
la institución que contiene, es la. forma de su espíritu; pu- 
diendo también afirmarse, por esta razón, que cuando la 
estructura de un Código se acomode simplemente á un 
orden de instituciones más ó menos aceptado en la Histo- 
ria, pero sin descansar en un principio capital que des- 
envuelve en interiores unidades la materia común á los 
distintos preceptos que cada una de éstas ha de contener, 
para fijar por medio de este científico y sucesivo enlace, 
no sólo las relaciones que entre sí sostengan dichos pre- 
ceptos, sino también las que mantengan las referidas uni- 
dades en razón del principio común que les sirve de fun- 
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damento, resulta mutilado el verdadero valor jurídico de 
las instituciones, que si bien aparece en lo casuístico 6 
peculiar de cada precepto ó artículo, no se muestra en lo 
sistemático 6 fundamental de la institución. 

En efecto; como eí verdadero sentido en toda regla del 
Derecho es imposible desentrañarlo por completo, sino 
se la considera bajo dos puntos de vista: aisladamente, 
en cuanto á la materia que contiene, y en relación ú or- 
g^ánicamente en cuanto á la materia común en que ella, 
con las demás reglas del Derecho, se encuentra contenida, 
es evidente que el orden ó sistema que se siga en la le- 
g;íslación, no sólo es importante para la claridad de los 
preceptos y para la recta interpretación, sino que es tam- 
bién de gran interés para fijar la verdadera naturaleza 
Yj por consiguiente, todo el alcance que cada uno de ellos 
puede tener. 

Más adelante me ocuparé especialmente, aparte de las 
deficiencias que aparecen en el Código, tanto de las con- 
tradicciones en que resultan informados muchos de sus ar- 
tículos como de los absurdos á que puede conducir su 
aplicación; consecuencia lo uno y lo otro del carácter ais- 
lado y sin sentido alguno de unidad con que han sido tra- 
tadas las instituciones de que se ocupa, y que demuestra, 
no sólo lo que acabo de exponer, sino la necesidad de que 
por la revisión del Código se procure que éste comprenda 
todas las instituciones del Derecho civil, uniformando en 
él de un modo absoluto las fuentes de esta rama del De- 
recho, confiriéndose por este medio verdadero efecto de- 
rogatorio á su disposición final. Precisa, pues, decidirse 
franca y abiertamente por el sistema científico, como el 
más adecuado para que el Código comprenda todas las 
instituciones de esta esfera del Derecho. 

Recordará indudablemente la Academia, á la que tengo 
la honra de dirigirme, que precisamente á este efecto pre- 
senté ya en el Senado como enmienda á la ley de Bases 
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para la redacción del Código civil un proyecto de estruc- 
tura, encaminado especialmente á conseguir que todas las 
instituciones del Derecho privado revistieran el carácter 
apropiado á su especial naturaleza, mostrando por su 
enlace y por la relación que las une el interior orga- 
nismo peculiar á esta parte de nuestra legislación y ofre- 
ciendo el modo de conseguir que mediante el desarrollo 
sistemático de las materias que constituyen su contenido 
se comprendiese en el nuevo Código civil todo cuanto co- 
rresponde á esta importantísima esfera de nuestro Dere- 
cho positivo. 

No he de tratar ahora de la suerte que cupo á aquella 
enmienda. Si hago esta indicación, es tan sólo para recor- 
dar que dé tal modo fué reconocida la importancia del 
sistema científico para la ordenación de las instituciones 
del Código civil cuando estaba en vías de preparación la 
redacción de este cuerpo legal, que el Congreso jurídico 
iniciado por esta Academia planteó como uno de los pro- 
blemas por entonces de verdadera actualidad la cuestión 
relativa á cuál debiera ser la estructura más apropiada 
para un Código civil español, teniendo la señalada honra 
de que, en unión de otros distinguidos compañeros, se me 
designase para la ponencia llamada á formular el dicta- 
men correspondiente á dicho tema, el primero de los 
sometidos á la decisión de aquel Congreso. 

Deuda de gratitud es y será siempre para mí aquella 
distinción, que, sin duda por mis aficiones y por mis tra- 
bajos anteriores, me obligó siempre, en la medida de mis 
escasas fuerzas, á corresponder á la confianza del Con- 
greso, procurando demostrar que el desarrollo de las ins- 
tituciones de Derecho civil sometido á un orden rigurosa- 
mente científico, por el que se tradujese en forma legal el 
fundamental concepto de cada institución, no sólo era 
compatible con el estado del Derecho positivo en nuestra 
patria y susceptible de amoldarse, sin renunciar á su 



— 52 - 
carácter nacional, á las exigencias propias de una siste- 
mática organización , sino que ésta estaba justificada y 
hasta exigida, aun considerando históricamente el asun- 
to, lo que no sucedía ni podía suceder con la adopción del 
sistema seguido en el Código francés, á que principal- 
mente se había acomodado el proyecto de 1851. 

Mas entiendo que no sólo era conveniente, sino indis- 
pensable, para facilitar, aun manteniendo la variedad de 
nuestra legislación civil en razón del territorio, la identi- 
ficación de las distintas manifestaciones que en su des- 
arrollo presenten las mismas instituciones, pudiendo re- 
ducirse poco á poco la importancia más ó menos circuns- 
tancial de los intereses encontrados que se reputaron como 
un obstáculo para abordar decididamente, con ocasión de 
la publicación del Código, el importantísimo problema de 
la unificación de nuestro Derecho civil. 

Habiéndose pronunciado casi por unanimidad la opi- 
nión de aquel Congreso jurídico contra él sistema adop- 
tado en el proyecto de 1851, á pesar de que era el único 
que ofrecía á la consideración de los jurisconsultos allí 
reunidos el desarrollo ó articulado de las instituciones 
que comprendía, y sin que llegara á aceptarse una estruc- 
tura determinada para la redacción del futuro Código ci- 
vil, sin duda por no haber habido tiempo material para 
concretar en forma de preceptos ó artículos el desenvol- 
vimiento de los diversos sistemas que fueron presentados 
como solución al tema propuesto; era para mí, que había 
tenido la honra de reproducir ante el Congreso jurídico la 
enmienda formulada ante el Senado, un compromiso mo- 
ral articular aquel proyecto orgánico de las instituciones 
del Derecho privado, compromiso al que he dedicado todo 
el tiempo que me ha sido posible, con la esperanza de que, 
á medida que fuese ultimando alguno de los libros que 
comprende, podría solicitar el interés de la Academia, 
centro entusiasta de los estudios jurídicos, respecto á las 
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soluciones y reformas que propongo, á fin de que, formán- 
dose poco á poco opinión acerca de las mismas, puedan 
conseguir utilidad práctica cuando llegue el momento de 
procederse á la revisión del Código civil. 

Fruto de mis trabajos en estos últimos años son los dos 
libros que tengo la honra de someter al examen de esta 
docta Corporación. Siento no poder presentar ultimado 
todo el Código, como hubiera sido mi deseo, para que se 
pudiese formar idea de todo su contenido y del concepto 
característico de las distintas instituciones que com- 
prende; pero este trabajo, que la experiencia me ha reve- 
lado ser obra de mucho tiempo, aunque abrigue la espe- 
ranza de poderlo presentar terminado en la época seña- 
lada por la ley para la revisión del Código, me ha suge- 
rido la idea de ir dando á conocer sus resultados, aunque 
tan sólo, por ahora, respecto de los dos primeros libros, á 
ñn de que así la opinión los analice y los juzgue, y no 
puedan parecer tardías para obtener valor legal aquellas 
soluciones y reformas que se consideren aceptables. 

Á conseguir este solo propósito, esto es, á promover el 
estudio de un problema tan vasto y tan importante como 
el de la reforma del Código civil vigente, acerca de cuya 
necesidad es unánime la opinión de todos los juriscon- 
sultos, y muy especialmente de los comentaristas, que han 
demostrado ya los defectos que contiene gran parte de 
los preceptos del Código, se dirige la presentación á la 
Academia de los libros referidos, que tratan, el primero de 
las fuentes del Derecho civil, y el segundo del sujeto en 
esta esfera de Derecho, abrigando como abrigo la segu- 
ridad de que este Centro científico, siempre dispuesto á 
interesarse por todo lo que es útil al estudio de los pro- 
blemas jurídicos en general, y muy señalamente al desen- 
volvimiento de la legislación en nuestra Patria, se dig- 
nará acoger con benevolencia esta primera parte de mi 
trabajo y dedicará á su examen y comparación con el 
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Código vigente todo el tiempo que le permitan las múlti- 
ples atenciones que en el momento presente solicitan su 
poderosa actividad y su indiscutible competencia. 



TÍTULO SEGUNDO 

Fines á que debe responder la redacción del 
Código en atención á la variedad de las le- 
gislaciones que componen el Derecho civil 

Español. 

CAPÍTULO PRIMERO 

Impropiedad de haber determinado el Código civil 
el contenido del Derecho foral. 

Bien quisiera el que tiene la honra de dirigirse á esta 
docta Corporación que, cuando haya de verificarse la 
nueva revisión del Código, fuese posible plantear con 
entera libertad el problema de la unificación de nuestras 
legislaciones civiles, y que se resolviese al fin este pro- 
blema en favor de una legislación nacional mediante un 
Código único, comprensivo de todas las materias consti- 
tutivas del Derecho privado y definitivamente deroga- 
torio de cuanto nuestra Patria ha tenido con anterioridad 
en vigor en esta importante rama de la legislación. Sólo 
así desaparecería de una vez y por modo irrevocable la 
variedad ó federalismo jurídico que hoy existe y hay 
temores de que continúe por mucho tiempo y hasta se 
aumente con la redacción de los apéndices ofrecidos á 
nuestras legislaciones regionales. 

No he de discutir la importancia política de esta solu- 
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ción, que sería para la unidad de la Patria el complemento 
de la unidad política á tanta costa ya alcanzada. 

Por desgracia hay que renunciar por ahora á este 
patriótico propósito, ya que puso término á este asunto 
la ley de Bases de 1888, manteniendo en principio, aun- 
que en forma de apéndices del Código, el particularismo 
en la legislación civil, siendo además de temer, por la 
manera como van las cosas, que prácticamente dicho par- 
ticularismo seprolonge indefinidamente, no formulándose, 
como no se ha formulado todavía, á pesar del tiempo 
transcurrido, apéndice alguno relativo á dichas legista* 
ciones forales. 

El art. 6.** de la ley de Bases prevenía que el Gobierno, 
oyendo á la Comisión de Códigos, presentase en uno ó 
varios proyectos de ley los apéndices del Código civil, 
en los que se contuviesen las instituciones forales que 
convenga conservar en cada una de las provincias y 
territorios donde hoy existen. 

Nada de esto se ha hecho aún , ni se observa síntoma 
alguno en las esferas oficiales de que por ahora se trate 
de dar cumplimiemto al mandato contenido en dicho ar- 
tículo, y hasta puede añadirse que, conteniendo el Código 
civil los artículos 12 y 13, á pesar de revestir sus disposi- 
ciones un carácter meramente transitorio, revela, no obs- 
tante, por el hecho de haberlos incluido en el cuerpo del 
Código y no haberlos colocado separadamente entre las 
llamadas disposiciones transitorias, que no es dado abri- 
gar esperanza alguna de conseguir, al menos en breve 
plazo, que se lleve á cabo la anunciada obra de revisión y 
reducción de nuestro Derecho foral. 

Si á primera vista parecía fácil cumplir el precepto de 
dicho artículo 6.*^ de la ley de Bases, ha de ser, sin em- 
bargo, muy difícil realizarlo, aun cuando existiese serio 
y decidido propósito de hacerlo. 

No deben ser los apéndices, según se deduce de las dis- 
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posiciones de la ley de Bases, un Código general del De- 
recho civil peculiar á cada región foral, ni una compila- 
ción de todo lo que en cada una de dichas regiones se en- 
cuentra subsistente, ni tampoco un cuerpo de doctrina 
dedicado á mantener en su integridad el actual régimen 
jurídico de las provincias y territorios en que subsiste el 
Derecho foral. 

Los apéndices, por el contrario, han de reducirse, 
según el mandato del legislador, á contener tan sólo 
algunas instituciones forales que convenga conservar 
en cada una de aquellas provincias ó territorios donde 
actualmente existen; y es, por lo mismo, evidente que, ó 
estas instituciones han de ser fundamentales, en cuyo caso 
su concepto, diferente del de la legislación común, impli- 
caría una contradicción perpetua de principios en el Dere- 
cho positivo del país y quitaría todo valor racional á las 
instituciones jurídicas consideradas por el mismo legisla- 
dor de un modo diferente, ó han de ser aquéllas asunto de 
mero detalle ó accidente en el desarrollo de algima insti- 
tución fundamental, en cuyo caso nada podría abogar en 
favor del particularismo regional para mantenerlo tan 
sólo en los apéndices y con separación del cuerpo general 
del Código, pues el reconocimiento de su verdadera uti- 
lidad en la región donde se conserve sería siempre mo- 
tivo para admitirla como forma útil con carácter general 
y para incluirla al efecto en el cuerpo del Código, mos- 
trándose así la innecesidad de los referidos apéndices. 

En esta labor legislativa, exigida por las disposiciones 
de la ley de Bases dictada para la formación del Código, no 
puede olvidarse ni un momento que, si el trabajo del legis- 
lador ha de ser fecundo, es ante todo indispensable que 
tenga clara conciencia de lo que se proponga hacer. No 
es, pues, extraño que la obra de los apéndices parezca 
relegada al olvido; porque, sin duda con motivo de lo 
que acabo de indicar, ha llegado á comprenderse que 
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habría de resultar innecesaria, ó por lo menos de escasí- 
sima utilidad, la formación de los apéndices del Código 
que exigieron los preceptos de la mencionada ley. 

Dejemos que el tiempo resuelva este complicado asunto 
de la redacción de los apéndices y de la clasificación que 
por los mismos se haga de las instituciones que convenga 
conservar entre las que constituyan exclusivamente el 
Derecho peculiar ó privativo á cada región foral. Entre- 
tanto seguirá perpetuándose el actual estado jurídico, por 
el cual la variedad de nuestra legislación civil, no sólo 
mantiene íntegramente su fisonomía histórica, lo mismo 
en el Derecho escrito que en el consuetudinario y aun en 
el supletorio , sino que se complica y profundamente se 
perturba, en atención á que el Código , para regular de 
algún modo las relaciones entre legislaciones diferentes, 
en vez de reducir estas legislaciones ha venido á agran- 
darlas á expensas y con agravio del Derecho llamado de 
Castilla, entregando inadvertidamente á la voluntad indi- 
vidual la sumisión á cualquiera de las legislaciones exis- 
tentes. 

Más adelante me ocuparé de este último é importantí- 
simo extremo. Ahora sólo me interesa hacer constar que 
el indicado problema de la redacción de los apéndices 
debe parecer á todos muy difícil, cuando hasta hoy no se 
ha hecho nada todavía para presentar concretamente como 
solución de lo exigido por la ley de Bases las institucio- 
nes de cada provincia ó territorio que sean distintas de 
los comprendidas en el Código civil y dar á conocer cuá- 
les sean los fundamentos racionales ó de carácter históri- 
co que justifiquen la necesidad de conservar, como institu- 
ciones diferenciales, aquellas que únicamente deban cons- 
tituir la materia peculiar de cada uno de los apéndices. 

Á buen seguro que si esto se hiciese, como debe hacerse 
en cumplimiento de la ley de Bases, tendríamos andada 
una buena parte del camino para la unificación del Dere- 
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cho civil; porque así como hoy la magnitud de la totali- 
dad ó conjunto de cada una de estas legislaciones regio- 
nales, sin detenerse á hacer un examen comparativo con 
la legislación común, puede á primera vista hacer creer 
que existen profundos é insondables abismos entre estas 
diferentes unidades legislativas , la reducción á términos 
concretos y precisos de lo esencial y verdaderamente dis- 
tinto pondría de relieve que es muy poco lo que puede 
considerarse fundamental en dicha variedad, más apa- 
rente que real, y aun esto en escasísimas y muy contadas 
instituciones jurídicas, revelándose á su vez por modo 
evidente que no hay nada, absolutamente nada que pueda 
constituir un verdadero é insuperable obstáculo para dar 
carácter general á esas pequeñas variantes que llegarán 
á concretarse cuando los territorios forales señalen ó de- 
signen taxativamente por sus respectivos apéndices las 
especiales instituciones que convenga conservar. 

Si fuese verdad, como algunos regionalistas afirman, 
que es de esencia fundamental la variedad entre las legis- 
laciones forales y la legislación común, hasta el punto de 
crear una verdadera incompatibilidad entre las más im- 
portantes instituciones que forman el Derecho de Casti- 
lla y las que constituyen la especial esencia jurídica de 
las provincias ó territorios regidos por legislaciones 
civiles diferentes , habría que convenir en que todo era 
posible menos admitir el procedimiento aceptado por la 
ley de Bases. 

Se comprendería el respeto á todas estas legislaciones 
que el pasado ha ido formando lentamente, y que se con- 
servase, por tanto, para todas ellas el statu quo en que á 
la publicación del Código se encontraban ; pero lo que no 
es posible pretender es que el Estado mantenga sobre un 
mismo asunto sentidos jurídicos diferentes, y aun opues- 
tos, siendo lógico resultado de esta contradicción de prin- 
cipios la falta absoluta de conciencia jurídica al legislar 
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con diversidad de criterio cada uno de los apéndices, y el 
mismo Código, sin más valor para éste y para aquéllos 
que el puramente circunstancial ó histórico del hecho de 
su publicación, ni más razón que el artificioso convencio- 
nalismo de considerar como derecho ó principio de justi- 
cia lo que el propio legislador desautorizaría al hacer 
sobre una misma institución dos ó más afirmaciones com- 
pletamente contradictorias. 

Esto no es racionalmente posible. Cabe prescindir de 
unificar la legislación propia del Derecho privado, renun- 
ciando por ahora á tener un Código nacional ; lo que no 
se concibe es que un mismo Poder legislativo formule re- 
glas diferentes y distintos principios de justicia para ciu- 
dadanos de una misma patria. 

El legislador, al traducir en preceptos positivos los 
principios de justicia absoluta que las condiciones y cir- 
cunstancias de tiempo y de lugar hagan posible práctica- 
mente, estableciendo esa constante y perpetua ecuación 
entre el ideal que le inspira la filosofía y lo real á que le 
llámala historia, debe tener juicio formado respecto al 
principio que en cada momento ha de informar las reglas 
de Derecho expresivas de su criterio legislativo , pero no 
puede tener á la vez sobre una misma necesidad de vida 
dos criterios opuestos para resolverla. Su conciencia no 
le permite otra cosa que legislar con un criterio de ver- 
dadera unidad; sólo así su resolución puede revestir la au- 
toridad y el prestigio que acompañan á la profunda con- 
vicción que inspira la obra del legislador. La variedad 
contradictoria resultante de un mismo Poder legislativo, 
es la confesión de su falta de convicciones y la muestra 
de su indiferencia respecto al fundamento de las reglas 
jurídicas que establece. 

Mas aparte del contrasentido que en principio resulta de 
este sistema de legislar, considerado prácticamente en 
nuestro país, donde hace próximamente dos siglos que. 
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excepción hecha de Navarra, la unidad del Poder legisla- 
tivo es un hecho entre nosotros, y en que hoy todos los 
representantes de las regiones forales (aragoneses, cata- 
lanes, navarros, etc.) forman parte de las Cortes y coope- 
ran , por consiguiente, á la producción del Derecho para 
todas las provincias y territorios donde rige el llamado 
Derecho civil común, así como los representantes de Cas- 
tilla y de las regiones en que el Derecho común está en 
vigor cooperan de igual modo en la legislación para las 
provincias ó territorios de Derecho foral; aparece todavía 
más de bulto dicho contrasentido si se tiene en cuenta que 
precisamente son los mismos que resisten por injusto é 
inconveniente el llamado Derecho común los que con- 
tribuyen á establecerlo, así como contribuyen igualmente 
á establecer el Derecho foral aquellos que lo repugnan 
por su inconveniencia ó injusticia. 

He aquí la situación que deriva del hecho irregular y 
extraño de que un mismo legislador sea el que haya de 
establecer dos derechos diferentes. Si éstos fundamental- 
mente son contradictorios, la legislación pierde su valor 
y su prestigio, dando palmaria muestra de la falta de con- 
ciencia jurídica sobre la verdadera realidad del Derecho 
que sea aplicable á los problemas que resuelve, perdiendo 
toda fuerza moral para imponerse á los que contradigan 
cualquiera de los estados de Derecho constituidos; y, por 
el contrario, si la variedad es de poca importancia y 
relativa tan sólo á meros accidentes ó particulares de de- 
talle en el desarrollo de las instituciones, resulta propia- 
mente inútil mantener esta variedad, pudiéndose, sin que- 
branto para nadie ni menoscabo de la esencia de los prin- 
cipios jurídicos, dar carácter general en el Código, me- 
diante la flexibilidad de sus fórmulas, á todas aquellas 
materias para las que se sostiene la variedad legislativa 
por el empeño de que sólo tengan aplicación á provincias 
ó territorios determinados. 
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Este dilema, que ó conduce al absurdo ó á lo inútil, al 
confirmar de nuevo la disgregación del Derecho civil es- 
pañol, y que en el orden político da estímulos y alientos 
al particularismo , que tanto impera por desgracia entre 
nosotros, amenazando constantemente la unidad de la pa- 
tria, me movió ya, al redactar la ponencia del primer tema 
sometido al Congreso jurídico, á sostener que la cuestión 
de estructura en la formación del Código civil no es tm 
problema aislado, de carácter meramente científico, para 
poder conseguir la mejor perfección posible, por decirlo 
así, artística, en una obra legislativa, sino que entraña un 
interés capitalísimo, tanto político como social. 

En efecto, la sola estructura ó mera ordenación de las 
instituciones que se admita para la formación de un Có- 
digo civil, da clara muestra del criterio científico que ha 
presidido en su redacción acerca del todo jurídico sobre 
que se legisla y de cada una de las capitales ipstititu- 
ciones en que este todo interiormente se descompone. El 
solo estudio de los epígrafes de sus libros, capítulos, etc., 
revela con notoria claridad si el legislador ha querido 
mostrar su propia conciencia jurídica sobre los funda- 
mentales principios del Derecho privado y los que animan 
las grandes instituciones que constituyen su contenido, 
ó si, por el contrario, prescindiendo de toda exigencia 
científica, bien por inseguridad en el concepto fundamen- 
tal de la totalidad del Derecho privado y de cada una de 
las instituciones en que puede dividirse, ó por indiferencia 
respecto al número y calidad de las mismas, las ha acep- 
tado y regulado atendiendo únicamente á la tradición, 
por pura conveniencia de conservar el orden establecido 
de antiguo, sin hacer innovación alguna, descansando en 
el pasado y sin interesarse en persuadir, con la manifes- 
tación de su convencimiento , de la bondad y justicia de 
las disposiciones que establece. 

El perfeccionamiento y progreso en todos los órdenes 
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de la vida, como resultado del esfuerzo humano, sólo pue- 
de esperarse cuando, sin timidez y sin miedo, con entu- 
siasmo y con fe, se procura tener clara idea de aquello 
que se trata de mejorar, en la medida que á la insuficien- 
cia individual sea posible adquirir. 

Después de medio siglo de importantísimos estudios ju- 
rídicos dedicados exclusivamente al esclarecimiento de 
un punto tan importante como el relativo al método ó es- 
tructura para la codificación civil; después que una im- 
parcial y serena crítica científica ha demostrado las im- 
perfecciones del Código francés, y cuando ya, no sólo la 
ciencia, sino muchas legislaciones positivas de Europa y 
de América, han realizado grandes progresos en la refor- 
ma de sus métodos para la ordenación de la vida civil, 
no era ciertamente el modo más adecuado, para infundir 
confianza á las provincias y territorios de legislación fo- 
ral, aceptar, después de más de treinta aftos de dudas y 
vacilaciones, para la gran obra de nuestra codificación, 
el ya olvidado proyecto de 1851, á pesar de haber sido su 
parte orgánica umversalmente rechazada por falta de 
verdadero sistema, y limitarse á depurar la parte mera- 
mente preceptiva, sin otro alcance ni propósito que el de 
regularizar, aclarar y armonizar las disposiciones de la 
legislación hasta en tonces vigente. 

Para este tan pequeño resultado, no era ciertamente ne- 
cesario que la patria del Fuero Juzgo y de las Partidas 
hablara de codificación. Ya lo he dicho antes de ahora: 
una discreta y bien hecha recopilación hubiera sido bas- 
tante á satisfacer los modestos propósitos de la ley de 
Bases. 

Con la conducta seguida por el legislador español ha 
sido confirmada y casi perpetuada la singularidad de 
nuestro Derecho privado; porque reducida esta codifi- 
cación á los estrechos límites señalados por la primera 
de las bases establecidas para la redacción del Código, 
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no cabía otro dilema para las provincias y territorios 
forales que, ó someterse en absoluto á la unidad legis- 
lativa del Derecho de Castilla, cuya sumisión habían re- 
sistido siempre, aun después de realizada nuestra unidad 
política, ó defender á toda costa cada territorio la inte- 
gridad de su propio y particular Derecho. 

Optaron, como era natural, por esto último todas las re- 
giones forales; y su resolución era perfectamente lógica, 
ya que el nuevo Código proyectado no era una obra de 
concordia en la que por una nueva y científica sistemati- 
zación del Derecho se presentasen fórmulas ñexibles para 
la actividad en la vida civil, ni se procuraba, mediante la 
conjunción armónica del Derecho, en atención á la común 
esencia jurídica de sus instituciones fundamentales, re- 
construir el Derecho antiguo en un solo cuerpo legal 
aplicable á todos los territorios de nuestra patria. 

En este punto las conclusiones votadas por el Congreso 
de jurisconsultos españoles no pudieron ser más explí- 
citas y elocuentes. Ellas revelaron con perfecta claridad 
que la codificación, en los límites en que estaba proyec- 
tada, no podía conducir á la unificación del Derecho pri- 
vado, pues no obstante reconocer (conclusión 5.* del 
tema primero) que la codificación del Derecho civil debía 
tener por objeto su unificación nacional, á cuyo efecto 
votaron 284 jurisconsultos en pro y sólo 90 en contra, se 
declaró igualmente por el voto de 253 contra 75 que para 
proceder á la codificación del Derecho civil español había 
que rechazar el método seguido por el proyecto de Có- 
digo de 1851. 

La solución adoptada por los Poderes públicos para la 
redacción del nuevo cuerpo legal está, pues, en abierta 
oposición con la casi totalidad de las opiniones solemne- 
mente manifestadas por los jurisconsultos que tomaron 
parte en el Congreso jurídico promovido por la Real Aca- 
demia de Jurisprudencia. La autoridad científica del país. 
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en la única forma de manifestación en que podía provo- 
carse, había emitido su fallo franca y resueltamente en, 
este punto, contrario al criterio legal que inspiró la redac- 
ción del Código. 

Pero además hay que reconocer que dicha solución es 
notoriamente perjudicial, tanto para el Derecho de Casti- 
lla como para las legislaciones regionales ó forales. 

Es perjudicial para el Derecho castellano porque, 
aparte de lo que luego expondré acerca del manifiesto 
agravio que el art. 15 le ha inferido, es lo cierto que, hasta 
la publicación del Código civil por medio de leyes parti- 
culares ó relativas á determinadas instituciones, dictadas 
casi todas, en lo que va de siglo, con carácter general, se 
iba el llamado Derecho común extendiendo lentamente 
y hacía llegar su acción á provincias y territorios some- 
tidos de antiguo á legislaciones especiales, pudiéndose 
acariciar la esperanza de que, si bien por modo inade- 
cuado y lento, pero sin provocar al menos rompimiento 
ni colisión de ninguna especie, cada día serían menores 
las diferencias entre provincias hermanas de una patria 
común. 

Después de la publicación del Código, esta progresiva 
labor del tiempo se ha hecho ya imposible, quedando 
definitivamente atajada esta obra de asimilación por la 
sanción de los nuevos apéndices mandados formar como 
adiciones ó unidades legislativas complementarias del 
nuevo Código civil . 

Era, por consiguiente, de toda evidencia que ni la tra- 
dición ó el elemento histórico, ni la razón ó el elemento 
científico, podían aconsejar á las provincias ó territorios 
sometidos al régimen foral que aceptaran la nueva codi 
ficación con el estrecho criterio con que debía formarse, 
porque se oponía á ello la total ausencia de un sentido 
verdaderamente expansivo y nacional para su redación, 
desde el momento que se tomaba como base el método del 
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proyecto de 1851 , y no debía tener otro alcance y pro- 
pósito que el meramente depurativo y ordenador de los 
preceptos propios y exclusivos de la legislación caste- 
llana. Continuará subsistiendo, pues, en nuestra patria esa 
multiforme variedad de legislaciones que comparten con 
la de Castilla el régimen de la vida civil. 

Los apéndices respectivos para estos territorios distin- 
tos de los de Castilla, por ley están mandados formar. 
Van transcurridos ya algunos años, y todavía dicho pre- 
cepto está incumplido, siendo objeto de verdadera y ge- 
neral preocupación si realmente dichos apéndices llega- 
rán á formarse, y aun, si se forman, cuál será su natura- 
leza y su carácter. 

Si no llegan á redactarse ó no obtienen sanción, seguirá 
cada legislación foral como hoy se encuentra constituida, 
con sus mismos inconvenientes y defectos. Unidades ú 
organismos jurídicos formados por sedimentos y substan- 
cias de todos los tiempos, por elementos de todas las 
civilizaciones, mezcla informe de principios, muchos anti- 
cuados é incompatibles con las costumbres y exigencias 
de la vida moderna, y además sometidos en su mayoría 
á esos Derechos exóticos que, como el romano y el canó- 
nico, constituyen sus Derechos supletorios, en los cuales 
apenas es conocida la prelación de sus respectivas fuen- 
tes legales, continuando escritos en un idioma que no en- 
tiende la generalidad de aquellos á quienes han de ser 
aplicados. 

Y si así fuese, ¿qué habrían ganado las provincias ó 
territorios sometidos al régimen foral con la publicación 
del nuevo Código? Nada; porque no podrían realizar 
reforma ni progreso alguno en sus particulares legisla- 
ciones, ni siquiera en cuanto al efecto meramente acla- 
ratorio que se ha intentado conseguir para el Derecho de 
Castilla, aunque inútilmente, por la manera como se ha 
llevado á cabo la redacción del nuevo cuerpo legal. Las 
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legislaciones forales continuarían petrificadas en sus vie- 
jos moldes, envueltas en sus tradicionales formas, ecos 
tan sólo de épocas pasadas, condenadas en fin, por su per- 
petua inmovilidad, á ser silenciosos testigos de todos los 
adelantos y progresos que produce el fecundo movimiento 
del Derecho moderno. 

¿Se harán por fin, más ó menos tarde, los respectivos 
apéndices para las provincias sometidas á régimen foral? 
¿Qué carácter tendrán estos apéndices? 

Sabido es que, á partir del último movimiento codifica- * 
dor de Castilla, apresuráronse las regiones forales á pre- 
parar la solución que pudiera ser más conveniente á sus 
regionales intereses en la expectativa de la formación del 
Código castellano. Reuniéronse á este efecto en Aragón 
y en Cataluña importantes Congresos jurídicos para dis- 
cutir y proponer al Gobierno los acuerdos que en ellos 
prevaleciesen respecto á la resolución definitiva que, á 
su juicio, debiera adoptarse, y aun en Navarra, Mallorca 
y Vizcaya se han hecho notabilísimos trabajos por perso- 
nas peritas en la ciencia del Derecho y profundamente 
conocedoras del sentido general y de los pormenores y 
detalles de los fueros propios de cada una de estas tres 
últimas provincias. 

Pero todos los síntomas que se observan en estos tra- 
bajos regionales, preparatorios de la redacción de los 
apéndices, son de que no domina en ellos la nota de con- 
ciliación y transigencia, sino que, si esta labor se ultima, 
serán presentados y sometidos al Gobierno, con el carác- 
ter de apéndices, otros cinco Códigos civiles al lado del 
de Castilla, pues según parece ha llegado un Congreso 
regional, como el de Cataluña, á dar el voto, por la mayo- 
ría de los Jurisconsultos allí reunidos, á la proposición 
que se presentó con la nota más intransigente, acordando 
que debía ser conservada en su completa integridad toda 
la legislación propia de Cataluña, cuyas instituciones, ni 
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directa ni indirectamente podían ser examinadas ni dis- 
cutidas. 

En vista del sentido que hasta ahora tienen todos estos 
trabajos preparatorios para la redacción de los apéndices 
complementarios del Código civil, no es aventurado su- 
poner que se presentarán con el carácter de Códigos todas 
las legislaciones regionales, comprendiendo cada una la 
totalidad del Derecho, propio ó particular, de la región fo- 
ral á que pertenezcan, y que los Poderes públicos no po- 
drán aceptar semejante solución, por ser opuesta abier- 
tamente al pensamiento del legislador, que siempre ha 
sido que dichos apéndices se reduzcan á contener exclu- 
sivamente aquellas instituciones forales que convenga 
conservar. 

¿Qué sucedería entonces? Difícil es adivinarlo; pero si 
por desgracia se colocan dichos territorios en actitud tan 
intransigente, no se tomará resolución alguna; quedarán 
las cosas en el actual estado, y continuará, en su conse- 
cuencia, del mismo modo que con anterioridad á la pu- 
blicación del Código civil esa verdadera federación de 
territorios con Derecho privado diferente. 

Ya lo he dicho en otra ocasión: no era partidario, ni 
podía serlo, de que se formase un Código civil sobre las 
ruinas de las legislaciones regionales con absoluta prete- 
rición y notorio olvido de todo lo contenido en ellas. No 
podía la legislación de Castilla mostrar títulos bastantes 
para justificar esa exigencia. En el fondo de las legisla- 
ciones forales, mucho hay aprovechable y que por su 
bondad merece elevarse á Derecho general del país, y 
por esto he sostenido siempre que á la nueva obra de la 
codificación debían haber aportado sus instituciones, re- 
conocidamente justas, los diversos territorios regidos por 
legislaciones diferentes, fundiendo sus diferencias en el 
crisol del nuevo Código civil, aprovechando todas aque- 
llas instituciones que estuviesen en armonía con nuestro 
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genio nacional, y á lo más, después de agotados todos los 
esfuerzos que inspirase el patriotismo de los llamados á 
realizar una obra de transacción y de concordia, haber 
comprendido en el Código general las reglas de excep- 
ción, que serían bien reducidas, si era verdadero el pro- 
pósito de codificar sobre la base de la unidad civil. 

De esta suerte, hecho este trabajo por Jurisconsultos 
exentos de apasionamientos y preocupaciones, contribu- 
yendo las legislaciones regionales como la castellana á 
la producción de una obra común y verdaderamente na- 
cional, no habría suscitado el Código desconfianzas ni 
obstáculos, y hubieran podido hermanarse las necesida- 
des de la vida general con los modernos progresos de la 
ciencia. 

Otros pueblos que se encontraron un día en la situa- 
ción actual del nuestro aprovecharon la coyuntura de la 
codificación para unificar su Derecho privado, é inspira- 
dos por verdadero y noble patriotismo depusieron sus 
diferencias en aras de la unidad de la patria, viviendo hoy 
bajo un régimen civil común. España, tristfe es decirlo, 
no ha sentido este generoso impulso, y por no haber apro- 
vechado las enseñanzas que otras Naciones le ofrecían, 
el exclusivismo jurídico no ha desaparecido y sigue viva 
y constante la protesta que contra nuestra unidad polí- 
tica representa la diversidad ó federalismo de nuestra 
legislación civil. 

Pero prescindiendo de este importantísimo punto, rela- 
tivo al fondo de la cuestión sobre si deben ó no continuar 
las diversas legislaciones que en España comparten el 
régimen del Derecho civil, he de decir dos palabras 
acerca de otro extremo que, si bien referente á la forma, 
guarda con aquél verdadera y estrecha relación. 

Se comprendería que , á partir de la existencia de la 
variedad legislativa admitida por la ley de Bases, el Có- 
digo afirmase el respeto á la integridad del régimen jurf- 



— 69 - 
dico constitutivo de cada legislación foral mientras no se 
sancionen los apéndices y no se forme , en su vista, juicio 
definitivo sobre lo único que en cada una de ellas deba 
conservarse, á distinción de lo establecido en la legisla- 
ción común. Mas por lo mismo es censurable que, cuando 
sólo por vía de excepción á la observancia inmediata del 
nuevo Código se autorizaba la redacción de los apéndices 
complementarios, no se ha^^a comprendido entre las dis- 
posiciones transitorias lo que el Código establece en sus 
artículos 12 y 13 respecto á la integridad y valor jurídico 
de las legislaciones regionales, de lo cual podía haberse 
prescindido siendo como era ya punto definitivamente 
legislado por los artículos 5.° y 1.^ de la ley de Bases, ó 
haberlo incluido en dichas disposiciones transitorias, refi- 
riéndose, como se referían, los mencionados artículos á 
una situación provisional que debe concluir tan pronto 
como los apéndices lleguen á ser promulgados. 

El error de transcribir como se han transcrito los ar- 
tículos 5.*^ y 7.^ de la ley de Bases dentro del cuerpo del 
Código civil, ha de originar forzosamente, cuando los 
apéndices se publiquen , la necesidad de arrancar de este 
cuerpo legal las disposiciones contenidas en sus artícu- 
los 12 y 13, porque desde entonces no habrá para las 
regiones forales otra fuente de Derecho que el Código 
civil y el Apéndice respectivo, en lugar de la totalidad de 
cada legislación foral , que es precisamente lo que esta- 
blecen dichos artículos 12 y 13; y como para arrancar 
estos artículos sería preciso alterar la numeración de todo 
el articulado del Código , quedarán en él como letra 
muerta y como testimonio permanente de la imprevi- 
sión del legislador, por no haber llevado tales preceptos 
á las disposiciones transitorias, aunque pueda conside- 
rarse que al incluirlos en el cuerpo de la nueva obra 
legislativa hubo sin duda el propósito, según confirma 
desgraciadamente la experiencia con la falta de publica- 
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ción de los apéndices, de perpetuar en vez de reducir la 
observancia de la totalidad de las legislaciones regiona- 
les mientras la codificación no tenga otra misión ni más 
alcance que el de reconstruir el Derecho civil llamado de 
Castilla. 

Bien quise, al formular el proyecto que acompaño, no 
incurrir en el error que acabo de hacer notar. Mas guiado 
del propósito de no provocar conflicto alguno por un 
defecto que interesa principalmente á la forma del nuevo 
cuerpo legal en asunto que entraña una especie de con- 
cordia entre las provincias y territorios de distinta legis- 
lación civil, para no despertar de nuevo, con motivo de la 
revisión del Código, los recelos y suspicacias que existie- 
ron en la época de su redacción, he procurado, aunque 
con la indicada salvedad, atenerme al sistema seguido en 
este punto, ya que al fin, según indicaba, sólo ha de con- 
ducir á que cuando se realice la publicación de los apén- 
dices queden en el Código algunos artículos enteramente 
desprovistos de verdadera utilidad, y toda vez que, ade- 
más, parece haber prevalecido el criterio de considerar 
como bases, y no como artículos ó preceptos de una ley, 
eficaces, por tanto, desde su promulgación, los que acerca 
de este particular contiene la mencionada ley de Bases es- 
tablecidas para la redacción del Código civil. 
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CAPÍTULO SEGUNDO 



Error de haber conferido al Código civil carácter de legis- 
lación regional, y necesidad de establecer en él el ca- 
rácter de Derecho común ó general que siempre ha te- 
nido el Derecho civil llamado de Castilla. 



SECCIÓN PRIMERA 

JWeeesiilad de eliminar el principio de reciprocidad admitído 
en el art. 15. 

Pero aparte de lo que dejo expuesto en el capítulo ante- 
rior, lo que merece severa censura y reclama su inmediata 
modificación es el principio consignado en el art. 15, que, 
como he dicho, infería notorio agravio al Derecho caste- 
llano, admitiendo, como admite, la posibilidad de que 
cambien los particulares, por su exclusiva voluntad, el 
régimen ú orden legal á que puedan estar sometidos. 

Aunque á primera vista parezca fundado el principio 
de la reprocidad que establece el último párrafo de di- 
cho artículo, confiriendo á las legislaciones forales un al- 
cance y extensión análogos á la de la legislación común 
en los casos á que el mismo artículo se refiere, si bien se- 
mejante equiparación puede explicarse racionalmente 
cuando los cambios de legislación civil son resultado de 
una causa necesaria, no tiene justificación alguna, y debe, 
por lo mismo, ser rechazada cuando se trate de favorecer 
el paso de una á otra legislación por actos de mera vo- 
luntad. 

La falta de reciprocidad en este punto no puede impor- 
tar menoscabo alguno á las provincias ó territorios de 
Derecho foral acerca de los intereses regionales que es- 
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tan amparados por su legislación particular. La recipro- 
cidad, por causa meramente voluntaria, establecida por 
el art. 15 del Código, priva y despoja de un golpe á la le- 
gislación común ó de Castilla del carácter de generalidad 
que hasta la publicación del mismo ostentó, y que la ley 
para su redacción procuró á toda costa conservar. 

Dicha ley estableció la primacía para el nuevo cuerpo 
l^gal, y por lo mismo que tan sólo autorizaba transitoria 
y temporalmente el vigor y la observancia de las legisla- 
ciones forales, aunque no todas en su completa integri- 
dad, y preceptuaba la formación de los apéndices para 
reducir cada vez más el contenido de las unidades legis- 
lativas distintas de la establecida por el Código; lejos de 
admitir rechazaba cuanfo pudiera significar una tenden- 
cia invasora de las legislaciones regionales en la esfera 
del Derecho comün que se trataba de afirmar, así como 
todo lo que pudiera conducir, por la equiparación resul- 
tante del principio de reciprocidad, á colocar las legisla- 
ciones de demarcación territorial en condiciones de igual- 
dad con la legislación común. 

Ya que con motivo de la,codificación no se trataba de 
realizar la unidad de nuestro Derecho, por lo menos se 
estaba en el caso de facilitar la asimilación, á fin de acen- 
tuar cada vez más el carácter común de la legislación 
contenida en el nuevo cuerpo legal. Lo menos que debía 
hacerse, y en esto nada se alteraba de lo existente, era 
permitir la sumisión voluntaria de los españoles regidos 
por las leyes forales, á los preceptos del Código general 
ó común. 

De este modo, á medida que por móviles de la voluntad 
se habría conseguido ir ensanchando el círculo de acción 
de la legislación común, podía irse reduciendo el peculiar 
á la legislación regional respectiva, y no se daba lugar á 
que la acción de las legislaciones forales se agrandase á 
expensas de la legislación nacional, mediante los despren- 
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dimientos de aquellos que, por su origen, estuviesen so- 
metidos á su régimen. 

Á buen seguro que este fué el criterio que inspiró la 
primitiva redacción del art. 15 del Código , en armonía 
con el sentido atractivo atribuido á la legislación común, 
sentido que resulta manifiesto también en la mencionada 
ley de Bases. 

La discusión habida en los Cuerpos Colegisladores^ 
en atención á la cual se hizo sin duda la adición del úl- 
timo párrafo que actualmente contiene el art. 15, influyó 
de tal suerte en los encargados de llevar á cabo las en- 
miendas y adiciones autorizadas por la ley de 26 de Mayo 
de 1889, que de concesión en concesión en favor de los 
defensores de la completa virtualidad de las legislaciones 
forales, no se advirtió que, mediante el principio de reci- 
procidad consignado en aquel último párrafo, se desnatu- 
ralizaba el verdadero sentido en que se había informado 
el artículo, destruyendo el carácter general que había de 
tener la obra de la codificación. Por tan extemporánea 
como injusta concesión dejó el Código de ser un cuerpo 
de legislación general ó común, quedando privado del 
exclusivo carácter de atracción sobre todos los españoles 
que no estuvieran sometidos por razón de nacimiento á 
las legislaciones forales, y consintiéndoles, como les con- 
sintió, someterse á la legislación que fuera más de su 
gusto , confirióse también al Derecho foral el carácter 
atractivo que antes no tenía. 

En virtud del párrafo del art. 15, dichas legislaciones^ 
antes de excepción, tienen ya un carácter tan general 
como el Código civil últimamente publicado , y á éste se 
le ha conferido un carácter tan foral como el de los demás 
Derechos regionales. 

El valor general del Código por oposición al particular 
de las legislaciones forales, ha desaparecido por com- 
pleto ; éstas han conseguido un carácter de generalidad 
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igual al que exclusivamente debía tener el Código , y es 
por lo mismo evidente que, con semejante equiparación á 
última hora introducida, se ha borrado de nuestro Dere- 
cho civil el carácter de Derecho general ó común impreso 
en todos tiempos á la legislación castellana, dejándola 
reducida á las mismas condiciones de cualquiera otra le- 
gislación regional, pudiendo decirse con razón que, á par- 
tir de la publicación del Código, el Derecho común se ha 
convertido en verdadero Derecho foral de los territorios 
regidos por la legislación de Castilla. 

La trascendencia de semejante innovación no consiste 
sólo en haber convertido en meramente regional nuestro 
antiguo Derecho civil , mediante la natural ponderación 
de la reciprocidad establecida en el art. 15, por la que, en 
la medida que ha descendido de su importancia el llamado 
Derecho de Castilla, ha subido de nivel el valor de las le- 
gislaciones f orales ; se ha creado además una verdadera 
incertidumbre en la esfera del Derecho privado, desde el 
momento en que, abriéndose un portillo por donde pueda 
elegir cada español á su antojo la legislación reguladora 
de su vida civil (señaladamente en los derechos y deberes 
de familia, en los relativos á su estado, condición y capa- 
cidad legal y en los de sucesión testada é intestada), no 
se ha fijado límite alguno á estos cambios voluntarios, que 
pueden ser tan frecuentes como lo determine la conve- 
niencia de los particulares, y que con motivo de estas en- 
tradas y salidas de una legislación á otra han de hacer 
muy difícil en cada caso averiguar con certeza el régi- 
men de la personalidad y capacidad en la constitución y 
desarrollo de las relaciones jurídicas. 

El Código, lejos de contrarrestar la tendencia separa- 
tista de nuestro Derecho privado, ha contribuido á fomen- 
tarla, franqueando á las legislaciones forales la posibi- 
lidad de regir la vida civil de todo español, en vez de 
circunscribir únicamente su respectiva autoridad legal á 
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aquellos que por razón de su origen estuviesen sometidos 
á cualquiera de las mismas. 

Se comenzó por respetar la variedad, y se ha venido á 
parar, por concesiones impremeditadas, á ensanchar y di- 
fundir el valor legal de los Derechos regionales y el 
espíritu de particularismo que representan en el Derecho. 
Por esto, no sin razón, decía que se ha cambiado el pro- 
pósito que existió al promoverse la codificación, convir- 
tiendo en una obra de Derecho regional lo que debía 
haber sido obra de Derecho común ó general. 

¡Quién hubiera podido sospechar que cuando la opinión 
pública pedía unánimemente que por lo menos se aprove- 
chara la formación del nuevo Código civil para forta- 
lecer y vigorizar el Derecho comiin, aproximándose en la 
medida de lo posible á revestir un carácter verdadera- 
mente nacional común y general á todos, se llegase hasta 
arrebatarle lo que tradicionalmente ha tenido siempre, 
lo que por nadie se le había negado en ningún tiempo y 
lo que estaba nuevamente afirmado por la misma ky 
de Bases! 

Y, sin embargo, nada hay más cierto que el haber per- 
dido el Derecho de Castilla, por el art. 15 del Código, esc 
carácter común ó general que constantemente había 
ostentado enfrente de las legislaciones forales. 

Admitida la variedad de legislaciones, con ó sin apén- 
dices, se hace indispensable restablecer el Derecho común 
en la legislación civil española, manteniendo tan sólo en 
las regionales su carácter de mera excepción del Dere- 
cho general. 

Así debería realizarse cuando llegara el plazo señalado 
por la ley para la revisión del Código. España ha tenido 
siempre una legislación común, y es preciso devolver 
este carácter al Derecho llamado de Castilla, sin consen- 
tir desprendimiento alguno de los que estuviesen regidí ss 
por la legislación común. Dotada esta legislación de un 
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valor jurídico verdaderamente atractivo, permitía, sin 
embargo, que pudieran incorporarse voluntariamente al 
régimen de Castilla personas sometidas por su nacimiento 
á alguna legislación regional. 

La reforma del Código en este punto se impone : refor- 
ma es esta que, aparte de cuanto interesa al orden ó sis- 
tema de exposición de las instituciones , de lo cual me 
ocuparé más adelante, se refiere á las relaciones que han 
de existir entre las fuentes legales del Derecho civil , y 
que, en lo peculiar al Derecho interprovincial y relacio- 
nes entre el general y el foral, he procurado desenvolver 
en la sección primera del capítulo ii, título ii, libro i de 
este Código. 

No me refiero á los preceptos de dicha sección que tra- 
tan de las materias comprendidas en los artículos 12, 13 
y 14 del Código civil vigente. Mi observación va encami- 
nada á llamar la atención sobre los artículos desde el 66 
al 71 de mi proyecto, en los cuales se contiene la reforma 
que estimo necesaria y urgente de lo dispuesto en el art. 15 
del Código. 

Consígnase ante todo en mi proyecto una regla, tan 
concisa como sencilla, para determinar qué es lo que debe 
entenderse por legislación civil de origen, permitiendo la 
generalidad de este concepto que su aplicación tenga 
lugar lo mismo á las provincias ó territorios de Derecho 
común que á los de Derecho foral. Por este procedimiento, 
no sólo se consigue establer la distinción indispensable 
entre las causas esencialmente necesarias que provocan 
la aplicación del Código, y aquellas en que su aplicación 
se debe á causas meramente voluntarias, ya sean resul- 
tado de la voluntad de los mismos interesados, ya de la 
de aquellos de quienes éstos dependan legalmente, sino 
también destruir el principio de reciprocidad, cuya afir- 
mación y carácter absoluto, tan explícitamente consig- 
nado en el último párrafo del art. 15 del vigente Código,' 
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ha conducido á colocar á éste al nivel de las legislaciones 
forales. 

Por los citados artículos del proyecto que acompaño 
queda rechazado todo cambio voluntario de legislación 
civil, excepto el cambio por sumisión al Código general. 

Las legislaciones forales, por propio espíritu de con- 
servación, pueden pedir que se mantenga su autoridad 
respecto á todos los que por causas necesarias ó indepen- 
dientes de la voluntad hayan estado sometidos á su régi- 
men; pero no teniendo, como no deben tener, carácter de 
derecho común ó general en el Estado, no pueden conside- 
rarse lastimadas por cualquier precepto en que éste reser- 
ve á favor del Derecho común los cambios de legislación 
debidos á la voluntad. 

La sujeción al Derecho establecido, ó depende del man- 
dato del legislador, ó de la sumisión que el mismo autorice. 
No cabe prescindir del primero desde el momento en que 
el Estado debe dar condiciones para la realización de la 
vida jurídica; mas cabe, no obstante, aceptar el segundo, 
ya como medio atractivo, ya como medio progresivo de 
las instituciones establecidas, siempre que en esa especie 
de generación espontánea no se perturbe su movimiento 
dentro del círculo de acción que en sus previsiones el le- 
gislador trazó. 

La ley emplea la forma preceptiva ó de mandato para 
todo aquello que consiste en el desenvolvimiento necesa- 
rio de la vida, á fin de conseguir que donde la necesidad 
se presente tenga medios de quedar satisfecha en forma 
jurídica; pero el legislador puede admitir también la su- 
misión voluntaria, siempre que ésta sirva, para lograr so- 
lución jurídica las conveniencias individuales sin menos- 
cabo de las previsiones del legislador en el orden ne- 
cesario. 

Desde el momento en que el legislador admite la plura- 
lidad de legislaciones como base del estado legal pre- 
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sente, siquiera sea en concepto de necesidad meramente 
histórica, tiene el deber de respetar en su situación actual 
á las legislaciones distintas de lo que en el Estado tenga 
autoridad general, y este deber queda cumplido respe- 
tando la eficacia de las legislaciones particulares para 
las causas necesarias del nacimiento del individuo, ó á la 
constitución y existencia del estado de familia. 

Aparte del respeto á la subsistencia de lo que constituye 
el contenido respectivo de las legislaciones de región, si 
sólo éstas han de conservarse como tales ó, por mejor de- 
cir, si su respeto ha de tener mayor alcance que el de se- 
guir tal cual estaban antes de la publicación del Código, 
se impone también al legislador el deber de conservar en 
el Estado un Derecho común ó general que, independien- 
temente de su bondad ó de su perfección, afirme la posibi- 
lidad de que su aplicación sea extensiva á todos los es- 
pañoles. 

Este importante resultado no trato de conseguirlo por 
ninguna clase de imposiciones, sino por obra de la volun- 
tad; pero esta manifestación de voluntad que produzca la 
libre sumisión á una legislación distinta de la que corres- 
ponda por razón de nacimiento ó de dependencia en el or- 
den de la familia , únicamente debe permitirse y quedar 
forzosamente reservada en favor de la legislación que en 
el Estado tenga el carácter de general ó común. 

Sólo admitiendo la sumisión voluntaria en favor de una 
legislación determinada es posible que á ésta se le con- 
fiera un carácter atractivo, pues las causas necesarias 
relativas al nacimiento del individuo y á la constitución 
y existencia del estado de familia han de quedar recono- 
cidas á legislaciones regionales. Lo contrario sería con- 
denarlas á desaparecer, y así habría de resultar si su au- 
toridad quedase limitada únicamente á los ya nacidos al 
tiempo en que dichas legislaciones regionales han sido 
confirmadas por el Código. 
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En el elemento voluntario estriba, pues, la diferencia 
capital que separa el carácter regional del carácter co- 
mún de toda legislación. Sólo cuando aquél sea privativo 
de una legislación determinada; sólo cuando por actos de 
la voluntad se confiera á una legislación verdadera fuer- 
za atractiva; cuando únicamente ésta sea la expresión de 
un régimen al que puedan libremente incorporarse todos 
los ciudadanos no sometidos á él por razón de su origen, 
sólo entonces podrá afirmarse que el Estado tiene un de- 
recho nacional y que la pluralidad de legislaciones no 
destruye el carácter común ó general que al mismo co- 
rresponde; siendo evidente, por tanto, que las legislacio- 
nes forales no pueden, sin pretender destruir el carácter 
general y común del Derecho llamado de Castilla, recla- 
mar para sí otras causas determinantes de su autoridad 
sobre las personas que les están sometidas, que las inde- 
pendientes de la voluntad, en una palabra, las de origen 
por el nacimiento ó por la constitución y existencia del 
estado de familia. 

Si las legislaciones forales no deben utilizar el elemento 
voluntario para extender su autoridad, ni pueden conse- 
guir, mediante dicho factor ó elemento, verdadera fuerza 
atractiva que nunca, hasta ahora habían tenido, es nece- 
sario y urgente que desaparezca la reciprocidad impru- 
dentemente admitida en el art. 15 del Código. ¿Es posible 
consentir, siquiera en principio, que ellas puedan aco- 
gerse al elemento voluntario para ensanchar la esfera de 
acción de su derecho particular, de tal suerte que pueda 
llegar el caso de ser mayor el número de los ciudadanos 
sometidos á su régimen que el de los que estén someti- 
dos al régimen general ó común de la Nación? 

¿Pueden, en una palabra, pretender los territorios en 
que subsiste Derecho foral que el legislador español, no 
sólo mantenga para ellos el statu quo respecto á las ins- 
tituciones que convenga conservar, sino que contribuya 
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al fomento ó desarrollo de sus legislaciones respectivas 
con carácter meramente particular ó foral? 

Aparte de las consideraciones políticas y sociológicas 
que podrían oponerse á tan extraña pretensión, y que no 
desarrollo por no dar más extensión á estas observacio- 
nes, ¿no resultaría en el orden jurídico destituida de fun- 
damento, dado el carácter supletorio de la legislación co- 
mún, y aun por la contradicción de principios en que ha- 
bría de incurrir el legislador español si sancionase para 
los países forales instituciones contradictorias ó antitéti- 
cas con las establecidas para el resto de la Nación? 

En este punto, toda exigencia particularista carece 
de verdadera justificación jurídica. Cualesquiera que fue- 
sen las nuevas necesidades de región para las que resul- 
tara insuficiente el Derecho foral establecido, ó han de 
quedar satisfechas por la autoridad supletoria del Códiga, 
esto es, por la legislación general, ó han de reclamar nue- 
vas disposiciones legislativas que no sería justo dictar sólo 
para una provincia ó territorio determinado, cuando no 
contradiciendo las disposiciones del Código civil pudie- 
ran ser dictadas, como éste, con carácter general, sirvien- 
do de complemento al mismo Código, en lugar de ser 
complemento de una legislación particular ó foral. Para 
que esto no pudiera realizarse, sería preciso admitir que 
las nuevas instituciones que pidiesen los países forales 
eran abiertamente opuestas á las instituciones fundamen- 
tales comprendidas en el Código, y es evidente que á na- 
die se puede pedir, y menos al Poder legislativo, que con- 
tradiga constantemente su criterio de justicia como nor- 
ma general para el régimen del Estado. 

No es posible sostener que unas mismas Cortes, que un 
mismo Poder legislativo establezca Derecho esencial- 
mente opuesto ó diferente para distintas regiones del 
suelo nacional, porque no es lícito exigirle que abdique 
ó renuncie el carácter común ó general de su autoridad 
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para todo el territorio adonde se extienda su soberanía. 
Esto, que era posible cuando el Poder legislativo era dis- 
tinto en Aragón, en Cataluña, en Navarra, en suma, 
cuando el Derecho era fruto de cada región ó territorio 
especial, es imposible hoy que el Derecho es producto, no 
de Cortes castellanas, sino de Cortes españolas. 

Después de todo, no hay para qué insistir en este punto. 
La misma ley de Bases, y aun los arts. 12 y 13 del Código 
civil, estableciendo como han establecido la autoridad del 
Código en los países forales , ya como Derecho supleto- 
rio en Aragón y en las islas Baleares, ya como comple- * 
mentarlo ó supletorio del supletorio en las demás provin- 
cias y territorios de Derecho foral, han consagrado el 
principio de que al Derecho común es á quien únicamente 
incumbe la solución de los problemas jurídicos en el or- 
den de las instituciones, y que, por tanto, el Derecho 
foral, cualesquiera que sean las nuevas necesidades de 
región, ha de concretarse á vivir dentro de los moldes ó 
límites de su antigua legislación; en una palabra, del ac- 
tual régimen jurídico particular á cada una, que es lo 
único que les ha conservado dicha ley de Bases y el Có- 
digo civiL 

No hay, pues^ términos hábiles para que las legislacio- 
nes forales puedan suponer agravio alguno , ni en cuanto 
al efecto atractivo ni respecto al efecto progresivo de la 
legislación, porque no se les reconozca la posibilidad de 
que su autoridad legal se extienda por la sola acción del 
elemento voluntario. Ni han de poder atraer á su juris- 
dicción á personas que no estén por su origen sometidas 
á su régimen, ni dilatar los horizontes del conjunto de sus 
instituciones particulares á puntos distintos de los que 
han constituido hasta ahora su legislación tradicional. 

Por esto insisto en la necesidad de reivindicar para el 
Código lo que le es más esencial, lo que integra su carác- 
ter de Derecho común, y de borrar, por lo mismo, pues no 

6 
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tiene razón de ser é implica además una infracción de la 
referida ley de Bases, el principio de reciprocidad esta- 
blecido en el último párrafo del art. 15. 

SECCIÓN SEGUNDA 

necesidad de modificar también el art. 15 del Códij^o res- 
pecto á las demás disposiciones que comprende. 

Para asegurar al Código civil el valor atractivo que 
•debe tener por efecto de su carácter general, ¿basta- 
ría borrar el último párrafo del art. 15, dejando en lo de- 
más los mismos términos en que resulta redactado? Aun 
resuelto este problema en favor de la legislación común, 
tratándose de asuntos tan interesantes y de tan capital 
importancia como los relativos á la capacidad y al estado 
de las personas y á las sucesiones por causa de muerte, 
así testamentarias como intestadas, á cuyas materias ju- 
rídicas se refiere el párrafo primero de dicho art. 15, es ne- 
cesario que las reglas que establezcan la indicada pr ela- 
ción á favor del Derecho común sean tan precisas y tan 
claras que no den lugar á la menor duda en la determina- 
ción del verdadero estado y capacidad jurídicos de la per- 
sona, haciendo imposible toda excepción que no se funde 
en el matrimonio, en la viudez ó en la patria potestad. 

El Código fija para los cambios en favor de la legisla- 
ción común, ó por mejor decir, para la posible aplicación 
del mismo, á los que originariamente no hayan estado su- 
jetos á sus disposiciones, reglas que, ó conducen á crear 
verdadera incertidumbre en cada caso, ó permiten el paso 
de la legislación común á la legislación foral, y viceversa, 
por causas distintas de las necesarias á que acabo de re- 
ferirme. 

Contribuyen á dar lugar á la indicada incertidumbre, 
el haber aceptado el hecho de la generación^ y no el prin- 



- 83 - 
cipio de la legitimidad^ como fundamento para variar de 
legislación por actos de mera voluntad, y haber admitido 
la residencia en lugar del domicilio^ como causa califica- 
tiva de la vecindad, mediante la cual puede originarse el 
cambio de legislación civil, tanto por voluntad como sin 
ella. 

El hecho de la generación por un lado, y por otro el de 
la residencia, son circunstancias que han de originar á 
cada paso graves dificultades para determinar si en vir- 
tud de lo establecido en el art. 15 puede ó no ser aplicable 
el Código civil á personas nacidas de padres sujetos al 
Derecho foral ó procedentes de provincias ó territorios 
forales. Ante todo, la generación, cuando no es legitima» 
hace posible que estén sometidos el padre y la madre á 
distintas legislaciones, por más que cada uno esté sujeto 
á Derecho foral. No hay entre ellos el vínculo de depen- 
dencia derivado del matrimonio, ni tampoco existe este 
vínculo respecto de los hijos, pues ni aun teniendo la con- 
dición legal de naturales quedan colocados, según el De- 
recho foral en la patria potestad. 

Tan diversa situación legal entre unos y otros indivi- 
duos, considerados en la llamada familia natural, situación 
que no existe tratándose de la familia legítima, ha de 
suscitar forzosamente frecuentes y fundadas dudas, para 
la aplicación del art. 15, respecto de las personas nacidas 
de padres sujetos al Derecho foral, á causa de las varian- 
tes que pueden resultar cuando falta el principio de uni- 
dad que atribuye la persona del jefe en la familia le- 
gitima. 

Cosa análoga ocurre en lo referente á la residencia, 
fijada por el art. 15 como condición necesaria para ganar 
vecindad en las provincias ó territorios regidos por el 
Derecho común. 

Estableciendo el Código, para los efectos del referido 
artículo, las condiciones por las cuales se gana vecindad^ 
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subordina ésta á la voluntad presunta ó á la voluntad ex- 
presa; pero en uno y otro caso siempre es necesaria la 
residencia, cuya duración varía según se trate del primero 
ó del segundo. 

La condición de residencia es el eje de la cuestión para 
el cambio de legislación civil á que se refiere el núm. 3.*^ 
del mencionado art. 15. Dicha condición, reducida á su 
solo enunciado, resulta propiamente indeterminada, y ha 
de ser necesariamente causa de verdadera incertidumbre; 
como que pudiendo, independientemente del domicilio, ser 
calificada la residencia de hecho ó de derecho, es lo 
cierto que, desde el momento que el Código no la subor- 
dina á calificativo alguno, se presta á toda clase de inter- 
pretaciones, por no fijar si la residencia ha de ser consen- 
tida y sin interrupción, ó si puede ser alternativa, y en 
tal caso, qué tiempo puede mediar entre los hechos que 
la determinen^ y no saberse, por lo mismo, si cabe estatuir 
la residencia legal para el cambio de legislación civil 
mediante la suma ó reunión de períodos distintos de resi- 
dencia, ó si ha de contarse el tiempo dentro de un solo 
período, y aun en este último caso, si vendría á interrum- 
pirla la salida accidental. 

Agrégase además á estas circunstancias que lo preve- 
nido en el número segundo del citado art. 15, para deter- 
minar la legislación civil aplicable en los casos á que hace 
referencia, puede ocasionar cambios sucesivos, según sea 
ó no conocida la persona del padre, toda vez que sólo 
cuando éste no exista ó no sea conocido rige el Derecho á 
que la madre se encuentre sometida, con lo cual aparece 
desde luego que, aun suprimiendo el principio de reci- 
procidad con que se completó ó adicionó la primera 
redacción de dicho artículo, los términos de éste exigen 
su indispensable reforma, si ha de conseguirse afirmar el 
carácter prelativo ó de verdadera atracción jurídica en 
favor del Código como expresión del Derecho común. 
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Para obviar los inconvenientes enunciados, cuya com- 
plicación se agranda mediante el principio de reciproci- 
dad admitido á última hora, formulo, como he dicho, los 
artículos del 66 al 71 comprendidos en mi proyecto. 

Prescinden en absoluto del principio de reciprocidad en 
' cuanto á los cambios de legislación civil por cualquiera 
causa voluntaria; autorizan los cambios voluntarios úni- 
camente en favor del Código ; establecen que no pueda 
renunciarse á ninguno de dichos cambios; fijan la legisla- 
ción del Código como la única á que quedan sometidos 
los que adquieren ó recobran la nacionalidad española, 
aunque estos últimos hubiesen estado sometidos á legis- 
lación foral al tiempo de perder dicha nacionalidad; deter- 
minan igualmente que, salvo el caso de viudez, para re- 
cobrar la legislación civil de origen, perdida á causa del 
matrimonio, no pueda pasar. á legislación foral el que 
haya llegado á estar sometido á la legislación común; 
hacen descansar en la situación jurídica del domicilio, 
y no en la meramente accidental ó de hecho peculiar 
de la residencia , el cambio volunta;4o no motivado por 
el nacimiento ó la filiación; y contrayéndose en todas 
estas circunstancias sólo á la filiación legítima, única 
llamada á producir, especialmente tratándose de los paí- 
ses forales, el cambio de legislación de todas las perso- 
nas constituidas en familia, en armonía con el princi- 
pio establecido igualmente de que en todo caso la esposa 
siga la condición del marido, y los hijos menores, no 
emancipados, la del padre ó madre á cuya potestad es- 
tén sometidos, presentan, mediante dichas reformas que 
introduzco, un sistema completo que permite definir en 
cualquier caso, sin dudas ni dificultades, la legislación 
civil á que esté sometido todo español, cualesquiera que 
que sean los cambios autorizados á favor del Derecho 
común. 

Dos son, pues, las reformas que propongo para resta- 
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blecer en el Código el carácter de Derecho común, reser- 
vado por la ley de Bases á este cuerpo legal, á saber: 
hacer desaparecer del Código la disposición que estable- 
ce, en cuanto á su valor jurídico, la reciprocidad con las 
legislaciones denominadas forales, y modificar las demás 
disposiciones contenidas en el art. 15 de modo que, afir- 
mando las soluciones que acabo de expresar, ya sea en la 
forma adoptada en mis artículos del 66 al 71, ya en cual- 
quiera otra que produzca igual resultado, se dé precisión 
y claridad á las reglas que sirvan para determinar la ver- 
dadera legislación civil á que cada español está someti- 
do; y conservando para el Derecho foral cuanto consti- 
tuyó su contenido al tiempo de la publicación del Código, 
sea éste la única legislación capaz de ensanchar su esfera 
de acción por obra de la voluntad individual y la única 
por cuyo medio deba realizarse en nuestra patria, tanto 
en las provincias y territorios de Derecho común, como 
en las que se rigen por Derecho foral, todo progreso jurí- 
dico en la esfera del Derecho privado. 

Esta situación, quje afirma, no obstante las condiciones 
expresadas, la pluralidad de legislaciones en el orden 
del Derecho civil , sería un medio de ir realizando poco 
á poco el ideal de la unificación por tanto tiempo de- 
seada. Los mismos partidarios de dicha variedad, al 
defender la subsistencia de las legislaciones forales, no 
d^an de reconocer que la unidad en esta esfera del Dere- 
cho, como en todas las demás, sería realmente un gran 
progreso, si bien estiman que no cabe conseguirlo mien- 
tras no contribuyan á la formación del Código otros ele- 
mentos que los que constituyen su valor meramente his- 
tórico, pues otra cosa implicaría la necesidad de imponer 
á todas las provincias y territorios de diferente legisla- 
ción civil la particular de alguna de ellas. 

Cada legislación regional sostiene, y con razón, que no 
hay motivo para exigirle el sacrificio de su particular De- 
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recho, obligándole á admitir una legislación que siempre 
ha rechazado. 

Este espíritu de oposición á la unidad legislativa no 
tendría razón de ser si la codificación no se circunscri- 
biese sólo á regularizar y aclarar el valor literal de la 
regla jurídica expresada, por lo que constituye su parte 
preceptiva, y atendiese con preferencia á lo fundamental 
de las instituciones, fijando, no sólo su concepto, sino 
también las funciones peculiares que á cada una corres- 
ponden en el organismo jurídico y procurando de este 
modo, por su unión y enlace científico, imprimir con cla- 
ridad su espíritu en todos y cada uno de los preceptos 
que constituyeran su respectivo desarrollo . 

Cierto es que aunque el Código, en conformidad con la 
ley de Bases, esté llamado propiamente á desenvolver tan 
sólo el Derecho civil español llamado de Castilla, ó por 
mejor decir, á reconstruir en la forma de un solo cuerpo 
legal una gran parte de las leyes que constituían la legis- 
lación castellana, no se oponía este particular alcance del 
Código á que mediante dicho sistema orgánico se recons- 
truyese el valor legal de las reglas jurídicas de nuestro 
antiguo Derecho , y consiguiese también el mismo valor 
legal el concepto jurídico peculiar á las instituciones orde- 
nadas en dichas reglas. 

No es posible prescindir de los elementos históricos del 
Derecho común, ó sea de las leyes que lo han integrado 
hasta la publicación del Código, tanto porque así lo esta- 
tuyó la ley de Bases, como porque cuantas disposiciones 
legales lo han informado constituían la fisonomía nacio- 
nal de nuestra legislación. Pero si en este punto el Dere- 
cho civil llamado de Castilla, y por consiguiente el fondo 
del nuevo cuerpo legal, había de resultar siempre con ca- 
rácter particular enfrente de las legislaciones f orales, no 
sucede lo mismo respecto á la naturaleza y esencia jurí- 
dica de las instituciones fundamentales, que son materia 



común á todo el Derecho civil español, independiente- 
mente de la diversidad con que ha tenido lugar su des- 
arrollo en ciertos territorios por los variados accidentes 
de la Historia. 



CAPÍTULO TERCERO 

Necesidad de que el Código precise el respectivo concepto 
de toda institución jurídica que comprenda, para confe- 
rir valor legal al espíritu de las leyes y para procurar 
asimismo igualdad de condiciones al criterio individual 
y al criterio judicial en la práctica del Derecho. 



Informada la múltiple manifestación del Derecho regio- 
nal por una serie de disposiciones legales que han surgido 
á medida que las iban provocando las necesidades de los 
pueblos, bien puede afirmarse que las distintas legislacio- 
nes que han engendrado la variedad en nuestro Derecho 
civil, más bien son conjuntos ó reuniones de leyes que 
verdaderas unidades legislativas; sumas de preceptos ó 
de reglas de Derecho en lugar de verdaderos organismos 
jurídicos, y estados ó situaciones en los que, si conse- 
guía autoridad legal el desarrollo de las instituciones, no 
la obtenía el concepto propio de cada una, siendo indis- 
pensable que la ciencia supliese en cada caso, para reve- 
lar el espíritu que animaba la letra de los preceptos legis- 
lativos, lo que en la esfera del legislador corresponde lle- 
nar al organismo de la legislación. 

No basta que un Código aproveche y se ocupe de todos 
los elementos que en el orden jurídico están llamados á 
intervenir en una esfera de vida regulada por el Derecho. 
Es menester que, á la vez que establezca el desarrollo de 
las instituciones, determine la naturaleza especial de 
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cada una, fijando al efecto su concepto y la función que 
le es peculiar. De otro modo, aunque el Código contenga 
una serie de preceptos ó artículos mejor ó peor ordena- 
dos, no podrá verse si existe el enlace de los mismos^ y 
mucho menos lo que, siendo materia común á varios^ 
comprenda en superior y sintética unidad el sentido pro- 
pio de la institución que desenvuelven. Este resultado no 
es fácil conseguirlo cuando el orden de las instituciones 
no responde con verdadera exactitud á principios cientí- 
ficos que lógicamente señalen á cada institución el lu^ar 
que le corresponde en el contenido de las que sean más 
fundamentales, pues sólo así dejará de ser la obra legis- 
lativa una serie ó sumario de instituciones de derecho y 
podrá convertirse en un verdadero organismo jurídico. 

Sin este orden indispensable, tendría cada precepto el 
valor legal de su letra^ pero este no inspiraría su espíritu, 
ya que la falta de aquel organismo necesario para dar íI 
conocer el sentido que según el legislador tenga de cada 
una de las instituciones del Código, siempre que se trate 
de conocer la materia común ó punto de enlace de unos 
preceptos con otros, obligaría necesariamente á acudü' al 
terreno de la ciencia del Derecho, buscando inspiración 
fuera del Código, en la doctrina de los autores y de los 
intérpretes de las leyes. 

La falta de semejante organismo es nota que acompa- 
ña, por regla general, á todo Derecho positivo que se 
ha ido formando por sedimentos jurídicos que han dejado 
al pasar distintas civilizaciones, y aun es consecuencia de 
la propia naturaleza de aquellas legislaciones que han kIu 
elaborándose por medio de leyes sueltas ó por colecciones 
de leyes agrupadas ó reunidas sobre la base de cualquier 
orden ó sistema que no descanse en la verdadera natura- 
leza y esencia del Derecho y en las funciones que ea la 
vida está llamado á desempeñar.^ 

Estos cuerpos de Derecho de carácter esencialmente 
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histórico, constituyen ciertamente conjuntos legislativos, 
pero no verdaderos Códigos. La unidad jurídica que á és- 
tos caracteriza, no se consigue sin que el legislador se 
preocupe del concepto y funciones de cada institución con 
preferencia, si cabe, á las exigencias del pormenor, de- 
talle 6 articulado en que consiste su desarrollo. 

Por la manera como determine el legislador la natura- 
leza de cada institución y sus respectivas funciones, se 
manifiesta el espíritu de los preceptos jurídicos como ex- 
presión del criterio de que parte el legislador al traducirlo 
en los artículos de una ley. En éstos aparece tan sólo la 
regla jurídica, norma de aplicación inmediata, cuya ge- 
neralización para los distintos casos á que pueda intere- 
sar no depende tan sólo del rigor de las palabras ó de la 
letra en que resulte formulada, sino que arraiga princi- 
palmente en el espíritu, fondo ó esencia común que refleja 
el principio de unidad en que la institución se funda, cuyo 
principio no es posible llevar á los términos de cada uno 
de los artículos de un Código sin exponerle á tener que 
repetirlo en la redacción de todos. 

¿Cómo evitar estas repeticiones al desenvolver cada ins- 
titución por medio de los artículos que para ello sean ne- 
cesarios? 

He aquí la misión propia de la estructura en la redac- 
ción de las leyes, y muy principalmente en los Códigos, 
pues sólo cuando constituya un verdadero organismo se- 
rá posible que el espíritu común que anima los preceptos 
no viva fuera de la ley, ó del cuerpo legal que se forme 
ni quede relegado al terreno de la ciencia y á las opinio 
nes de los tratadistas. 

Una obra legislativa hecha sin estructura verdadera- 
mente científica, estará siempre subordinada al carácter 
circunstancial y puramente histórico; en cambio la legis- 
lación sistemáticamente formulada revestirá preferente- 
mente un carácter fundamental ó filosófico. Aquélla es, 
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ante todo, la expresión del pormenor ó del detalle; ésta, 
por el contrario, revela principalmente cuanto constituye 
la unión ó el eijlace, recogiendo en grandes síntesis ó ge- 
neralizaciones, ó en fundamentales principios y unidades 
jurídicas comunes, la variedad de las reglas singulariza- 
das en aquel detalle ó pormenor. 

No debe echarse en olvido que el valor histórico de la 
legislación estriba constantemente en el precepto, regla 
formulada por la ley ó por el artículo del Código, así 
como que el valor científico se caracteriza por el organis- 
mo ó la estructura de los cuerpos de la legislación. En el 
primero, la obra legislativa cuenta con la letra de la ley; 
en el segundo, cuenta además con su espíritu, haciendo 
que no sólo dicte el legislador y tengan, por tanto, carác- 
ter de Derecho positivo las reglas ó artículos de la ley ó 
de los Códigos, sino también la determinación legal del 
concepto y de la función propia de cada una de las insti- 
tuciones en las que , como grandes unidades internas del 
cuerpo legal, se enlazan ó se agrupan todos sus artículos 
ó reglas. 

Y no llamaría ciertamente la atención sobre estas notas 
diferenciales entre la legislación históricamente consi- 
derada'y la considerada científicamente, en una palabra, 
entre aquella que sólo confiere valor legal á las reglas 
jurídicas, y ésta, por la cual lo alcanzan también las 
instituciones que las comprenden, si no fuese porque, 
mientras las instituciones no estén perfectamente defini- 
das por el mismo legislador y éste no fije el espíritu 
común y vivificador de todas ellas, único medio de dar 
flexibilidad á los preceptos de Derecho á fin de adaptarlos 
á la diversidad de casos á que deban ser aplicados, tanto 
los particulares al acomodar su conducta al Derecho 
positivo como los Tribunales al juzgar del acierto con que 
aquéllos han procedido, necesitan acudir á un elemento 
extraño al Código, la ciencia del Derecho, que si ha debido 




L 



-92 •- 
ser base obligada para el legislador, no puede tener para 
la realización de la vida práctica social el carácter deter- 
minado y preciso que acompaña á toda regla obligatoria. 

El trabajo de reconstruir el pensamiento del legislador 
para conocer y asimilarse el sentido de la legislación, 
incumbe del mismo modb á los particulares que á los 
Tribunales, cada uno para su fin respectivo; pero no debe 
perderse de vista que existe entre ellos una diferencia 
capital: la que hay entre aquel á quien no se exige ni 
puede exigirse la posesión de la ciencia del Derecho para 
determinar los actos de su vida jurídica, y aquel á quien 
se le impone, como condición indispensable para el desem- 
peño de la elevada misión de administrar justicia. 

La conservación del orden social impone al Estado la 
necesidad de estimar indiscutible el supuesto de que todos 
los ciudadanos tienen perfecto conocimiento de las leyes, 
é ií^ualmente que dicho conocimiento es bastante pava que 
puedan ser activos en el orden del Derecho y adquirir 
completa seguridad en las relaciones que establezcan. 
Por esto todos los Códigos consagran con completa ra- 
zón ^ en los primeros de sus artículos, el principio de que 
á nadie aprovecha la ignorancia de las leyes, ó de que la 
ignorancia de las leyes no excusa de su cumplimiento. 

Ningún pueblo ha sustentado como, regla de conducta 
para la realización de la vida práctica la peregrina idea 
de que sea obligatorio á los particulares, además del 
conocimiento de las leyes, el especial de la ciencia del 
Derecho; y, sin embargo, á los encargados de la función 
de la justicia les está impuesto el conocimiento de tan 
elevada ciencia,. no sólo para la aplicación de las leyes, 
sino para suplir sus deficiencias, consignando al efecto 
también los Códigos otro principio: el de que los Tribu- 
nales no pueden excusarse de resolver á pretexto de si- 
lencio, obscuridad ó insuficiencia de la ley. 

El sistema hasta hoy admitido para conseguir la vida 
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práctica del Derecho descansa en estos dos principios, á 
saber: el que exige á los particulares el conocimiento de 
la ley, y el que exige además á los juzgadores el conoci- 
miento de la ciencia del Derecho. Pero esto, que en cierto 
modo está justificado cuando se trata de situaciones no 
previstas por el legislador, y en las que á pesar de faltar 
regla legal se ha lanzado el particular á verificar actos 
jurídicos cuya calificación, tanto acerca de su naturaleza 
como de sus efectos, han de dejarse en definitiva al cri- 
terio de los Tribunales, es ocasionado á producir una ver- 
dadera y profunda perturbación social cuando el legisla- 
dor, no obstante establecer la regla jurídica, deja, lo mis- 
mo á los particulares que á los Tribunales, á causa de la 
confusión, ambigüedad ó cualquier otro defecto del pre- 
cepto que la formule, sin norma segura que les permita 
conocer los principios que la informan y sin poder, por 
tanto, identificarse con el verdadero proposito ó pensa- 
miento de la ley. 

En efecto, podrá ser muy cómodo para el legislador 
descansar en los Tribunales de justicia, tomándolos como 
medios ú órganos permanentes de suplir sus deficiencias; 
pero no es lo más acertado, para la práctica ordenada de 
la vida social, establecer en lo referente á la realización 
del Derecho positivo una notoria desigualdad entre los 
particulares, á quienes esta realización incumbe en primer 
término, y los Tribunales, llamados á juzgar del acierto 
con que aquéllos hayan procedido. El criterio jurídico que 
el legislador dé á los particulares y á los Tribunales para 
obrar en el orden del Derecho, ha de ser el mismo. De 
otro modo, resultaría un notorio desequilibrio, y á veces 
un verdadero antagonismo, entre la inteligencia que me- 
rezca al particular el precepto establecido y la que acerca 
del mismo pueda tener el Tribunal. 

¿Quién duda que el criterio judicial se desenvuelve en 
una esfera más amplia que la exigida al individuo para 
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la realización del Derecho? El individuo tiene por norma 
obligada únicamente á la ley; y al Tribunal en cambio, se 
le permite moverse en la esfera de la ley, y además en la 
esfera de la ciencia. No se crea que con esto aludo á la 
función judicial esencialmente supletoria, para la cual no 
existiría mi censura, sino que, por el contrario, me refiero 
principalmente á su función interpretativa, es decir, á la 
que consiste en comprender el sentido de la regla jurídi- 
ca, deduciendo su verdadero espíritu en razón de la natu- 
raleza y funciones de la institución que desenvuelve, así 
como de la superior unidad en que dicha regla se encuen- 
tre contenida. 

En la interpretación y en la práctica del Derecho posi- 
tivo, la verdadera seguridad para que éste se realice nor- 
malmente consiste en la igualdad de condiciones de todos 
los que están llamados á aplicarlo : el individuo , como 
primero ó inmediato factor, estimulado por las necesida- 
des que jurídicamente ha de satisfacer ; y el Tribunal, 
como factor mediato, al juzgar del acierto con que 
aquél haya acomodado sus actos al Derecho positivo; 
porque es claro que el individuo, para quien primaria- 
mente se dictan las reglas jurídicas, no puede estar tran- 
quilo acerca de la armonía ó conformidad de sus actos 
con la ley que los regula, si los límites legales del criterio 
en que haya de inspirarse no son exactamente los mis- 
mos que los que determinan los motivos de juicio para el 
criterio judicial. 

Si aquella igualdad no existe, si no cabe establecer una 
verdadera ecuación entre los términos reguladores del 
deber del individuo de ajustar sus actos á la ley, y del 
deber del Tribunal de rectificar ó corregir los actos indi- 
viduales que no resulten ajustados á la misma , la vida 
jurídica ha de quedar forzosamente perturbada , produ- 
ciendo en el individuo un estado constante de incertidum- 
bre acerca del juicio que necesariamente ha de formar 
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para acomodarse al Derecho establecido, desde el mo- 
mento en que existe diferencia entre los elementos de que 
puede disponer (la ley) para formar su juicio, y los que 
tiene á su alcance el Tribunal (la ley y la ciencia del De- 
recho) para la formación del suyo . 

El elemento común para el juicio del individuo y el de 
los Tribunales son las leyes. 

Cuando no están orgánicamente desenvueltas y care- 
cen, por tanto, de estructura científica en su ordenación, 
son sólo forma legal del precepto 6 de la regla jurídica 
considerada aisladamente, pero no expresión de la natu- 
raleza y funciones de la institución á que la regla corres- 
ponde. En cambio, cuando las unidades legislativas, ade- 
más de sus preceptos desenvuelven en un orden rigurosa- 
mente lógico y sistemático las instituciones de que se 
ocupan, mostrando 'de esta suerte el criterio del legisla- 
dor respecto á la naturaleza, al concepto y á las funciones 
de las mismas, no son sólo la. forma legal de la materia 
particular de cada uno de sus artículos ó preceptos, sino 
la. forma legal del espíritu que anima la letra de las reglas 
jurídicas; en una palabra, la forma legal del espíritu del 
Derecho. Si esta forma legal no existe, por carecer un Có- 
digo de la estructura ó del organismo científico con que 
dé á conocer el legislador el espíritu de las institucio- 
nes, hay que recurrir para poderlo determinar, no á la 
ley, que no lo tiene, sino á la ciencia del Derecho, cuya 
importantísima misión para lá práctica de la vida desem- 
peña ese nuevo elemento, utilizable por los Tribunales de 
justicia, mas no exigible á los particulares, á quienes no 
se les puede obligar que sepan otra cosa que lo que en 
forma de precepto para el conocimiento de la regla par- 
ticular, ó en forma de organismo para la inteligencia legal 
de las instituciones en que dichas reglas estén conteni- 
das, haya creído conveniente el legislador expresar al 
redactar sus disposiciones. 
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Del arte con que se proceda en la formación de un Có- 
digo depende que el valor ó efecto obligatorio de la ley se 
contenga y encierre en lo que la ley dice, ó por el contra- 
rio, que, rebasando los límites de su texto, hayan de exten 
derse fuera de él las indagaciones necesarias para encon- 
trar el criterio del legislador, acudiendo á la ciencia del 
Derecho , único modo de fijar el espíritu de las disposi- 
ciones y determinar por este proceso, extraño á la ley 
misma, el principio común que las anima y les sirve de 
fundamento. 

Si se prescinde del arte en la formación de un Código; 
si se van enunciando las instituciones tan sólo en forma 
de serie ó sumario, constituyendo únicamente varias mo- 
nografías jurídicas, cuyo orden de exposición sea mera- 
mente caprichoso ó arbitrario, como entonces tiene valor 
obligatorio algo que es externo ó extraño al contenido de 
las disposiciones del Código , el individuo queda propia- 
mente indefenso , toda vez que , careciendo del medio ne- 
cesario para conocer el espíritu de las disposiciones que 
se le imponen, y teniendo por lo mismo que formar juicio 
acerca de la rectitud de sus actos en vista únicamente de 
la letra del precepto ó regla que las expresa, se halla 
constantemente expuesto á que el juicio que formen los 
Tribunales inspirándose en el espíritu de éstas, que el in- 
dividuo legalmente no conoce, sea diametralmente opues- 
to al que él formó con la mejor buena fe y con la más 
recta y sana intención. 

En cambio, si por el arte que presida en la formación 
de un Código, el legislador da, mediante una estructura 
científicamente orgánica, cuerpo ó forma legal al espíritu 
desús disposiciones, mostrando al efecto la naturaleza, 
-el concepto y las funciones de cada institución , así como 
las relaciones que todas sostienen entre sí; en una pala- 
bra, si por este proceso científico pone el legislador al al- 
<!ance, tanto del individuo como de los Tribunales, la 
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clave ó el medio legal de conocer lo mismo la letra que el 
espíritu de todas las disposiciones del Código, á fin de que 
en su aplicación no hayan de recurrir á elemento alguno 
externo y distinto de su propio contenido, podrá entonces 
esperarse una completa coincidencia, verdadera confor- 
midad y armonía entre el juicio de los particulares y el 
de los Tribunales en la práctica del Derecho, y desapare- 
cera por consiguiente toda incertidumbre para la normal 
realización y ordenado desarrollo de todos los actos jurí- 
dicos de la vida. 

Mientras esto no suceda, mientras las leyes, por la ma- 
nera como se elaboran, no contengan todo lo que sea pre- 
ciso para que los particulares, sin salirse de ellas, puedan 
determinar los actos de su vida privada con completa 
certeza de que los realizan en conformidad con el criterio 
del legislador, la práctica del Derecho será anormal é 
irregular, porque las leyes no ofrecerán del mismo modo 
á los particulares y á los Tribunales idénticos medios de 
inspirarse en las reglas de conducta trazadas para el mo- 
vimiento del organismo social. 

En tanto este resultado no se obtenga, ¿cómo ha de pa- 
recer inverosímil que á veces un particular, que ha proce- 
dido con la mayor buena fe en virtud del conocimiento de 
las leyes reguladoras del acto que quiso realizar, se en- 
cuentre dolorosamente sorprendido con un fallo ó una de- 
cisión judicial opuesto ó contrario á lo que él honrada- 
mente creyó que podía hacer con perfecto valor legal? 

¿Es que el Tribunal ha resuelto injustamente? No. ¿Es 
que el particular infringió la ley, y por tanto determinó 
su actividad con injusticia? Tampoco. Sobre el mismo 
hecho jurídico actúan los dos , particular y Tribunal. El 
elemento regulador de ese acto debiera ser, y es al pare- 
cer el mismo, la ley que le sea aplicable; y, sin embargo, 
prácticamente resulta una completa divergencia ó dis- 
conformidad entre el honrado criterio del particular y el 
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honrado criterio del Tribunal. ¿En qué consiste esta po- 
sible contradicción? En que el instrumento que pone -el 
legislador al alcance del particular es la ley, única norma 
para su conducta que está obligado á conocer, y el que 
entrega á los Tribunales es además la ciencia del Dere- 
cho, que le sirve para penetrar el espíritu y el sentido de 
que la ley carece. Pues bien; cuando la legislación es im- 
perfecta, cuando no contiene todo lo preciso para que sólo 
con entenderla racionalmente puedan los particulares 
proceder con le^al rectitud, la sociedad siente profundo 
malestar, sufre y se queja, y los individuos y colectivida- 
des que componen el cuerpo social están constantemente 
expuestos á esas dolorosas sorpresas, resultando víctimas 
de una situación legal imprevisora ó desdichada. 

No puede dejar de ser perturbadora cualquiera obra le- 
gislativa que después de proclamar el principio de que 
sólo puede exigirse al ciudadano el conocimiento de la 
ley para determinar su conducta con arreglo á Derecho, 
someta después esa conducta individual á un juicio en 
que los actos realizados se residencien, no sólo según la 
ley, sino también según la ciencia del Derecho. 

Es un principio, tanto de razón como de orden social, 
que, para juzgar un superior de la rectitud con que el in- 
ferior ha procedido, debe hacerlo en condiciones idénti- 
cas y con los mismos elementos de juicio que tuvo el in- 
ferior para formarlo. Pues bien; en el orden de la vida 
privada, este principio está desconocido y se decide de 
los bienes, de los derechos y aun de la honra de los ciu- 
dadanos en condiciones distintas de las únicas posibles de 
exigir á los particulares, para que en sus actos se acomo- • 
den á los imperativos de la ley. 

Cada vez estoy más convencido de que este divorcio ó 
desequilibrio, causa del malestar que socialmente re- 
sulta, necesita y reclama radical remedio, y que éste gra- 
vita y se inclina en la hora presente del lado de la reforma 
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del sistema de la codificación, sobre cuya reforma des- 
cansan todas las ventajas y progresos posibles en la 
segura y ordenada realización del Derecho; y si pudiéra- 
mos profundizar en el secreto de que esta aspiración no 
conmueve como merece á la opinión pública, y que ésta 
no pida á diario una trascendental reforma, tal vez lo 
encontraríamos en la modesta naturaleza del Derecho 
privado y en el carácter particular que en los asuntos 
civiles tienen los pleitos que los producen. 

Si ha de desaparecer la disconformidad que existe en la 
aplicación de la ley ó práctica del Derecho positivo entre 
lo que se exige á los particulares y lo que de los Tribuna- 
les se reclama, ¿qué otra cosa hay que hacer, qué medio 
puede servir más eficazmente para que el espíritu de la 
ciencia del Derecho penetre en la letra de los cuerpos 
legales? 

Paréceme irreprochable la indicada solución al tratar 
de resolver tan interesante asunto, ya que ella facilita el 
medio más directo, más autorizado, más genuino, el 
único capaz de dar lugar á que precisamente el mismo 
legislador sea el llamado á vivificar con el espíritu de la 
ciencia del Derecho la letra del precepto de la ley, reali- 
zándolo en el terreno de la preparación de las leyes, sin 
necesidad de exigir que los Tribunales hagan lo que el 
legislador haya dejado de hacer, y tengan que buscar en 
los principios científicos aquel espíritu claro y definido 
que es indispensable se comprenda en el propio contenido 
de la ley. 

El legislador, obrando rectamente, no debe encomendar 
á los Tribunales una función que no exige ni puede exigir 
al individuo. Á su propio esfuerzo debe fiar el resultad*) 
de que el espíritu del Derecho acompañe y anime los 
preceptos de las leyes, para que de la ciencia jurídica sólo 
llegue al terreno práctico de la vida del Derecho positivo 
lo que mediante su criterio científico haya conseguido 
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condensar en el organismo total del Código y en los pre- 
ceptos concretos de sus artículos. 

La acción de la ciencia jurídica en la práctica del De- 
recho no debe ser obra de la aplicación, sino de \?i forma- 
ción de las leyes. De este modo podrá quedar cumplido el 
principio de orden social á que antes me refería, en cuya 
virtud la aplicación ó realización de la ley, bien se haga 
por el individuo al establecer sus relaciones jurídicas, ya 
por los Tribunales de justicia al pronunciar sobre las mis- 
mas sus decisiones y sus fallos, sólo pueda y deba depen- 
der del contenido de la ley, única norma común en que 
unos y otros se inspiren. 

No tengo para qué demostrar la regularidad que bajo 
la acción de este principio ha de resultar para la vida so- 
cial. Su sola indicación lo revela con sobrada elocuencia. 
Pero cúmpleme sí hacer presente que, para que la acción 
de la ciencia jurídica llegue á la vida práctica del Dere- 
cho positivo sólo por medio del legislador, y por tanto 
como resultado de la perfección del arte legislativo, es ab- 
solutamente preciso que las leyes no sean mero conjunto 
de preceptos agrupados con más ó menos acierto , pero 
siempre bajo un orden arbitrario y caprichoso, incapaz 
de dar idea de las instituciones comprendidas en un Có- 
digo, sino que, por el contrario, sea éste un verdadero or- 
ganismo en que la perfección y el valor científico de la 
obra legislativa se muestren por el orden lógico en que 
se desenvuelvan todas las instituciones del Derecho que 
contenga. Así aparecerá la coordinación y el enlace de 
unas con otras, é igualmente su peculiar naturaleza, con- 
cepto y funciones respectivas; pudiendo en cada una de 
las instituciones jurídicas, así como cada regla ó precepto 
que forme su desarrollo, afirmar, tanto el principio co- 
mún á la institución y á los artículos que la regulan, 
como el principio especial y concreto que cada precepto 
contiene. 
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Aplicada la luz que irradia del mismo legislador al 
valor jurídico de las instituciones, reflejándose- sobre el 
total contenido del Código, alumbraría con tal intensidad, 
que daría clara idea del espíritu que anima á cada cuerpo 
legal y lé permitiría penetrar en la conciencia jurídica del 
pueblo, sin necesidad de otra preparación ni de otro auxi- 
lio que el conocimiento de la ley. En cambio, cuando ha 
de esperarse que el valor de la institución se procure me- 
diante la acción del tiempo, y por el casuismo de los jui- 
cios en las sentencias ó decisiones de los Tribunales, ni re- 
sulta aquel criterio legal con la misma evidencia, ni obra 
tan directamente en la conciencia social. 

La vulgarización del Derecho realizada por las mismas 
leyes, coloca á todos, ciudadanos y jueces, en condiciones 
de verdadera igualdad para formar juicio acerca de los 
preceptos legales, si bien impone la necesidad de infor- 
mar científicamente la estructura de los cuerpos de la 
legislación. 

Estas observaciones, cuya verdad es tan manifiesta en 
el orden de los principios, tienen capitalísima importancia 
para la obra de la revisión del Código civil actual, cuan- 
do llegue legalmente la ocasión de verificarla, sobre todo 
si para entonces no se le han incorporado los apéndices 
comprensivos de aquellas instituciones forales que con- 
venga conservar en cada una de las provincias ó territo- 
rios donde hoy existen, y continuasen por esta razón vi- 
gentes todavía los artículos 12 y 13 de dicho cuerpo legal. 

Las diversas legislaciones que comparten en nuestro 
suelo nacional la autoridad* en la vida civil, carecen tam- 
bién por completo de verdadera estructura, y el valor de 
sus respectivas instituciones es meramente resultado de 
la comparación de las leyes que, dictadas en distintas épo- 
cas y al calor de circunstancias diversas, han venido re- 
gulándolas. 

En este sentido, el valor de cada institución no emana 
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directamente de la ley, es producto de un trabajo que re- 
viste un carácter científico ó doctrinal. Cierto es que los 
Tribunales no necesitan acudir á este elemento científico 
cuando deciden sobre un caso taxativamente ajustado á 
la letra del precepto; pero cuando por cualquiera circuns- 
tancia el caso de que se trata ofrece alguna variante con 
lo previsto en el precepto legal, y con mucha mayor ra- 
zón siempre que haya que fundarse la aplicación de éste 
por motivos de analogía; cuando, en una palabra, por 
cualquiera de estas exigencias tenga que recurrir al con- 
cepto jurídico de la institución, á fin de justificar la efica- 
cia de la regia que se trate de aplicar, entonces necesa- 
riamente ha de acudirse á la ciencia del Derecho para 
conocer, en defecto de la ley, la naturaleza propia de cada 
institución y sus respectivas funciones. 

En este punto, hasta ahora la obra de la ciencia, y aun 
la de la jurisprudencia, que es también, al fin, obra cientí- 
fica, actuando en el terreno de las instituciones, como com- 
plementaria y definidora del espíritu que anima las reglas 
ó preceptos de las leyes, lo mismo en las provincias fora- 
les que en las regidas por el Derecho de Castilla, ha sa- 
tisfecho una necesidad histórica, derivada del hecho de no 
contener las leyes, por falta de interior organismo en la 
esfera de Derecho á que corresponden, el sentido legal de 
las instituciones. 

Todas nuestras legislaciones civiles, lo mismo las lla- 
madas forales que el llamado Derecho civil de Castilla, 
han sido informadas de igual manera en el tiempo: todas 
carecen de sistema, y muéstranse tan sólo como reunio- 
nes ó conjuntos de preceptos. 

Si se las considera, no obstante, no en sentido objetivo, 
sino en su aplicación, se ve claramente, por lo que acabo 
de indicar, que tanto las legislaciones forales como la an- 
tigua legislación castellana, precisadas á fiar la virtud de 
sus preceptos, no sólo á las disposiciones de sus leyes, 
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sino al trabajo de los tratadistas ó glosadores del Dere- 
cho, lejos de concretarse al solo elemento de la ley, que 
es el único exigible, comprenden, por el contrario, dos 
elementos diferentes: el de la ley y el de la ciencia; aquél, 
cuya autoridad indiscutible se encierra en el contenido de 
un artículo ó precepto, y éste, cuya autoridad indetermi- 
nada y, por lo mismo, discutible, se eleva al terreno de 
las institugiones ó de las grandes unidades de esta rama 
del Derecho. 

Este trabajo científico, que comparte con las leyes el 
valor práctico del Derecho positivo, es un elemento co- 
mún, lo mismo en las regiones de Derecho foral que en 
las del Derecho castellano, y seguirá siéndolo, no obstante 
1^ publicación del Código civil, mientras éste no tenga 
verdadera estructura científica y atienda con tanto, si no 
con más esmero que el dedicado á la redacción de sus 
artículos, al organismo interior del Código, á la califica- 
ción y determinación de las instituciones á que aquéllos 
corresponden, y á precisar de esta suerte el sentido fun- 
damental de cada una y su peculiar alcance en las rela- 
ciones que sostienen entre sí dentro del contenido respec- 
tivo de cada institución superior. 

Pero aparte de la trascendencia de esta situación jurí- 
dica en lo relativo á la aplicación ó práctica de las leyes, 
interesa á mi propósito ocuparme de este asunto, para 
señalar lo que cabe hacer en el Código sin menoscabo de 
las legislaciones regionales, y lo que también es preciso 
para completar por este medio cuanto pueda favorecer 
el valor atractivo de la legislación que, como la contenida 
en el Código, debe tener el carácter de verdadero Dere- 
cho común. 

Á lo más á que podrían aspirar las legislaciones forales, 
y aun esto resultaría en abierta oposición con la ley de 
Bases, es á que en lugar de desaparecer del Código, como 
ha de suceder cuando se publiquen los apéndices, los 
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artículos 12 y 13, que afirman temporalmente la integridad 
de su régimen jurídico, se respetara constantemente este 
régimen para todas sus disposiciones legales y consuetu- 
dinarias. 

Aun así las legislaciones forales, por más que contaran 
con su Derecho escrito y consuetudinario, y aun con el 
supletorio en las provincias y territorios en que no lo sea 
ya el Código vigente, no tendrían que resignarse á bus- 
car la fijación del sentido y el valor de sus instituciones 
en los trabajos de los tratadistas de su Derecho regional, 
si el Código, publicado con carácter de Derecho general 
ó común, les hubiese dado hecho este trabajo, señalando 
á cada institución el lugar que le es propio en el cuadro 
general del contenido del Derecho privado. 

La obra de los tratadistas, elemento científico ó doc- 
trinal (salvo lo que en ciertos límites está legalmente 
admitido en el Derecho de Cataluña), no tiene valor legal, 
y por tanto obligatorio; no es la ley cuya ignorancia es 
inexcusable, y en este sentido puede afirmarse que, si pre- 
cisamente por medio de aquel elemento se forma el con- 
cepto y se determina la naturaleza de las instituciones 
de que tratan los preceptos de las leyes ó las reglas con- 
suetudinarias, dando á éstas el vigor propio del espíritu 
de que legalmente carecen, se hace posible que, al menos 
en este terreno doctrinal, se unifique, mediante la reforma 
del Código general, todo el Derecho civil español consi- 
derado en las unidades jurídicas á que los artículos se 
refieren. 

De este modo, aunque subsistiese la pluralidad de De- 
recho en el desarrollo de las instituciones por las reglas 
ó preceptos de las distintas legislaciones civiles, se con- 
seguiría estatuir en forma legal la unidad de nuestro 
Derecho civil en las raíces ó puntos de partida para las 
disposiciones, esto es, en la superior esfera de las institu- 
ciones donde se determina su peculiar naturaleza, su 
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verdadero concepto y sus funciones, así como los enlaces 
ó relaciones de afinidad, tanto de orden superior como 
inferior, que fijan los límites de cada una dentro de la 
totalidad del Derecho privado. 

Esto sólo demuestra la capitalísima importancia que 
tiene la estructura en la formación de un Código, y mu- 
cho más en nuestro país, en donde produciría el inme- 
diato resultado de unificar todas las instituciones civiles^ 
y fijaría la base para que por el solo efecto supletorio 
del Código civil ó Derecho común, fuese extendiéndose 
lenta y sucesivamente dicha unificación á las reglas ó 
preceptos que forman actualmente la diversidad del De- 
recho positivo. 

El organismo ó estructura científica, principalmente 
tratándose de un Código expresión orgánica del Derecho 
común, es el único medio adecuado para dar forma legal 
al espíritu de los preceptos jurídicos , para unificar en el 
orden de las instituciones toda manifestación del Dere- 
cho privado, y para conseguir la ventaja de que en la rea- 
lización ó práctica del Derecho positivo no sea necesario 
acudir á otro elemento distinto del propio contenido de 
las leyes. 

He aquí por qué indicaba antes de ahora que no bastaba 
reivindicar para el Código civil el carácter de Derecho 
general ó común que ha de tener según la ley de Bases, 
procurando al efecto borrar del Código vigente el princi- 
pio de rociprocidad consignado en la última parte del ar- 
tículo 15, y reformar además las otras disposiciones com 
prendidas en dicho artículo en el modo que determinan 
los artículos desde el 66 hasta el 71 del proyecto que acom- 
paño, sino que es al mismo tiempo indispensable modelar 
también su estructura, dando al orden con que sean tra- 
tadas las instituciones un sistema verdaderamente cien- 
tífico, para que á los resultados exigidos por la referida 
ley de Bases se agreguen las consecuencias prácticas de 



- 106 — 
este progreso legislativo en el porvenir de nuestro De- 
recho civil. 

En el título primero de este preámbulo, destinado á 
señalar el poco acierto con que el Código tradujo en la 
disposición final derogatoria la última de las bases esta 
blecidas para su redacción, con el propósito de que por lo 
menos fuese el único cuerpo legal de nuestro Derecho po 
sítivo, creo haber demostrado que siendo indispensable, 
para conseguir este resultado, que comprenda el Código 
todas las materias que forman el Derecho civil, no hay 
otro modo más seguro que tratar las instituciones por un 
orden rigurosamente lógico, capaz por sí solo de dar fe 
de que el Código contiene todo lo que á la vida civil se 
refiere, haciendo posible en su virtud una disposición 
final absolutamente derogatoria de todo lo existente, sin 
distingo ni reservas, y de dar además forma legal al 
espíritu de los preceptos jurídicos, mediante la determi- 
nución del concepto respectivo de todas las instituciones 
que comprenda. 

En el título segundo, destinado á mostrar cómo se des- 
naturalizó en el Código el carácter de Derecho general ó 
común exigido por la ley de Bases , creo también haber 
demostrado que, en virtud del principio de reciprocidad 
establecido en el art. 15, el Código ha venido á ser una de 
tantas legislaciones civiles, en completa igualdad de con- 
diciones con las demás, pasando por lo mismo á. conver- 
tirse en legislación foral de los pueblos regidos por el 
Derecho castellano, haciéndose indispensable, para res- 
taurar su naturaleza de Código general, no sólo afirmar su 
carácter prelativo, borrando el principio de reciprocidad 
últimamente admitido, y afirmar también su carácter 
atractivo con la reforma antes indicada de las demás dis- 
posiciones contenidas en el art. 15, sino también realizar 
dicha reivindicación, unificando cuanto conduzca á deter- 
minar el valor legal de nuestras instituciones civiles, fa- 
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cuitando la asimilación de los preceptos ó reglas en la 
aplicación del Derecho, y confiriendo igualmente al Có- 
digo, por su sistemática ordenación, la expresión le^al 
del espíritu que anime ó vivifique á todas sus disposi- 
ciones. 

Dirígense, pues, estas observaciones á reclamar para el 
Código, cómo síntesis de los dos primeros títulos de este 
trabajo, á fin de que sea verdadero cuerpo general del 
Derecho civil español: 

1.° Que sea el único cuerpo legal de nuestro Derecho 
civil. 

2.° Que mientras no se formen é incorporen los apén- 
dices prevenidos en la ley de Bases, sea el Código cuerpo 
legal de Derecho civil, común ó general, atrayendo á él, 
en virtud de este carácter, todo cambio de legislación ci- 
vil que no esté motivado por alguna causa necesaria. 

3.° Que sin perjuicio de la variedad que existe en el 
desarrollo de las instituciones, en atención á la subsisten 
cía actual de las legislaciones forales, ó del estado que 
resulte por virtud de los apéndices comprensivos de las 
instituciones que sea conveniente conservar, se verifi- 
que desde luego por el Código todo lo que constituye la 
determinación de la naturaleza, del concepto, funciones 
y relaciones de las instituciones de nuestro Derecho civil. 
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TÍTULO m 

La revisión del Código civil con relación á la 
eetructura que científicamente debe tener. 

CAPÍTULO PRIMERO 

La ciencia del Derecho frente al principio de que la igno- 
rancia de la ley no excusa su cumplimiento. 

Hecha la revisión del Código en los términos que acabo 
de proponer, produciría por de pronto la consecuencia 
inmediata de que el valor jurídico de este cuerpo legal 
dejaría de tener un carácter puramente histórico que, á 
semejanza de los demás cuerpos que comparten con él el 
régimen de nuestra legislación civil, aparece tan sólo 
como un conjunto de preceptos reunidos en forma de se- 
rie, pero desprovisto de todo sistema que explique satis- 
factoriamente el principio que haya presidido á su orde- 
nación. 

Mientras continúe sin verdadera estructura, es difícil, 
por no decir imposible, llegar en nuestra patria á la uni- 
ficación en esta rama del Derecho, porque desde luego se 
comprende que ni ésta ha de realizarse en el terreno me- 
ramente preceptivo si antes no se ha obtenido en el de las 
instituciones, ni se ha de conseguir en este último si el 
Código, al limitarse únicamente á reconstituir el Derecho 
civil llamado de Castilla, no tiene en el orden de las mis. 
pías un sentido claro y definido de cada una y de las re* 
laciones en que se dan. 

He afirmado en los anteriores capítulos que el vigente 
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Código civil, no sólo se ha formado sin someterse á una 
sistemática ordenación que permita ver en él un verda- 
dero cuerpo orgánico de nuestro Derecho privado, sino 
que las principales instituciones que comprende . están 
desprovistas de todo concepto científico capaz de revelar 
á los particulares el criterio legal que ha presidido al es- 
tablecer las disposiciones que las regulan. 

Incúmbeme ahora demostrarlo, para que así se vea de 
un modo más práctico y positivo, respecto á lo que dejo 
expuesto en los títulos anteriores, la necesidad' en que 
se encuentra el particular de buscar fuera del Código, 
ó en el terreno de la ciencia del Derecho, que á él no se 
le exige, todo lo que acerca del valor y alcance jurídico 
de las instituciones sea preciso conocer para la recta apli- 
cación de los artículos del Código civil. 

No es ciertamente mi ánimo, ni corresponde tampoco 
á los límites de este trabajo, hacer un estudio general de 
todas las instituciones á que se refiere la nueva obra le- 
gislativa. 

Me ocuparé únicamente de las instituciones más intere- 
santes de que tratan los dos libros del proyecto que acom- 
paño, si bien llamaré también la atención sobre algunas 
"de las que forman parte de los restantes libros del Código, 
ya que, según he manifestado, únicamente me propongo 
dar forma práctica, y esto sólo mediante algunos ejem- 
plos, á la demostración de que, en realidad, la eficacia 
de la ley no está simplemente limitada á su propio con- 
tenido. 

¿De qué sirve que el artículo de un Código hable, por 
ejemplo, de la costumbre, de la familia, de las cosas, de la 
tradición, de la perfección de los contratos, de las funda- 
ciones, etc., cuando ni aun comprende á estas y otras 
instituciones en el índice ó sumario de las que resultan 
enunciadas como verdaderas é importantes instituciones 
de Derecho? 
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¿De qué sirve que aun en aquellas que admite y trata 
como verdaderas instituciones, comprendiéndolas al efecto 
en el cuadro de las mismas, lejos de fijar su genuino con- 
cepto aparezcan admitidas tan sólo como base de una tec- 
nología cuya variedad demuestra la perplejidad y la duda 
en la determinación de su sentido jurídico, así como de un 
desarrollo en que la contradicción de sus preceptos pone 
más de relieve la poca seguridad de las disposiciones 
que contiene? 

Ya hacía presente á este propósito, en anteriores obser- 
vaciones, que eran muchas las instituciones jurídicas de 
las que se hace referencia en los artículos del Código sin 
estar, no obstante, comprendidas en los enunciados é ín- 
dices de sus libros. 

¿Será que realmente el Código no admita en ellas el 
carácter de verdaderas instituciones civiles? Aunque así 
fuese, no por esto podrían dejar de ser consideradas como 
tales y de exigir, en su virtud, que de algún modo, tanto 
el particular, como los Tribunales en su caso, hayan de 
acudir á las obras científicas para la aplicación de los ar- 
tículos, y buscar, por consiguiente, fuera del Código la 
verdadera naturaleza de las instituciones y sus funciones 
respectivas. 

Por esto indicaba que , sin duda en previsión de esta 
necesidad, el Código no se atrevió á hacer, como preve- 
nía la última délas bases establecidas para su redacción, 
una derogación absoluta de toda la legislación anterior. 

No he de insistir sobre este punto que dejo ya tratado; 
pero sí he de llamar la atención, tanto sobre la imposibi- 
lidad de conocer en forma legal el alcance de aquellas 
instituciones que de algún modo estén reguladas por otros 
cuerpos de nuestra legislación , ya que su preterición en 
el Código no permite averiguar las relaciones que existan 
entre las instituciones de que se ocupa y aquellas que 
han sido preteridas, como sobre la imposibilidad de de- 
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terminar su naturaleza, también en forma legal, respecto 
de otras que ni aun en principio resultan caracterizadas 
por la legislación no derogada; en una palabra, por las 
leyes que tratan de materias que no son objeto del Código, 

En uno y otro caso, y más todavía en el segundo que en 
el primero, la eficacia del elemento científico en la aplica- 
ción de las leyes es consecuencia obligada de la deficien 
cia de las mismas y de las condiciones especiales exigidas 
á los Tribunales para el desempeño de sus delicadas fun- 
clones. 

Sobre aquellas instituciones que, como sucede, por ejem- 
plo, en \^.faimlia, ni el Código ni las leyes anteriores han 
determinado su concepto, careciendo , por tanto, de va- 
lor jurídico ó de verdadera forma legal, las referencias 
que hacen los artículos del Código á institución tan im- 
portante; así, pues, ó han de quedar entregadas á la mera 
apreciación del común sentir de las gentes en la vida 
social, si ha de ser verdad que el individuo y los Tribuna- 
les formen su juicio por medios ó elementos iguales, ó han 
de depender únicamente del criterio científico, si cabe ad- 
mitirse que los Tribunales acudan á él cuando las leye& 
no exigen ni pueden exigir que los particulares tengan 
otro que el derivado del conocimiento de la ley. 

Imposible parece que tratándose de una institución tan 
importante, base de todo el edificio social, no haya com 
prendido el legislador la necesidad de conferirle verda- 
dero valor jurídico, trazando, por medio de la ley, los 
límites necesarios á su naturaleza y á sus funciones en 
todo lo que á ella corresponde dentro de la esfera del De- 
recho, ya que precisamente todo el valor de las disposi 
clones comprendidas en varios de los artículos del Có- 
digo lo hace depender del concepto jurídico de esta im 
portantísima institución. 

Así sucede, por ejemplo, entre otros, en los que hacen 
mención de la familia natural (177, 201 y 204), del apellido 
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de la familia (175), de la posición social de la familia (142), 
del Consejo de familia (en muchos artículos), de la familia 
del padre (155), del cabeza de familia (917, 1.910), del pa- 
dre de familia (264, 283), de los hijos de familia (321), de 
los derechos y deberes de familia (9.°, 15), del sostenimiento 
de la familia (1.408), de los gastos usuales de la familia 
(1.362), etc. Con ser tantos los artículos y tan variadas 
las expresiones de referencia al concepto familiar, la ver- 
dad es que no hay posibilidad de saber en qué consiste 
para el Código la institución de la familia, ni de deter- 
minar por modo alguno cuál puede ser el fundamento 
en que haya de descansar el efecto legal de las disposi- 
ciones mencionadas. 

¿Es, por ventura, el matrimonio el fundamento de la fa- 
milia, según el Código? ¿Lo es la patria potestad? ¿Ha de 
fundarse en el parentesco, ó en la generación? ¿Es bas- 
tante que exista un mero vínculo civil? 

Ni califica el Código expresamente á ninguno de estos 
elementos como fundamento de la familia, ni es posible 
que en consideración á las disposiciones que á ella se re- 
fieren, y al enlace ó coordinación que se establezca entre 
las mismas, pueda deducirse cuál sea el criterio de que 
ha partido el legislador respecto al concepto jurídico de 
la familia. Detengámonos un momento á demostrarlo. 
Prescindiendo ante todo de las locuciones de familia le- 
gítima y familia civil, no empleadas en el Código, única- 
mente menciona á la familia, sin calificativo alguno ó 
sólo con el calificativo de familia natural. Esta circuns- 
tancia, por sí sola, pone de relieve la necesidad de pres- 
cindir del matrimonio como base ó fundamento del con- 
cepto general de la familia, á no admitir que únicamente 
exista entre los padres y sus descendientes legítimos, lo 
cual resulta, sin embargo, desautorizado en el Código, ya 
al tratar de los alimentos, en que la disposición general 
del art. 142 se extiende á todos los parientes que tienen 
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derecho á exigirlos, ya en lo referente á la adopción, en 
que el art. 177 establece que el adoptado conserva los de- 
rechos que le corresponden en la familia natural, ya ad- 
mitiendo á los que no son parientes, á formar parte del 
Consejo de familia (artículos 294 y 302), ya también con- 
firmando este criterio al incluir en el concepto de fami- 
lia á personas distintas de los parientes, cuando trata 
del cabeza de familia en el art. 1.910. 

Tampoco es posible acudir á la patria potestad para 
encontrar en ella, según el Código, el fundamento legal 
de la familia, porque lo mismo las disposiciones que tra- 
tan de los alimentos, que las que regulan las sucesio- 
nes, extienden el concepto de familia á los parientes y á 
los hijos no sometidos á la patria potestad; aparte de 
que las referidas disposiciones acerca de la adopción 
reconocen la subsistencia de la familia del adoptado lla- 
mada natural, no obstante la sujeción del mismo á la 
patria potestad del adoptante ; debiendo añadir además 
que, dadas las condiciones de dicha autoridad doméstica, 
el concepto de familia natural resultaría común á los 
hijos legítimos y á los naturales, no existiendo, por lo 
mismo , familia entre los cónyuges que no tuviesen des- 
cendientes ó que , aun teniéndolos , no estuviesen éstos 
sometidos á su patria potestad. 

Aunque á primera vista parece ser el parentesco el fun- 
damento de la familia, atendiendo al sentido general con 
que el Código usa de las locuciones familia y familia na- 
tural, así como al contenido del art. 1.338, referente á las 
personas que puedan constituir dote, etc., no es posible 
tampoco sustentar esta opinión, teniendo presente, según 
antes indicaba, no sólo que al tratar del Consejo de fami- 
lia y del cabeza de familia se refiere el Código á perso- 
nas que no están enlazadas entre sí por vínculo alguno 
de parentesco , sino la indeterminación que resultaría si 
en razón del parentesco hubiera de calificarse la posición 
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social de la familia, á que hace referencia el art. 142, ó el 
apellido de la misma, á que se refiere el art. 175, aun pres- 
cindiendo de que en tal caso vendría á comprender la 
familia á toda clase de hijos ilegítimos, y que no existiría 
familia entre los cónyuges sin descendientes; y todo esto 
aparte de aparecer tratada en el Código la institución del 
parentesco, no al ocuparse de las personas , ó sea en el 
libro primero, sino al hacerlo de las sucesiones, esto es, 
en el libro tercero. 

No intento siquiera hacer la menor observación acerca 
de si el vínculo meramente civil que derive de la vecin- 
dad, ó del nombramiento especial para la formación del 
Consejo de familia, ó de la comunidad de vida en el lla- 
mado cabeza de familia, puede servir de base al concepta 
de esta institución jurídica; porque aun reconociendo la 
confusión que producen en esta materia las disposiciones 
del Código relativas á las expresadas circunstancias, no 
cabe seriamente acoger un supuesto diametralmente con- 
trario á cuanto el mismo Código establece respecto á la 
institución familiar, ya en consideración á los padres , á. 
sus descendientes y á los parientes en general. 

¿Cómo saber, pues, en vista de lo expuesto, qué es lo 
que el legislador entiende por familia, en una palabra: el 
sentido técnico y concreto en que debe ser admitida esta 
locución empleada en muchos de los artículos del Código? 
¿Habrá alguien que se atreva á afirmar cuál es el funda- 
mento verdadero de la institución familiar y cuál el con- 
cepto jurídico de que ha partido el legislador español al 
redactar todos los artículos que regulan las relaciones 
familiares? 

Á nadie puede ocultarse que cuando el Código, lejos de 
definir y tratar concretamente una institución, á la que 
refiere, sin embargo, el valor y eficacia de muchas de sus 
disposiciones , la designa en cada una de éstas ó en gran 
parte de ellas con acepciones ó en sentidos totalmente 
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diferentes, no sólo carece el particular, que ha de ajustar 
sus actos al precepto de la ley, de regla ó norma segura 
para conocer el concepto de dicha locución y el efecto 
que en su consecuencia ha de producir el artículo en que 
se emplea, sino que con tal motivo se le coloca en el duro 
trance de tener que aplicar la ley sin medio hábil para 
poderla entender. 

Si no hay posibilidad de formar idea del concepto legal 
de una institución, mucho menos puede haberla para for- 
mar juicio respecto á sus aplicaciones, y por lo mismo es 
imposible saber en qué consiste su naturaleza jurídica, á 
qué personas alcanza, cuáles sean sus funciones en el 
orden de vida regulado por el Derecho, y qué relaciones 
sostiene con otras instituciones afines. 

¿Cómo podrán el particular y los Tribunales de justicia 
determinar, sin salirse del Código, qué es lo que debe en- 
tenderse por los derechos y deberes de familia, á que hacen 
referencia los artículos 9.^ y 15, así como el valor que 
han de atribuir á las demás circunstancias que con rela- 
ción á la familia aparecen designadas en muchos otros de 
sus artículos? Y nótese que la determinación legal de los 
derechos y deberes de familia tiene tan especialísima im- 
portancia con arreglo á estos artículos 9.° y 15 del Código, 
que de ella dependen las aplicaciones que deban hacerse, 
tanto en el orden del Derecho internacional como en el 
Derecho interprovincial , para fijar á qué legislación se 
encuentra sometida la persona de que se trate y con arre- 
glo á cuál hayan de ser reguladas las relaciones que 
sostenga con todas y cada una de las personas á quie- 
nes, según una ú otra legislación (nacional ó extranjera, 
común ó foral), alcance el concepto de familia. 

La misma vaguedad aparece en el Código en lo rela- 
tivo á la personalidad civil. 

No trato de señalar la impropiedad que realmente existe 
clasificando á las personas en naturales y jurídicas, como 
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si no fuese esencialmente jurídica la naturaleza de toda 
personalidad considerada en el Derecho, y por consi- 
guiente como si no fuese tan jurídica la persona que llama 
natural como la que en el mismo Código se denomina ju- 
rídica. 

Mi propósito se limita ahora á hacer notar que, aunque 
el Código hable de la personalidad y tome por sinónimos 
de esta locución general los de personalidad civil y per- 
sonalidad jurídica, deja de determinar en qué consiste la 
personalidad, creyendo, sin duda, que el legislador hace 
lo bastante con decir cuándo ésta nace y cuándo se 
extingue. 

La indeterminación de este concepto legal, del que ha 
de depender el alcance y efectos que se atribuyan á las 
disposiciones ó artículos del Código que al mismo hacen 
referencia, da lugar á que, si bien puede saberse cuándo 
existe la persona y cuándo desaparece, no pueda averi- 
guarse qué es lo que le corresponde por tener esta condi- 
ción legal ; en una palabra : en qué consiste ó qué clase 
de derechos y facultades concede al sujeto de Derecho 
dicha consideración jurídica. 

En este punto, el sistema del Código es absoluto. Es 
más, aun cuando en atención á la última parte del art. 32 
pudiera considerarse el concepto de la personalidad, 
según el Código, inspirado en el sentido admitido co- 
munmente de reputarse persona todo ser susceptible de 
derechos y de obligaciones, lo dispuesto en la primera 
parte de dicho artículo lleva consigo una verdadera con- 
tradicción de semejante doctrina. 

Declarando, como declara, que la menor edad, la de- 
mencia ó imbecilidad, la sordo-mudez, la prodigalidad y la 
interdicción civil no son más que restricciones de la per- 
sonalidad jurídica, da á entender que la personalidad es 
cosa distinta de la aptitud para tener derechos y obliga- 
ciones, puesto que á nadie se le oculta, y el mismo Código 
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lo reconoce en la última parte de dicho artículo, que todos 
los constituidos en cualquiera de los referidos estados 
conservan la expresada aptitud que determina en ellos el 
hecho del nacimiento en las condiciones legales exigidas 
para la constitución de su personalidad jurídica. 

La aptitud para tener derechos y obligaciones, aun par- 
tiendo de la base de que en esto consista la personalidad, 
no depende del mayor número de aquellos derechos ó de 
estas obligaciones, lo cual ha de ser sólo resultado de las 
distintas circunstancias en que llegue á encontrarse todo 
sujeto de derecho. La aptitud, ó sea la facultad conside- 
rada en principio es independiente de su extensión ó de la 
variedad de sus aplicaciones, y sólo en aquella aptitud, y 
no en las derivaciones de la misma, es donde arraiga la 
naturaleza de la personalidad jurídica, calificando en su 
virtud de persona á todo el que sea susceptible de tener 
algún derecho ó alguna obligación. 

Cuando se trata de señalar las diferencias que existan 
entre los menores de edad, pródigos, dementes é inter- 
dictos con los mayores de edad, ó, para hablar con más 
exactitud, con los que no se encuentren en ninguna de 
estas condiciones anormales, no quiere decir que los unos 
sean más ó menos persona que los otros, y, por consi- 
guiente, que la aptitud para ser sujeto de derechos ó de 
obligaciones sea entre ellos distinta. Lo único que es ca- 
racterístico de sus diferencias consiste en el modo ó ma- 
nera como han de hacer legítimamente uso de la referida 
aptitud, toda vez que, así como los que no se encuentran 
en ninguna de las restricciones á que hace referencia di- 
cho artículo 32, pueden por sí mismos hacer el uso expre- 
sado; los otros, por el contrario, necesitan, ya en todos los 
casos, ya solamente en algunos, de otro elemento que, llá- 
mese tutor, defensor, autorización judicial, etc., etc., 
acompañe á su acción ó la sustituya ó represente, hacien- 
do, por consiguiente, posible que, en esta forma especial, 
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conjuntiva ó de sustitución, se realice la referida aptitud 
propia de la personalidad que asiste á los incapaces, del 
mismo modo que los que disfrutan de plena capacidad. 

La personalidad, ó sea la condición esencial para ser 
sujeto de derecho, es igual para todos los que disfruten 
de esta condición jurídica. Sus diferencias no consisten en 
la esencia^ sino únicamente en \dL forma; no en ser sujetos, 
sino en el modo como han de serlo, que es precisamente 
la materia propia de la capacidad civil. 

Aquí señalo la lamentable confusión en que, por no 
precisarse lo que es asunto de la personalidad^ á distin- 
ción de lo que lo es de la capacidad^ ha incurrido el Có- 
digo, especialmente en el mencionado art. 32, cuyos tér- 
minos parecen dar á entender que, según él, se puede 
ser más ó menos persona, lo cual es tan absurdo como 
su propia expresión revela, y da lugar, según antes indi- 
caba, á que el particular se encuentre, cuando trate de 
hacer aplicación de la ley en lo relativo á su personalidad 
civil, no sólo perplejo á causa del silencio absoluto del 
legislador en todo lo que á este asunto se refiere, sino 
además confuso, por la manifiesta contradicción en que 
el Código incurre al establecer las disposiciones que tra- 
tan de la personalidad y de la capacidad civil. 

Si semejante confusión existe en el Código en el orden 
de la persona individual, que el mismo califica con el 
nombre de personas naturales, no es menor la que resulta 
igualmente en el orden de las personas colectivas, desig- 
nadas en el Código por el de personas jurídicas. 

En este punto la confusión no se limita al concepto de 
la personalidad; se extiende también á su clasificación: y 
no porque yo estime desacertada la clasificación que el 
Código ha hecho de las personas que llama jurídicas en 
asociaciones, corporaciones y fundaciones, corrigiendo ó 
modificando la establecida en su primitiva redacción, sino 
precisamente porque, á semejanza de lo que sucede al tra- 
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tar déla personalidad que á pesar de ocuparse de ella no 
determina en qué consiste, al tratar de las personas jurí- 
dicas, si bien las divide en tres especies, no fija de ningún 
modo en qué consiste cada una. 

¿Qué medio queda entonces al particular para saber, por 
el solo auxilio de la ley, único elemento cuyo conocimiento 
se le exige qué es lo que ha de entender por una corpora- 
ción, á diferencia de una asociación, y qué por una fun- 
dación, á diferencia de las otras dos? ¿Cómo averiguar cu 
qué consiste la respectiva naturaleza jurídica de cada uiut 
de estas tres clases de personas admitidas por el Códig:o? 

Por más que éste agrupe dichas tres clases de personas 
jurídicas en la esfera que llama de interés público^ y sólo 
comprenda á las asociaciones en las de interés particular , 
remitiendo las de esta última clase á las disposiciones del 
contrato de sociedad, la verdad es que ni resulta que este 
contrato pueda servir de norma para calificar la natura- 
leza jurídica de las asociaciones de interés público, ni 
contiene el Código disposición alguna por la que dé á c-v 
nocer en qué estriba el concepto legal de la asociación de 
interés público, el de corporación y el de fundación. 

Ni en el libro primero, destinado á tratar de las per- 
sonas, ni en los demás libros en que el Código está divi- 
dido, aparece enunciado alguno referente á las corpora- 
ciones ó á las fundaciones. 

Comprendidas en la designación general de las perso- 
nas jurídicas para el efecto de afirmar su personalidad 
civil, si bien se da á entender que esta condición no ^e 
concede á ninguna corporación ni fundación de interés 
particular, cual si se afirmara que no hay ni puede haber 
corporaciones ó fundaciones de esta índole ó naturaleza p 
no se determina, sin embargo, cuáles sean las circunstíin- 
cias en que consiste el carácter peculiar de corporación, 
el de asociación y el de fundación, entre las personas ju- 
rídicas de interés público reconocidas por la ley. 
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Nada hay en el Código que sea fundamental ó determi- 
nante de principios generales, ni en el orden de la perso- 
nalidad, que es nota común de dichas tres clases de enti- 
dades jurídicas, ni en el orden especial de cada una de 
ellas, que sea á su vez nota común á cuantas como tales 
corporaciones, asociaciones ó fundaciones comprende el 
conjunto de cualquiera de las indicadas especies. 

No basta que el hecho del reconocimiento por la ley se 
tome como base obligada para que estas entidades de inte- 
rés público puedan conseguir personalidad jurídica.Tanto 
su distinción admitida por el Código como la necesidad de 
que queden válidamente constituidas con arreglo á Dere- 
cho, á fin de que su personalidad se determine ó empiece, 
según expresión del art. 35, supone que, ó el Código trata 
de las mismas con la debida separación, lo cual no resulta 
ni en los enunciados de su índice, ni tampoco en los artícu- 
los; ó que en leyes extrañas al Código está desenvuelta la 
materia peculiar á cada una de dichas especies de entida- 
des jurídicas, dándose por ellas á conocer su respectiva 
naturaleza, sus diferencias esenciales, el modo de funcio- 
nar privativo ó fundamental de cad^a especie, y, en una 
palabra, todo cuanto contribuya á determinar las notas 
características á que ha de atenerse el particular, bien 
sea para saber cuándo trata con una corporación, con una 
asociación ó con una fundación, bien sea cuando se pro- 
ponga tomar la iniciativa para el establecimiento de cual- 
quiera de estas entidades jurídicas. 

Es, pues, de toda evidencia que el Código no determina 
en qué consiste la personalidad civil, nota común á las 
personas que llama naturales y á las personas llamadas 
jurídicas, ni tampoco da á conocer la naturaleza especial 
que en el orden del Derecho es característica de cada una 
de estas últimas. 

Sobre todo esto existe la vaguedad más absoluta. El 
particular y los Tribunales carecen de medio legal para 
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formar juicio; aquél para determinar sus actos, y éstos 
para fundar sus fallos ó decisiones judiciales, respecto 
á la recta interpretación de los preceptos ó artículos que 
á las mencionadas materias se refieren. 

Cosa análoga á lo que acabo de indicar acerca de la 
personalidad ocurre respecto á la capacidad civil. 

Ante todo llama la atención que, á pesar de establecer 
el Código, al tratar de la personalidad, la distinción entre 
personas naturales y jurídicas, nada diga de la capacidad 
civil cuando se ocupa de las personas naturales, y en 
cambio hable de dicha capacidad (art. 37) cuando trata 
de las personas jurídicas. 

Este silencio no obedece ciertamente al criterio de que 
la capacidad civil no sea materia de Derecho, tratándose 
de las personas naturales, pues tanto el art. 9.°, referente 
á las relaciones de Derecho internacional en considera- 
ción á la persona de los españoles, como el art. 15, pecu- 
liar á las de Derecho interprovincial, hacen expresa men 
ción de la capacidad legal de las personas, sin distinguir 
entre las naturales y las jurídicas, y aun dando á enten- 
der que sólo se refieren á las primeras, ó sea á las llama- 
das naturales. 

Mas aunque el Código, por su silencio en materia tan 
importante, dé motivo á sospechar que equipara la capa- 
cidad á la personalidad civil, tomando por sinónimos 
ambos conceptos jurídicos, es lo cierto que no cabe afir- 
marlo así cuando tan pocas son las referencias que hace 
á la capacidad civil ó legal en sus artículos, y cuando, por 
otra parte, tampoco determina cuál sea el concepto de íá 
personalidad. Ya se tomen por idénticas ó como diferentes 
estas distintas locuciones empleadas por el Código en su 
articulado, como no da el concepto de ninguna de lasr 
dos, lo mismo el particular que los Tribunales carecen 
de medio legal para formar el criterio por el que hayan 
de determinar la materia que es propia á cada una de 
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dichas referencias que contienen los artículos del Código. 

Y, sin embargo, constituyen estos asuntos institucio- 
nes verdaderamente fundamentales para todo lo que se 
refiere al sujeto en el orden del Derecho civil. 

En ellos descansa cuanto integra la naturaleza y las 
funciones del sujeto de derecho para afirmar, en conside- 
ración á la primera, la facultad de ser principio y causa 
de cualquiera relación jurídica, esto es, la entidad en 
quien repercuten todas las consecuencias que deriven de 
dicha relación; y determinar, en atención á las segundas, 
el distinto modo ó forma bajo el cual ha de realizarse 
el ejercicio de aquella facultad, á fin de que legítimamente 
refluyan en la persona los efectos consiguientes á la re- 
lación establecida. 

No hay que confundir Xa, facultad que tiene una persona 
de verificar actos jurídicos con la posibilidad de reali- 
zarlos por sí misma. 

Lo primero, constituyendo como constituye el derecho 
de la persona á determinar, en razón de su interés, 
aquellos actos para los cuales reúna las condiciones exi- 
gidas por la ley, es inherente á su respectiva perso- 
nalidad jurídica, trazando en su virtud la que podemos 
llamar esfera de acción particular del sujeto, círculo en 
que su actividad puede desenvolverse y cuya extensión 
es susceptible de agrandarse á medida que aumentan 
los medios ó bienes en que consista su interés ó que por 
lo mismo están puestos á su disposición. 

Lo segundo, esto es, si la persona puede por sí misma 
ejercitar su actividad jurídica, ó si, por el contrario, nece- 
sita estar asistida de otro elemento subjetivo, como, por 
ejemplo, el padre, un tutor, un marido ó la autorización 
judicial, expresa la manera como el sujeto puede moverse 
dentro de su particular esfera de acción; en suma, 
el principio que ha de servir para la determinación de su 
interés personal ó la realización de todo aquello en que 
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estriba su derecho particular, que es propiamente lo que 
sirve para fijar, tanto la medida de su actividad indepen- 
diente, como la dependencia en que el sujeto se halle colo- 
cado, bien sea autorizando la especialidad de semejante 
dependencia, ya determinando las personas respecto de 
quienes se tiene, las alteraciones que puede sufrir y los 
medios por los cuales consigue la persona una completa 
independencia en la esfera del Derecho. 

Así como la personalidad consiste en la facultad de 
transformar en derecho propio el interés de un sujeto 
por medio de las relaciones jurídicas en que dicho interés 
intervenga como causa ó motivo de las mismas , por lo 
cual cabe afirmar que tiene la consideración de persona 
en el orden del Derecho todo elemento individual ó colec- 
tivo, en consideración á cuyo interés puede ser determi- 
nada alguna relación jurídica, así como que en virtud de 
este concepto el alcance de la personalidad de cualquier 
elemento subjetivo se determina por el número mayor ó 
menor de relaciones jurídicas en que su respectivo inte- 
rés puede intervenir como causa de la relación, trazando 
de tal modo su posible esfera de acción; la capacidad, en 
cambio, partiendo de ambos conceptos (la naturaleza de 
la personalidad y su alcance), consiste tan sólo en la ma- 
nera ó forma como el sujeto ha de realizar todo lo que 
constituye su Derecho, ya que en este punto dicha realiza- 
ción puede ser resultado, bien de la propia determinación 
y actividad de la persona á quien el derecho corresponda, 
como cuando uno procede por sí, bien de la determina- 
ción de otro de quien aquélla dependa, como si se procede 
por medio del padre ó del tutor, bien de la sola interven- 
ción de otra distinta, ya en forma directa, según ocurre 
conforme al Código respecto al tutor del menor emanci- 
pado (art. 317), ya en forma indirecta con la autorización 
judicial, ya directa ó indirectamente, según los casos, 
con la licencia marital. 
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Esta distinción entre la personalidad y la capacidad ju- 
rídica corresponde exactamente á la que existe entre el 
derecho considerado en su existencia (parte estática) y 
el derecho considerado en su realización (parte dinámica). 

Todo derecho, por el hecho de existir, afirma la persona- 
lidad de la entidad á cuyo interés sirve de forma jurídica. 
Todo derecho, en los hechos en que su realización consis- 
ta, ó mediante los que haya de hacerse efectivo, afirma la 
actividad de la persona á quien corresponda. 

Los derechos de una persona no pueden existir sino re- 
firiéndose á su propia utilidad, y este aspecto interesado 
es el elemento común que unifica en toda personalidad el 
conjunto de sus derechos. En cambio, la realización de los 
derechos de una persona puede tener lugar mediante la 
actividad de otras personas distintas de aquella, en virtud 
de cuyo interés se hayan originado; siendo, por tanto, la 
actividad necesaria para la realización de los derechos, 
un elemento característico de la variedad posible en el 
orden de relaciones entre el derecho y su realización. 

Según esto , la materia de la personalidad es la que se 
ocupa del interés para la existencia del derecho, así como 
la materia de la capacidad es la que se ocupa de la acti- 
vidad para la realización del derecho ; y como éste, á pe- 
sar de sostener constantemente el mismo interés de la 
persona á quien pertenece, puede ser realizado por otras 
personas diferentes, la materia de su realización, ó sea la 
actividad jurídica, necesita formas determinadas que 
tracen los límites en que la misma persona interesada, ú 
otra en su lugar, ó una y otra conjuntamente puedan veri- 
ficar dicha realización. 

Existe, pues, una marcada diferencia entre la materia 
jurídica, que es asunto de la personalidad, y aquella sobre 
que versa la capacidad civil; diferencia que se revela 
hasta el punto, de que, precisamente las escuelas que no 
han adoptado, como el Código, estas dos diversas locu- 



- 12)- 
ciones, la caracterizan no obstante con las denominacio- 
nes de capacidad de derecho , en lo que afirma la consi- 
deración de sujeto ó ^u personalidad jurídica, y capacidad 
de obrar en lo que sólo afirma la actividad que la persona 
jurídica puede determinar por sí misma. 

No trato ahora de discutir la ma5''or ó menor propiedad 
de dichas locuciones para expresar las distintas materias 
que á cada una corresponden. Bástame únicamente seña- 
lar la indicada variedad, que hace indispensable el uso de 
tecnicismo diferente para expresar lo que corresponde á 
la personalidad y lo que es propio de la capacidad. 

Y llamo sobre esto la atención, no sólo porque el Código, 
al tratar de las personas naturales, únicamente hace refe- 
rencia á la personalidad y no á la capacidad, no obstante 
ser ésta cosa distinta de aquélla , sino también porque ni 
respecto á la personalidad, ni respecto á la capacidad es- 
tablece el Código absolutamente nada para determinar 
en qué consisten, para qué sirven una y otra, qué institu- 
ciones respectivamente comprenden, qué estados origi- 
nan; en suma, qué elementos, funciones y relaciones son 
los que constituyen la materia peculiar de la personalidad 
y de la capacidad. 

En esta situación, ¿cómo pueden averiguar por el Códi- 
go los particulares y los Tribunales el valor, el alcance y 
los efectos jurídicos de lo que denominan capacidad legal 
de las personas los artículos 9.^ y 15? ¿Qué ha de enten- 
derse por capacidad legal, sobre todo si hay que fijar la 
inteligencia de este concepto, á distinción de lo que los 
mismos artículos califican con el nombre de estado de las 
personas y condición de las personas? ¿Cuáles son y dónde 
están trazados en el Código los límites respectivos del es- 
tado, de la condición y de la capacidad, siendo como es 
tan notorio que ni aun contiene en su índice enunciado 
alguno dedicado á tratar de dichas tres materias á que 
hacen referencia los dos artículos expresados? ¿Qué apoyo 
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podrá, pues, invocarse en un país extranjero cuando surja 
un conflicto de Derecho internacional privado, para sus- 
tentar la pretensión de que se apliquen al español las le- 
yes patrias en lo relativo á su estado, á su condición y á 
su capacidad legal, si precisamente estas leyes no con- 
cretan ni. determinan en qué consiste cada una de estas 
tres materias, cuáles sean sus instituciones y cuáles sus 
respectivos estados de derecho y los efectos que pueden 
producir? 

No es esta una pura abstracción científica sin consecuen 
cias inmediatas en la realidad práctica de la vida. Sucede 
en esto como en todos los asuntos que al Derecho se refie- 
ren. Un error contenido en una ley, apenas se apercibe su 
trascendencia á la simple lectura; pero cuando se de- 
tiene el espíritu y se fija en los efectos que en los distm- 
tos órdenes puede producir, se agrandan, como en el 
mundo físico las sombras á medida que se aleja el cuer- 
po que las produce. 

Un solo ejemplo demostrará la verdad de esta afirma- 
ción. 

El silencio de nuestro Código civil respecto á los con- 
ceptos jurídicos á que hace referencia el art. 9.°, entrega 
á cuantos españoles residan en país extranjero á discre- 
ción del criterio legal que se tenga en el país en^que aqué- 
llos se encuentren acerca del estado, condición y capaci- 
dad de las personas en el orden del Derecho privado. 

Si un Ministro en el orden gubernativo, ó en el judicial 
un Tribunal extranjero, aplica al español la ley extran- 
jera en asuntos relativos al estado, á la condición ó á la 
capacidad de subditos españoles, y nuestro Gobierno in- 
tentase sostener que sólo debían ser aplicadas las leyes 
españolas á las cuales el español está sometido conforme 
al art. 9.^ del Código, resultaría el Gobierno español com- 
pletamente desarmado para sustentar semejante pre- 
tensión, por no poder, como no podría, invocar texto al- 
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guno que califique el estado, la condición y capacidad 
de las personas, siéndole imposible demostrar que estas 
instituciones tienen, según el Derecho español, un valor ó 
un alcance legal distintos del criterio atribuido á los mis- 
mos por autoridad ó Tribunal extranjero. 

La indefensión de los intereses patrios es evidente, así 
para el español que invoque en país extranjero la autori- 
dad de sus leyes nacionales, como para nuestro Gobierno 
cuando deba apoyar las reclamaciones de sus subditos. 

Y si á pesar de la gravedad que en el orden del Derecho 
internacional privado entraña esta indefensión, no se ha 
decidido el legislador español á expresar en el Código su 
criterio jurídico respecto á tan importantes instituciones ^ 
no parecerá extraño que su silencio deje la misma vague- 
dad é incertidumbre en el orden de lo que puede llamarse 
nuestro Derecho interprovincial. 

Así resulta del contenido del art. 15, segün el cual, tanto 
lo que llama el Código capacidad legal de las personas > 
como lo que denomina su estado, ó designa con el nombre 
de condición de las mismas , son notas de cuyo concepto , 
definición ó determinación jurídica depende que sea el 
Código la ley que deba aplicarse ó que sean aplicables las 
legislaciones forales por el principio de reciprocidad es- 
tablecido en el último párrafo del mismo artículo , al tra- 
tarse de las personas á que se refieren los varios números 
comprendidos en sus disposiciones. 

Careciendo, como carece, el Código del indicado con- 
cepto, definición ó determinación necesarios para conocer 
el valor jurídico de las materias de que depende que los 
particulares estén regidos y hayan de acomodarse á una 
ó á otra legislación, ¿qué medio tiene el particular para 
saber á qué ley está sujeto ó con arreglo á cuál de ellas 
haya de obrar, y qué lógica puede haber en hacerle res- 
ponsable del desconocimiento de la ley, si ésta es precisa- 
mente la causa de su ignorancia y confusión? 
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Se dirá quizás que para esto sirve la ciencia del Dere- 
cho; que á ella habrán de acudir los Tribunales en su caso: 
pero no es menos cierto que ni al particular puede exigir- 
sele que conozca la ciencia del Derecho, como se exige á 
los Tribunales, ni deja de ser evidente la contradicción 
que representa en la vida jurídica esta diversa exigencia, 
ni puede ser imputable al particular el desconocimiento 
de aquello que el legislador ó no ha sabido ó no ha que- 
rido decir. 

El procedente de país foral que se encuentre en alguno 
de los casos comprendidos en el art. 15, está sujeto, 
según dicho artículo, á las disposiciones del Código en lo 
relativo á las materias de que hace mención su primer 
párrafo. 

La capacidad legal, así como el estado y la condición 
de las personas, son tres materias comprendidas entre 
las mencionadas en el referido párrafo. 

Quiere y debe querer, por tanto, el procedente de país 
foral saber qué es lo que entiende el Código por capaci- 
dad legal de las personas, siquieca como principio ó nota 
común en que pueda orientarse para conocer cuáles son 
las instituciones correspondientes á dicha materia y las 
relaciones en las que ha de ajustarse á las prescripciones 
del Código. 

¿Constituirán la explicación de este verdadero enigma 
las instituciones que tratan de la subordinación ó depen- 
dencia en que unas personas viven respecto de otras, inves- 
tidas sobre aquéllas de verdadera autoridad legal, como la 
patria potestad, la tutela y la autoridad marital? ¿Consis- 
tirá acaso en las que, independientemente de toda subordi- 
nación, establecen la representación legal, como sucede en 
la ausencia ó en el concurso, etc.? ¿Serán quizás las que 
se ocupan de la intervención necesaria de personas dis- 
tintas del interesado para prestar el cons^sntimiento en 
determinados actos, según ocurre con motivo de la eman- 
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cipación ó de la sociedad conyugal? ¿Serán las que se re- 
fieren á la necesidad de obtener autorización judicial? ¿Se- 
rán, por ventura, tan sólo las que tratan de aquellos actos 
en que, como sucede en el matrimono, la testamentifac- 
ción, la sucesión y la compraventa, únicamente respecto 
á ellos trata el Código especialmente de la capacidad para 
realizarlos? ¿Serán, por fin, todas estas instituciones jun- 
tas las que hayan de considerarse comprendidas en la 
materia á que se refiere el Código al hablar de la capaci- 
dad legal? ¿Dónde encontrar, pues, la clave de este com 
plicado enigma, para conocer si son todas ó alguna de las 
instituciones referidas las peculiares al contenido de dicho 
concepto legislativo, y saber con alguna seguridad cuándo 
el que se encuentre en las condiciones á que se refiere el 
artículo 15 ha de proceder conforme á las disposiciones 
del Código ó con arreglo á las que rigen en la legislación 
foral á que se encuentre sometido? 

Si esto ocurre én el terreno del Derecho internacional y 
en el del Derecho interprovincial, lo mismo puede tener 
lugar aun en los territorios sometidos al Derecho común, 
siempre que surja alguna cuestión para la que sea nece- 
sario elevarse al concepto técnico jurídico de la capaci- 
dad civil, ya que, aparte del inexplicable silencio que se 
observa en el Código acerca de tan importante institución, 
sus referencias á la capacidad, como condición ó requi- 
sito de ciertos actos, según se observa eií los enunciados 
que de ella se ocupan al tratar del matrimonio (sección 
primera, capítulo iii, título iv, libro i) la testamentifac- 
ción (secjpión primera, capítulo i, título iii, libro iii), las 
sucesiones (sección primera, capítulo ii del mismo título 
y libro) y la compraventa (capítulo ii, título iv, libro iv), 
lejos de aclarar aquel concepto, conducen necesariamente 
á obscurecerlo y á que se forme una idea equivocada del 
verdadero valor jurídico de la institución de que se 
ocupan. 
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Cuando se habla de la capacidad, no del sujeto de Dere- 
cho, sino como requisito necesario para que un acto jurí- 
dico pueda realizarse, esto es, cuando se fijan las condi- 
ciones esenciales para su determinación, semejante asun- 
to, lejos de referirse á la capacidad de la persona para 
decidir cuándo puede obrar por sí ó cuándo necesita de 
otra que la represente, se refiere tan sólo al derecho de la 
persona, ó por mejor decir, á la posibilidad de que en su 
interés se verifique el acto de que se trate, siendo, por 
tanto, este interés la causa del acto mismo. 

No hay, pues, que confundir la capacidad de la persona 
con los derechos de la misma. Estos últimos, los dere- 
chos, son también independientes de la capacidad para 
ejercitarlos. 

Los derechos no aumentan ó disminuyen, no se alte- 
ran ni modifican por la circunstancia de que se reali- 
cen mediante la actividad propia de la persona á quien 
pertenecen, ó mediante la actividad de otra persona 
diferente que supla* su capacidad. Lo esencial para 
que la realización del Derecho sea legítima, independien- 
temente de todo lo relativo á la capacidad de la persona, 
consiste en proceder en interés de aquella á quien el de- 
recho pertenece, haciendo que dicho interés sea la causa 
jurídica del acto que haya de realizarse. 

He aquí precisamente dónde radica la materia propia 
de lo que se llama capacidad, tomándola como requisito 
de un acto jurídico, yá que no es otra cosa que la facul- 
tad de que el interés de la persona sea el móvil ó la causa 
jurídica del acto que se trata de realizar, y por tanto, que 
los efectos ó consecuencias jurídicas de este acto redun- 
den siempre en utilidad de aquel en cuyo interés el acto 
se ejecuta. 

Mientras la eficacia ó utilidad jurídica de todo lo que á 
la capacidad se refiere refluya únicamente en la persona 
de quien se trate, sin más alcance que en lo peculiar á su 
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actividad y sin otro valor que el relativo al modo como 
esta actividad ha de ser determinada, puede afirmarse 
que se trata de la materia propia de la capacidad civil. 

No sucede lo mismo cuando los efectos ó utilidades que 
hayan de producir las disposiciones que se establezcan 
con referencia á dicha capacidad, puedan trascender ó 
influir en el interés ó derecho de personalidades dife- 
rentes. 

Por esto la materia de la capacidad, refiriéndose como 
se refiere tan sólo al modo de ser activo independiente- 
mente de todo interés en serlo, se desenvuelve en una es- 
fera en que no cabe colisión alguna de intereses, puesto 
que exclusivamente en interés de la persona de cuya ca- 
pacidad se trate han de ser realizadas todas sus relacio- 
nes jurídicas, bien sea la misma persona ú otra en su nom- 
bre ó representación la que deba formalizarlas. 

En cambio la materia referente al derecho de una per- 
sona á tomar parte en una relación jurídica, dependienda 
como depende de la posibilidad de utilizarla, se desarrolla 
en una esfera en que el interés de aquélla puede estar en 
oposición con el interés de las demás, hasta el punto de 
excluirlo, si precisamente consiste el de la primera en ser 
causa jurídica determinante de la relación de que se trate. 

De esta suerte, así como la materia de la capacidad se 
concreta al modo como se ha de proceder para intere- 
sarse en las relaciones jurídicas, la materia que atañe al 
Derecho se refiere á la facultad áe interesarse en cual- 
quiera de las mismas. 

Esta separación de funciones, en cuya virtud lo refe- 
rente á la capacidad á nadie perjudica, y por el contrario, 
es de carácter excluyente ó negativo lo peculiar al De- 
recho, -sirve de fundamento á la doctrina comunmente 
admitida y legalizada asimismo en el art. 9.° del Código, 
de la extraterritorialidad de las leyes en orden á la capa- 
cidad civil, ya para que obliguen á los españoles, aunque 
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residan en país extranjero, ya porque, á pesar de no haber- 
lo establecido así el Código, según la doctrina de los lla- 
mados Estatutos debe reconocerse en nuestra Patria la 
acción de las leyes de otros Estados en todo lo referente 
á la capacidad de los extranjeros para ejercitar sus dere- 
chos en España. 

Si por este reconocimiento que el Código pide para los 
españoles, y que la doctrina de los Estatutos tiene admi- 
tido como regla general, hubieran de quedar perjudica- 
dos los derechos de los nacionales del país en que el Esta- 
tuto deba aplicarse, á buen seguro que no sería posible 
admitir semejante doctrina, siquiera fuese por respeto á 
la integridad de los derechos particulares de cada Estado. 

La reciprocidad del respeto al Estatuto personal estriba 
precisamente en el carácter completamente inofensivo 
que tiene su admisión en el orden del Derecho privado. 
Podrá discutirse y aun mirarse con recelo ó desconfianza 
en el orden del Derecho público lo que á la extraterrito- 
rialidad de las leyes se refiere, pero desaparece todo 
peligro en este punto si al fin recae sobre una materia 
que por encerrarse exclusivamente en el orden de la acti- 
vidad de la persona, ni establece prejuicios , ni modifica- 
ciones, ni mucho menos contradice derecho alguno de los 
demás. 

Pues bien, esto que ocurre en la capacidad propiamente 
dicha, ó lo que es lo mismo, en lo que caracteriza las dis- 
tintas formas de la actividad jurídica, no sucede en lo re- 
ferente á la llamada capacidad para determinados actos, 
á saber: como uno de los varios requisitos ó condiciones 
esenciales exigidos para la realización de cualquiera de 
dichos actos jurídicos. 

En estos casos, como sucede, por ejemplo, en la suce- 
sión (sección primera, cap. n, tít. m, libro iii) ó en la com- 
praventa (cap. II, tít. IV, libro iv) lo que se denomina capa- 
cidad para suceder ó capacidad para comprar y vender, 
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es lo que en rigor debe llamarse derecho de suceder, ó de- 
recho de comprar y de vender, puesto que precisamente 
este derecho no consiste, como la capacidad jurídica, en 
la facultad de proceder con independencia ó necesidad de 
valerse de otro para realizar actos ó establecer relacio- 
nes, sino en la facultad de comprometerse por ellas ó in- 
teresarse en las mismas. 

Así, los interesados en una sucesión lo son independien- 
temente de si son capaces por sí ó por medio de otro para 
hacer efectivo su derecho, pudiendo, por tanto, ser here- 
deros ó legatarios lo mismo los menores que los locos, 
ausentes, etc., etc. Loque esencialmente necesitan es la 
consideración legal de personas en cuanto ala facultad 
de suceder en general, y por lo que se refiere á una suce- 
sión determinada, que no les alcance prohibición alguna 
legal para heredar á su causante. 

Si en el Código aparece el art. 745, que declara quiénes 
son incapaces para suceder, desde luego se ve que no se 
refiere á entidad alguna que tenga la consideración legal 
de persona, y que^ por lo mismo, igual razón habría para 
repetir la prohibición de dicho artículo en todas las demás 
relaciones de Derecho de que se ocupa el Código , si no 
fuese más llano suprimir semejante disposición. 

Cosa idéntica ocurre al tratar de la llamada capacidad 
para comprar y para vender, pues al disponer el art. 1.457 
que puedan celebrar dicho contrato todas las personas á 
quienes el Código autoriza para obligarse, aparte de que 
no concreta, al tratar de las obligaciones, quiénes puedan 
contraerlas, aun suponiendo que dicho artículo se refiera 
á las personas que pueden prestar su consentimiento , es 
lo cierto que, si bien aquellos que menciona el art. 1.263 no 
pueden proceder directamente por sí, pueden, no obstante, 
realizar contratos de compraventa que interesen á su de- 
recho por medio de la persona que por razón de su edad, 
enfermedad, etc., lleve su representación legal. 
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Pues si esto ocurre tratándose de personas cuya capa- 
cidad civil está regida por las disposiciones del Código, 
con mayor motivo aparece la diferencia entre la capaci- 
dad y el derechOy cuando se trate de aquellas cuya capa- 
cidad civil esté regida por legislación foral ó por legisla- 
ción extranjera. 

Si, por ejemplo, en materia sucesoria alguna de estas 
legislaciones no contuviese las mismas prohibiciones para 
suceder, como las que respecto al confesor ó sus parien- 
tes, al pupilo, á los que han incurrido en causa de indigni- 
dad, establecen los artículos 752, 753, 756, etc., comprendi- 
dos en la sección que denomina el Código "De la capaci- 
dad para suceder con testamento ó sin él;„ aunque se 
trate de sucesión regida por el Código civil, ya por estar 
sometido á éste la persona del causante, ya por haber te- 
nido lugar su defunción en territorio de Defecho común, 
y haberse abierto la sucesión con arreglo al mismo, no por 
esto se dirá que tengan derecho á suceder (y por tanto á 
excluir á aquellos á quienes correspondiese según el Có- 
digo) los extranjeros ó españoles de territorio foral en 
cuyo respectivo país la legislación no prive del dere- 
cho de suceder por las causas á que se refieren las indi- 
cadas prohibiciones del Código, por más que éste trate de 
dichas circunstancias bajo el mencionado epígrafe común 
de capacidad para suceder por testamento ó sin él. 

El extranjero ó persona de país foral sostendría segura- 
mente en este caso que, según su legislación propia, ni 
le faltaba capacidad para suceder por sí ó por otro, ni 
tenía prohibición para lo que el Código designa con el 
nombre de capacidad para suceder; de modo que, si real- 
mente fuera esto último materia de capacidad y no sim- 
plemente materia de derecho de suceder, ó determinante 
de un título para la sucesión, como el Código á su vez 
admite expresamente con arreglo á la doctrina de los 
Estatutos el principio de que la capacidad de las perso- 
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ñas se rige por la ley del país á que pertenecen , diría el 
extranjero ó el procedente de país foral que con arreglo á 
estos principios su capacidad, expedita según las leyes 
de su país, le autorizaba para ostentarla en la sucesión, 
en la cual, sin embargo sería incapaz dicho extranjero ó 
aforado si estuviera regido por las disposiciones del Có- 
digo. 

En cambio , el castellano sostendría , y á mi juicio con 
razón, que las prohibiciones de los mencionados artículos 
del Código y demás disposiciones contenidas en la sec- 
ción denominada de la capacidad para suceder, no son 
realmente materias de capacidad á las que sea aplicable 
la doctrina de los Estatutos respecto á la capacidad de 
las personas, sino materias calificatifivas de las circuns- 
tancias ó requisitos en cuya virtud se determina el dere- 
cho de suceder, en las cuales rige el Código con entera 
independencia de la nacionalidad ó de la legislación civil 
á que esté sometida la persona que pretenda ejercitar 
aquel derecho , siempre que la sucesión, del mismo modo 
que la compraventa, la permuta, la fianza ó cualquiera 
otro acto jurídico, se rija por las disposiciones del Código. 

El español, para defender su derecho de suceder y 
excluir al extranjero ó al foral, ^invocaría las prohibicio- 
nes establecidas en los mencionados artículos del Código; 
el extranjero ó aforado, por el contrario, invocaría el 
epígrafe de la Sección en que dichos artículos están con- 
tenidos, y apoyaría su pretensión en todo lo que respecto 
á la capacidad del aforado establece el art. 15 , y para el 
extranjero se deduce del art. 9.^, afirmando su derecho á 
suceder y á excluir de la sucesión al castellano. 

Véase la trascendencia y los confiictos jurídicos que 
origina la confusión de conceptos, como ocurre en el 
ejemplo citado , por llamar capacidad á lo que es mera- 
mente derecho; en una palabra, por confundir lastimosa- 
mente la capacidad con las circunstancias ó requisitos 
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necesarios para la determinación de un acto jurídico ó la 
adquisiéión del derecho que del mismo se deriva. 

Si las circunstancias ó requisitos esenciales de un acto 6 
de la adquisición de un derecho fuesen asunto de capaci- 
dad, habría que hacer en todas las instituciones del Código 
exactamente lo mismo que éste hace en las tres ó cuatro 
(matrimonio, testamentifacción , sucesión y com'praven- 
ta) anteriormente mencionadas; no se explicaría por qué 
habla de la capacidad únicamente en éstas y no lo hace 
al hablar de todas las demás ; y quedaría reducida la ma- 
teria de la capacidad á ser cosa, particular para cada acto 
jurídico, en lugar de ser la nota característica del estado 
de la persona, y, en su virtud, común á todas las relacio- 
nes en que haya de intervenir. 

Es más: sólo concretándose, como realmente se con- 
creta, la materia de la capacidad al estado dé la persona^ 
y no extendiéndola, como impropiamente la extiende el 
Código , al mayor ó menor número de derechos que ésta 
puede tener, se comprende, según antes he dicho, que sea 
admisible la llamada doctrina de los Estatutos en lo refe- 
rente á la capacidad, por lo mismo que la acción de las 
leyes extranjeras resulta inofensiva para el derecho de los 
nacionales, no crea obstáculo alguno á la completa efica- 
cia de las leyes propias en los actos regidos por las mis- 
mas, pudiendo consagrarse así por todas las legislacio- 
nes el respeto á la soberanía de cada Estado en el orden 
de su particular legislación civil. 

Véase en qué situación tan difícil se encuentra el que 
por necesidad de vida , como ocurre al particular, ó por 
función de su ministerio, tratándose del Magistrado, ne- 
cesita aplicar un cuerpo legal en el cual , si abundan los 
conceptos jurídicos y muestra en este sentido gran varie- 
dad ó riqueza de tecnicismo, ofrece, no obstante, una 
carencia absoluta de doctrina científica respecto al fondo 
de los conceptos más fundamentales, por no contener nada 
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que revele ó precise él criterio con que el legislador se 
inspira y los emplea. 

Á evitar esta grave dificultad , resultado del divorcio 
en que casi siempre aparecen el espíritu y la letra de las 
disposiciones del Código, quedando la letra como materia 
de sus preceptos y relegado el espíritu á la ciencia del 
Derecho, he encaminado principalmente la ordenación de 
las instituciones, procurando que la estructura de mi pro- 
yecto, no sólo esté inspirada en el criterio de la ciencia, 
sino informada en un orden rigurosamente lógico, para 
que desaparezca esta contradicción y tome forma legal 
dentro del Código el concepto fundamental de cada una 
de las instituciones civiles, guardando además gran so- 
briedad en el tecnicismo jurídico, para poder afirmar que 
. ni en el encasillado de las instituciones , ni en los precep- 
tos concretos que las desarrollan , se hace uso jamás de 
ninguna locución técnica que no tenga en los enunciados 
de su estructura ó en las expresiones de sus artículos la 
completa determinación de la materia en que consisten. 

Para convencerse de la verdad de esta afirmación, bas- 
ta observar el lugar que ocupan en mi proyecto, por el 
orden y enlace ó dependencia de los títulos , capítulos y 
demás divisiones que comprende, los respectivos enuncia- 
dos de las instituciones que el articulado desenvuelve, y 
muy señaladamente las disposiciones ó preceptos que con- 
tienen los artículos, como sucede , por ejemplo, respecto 
á la familia, la personalidad y la cajacidad, etc., sobre 
cuyos conceptos acabo de denunciar la completa vague- 
dad y lamentable confusión con que están usados en el 
Código vigente. 

Después de haber señalado en el libro primero del pro- 
yecto la esfera del Derecho civil y las fuentes ó elementos 
de que deriva, y de haber desenvuelto con la debida sepa- 
ración la materia peculiar de cada una de dichas fuentes, 
ya considerada en sí misma , ya en en su enlace con las 
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demás, ya también en las relaciones que el conjunto del 
Derecho civil sostiene con las otras esferas de la legisla- 
ción positiva, así como con las demás legislaciones civiles 
admitidas en nuestra patria, y aun con las de los países 
extranjeros, paso á tratar en el libro segundo de las per- 
sonas, como expresión del elemento subjetivo en este orden 
del Derecho, calificándolas al efecto, así en su unidad (su 
personalidad), como en su variedad (su clasificación) y en 
su modalidad (su capacidad). 

Lejos de hacer uso de estas locuciones sin su técnica 
determinación, las expongo científicamente en el proyecto 
que acompaño, porque lo juzgo necesario para dar idea 
de la materia de que se trata en el libro primero, determi- 
nando, al emplearlas, así por medio de los epígr,afes como 
por medio de los artículos, el valor legal de cada uno de 
dichos conceptos fundamentales, su alcance respectivo y 
las funciones de que depende la utilidad jurídica que en la 
vida del Derecho están llamados á producir, conforme 
resulta al tratar de la familia en los artículos lO'Z, 108 
y 198, al hacerlo de la personalidad en los artículos 97, 98 
y 99, y de la capacidad en los artículos del 175 al 179 
ambos inclusive. 

De este modo, el empleo de dichos conceptos en las de- 
más disposiciones del proyecto, hállase siempre fundado 
en verdaderos principios jurídicos, y tiene, por consiguien- 
te, en lo necesario, su natural complemento mediante los 
artículos indicadoaipor los que se caracteriza la naturale- 
za particular de cada una de las instituciones á que dichos 
conceptos se refieren, pudiendo, lo mismo los particulares 
que los Jueces, sin verse precisados á acudir fuera del Códi- 
go civil, encontrar medio seguro de conocer el criterio del 
legislador sobre cualquiera de los preceptos del Código, 
ya que su enlace y dependencia rigurosa , por la cual se 
completa el valor de sus locuciones en el sentido que 
acabo de indicar , les permite en cada caso formar recto 
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juicio del pensamiento del legislador, aun cuando tengan 
que buscarlo en el concepto general de la institución á 
que corresponda el precepto de que se trate. 

Las ideas generales y abstractas son siempre las más 
ocasionadas á producir confusión. Foresto, al redactar 
un Código, ó hay que prescindir de ellas si el legislador 
tiene dudas acerda de su valor técnico, ó precisa, si se 
decide á emplearlas, que las determine de modo que no 
puedan ofrecer perplejidades ni crear incertidumbres en 
su diaria aplicación. 

No es, pues, extraño que en la esfera abstracta de los 
conceptos generales, como sucede, por ejemplo, al tratar 
de la personalidad y de la capacidad jurídica, no siempre 
se vea con perfecta claridad la verdadera distinción que 
existe entre una y otra; pero si por decidirse el legislador 
á emplear semejantes expresiones en el Código surge la 
necesidad de arrancarlas de la elevada esfera de los prin- 
cipios, para darla valor esencialmente práctico en cada 
uno de los preceptos legales, es indispensable que, bien 
sea por medio de una definición, cuando ésta baste, ó por 
la determinación de sus distintas funciones, cuando en el 
modo de funcionar se revele la naturaleza particular de 
cada una, se concrete y precise el valor legal respectivo 
de las instituciones de que se trate, y las diferencias ó no- 
tas esenciales que las separen entre sí. 

He aquí por qué decía antes que, si biená primera vista 
pueden parecer idénticas la personalidad y la capacidad 
jurídica, son, sin embargo, esencialmente distintas, y aun 
cabría añadir que media entre ellas un elemento impor- 
tantísimo , el Derecho , ó sea el bien , como resultado de 
toda relación jurídica; el cual, á la vez que afirma la 
personalidad constituyendo lo que generalmente es cono- 
cido con el nombre de complemento de la personalidad 
(los bienes), sirve á la capacidad como base susceptible de 
revelarla ó de darla á conocer, toda vez que, sin derecho 
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que haya de realizarse, la capacidad resultaría innece- 
saria. 

Á esto precisamente me refería cuando afirmaba, al tra- 
tar también en el Código de la capacidad, designándola 
como condición ó requisito de ciertos actos jurídicos (ma- 
trimonio, testamentifacción, sucesión y compraventa) que 
lejos de ser expresión de estado alguno de la persona ó mo- 
dos ó maneras de ser activa, es sólo materia del derecho 
de la persona á contraer matrimonio, á testar, suceder y 
comprar y vender, cosa completamente distinta de mate- 
ria destinada á decidir si lo mismo en estos actos que en 
todos los demás por los cuales el interés ó derecho parti- 
cular de la persona pueda ser realizado, se halla ésta fa- 
cultada para proceder por sí, ó tiene necesidad de la ges- 
tión de otra que proceda en su nombre ó en su represen- 
tación. 
La materia de la capacidad supone siempre que existe 
|í el derecho, y por esto decía que no puede haber colisión 

f ^ de derechos con motivo de la capacidad; que no es, por 

f/ tanto, asunto de la capacidad, sino asunto de Derecho toda 

I materia susceptible de originar conflictos jurídicos entre 

I personas diferentes, y que cabe, por lo mismo, que sin 

peligro para nadie acepte el Código, en lo relativo á la 
capacidad, la acción de legislaciones extranjeras ó f orales 
respecto á los que por su origen están sometidos á legis- 
lación distinta de la establecida en este cuerpo legal. 
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CAPÍTULO II 



Los cuerpos legales anteriores al Código civil frente á su 
disposición final derogatoria, especialmente respecto á 
aquellas Instituciones que el mismo admite sin determi- 
nar su valor jurídico. 



Cosa análoga á lo expuesto sobre la vaguedad é incer- 
tidumbre que origina el Código en todo lo relativo á la fa- 
milia, personalidad y capacidad civil, y á la consiguiente 
necesidad de modificarla en el sentido del proyecto que 
acompaño, ocurre también respecto de otras instituciones 
que si bien no exigen, como aquéllas, acudir á la ciencia 
del Derecho para buscar su significación, á causa de haber 
sido determinada de algún modo en cuerpos legales an- 
teriores al Código, ofrecen, no obstante, una dificultad 
casi imposible de vencer, con motivo de la cláusula dero- 
gatoria contenida en la nueva obra legislativa, no habien- 
do fijado en ella, según he dicho en la primera parte de 
este preámbulo, una norma clara y precisa que dé á co- 
nocer hasta qué punto y respecto á qué instituciones 
continúa vigente la legislación anterior, sobre todo en 
las que expresamente se mencionan por los preceptos ó 
artículos del nuevo Código civil. 

La costumbre, por ejemplo, es una institución que no 
sólo resulta admitida en el Código civil como fuente de 
Derecho (art. 6.*^), sino que está calificada en el mismo 
con tal riqueza, variedad ó pluralidad de conceptos, que 
Uíias veces se la designa meramente con el nombre de 
costumbre (5.° y 1.552), otras se la denomina costumbre 
del lugar (6.'' y 570), ó costumbre del país (1.287), ó cos- 
tumbre de la tierra (1.555, 1.574 y 1.579), ó costumbres ó 
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usos locales (571 y 587), ó costumbre del pueblo (1.578), 
etc'étera, etc.; presentando á dicha institución con nom- 
bres tan distintos, que no es fácil acertar si el legislador 
se ha propuesto establecer tantas clases de costumbres 
como parecen dar á entender aquellas diferentes locucio- 
nes, ó quiso mostrar con nombres diversos, y hasta con 
verdadero lujo de tecnología, lo que, sin embargo, para él 
significaba una misma cosa. 

No es, sin embargo, esta variedad de tecnicismo que 
por sí sola constituye ya un defecto capital del Código, y 
que tan ocasionada es á producir perplejidad y confu- 
sión, lo que me mueve á tratar ahora de la costumbre 
como fuente de Derecho. Mi propósito se dirige á señalar 
el vacío ó deficiencia del Código en tan importante mate- 
ria, toda vez que, á pesar de admitir á la costumbre como 
fuente del Derecho civil, ni determina en qué consiste, ni 
por qué medios ha de darse á conocer, ni el número y 
clase de los actos que la producen, ni el tiempo indispen- 
sable para que tenga lugar, ni, en una palabra, qué re- 
quisitos son necesarios para que pueda invocarse como 
tal fuente de Derecho; sin señalar tampoco, aparte de sus 
relaciones con la ley, la autoridad y valor propio que la 
costumbre tenga, ya en cuanto á su duración, ya en 
cuanto á sus modificaciones ó transformaciones, ya en 
todo lo relativo á las circunstancias que de algún modo 
pueden afectaf á su legítima observancia. 

¿Qué norma ha de buscarse respecto á todos estos par- 
ticulares para hacer la debida aplicación de los artículos 
que á la costumbre se refieren? ¿Ha intentado acaso el 
legislador modelar esta fuente de Derecho en condicio- 
nes distintas de las que hasta la publicación del Código 
rigieron en nuestra legislación civil? ¿Ha tomado, por el 
contrario, á la costumbre, tanto en lo relativo á su genera- 
ción como á su determinación definitiva y á su autoridad 
ú observancia, en idéntico sentido en que lo hizo núes- 
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tro antiguo Derecho, y por consiguiente debiendo quedar 
éste como supletorio ó complementario de las disposicio- 
nes que tratan de la costumbre en el nuevo Código civil? 

No es fácil adivinar cuál ha sido el pensamiento del 
legislador en este punto ; porque aun cuando parezca que • 
su silencio en los extremos necesarios para la fijación del 
valor jurídico de sus preceptos deba ser suplido por la 
legislación anterior, cuando sea posible encontrar en ella 
soluciones precisas para la aplicación del nuevo cuerpo 
legal, no es posible hacer semejante afirmación sin tenior 
de equivocarse, teniendo presente la disposición final 
derogatoria del Código y recordando que la costumbre es 
una materia asunto de muchos de los preceptos del 
mismo , por cuyo motivo tal vez sea preciso acudir á los 
principios generales del Derecho para encontrar las solu- 
ciones que el Código no da. 

No sucede lo mismo en el proyecto que acompaño. 
Tanto el particular como los Tribunales pueden, sin sa- 
lirse de sus disposiciones , encontrar solución satisfacto- 
ria para la aplicación del Código respecto á la costumbre, 
pues no sólo es reconocida expresamente como tal fuente 
de Derecho, sino que se la desenvuelve concreta y espe- 
cialmente, como corresponde hacerlo en toda institución 
para fijar su naturaleza, sus condiciones, su autoridad y 
sus enlaces ó relaciones con las demás instituciones jurí- 
dicas que desempeñan análoga función en el orden del 
Derecho privado, esto es, con todas las demás fuentes 
legales , según se ve por los artículos que se ocupan de la 
costumbre considerada en sí misma (cap. ii, tít. i, lib. i), 
los que á ella se refieren en dicho libro primero ó los que 
tratan de la misma considerándola en relación con la ley 
ó la jurisprudencia. 

N 

Igual vaguedad ó indeterminación aparece en la clasi- 
ficación que establece el Código respecto á las que llama 
personas jurídicas. 
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Las distintas entidades que entran en este grupo ó cate- 
goría (artículos 35 y 37) las califica con los nombres de 
corporaciones , asociaciones y fundaciones; y aparte de la 
distinción que establece también el Código entre las aso- 
ciaciones, según sea público ó privado el interés que pre- 
domine en su constitución, no obstante el cual han de 
reunir unas y otras las condiciones comunes ó esenciales 
á toda asociación para ser considerada como tal , la clasi- 
ficación general de las personas jurídicas comprende á 
todas estas entidades sólo en las tres formas anterior- 
mente referidas. 

Contiene el Código, es verdad, el franco reconoci- 
miento de otras personas distintas de las naturales, y 
hace igualmente designación de las clases en que divide 
las personas que llama jurídicas. Pero nada dice el Código 
de un punto tan esencial como el que se refiere á esta cla- 
sificación, pues no sólo no fija las condiciones que carac- 
terizan á toda persona de las llamadas jurídicas, sino que 
nada dice tampoco de las condiciones especiales que de- 
terminan cada una de sus clases; de moáo que, aunque el 
particular y los Tribunales saben que el Derecho civil es- 
pañol admite y reconoce personas distintas de las llamadas 
naturales, y que aquéllas han de ser corporaciones, aso- 
ciaciones ó fundaciones , como no tiene medio alguno de 
averiguar en qué consiste la naturaleza jurídica de cada 
una de éstas, desconoce en realidad el valor práctico 
de las disposiciones del Código que se ocupan de este 
asunto. 

Todavía en las llamadas asociaciones de interés par- 
ticular cabe, con arreglo al art. 36, formar alguna idea 
respecto á la materia de su personalidad jurídica, acu- 
diendo á las disposiciones del contrato de sociedad, que 
son las que rigen, según el citado artículo , á esta clase de 
asociaciones. Pero tratándose de las demás, esto es, de 
las asociaciones de interés público, las corporaciones y 
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las fundaciones , el silencio del Código es tan absoluto, 
que no hay posibilidad de saber qué es una corporación, 
qué es una fundación ó una asociación de interés público, 
y por consiguiente en qué consisten las condiciones ca- 
racterísticas y distintivas de cada una de estas clases de 
personas colectivas. 

Ni el art. 35 en su número 1.°, ni el 37 al hablar de la 
capacidad civil de estas entidades jurídicas, limitan su 
creación exclusivamente á la ley. Aunque del contenido 
de dichos artículos se desprende que si no es preciso que 
las corporaciones sean creadas por la ley, han de ser al 
menos por la ley reconocidas , no sucede lo mismo res- 
pecto á las fundaciones; pues aunque el art. 35 establezca 
el mismo principio, el 37, más en armonía con lo que de 
ordinario sucede en estas materias, parece prescindir de 
aquel principio, y lo sustituye por la aprobación adminis- 
trativa, y esto tan sólo, según dice el mismo artículo, 
cuando semejante requisito sea necesario. 

De todos modos , ni lo uno ni lo otro da la menor idea 
de las notas que son esenciales para distinguir la natura- 
leza peculiar de las corporaciones y de las fundaciones; 
y llamo sobre esto la atención, aun. aparte de la referida 
disconformidad de dichos artículos en lo relativo á las 
fundaciones, porque los términos de dicho art. 35 parecen 
dar á entender que no pueden existir fundaciones de in- 
terés particular; pues si bien en materia de asociaciones 
existe separadamente del Código civil y del Código de 
Comercio la ley reguladora del ejercicio del derecho de 
asociación, no hay en cambio enunciado alguno en el Có- 
digo destinado á tratar de las corporaciones ni de las fun- 
daciones, ni tampoco ley que independientemente de este 
cuerpo legal regule con la debida separación cada una de 
estas dos importantes materias. 

Téngase en cuenta que estas materias no interesan úni- 
camente al ejercicio de la libertad individual para la créa- 
lo 
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ción de las personas jurídicas; interesan igualmente para 
conocer las relaciones que con las mismas se establezcan, 
y tener al efecto seguridad, tanto de la verdad de su exis- 
tencia ó de su personalidad jurídica , como de las condi- 
ciones respectivas mediante las cuales puedan ser capa- 
ces en el Derecho , y asimismo de las circunstancias que 
por razón de su peculiar naturaleza como tales corpora- 
ciones, asociaciones ó fundaciones, es preciso que reúnan 
en cada caso particular. 

Si pues el Código ha admitido la clasificación de las 
personas jurídicas, sin limitar su origen ó creación á la ley 
ni establecer tampoco las disposiciones necesarias que 
han de regular el ejercicio de la voluntad individual para 
el establecimiento de dichas personalidades ó para la vida 
de relación que legítimamente pueda con ellas existir, es 
evidente que esta es otra de las materias en que la apli- 
cación del Código está entregada al azar, sin que los par- 
ticulares tengan medio legal para saber á qué atenerse, 
siendo por lo mismo indispensable, ó prescindir en abso- 
luto de la clasificación admitida por el Código, si el legis- 
lador considera que el estado de la ciencia no le da luz 
bastante para traducir en reglas prácticas la variedad ad- 
mitida en sus disposiciones, ó fijarlas forzosamente, seña- 
lando la naturaleza de cada una de dichas personalidades, 
sus diferencias con las demás, las condiciones esenciales 
del organismo que les es peculiar y. exclusivo, el círculo 
de sus respectivas funciones y, en suma, los principios 
reguladores del modo como han de ser jurídicamente ac- 
tivas. 

He aquí á lo que responden las disposiciones del pro- 
yecto que acompaño, así en el cap. i del título preliminar 
del libro segundo, donde trato de la clasificación de las 
personas según sus elementos constitutivos , como en las 
contenidas igualmente, con la separación debida, respecto 
á cada una de dichas entidades (asociaciones, corpora- 
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dones y fundaciones) en los demás títulos del citado li- 
bro^ donde se desenvuelve la vasta é interesantísima ma- 
teria de la capacidad civil. 

Pues si esto resulta en las instituciones que sólo he in- 
dicado por vía de ejemplo, con referencia á las que com- 
prenden los libros primero y segundo del proyecto que 
presento, correspondientes en cierto modo á lo que en el 
Códig:o civil constituye la materia de su título preliminar, 
y la especial de su libro primero; como al fin el desarrollo 
que ofrece el articulado de los dos primeros libros de este 
proyecto s^ acomoda á la estructura que estimo necesaria 
para fijar en forma legal el concepto de las 'instituciones 
todas del Derecho civil, dando por este medio clara idea 
del espíritu que anima á los preceptos que las desenvuel- 
ven, no puedo menos de creer oportuno, comprendiendo 
como comprende la referida estructura el contenido total 
del Derecho civil, y no meramente el particular de los 
dos libros que ten^o ya articulados, hacer también, y de 
Igual modo por vía de ejemplo, algunas aunque breves 
indicaciones acerca de la indeterminación y vaguedad 
con que resultan asimismo enunciadas en el Código las 
instituciones relativas á los demás libros que hasta ahora 
no me ha sido posible articular, pero cuyo sentido y con- 
cepto guneral, aparte de la mayor precisión que se con- 
siga cuando se articulen, se revela ya con claridad bas- 
tante por el enlace y respectiva dependencia en que 
están colocadas dentro de la total estructura de mi 
proyecto. 

No voy á ocuparme de todas las instituciones, ni aun de 
las que juzgo más capitales, sino sólo de algunas de éstas, 
proponiéndome como me propongo únicamente, demos- 
trar, por vía de ejemplo, que lo mismo en los últimos li- 
bros del Código que en los primeros, la pluralidad del tec- 
nicismo y el desorden y poco acierto con que ha sido em- 
pleado, hacen propiamente imposible, sin salirse de sus 
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disposiciones, formar idea exacta de las instituciones que 
comprende. 

El libro segundo del Código está destinado, según su 
epígrafe general, á tratar "De los bienes, de la propiedad 
y de sus modificaciones. „ Aparte de que el Código no de- 
termina el concepto de bienes, ni tampoco el de las modi- 
ficaciones de la propiedad, para señalar de este modo la 
nota característica de cualquiera de ellas y dar á conocer 
si lo que llama modificaciones son sólo formas distintas 
de la propiedad ó alteraciones de la misma , ó cambios, ó 
transformaciones de que ésta sea susceptible , lo más ex- 
traña consiste en que al fin hace descansar toda la mate- 
ria de aquel enunciado general, y, por consiguiente, de 
todo el libro segundo, en otra serie de conceptos, el de co- 
sas, apropiación, derechos, acciones, etc., etc., tan inde- 
terminados como los primeros; dependiendo, sin em- 
bargo, precisamente de los mismos la virtud ó eficacia 
de los artículos que los desarrollan. 

Sin que pueda afirmarse de un modo absoluto que el 
Código emplee las expresiones cosas y bienes como tér- 
minos sinónimos, aunque así pudiera deducirse de las 
disposiciones que regulan el contrato de compraventa 
(1.445 y 1.464), es lo cierto que al tratar de las cosas y de 
los bienes establece la distinción entre las que pueden 
ser objeto de apropiación, á las que hace referencia el ar- 
tículo 333, y las que no pueden serlo, de las cuales se ocu-^ 
pan muchos otros artículos del Código. 

Si al fin éste, en alguna parte tratara de la apropiación, 
ó destinara al menos al desenvolvimiento y precisión de 
este concepto alguno de sus artículos, siquiera con ocasión 
de hablar de otras instituciones afines, se comprendería 
que hiciese descansar en el concepto jurídico de la apro- 
piación toda la eficacia y trascendencia de una materia 
tan importante como la que respecto á la clasificación de 
las cosas es objeto del mencionado art. 333, porque en 
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este caso facilitaría el Código algún medio para conocer 
lo que el legislador quiso decir, y habría modo de deter- 
minar cuáles son las cosas á que dicho artículo se refiere 
y en qué condiciones, por virtud de su posible apropia- 
ción, quedan colocadas según el Código, para servir de 
objeto en las relaciones por las cuales pueden ser utili- 
zadas. 

El Código no ha hecho nada de esto; no hay, por consi- 
guiente, medio hábil de saber á qué cosas se refiere , cuál 
debe ser el alcance y cuál la aplicación que deba tener, ó 
el valor práctico que corresponda á la materia que, como 
base de muchos de los artículos contenidos en el referido 
libro segundo, traza el mencionado art. 333,' 

Las dudas y las dificultades surgen y se amontonan por 
la indeterminación de la llamada apropiación como insti- 
tución destinada á dar las formas legales para que las 
cosas sirvan de objeto en las relaciones de Derecho. Y 
claro está que cuando el Código no expresa en qué con- 
siste terminantemente semejante institución, ó hay que 
acudir á la ciencia del Derecho, si pudiera confiarse en 
que el legislador ha usado de dicha expresión con verda- 
dero rigorismo jurídico, siendo él en tal caso responsable 
de haberla privado de valor práctico, ó habría que creer 
que cuando el legislador expresa que puedan ser objeto 
de apropiación las cosas á que hace referencia, quiso de- 
cir que puedan ser objeto de propiedad^ empleando aque- 
lla locución, á diferencia del proyecto de Código de 1851, 
que sólo se refería al concepto de propiedad, y no al de 
apropiación (art. 379 de dicho proyecto), al ocuparse de 
la materia que en el Código vigente es asunto de dicho 
artículo 333. 

Si esta sustitución de conceptos fuese cierta, si repre- 
sentase realmente el verdadero criterio del legislador, 
cabría afirmar que, completándose lo prevenido en este 
artículo con las disposiciones por las que el art. 348 de- 
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fine ó determina lo que el Código llama propiedad, y se- 
ñalando, como señala, á la acción reivindicatoría como 
nota ó condición esencial calificativa de ésta, no sólo se 
refiere el art. 333 exclusivamente á las cosas que pueden 
ser reivindicadas, admitiéndolas únicamente como objeto 
de la propiedad, sino que establece que ésta consiste en el 
derecho sobre una cosa por cuya perturbación se convierte 
en acción reivindicatoría, en lugar de dar á conocer á la 
propiedad como la institución que, á semejanza de la ca- 
pacidad en la persona, sirve para determinar los distintos 
estados jurídicos de las cosas, ó sea las distintas formas ó 
maneras por las cuales pueden aquéllas prestar á las per- 
sonas la utilidad que cada una tiene según su naturaleza. 
Diminuto por demás resulta, por consiguiente, el con- 
cepto de la propiedad, según el Código. Reduciéndola 
únicamente al derecho de dominio, por subordinarla y 
hacerla depender de la reivindicación, contrasta su sen- 
tido con el que constantemente ha tenido en nuestra legis- 
lación, según la cual, extendiéndose á más dilatados ho- 
rizontes, abarcaba la esfera destinada á trazar los moldes 
mediante los que el Derecho recoge las utilidades natu- 
rales de las cosas para convertirlas en utilidades jurídicas. 
El derecho de propiedad no es simplemente el derecho 
sobre una cosa; es un sistema, es un régimen, el sistema ó 
régimen de la utilidad de las cosas en el orden del Dere- 
cho, del mismo modo que la capacidad es el sistema ó régi- 
men de la actividad personal en el orden del Derecho. El 
último trata del modo como las personas pueden ser acti- 
vas; el primero, ó sea el derecho de propiedad, se ocupa 
del modo como las cosas pueden ser útiles. Así como la 
capacidad expresa las distintas formas con que los sujetos 
de Derecho pueden mtervenir como elemento activo en 
las relaciones jurídicas, la propiedad determina las diver- 
sas formas ó combinaciones mediante las cuales pueden 
ser las cosas objeto ó materia útil en dichas relaciones. 
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Pero aparte del estrecho y limitado sentido con que el 
Código se ocupa de la propiedad, ó tomándola tan sólo 
por dominio, y aun esto sin decirlo, pues no contiene 
enunciado alguno que la designe con este nombre, si al 
fin el referido concepto de la propiedad (art. 348) resul- 
tase en armonía con los demás artículos del Código en 
que se habla de la apropiación, todavía sería posible, para 
la aplicación de las disposiciones relativas á este asunto, 
formar idea del valor jurídico de la propiedad según el 
nuevo cuerpo legal, por más que su concepto iio sea el 
que científicamente le corresponde ni el que histórica- 
mente ha tenido siempre en nuestro Derecho positivo. 

Después de todo, aunque el legislador no vaya de 
acuerdo con la ciencia ni con la historia, lo que práctica- 
mente interesa para el efecto de que sus disposiciones 
puedan ser aplicadas sobre una misma base ó con un 
mismo criterio (el conocimiento de la ley), tanto por los 
particulares como por los Tribunales, es que, aun cuando 
. sus conceptos resulten erróneos ó incompletos, sean, sin 
embargo, claros y precisos, á fin de que no den lugar' á du- 
das ni provoquen contradicciones, causa de constante 
confusión é incertídumbre en el Derecho. 

No es mi ánimo ni lo consiente la índole de este trabajo, 
discutir el criterio sustentado por el Código acerca de 
la propiedad, sino únicamente discurrir sobre si, bueno ó 
malo, reúne las condiciones necesarias para su aplicación, 
sin tener que buscar inspiración en otro elemento distinto, 
y por consiguiente extraño á dicho cuerpo legal. 

El art. 437 declara que pueden ser objeto de posesión, 
tanto las cosas como los derechos^ siempre que unas y 
otros sean susceptibles de apropiación. Parte, pues, del 
supuesto de que hay derechos que son susceptibles de 
apropiación; y por lo mismo, si ésta debe tomarse como 
sinónimo del de propiedad, equivale á decir que hay de- 
rechos susceptibles de reivindicación. 
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Asaltan, pues, fundadas dudas sobre cuál haya sido el 
criterio del legislador al usar en el Código las palabras 
apropiación, propiedad y derechos; porque independien- 
temente de no haber expresado en qué consiste la apro- 
piaciÓHy ni haber dicho qué es lo que entiende por dere- 
chos, viene á indicar (dicho art. 437) que tampoco cabe que 
la apropiación se tome como sinónima de propiedad^ toda 
vez que, á ser así, sólo las cosas, mas no los derechos, se- 
rían susceptibles de apropiación. ' 

La propiedad, tanto por razón del objeto (las cosas) á 
que el Código la refiere, como por virtud de la reivindica- 
ción, mediante la cual la califica (art. 348), guardando en 
este sentido perfecta armonía con el concepto que del do- 
minio y de la acción reivindicatoría tenía nuestro anti- 
guo Derecho, constantemente confirmado por la jurispru- 
dencia del Tribunal Supremo, sólo_ admite la posibilidad 
de ejercitar la referida acción cuando se trata de cosas^ 
y rechaza, por consiguiente, toda idea de que existan 
derechos susceptibles de reivindicación. 

Pues bien: si según el art. 437 existen derechos sus- 
ceptibles de apropiación, resulta claramente que ésta no 
puede tomarse como sinónima de propiedad, porque esto 
equivaldría á reconocer la existencia de derechos reivin- 
dicables, siendo así que en realidad no existen; como que 
en términos jurídicos, ni aun puede decirse con exactitud 
que el dominio puede ser reivindicado. El dominio no es 
reivindicable; es sólo el título justo por el que puede ser 
reivindicada la cosa objeto del mismo. 

Si el legislador en el art. 437 ha querido dar á entender 
que existen derechos reivindicables, ¿cuales serán? ¿dónde 
determina el Código la nota esencial para conocerlos? No 
haciendo, como no hace, semejante determinación, viene 
á resultar que, ó no es exacto el concepto de propiedad 
que nos da el art. 348, ó no cabe considerar como sinóni- 
mas la apropiación y la propiedad. Si lo fuesen , habría 
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que modificar el art. 437 en cuanto habla de los derechos 
susceptibles de apropiación, ó extender también á los 
derechos, en lugar de limitarla á las cosas, la disposición 
del art. 348; siendo de lamentar que ante la necesidad de 
prescindir de aquella sinonimia, no pudiendo, por tanto, 
fijar los objetos susceptibles de apropiación por los que 
son susceptibles de propiedad, no haya señalado el Có- 
digo los puntos diferenciales entre la apropiación y la 
propiedad, fijando ante todo el concepto de aquélla, los 
objetos sobre que puede recaer y las diversas formas 
como puede tener lugar. 

He dicho ya, á este propósito , que todo esto es conse- 
cuencia de haber confundido lastimosamente la propie- 
dad con el dominio, como si la propiedad, que constituye 
una materia tan vasta en el Derecho , caracterizada por 
el sistema deformas mediante las cuales las cosas pue- 
den ser utüisadas por las personas, hubiera de tener en 
el Código, como tiene (dicho art. 348), la diminuta expre- 
sión de una sola de sus formas, el dominio, siquiera sea 
la principal por su intensidad y por su extensión. Nadie 
niega que el dominio es un derecho de propiedad, mas 
no puede decirse, sin incurrir en error , que la propiedad 
consista sólo en el derecho de dominio. 

Esta falta de exactitud se ha revelado bien pronto al 
legislador, y éste se ha visto obligado, al tratar de la po- 
sesión (art. 437), á abandonar tan equivocado sentido, te- 
niendo que rectificarlo dándole una mayor extensión, y 
reconociendo como susceptibles de apropiación á las 
cosas y á los derechos. 

No he de discurrir tampoco en este momento sobre la 
exactitud que pueda haber en reconocer á los derechos 
como susceptibles de apropiación. Basta á mi propósito, 
por ahora, hacer observar que los objetos susceptibles de 
propiedad, ^egún el Código, no nos dan la clave para co- 
nocer cuáles sean ó puedan ser objetos de posesión, y que 
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como por otra parte no hay artículo alguno en que se 
determine cuáles son las cosas y los derechos suscepti- 
bles de apropiación, que sería necesario saber para poder 
deducir la materia á que se refiere el art. 437, resulta 
también que la posesión, según el Código, queda comple- 
tamente indefinida por falta de determinación del objeto 
sobre que pueda recaer. 

Es más: no sólo queda indeterminado el concepto de la 
posesión, sino que resulta también indefinido el concepto 
del dominio. 

Aunque el Código no comprende artículo alguno desti- 
nado á fijar técnicamente lo que entiende por dominio, ya 
he tenido ocasión de decir que semejante concepto viene 
á ser el resultado de la definición poco exacta que da de 
la propiedad el art. 348. 

Mas al observar que por el art. 432 se admite el concepto 
legal de dueño en los derechos, se comprende desde luego 
que ni aun cabe acudir á dicho art. 348 para fijar la noción 
legal del dominio por medio de la definición de lo que en 
él se llama propiedad. 

Si según el art. 348 la cosa es el objeto ó materia de la 
propiedad, no puede tomarse á ésta como sinónima de do- 
minio desde el momento en que el art. 432 reconoce, al ad- 
mitir como admite el carácter de dueño en los derechos^ 
que también éstos puedan ser objeto ó materia de dominio. 
De tomarse, no obstante, como sinónima la propiedad y 
el dominio, resultaría un imposible legal ó una flagrante 
contradicción entre lo establecido en el art. 348 y el refe- 
rido concepto de dueño en los derechos, admitido en el 
artículo 432. 

Ñi la apropiación, ni la propiedad, ni el dominio, ni la 
posesión tienen, como se ve^ verdadero sentido en el Có- 
digo, originándose con este motivo una lastimosa confu- 
sión, que ha de ser fuente de graves errores en las escue- 
las y de complicados litigios en el foro, sobre todo si se 
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considera que ni en la ciencia del Derecho ni en la juris- 
prudencia de los Tribunales es fácil hallar explicación 
satisfactoria para sustentar la existencia de derechos sus- 
ceptibles de reivindicación, ó para salvar las dificultades 
que forzosamente se originan por la falta de determina- 
ción de aquellos conceptos ó locuciones que el Código 
emplea sii> definirlos , y por las contradicciones en que 
incurre cuando los define. 

Así, pues, ni el legislador ha Usado la palabra apropia- 
ción como sinónima de propiedad, ni puede establecerse 
esta equiparación para aplicar los artículos 333, 335, 
437 y otros en que se habla de la apropiación, ni me- 
nos en todo lo que al concepto de propiedad se refiere; ni 
tienen los particulares ni los Tribunales norma ni regla 
por cuyo medio puedan adivinar qué ha querido decir el 
legislador cuando habla de las cosas, de la apropiación, 
de la propiedad, de la posesión y del dominio, ni formar 
idea de las instituciones capitales en materia relativa á la 
propiedad y al régimen ó sistema legal en que consiste. 

Nada de esto tendría lugar si se aceptase el sistema de 
este proyecto de Código. 

En el libro tercero, del mismo modo que en los dos an- 
teriores, la estructura en que resulta el orden de las ins- 
tituciones referentes á los bienes, pone por sí sola de ma-, 
nifiesto el concepto especial de cada una de todas las que 
constituyen el sistema ó régimen de la propiedad en el 
Derecho. 

Es verdad que no he podido presentar aún el articulado 
de este libro como lo hago con el de los dos anteriores; 
pero no es menos cierto que, aparte de la mayor precisión 
que al redactar definitivamente los artículos puede darse 
á las instituciones ó materias que han de desarrollar, sólo 
el enunciado de éstas, en consideración al lugar en que 
son tratadas, al enlace que guardan entre sí y á la 
dependencia en que resultan colocadas respecto de aque- 
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lias de que lógicamente derivan, da á conocer á simple 
vista el valor jurídico de cada institución capital, y el sen- 
tido ó espíritu que ha de animar á los distintos artículos 
que comprendan su desarrollo. 

Así se ve, por el' solo examen del mencionado siste- 
ma, que ni los bienes se limitan al concepto de cosas, 
ni las cosas propiamente tales quedan indeterminadas 
como resultan en el Código , ni aparece confundido el 
concepto de apropiación y el de la propiedad, ni el de 
ésta con el de dominio , ni queda sin precisarse el que á 
la propiedad corresponde como sistema jurídico de los 
distintos modos ó formas mediante las cuales las cosas 
pueden ser objetos de Derecho, ni deja, por último, de 
mostrarse el valor técnico especial de cada uno de los 
derechos de propiedad, presentando al efecto con la debi- 
da separación , pero siempre con el necesario enlace, el 
dominio, las servidumbres y todas las cargas ó gravá- 
menes. 

És también extraño que al hablar de las cargas ó gravá- 
menes no sea fácil descubrir la razón científica ni aun el 
motivo práctico que haya tenido el Código para no com- 
prender, en el libro que trata de la propiedad, á los censos, 
la hipoteca, la prenda y demás formas análogas de quedar 
sometidas las cosas á las personas, cuando precisamente 
el libro segundo, por su epígrafe general, expresa que 
va á ocuparse de estas importantes modificaciones. 

No parece sino que para el Código no existe verdadera 
distinción jurídica entre la institución del censo, prenda, 
hipoteca, etc., y los contratos por los que estos graváme- 
nes pueden constituirse. Es más: si se atiende al lugar 
donde resultan colocados, cualquiera podría suponer que, 
solamente por contrato, pueden establecerse estas impor- 
tantísimas formas de propiedad; como si estos derechos, 
que afectan directamente á la manera como las cosas 
pueden ser utilizadas, deban por necesidad revestir el 



-^ i 



— 157 - 
carácter peculiar del contrato, sin tener desde su origen 
hasta su extinción el valor de derecho real que integra su 
especial naturaleza jurídica, y en cuya virtud la cosa ob- 
jeto ó materia de dichas instituciones presta su utilidad á 
la persona en cuyo favor esté constituida la carga ó gra- 
vamen de que se trate. 

No es motivo para tan lamentable preterición la cir- 
cunstancia de que la propiedad sea considerada, como al 
parecer lo hace el Código, en el sentido restrictivo que 
resulta al tomarla como sinónimo del dominio; porque si 
á título de modificaciones ó limitaciones de éste se in- 
cluye en el libro segundo lo referente al usufructo, uso y 
habitación, así como las denominadas servidumbres, en- 
tiendo que no habría la menor inconsecuencia, antes al 
contrario, sería rigurosamente lógico tratar también de 
los gravámenes y cargas que como derechos reales co- 
rresponden al sistema que traza la organización de la pro- 
piedad, y que, por la misma razón que las instituciones de 
usufructo, uso y habitación, constituyen otras tantas mo- 
dificaciones de los derechos dominicales. 

Si así se hiciese, no sólo se conseguiría dar una idea de 
los derechos de propiedad agrupándolos en el libro dedi- 
cado á esta fundamental institución, sino que se evitaría 
la inconsecuencia en que se incurre al presentar junta- 
mente con las obligaciones, en cuyo libro están compren- 
didos los contratos, aquellas formas especiales de suje- 
ción jurídica de las cosas que caracterizan el censo, la 
hipoteca, la prenda, etc., cuando el referido libro cuarto 
está solo destinado á tratar de los derechos personales. 
¿Qué idea pueden formar los particulares y aun los 
hombres dedicados al cultivo de la ciencia del Derecho, 
respecto á las instituciones que constituyen el régimen de 
laí)ropiedad, según el Código, teniendo como tienen que 
luchar con las dificultades consiguientes á la confusión y 
contradicción anteriormente señalada respecto á las dis- 
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posiciones contenidas en el mencionado libro segundo, y 
al vacío que acabo de indicar relativo 4 las cargas ó gra- 
vámenes que pesan sobre la propiedad? 

No hay que olvidar que lo más grave en este punto 
consiste en haber presentado notablemente alterados los 
conceptos capitales de la propiedad y de la posesión se- 
gún nuestro antiguo Derecho; conceptos que habían al- 
canzado una tradicional autoridad informando al efecto 
toda nuestra vida jurídica, lo mismo por las obras de los 
tratadistas que por la jurisprudencia de los Tribunales, 
sin que á cambio de aquella doctrina tan conocida, pre- 
cisa y generalizada en las escuelas, se haya estable 
cido por estas reformas otra doctrina perfectamente defi- 
nida, más clara y por tanto de más fácil aplicación. 

Sin que entre en mi ánimo ocuparme de si realmente 
existió el propósito de introducir en nuestro Derecho ci- 
vil innovaciones respecto á las materias de que vengo 
haciendo mención, no puedo mfenos de lamentar, en vista 
del resultado á que me refiero, que se haya alterado un 
sistema conocido y arraigado, sin sustituirlo por otro 
cuya precisión y claridad permita apreciar las ventajas 
de esta innovación. 

De este modo es difícil, por no decir imposible, que para 
la práctica del Código, sin salirse de cuanto dé á conocer 
la letra de sus artículos y la estructura ú organismo de 
sus instituciones, quepa elevarse á los conceptos legales 
de las mismas como medio de conocer el espíritu y el al- 
cance de sus disposiciones y conseguir por este procedi- 
miento que la ley sea la única norma común á todos los 
que tengan que aplicarlas, á cuyo efecto la estructura del 
proyecto que acompaño, aparte de los dos primeros libros 
que presento articulados, muestra las demás instituciones 
determinadas con completa claridad, por la misión espe 
cial que cada una desempeña en el cuadro general del De- 
recho civil y por la analogía que guardan entre sí en el 
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desarrollo de los distintos elementos (personas, bienes y 
relaciones) que integran esta rama de la legislación. 

Así como el libro segundo del proyecto, después de tra- 
tar de cuáles y cuántas son las distintas entidades jurídi- 
cas que reúnen la condición legal de persona, y en quiénes 
radica la actividad jurídica, permite conocer, atendiendo 
únicamente á síi estructura, cuanto hace referencia á las 
formas por las cuales aquella actividad puede ser reali- 
zada, presentando ordenadamente todo el sistema de la 
capacidad jurídica, de tal modo, que podría denominarse á 
dicho libro segundo, Código de la capacidad civil; de igual 
manera el libro tercero, después de dar á conocer las dis- 
tintas clases de bienes, trazando al efecto el cuadro de la 
utilidad jurídica según la distinta naturaleza de los diver- 
sos elementos que la producen y en los que radica la con- 
sideración de materia pasiva ú objeto de las relaciones 
jurídicas, expone el asunto de todo lo demás que consti- 
tuye el mencionado libro , mediante la determinación de 
los modos ó formas como aquellos elementos (cosas, actos) 
pueden prestar su utilidad en la vida social , calificando 
en su consecuencia al derecho de propiedad como el régi- 
men ó sistema de la utilidad jurídica de las cosas, y al de- 
recho de las obligaciones como el régimen ó sistema de la 
utilidad jurídica de los actos. 

Clara es la trascendental misión que la propiedad des- 
empeña en el orden del Derecho y que sirve de fundamento 
á las diversas instituciones (dominio, servidumbres, car- 
gas y gravámenes y propiedades especiales ) que , aparte 
de las condiciones peculiares á cada una, están caracte- 
rizadas en un principio común á todas estas distintas ex- 
presiones de las formas que puede revestir la utilización 
jurídica de las cosas. 

SLesto resulta en la propiedad, no menos conocido es el 
papel que desempeñan las obligaciones en el orden del 
Derecho civil que constituye la naturaleza ó esencia co- 
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mún á todas ellas ; pues aparte de la variedad que deriva 
de su clasificación en atención á las manifestaciones dis- 
tintas de la forriía que puede tener, por medio de la obli- ^ 
gación, la utilización de los actos humanos, atribuye á la 
obligación una función análoga á la de la propiedad, de 
la que tan sólo difiere en coiisideración á la naturaleza 
esencialmente distinta entre la cosa y eVacto, cuyos fac- 
tores son á su vez la materia sobre la que ha de recaer la 
relación jurídica y constituir, por tanto, el objeto de la 
misma como utilidad que por ella se trate de aprovechar. 

Las obligaciones, así como el régimen ó sistema de las 
mismas, no han de ser, por lo tanto, según son las tratadas 
en el Código , instituciones que al parecer en nada se re- 
fieren á las materias sobre que versan los tres primeros 
libros (las personas, ios bienes , la propiedad y sus modifi- 
caciones) y los llamados modos de adquirir la propiedad, 
cual si su naturaleza jurídica estuviese limitada á trazar 
la msiteria de la contratación y como si, por consiguiente, 
sólo mediante los contratos pudieran las obligaciones te- 
ner valor ó eficacia en el Derecho. 

Verdad es que enfrente de esta consideración, deri- 
vada lógicamente de la estructura del Código, en la que 
están indebidamente amalgamadas (el libro cuarto) las 
obligaciones y los contratos, como si ambas cosas consti- 
tuyeran el contenido de una materia común, el mismo Có- 
digo se ha visto precisado á protestar contra las conse- 
cuencias que forzosamente debían deducirse de semejante 
conjunción en el enunciado general de dicho libro, esta- 
bleciendo, ante todo, en los comienzos del mismo, que las 
obligaciones no nacen sólo de los contratos, sino que tam- 
bién se originan por virtud de la ley, ó de los cuasicon- 
tratos, ó de los actos ó de las omisiones; todo lo cual re- 
vela, una vez más, que la obligación considerada en sí 
misma es una materia completamente independiente de 
contrato, que aun cuando pueda servir á éste de elemento 
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útil en la relación que lo determina, puede servir también 
de elemento útil á otras muchas relaciones distintas de 
los contratos, bien sean éstos obra de la ley, como las re- 
laciones necesarias, ya resultado de la voluntad singular, 
como en las voluntarias que se determinan por hecho 
propio ó por hefcho ajeno, ó por un hecho conjunto, que es 
lo característico de la contratación. 

De todos modos , siempre aparece que, no obstante las 
diversas fuentes de las obligaciones, reducidas en rigor á 
la ley y á la voluntad, la obligación, como expresión de la 
responsabilidad en el Derecho, es, aparte del hecho á que 
debe su origen, un elemento de utilidad susceptible de ser 
objeto ó materia de multitud de relaciones cuya respec- 
tiva eficacia depende de aquella utilidad que transformada 
en obligación constituye la responsabilidad jurídica. En 
este sentido, que es el peculiar de la naturaleza y funcio- 
nes de la obligación, desempeña ésta como elemento pa- 
sivo, á semejanza de la cosa apropiada, una misión aná- 
loga, que consiste en dar á conocer las formas mediante 
las cuales pasan á ser utilidades jurídicas las utilidades 
naturales provenientes de las cosas ó de los actos de las 
personas; por lo cual puede decirse que, no solo existe ín- 
tima relación en cuanto á sus funciones para la determi- 
nación del objeto de Derecho entre la propiedad y las obli- 
gaciones, sino que ambas forman las dos grandes ramas 
del contenido de la utilidad jurídica y tienen, por lo mis- 
mo, condiciones para que, unidas en un solo libro desti- 
nado á tratar de los bienes en su naturaleza y en sus for- 
mas, pueda mostrarse, como aparece en la estructura del 
proyecto que acompaño, constituyendo un todo jurídico 
propio ó peculiar de uno de sus libros (el tercero), que po- 
dría llamarse el Código de la utilidad jurídica, descompo- 
niéndolo en las dos grandes ramas que dividen su conte- 
nido: la de la propiedad^ y la de la responsabilidad. 
La obligación tiene su lugar propio lógicamente deter- 
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minado por el papel que desempeña dentro del cuadro ge- 
neral de las instituciones del Derecho civil. El orden y 
enlace de estas instituciones permiten también á la obli- 
gación, del mismo modo que á la capacidad y á la propie- 
dad, cuando es científica la estructura del Código, susten- 
tar su legal forma, su concepto general y sus funciones 
como materia común que necesariamente ha de servir de 
complemento á todo lo que mediante los preceptos ó ar- 
tículos del Código debe constituir el desarrollo ó determi- 
nación de sus efectos, y á la que como espíritu que anima 
y acompaña á la letra de los mismos ha de acudirse, siem- 
pre que ésta sea insuficiente para desvanecer las dudas y 
evitar las dificultades de su ordenada aplicación. 

. Sólo así el particular puede orientarse, sin buscar ins- 
piración fuera de la ley, acerca de todo lo que aparte de 
la letra de sus preceptos , es indispensable conocer para 
la recta aplicación de los mismos, descubriendo siempre 
en aquel orden y enlace que va revelando en forma orgá- 
nica y sistemática, la materia común que caracteriza las 
instituciones afines, un poderoso auxiliar para fijar la in- 
teligencia y alcance de cada uno de los preceptos, princi- 
palmente cuando las circunstancias del caso exijan ele- 
varse al concepto general de la institución de que se trate. 
No puede conseguirse este resultado por el Código vi- 
gente. Su falta de estructura científica da lugar á que una 
institución, y lo que es más, un sistema de instituciones 
como es la capacidad, no aparezca en él ni aun enuncia- 
do; á que otros, como la propiedad, resulten con un sen- 
tido tan restringido, diminuto y contradictorio; y á que 
como sucede en las obligaciones de que acabo de hacer 
mención, formen éstas la materia del último de sus libros, 
sin revelar siquiera qué relación tengan con los libros 
anteriores, ni poder con exactitud presentarlas como ma- 
teria exclusiva .de los contratos con los cuales resultan 
lastimosamente reunidas. 
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Si estp se ve en las instituciones enunciadas, que son 
base indispensable para que pueda tener lugar cualquiera 
relación jurídica, necesitada siempre de un elemento 
activo ó personal cuya respectiva capacidad dé á conocer 
su estado, y de un elemento pasivo cuya respectiva utili- 
dad jurídica revele la forma de propiedad ó la forma de 
responsabilidad en que consiste, ¿qué no he de decir res- 
pecto del otro elemento (el hecho) que está destinado en el 
orden jurídico^ á servir de verbo ó medio de comunicación 
entre los otros dos (la actividad y la utilidad jurídicas), 
en una palabra , el peculiar de los hechos que sirve para 
dar á conocer el Derecho en forma de relación? 

Las relaciones de derecho, consideradas en sí mismas 
como forma ó crisol en que se funde la expresada con- 
junción entre las actividades y las utilidades jurídicas, no 
están ni siquiera indicadas en los enunciados del Código 
civil. Aunque trata separadamente de algunas, ya relati- 
vamente al matrimonio, á las sucesiones, á la ocupación, 
á los contratos, etc., etc., no determina ni indica de nin- 
gún modo los puntos de contacto que como hechos jurí- 
dicos tienen dichas instituciones entre sí. 

Es verdaci que el Código se ha visto precisado á referir 
el contenido de sus artículos á los actos, ya hablando de 
éstos en general, ya calificándolos de formales, de nulos, 
ilícitos, etc., así como de las omisiones; pero no dice en 
ninguna parte en qué consiste el carácter jurídico de los 
unos y de las otras, no determina el fin para que sirven 
al venir á la vida del Derecho, ni se ocupa de sus efec- 
tos cuando trata de los derechos y de las acciones, ni nos 
dice en qué estriba la naturaleza de aquéllos y la que es 
peculiar á éstas, ni regula los derechos reales y los dere- 
chos personales, señalando al menos sus diferencias, ni 
establece nada, en fin, de cuanto es indispensable para 
que los particulares puedan conocer, tan sólo por lo que 
dice el Código, cuál es el valor que han de atribuir á los 
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artículos en que se habla de las distintas clases de actos 
de que he hecho mención, de los derechos y sus clases, é 
igualmente de las acciones. 

La naturaleza y funciones de cada uno de estos impor- 
tantes elementos, así como su base fundamental, ó sea los 
hechos jurídicos, y las relaciones ó vínculos que por los 
mismos se originan, no están tratados en ninguna parte 
del Código, ni siquiera para determinar el valor técnico 
legal de las diversas disposiciones que á dichos asuntos ó 
conceptos se refieren. 

Aparte de la confusión que crea el Código en todo lo 
referente al concepto de los hechos jurídicos y de las re- 
laciones ó vínculos que producen, con motivo de la equi- 
paración en que presenta á las obligaciones y á los con- 
tratos en el libro cuarto, y también con ocasión de separar 
de estos últimos á la donación , comprendida en el libro 
tercero , destinado á tratar de las instituciones que llama 
modos de adquirir ^ y de decirnos que la donación es un 
modo de adquirir, que los contratos no lo son, pero que sí 
lo son sus efectos, sin determinar tampoco cuáles de estos 
efectos son los característicos del modo de adquirir, á que 
hace referencia el artículo que los reconoce como tales, 
es lo cierto que, si se intenta averiguar en qué consiste la 
parte dinámica ó la vida del Derecho para conocer las 
instituciones que están destinadas á poner en relación las 
personas con los bienes, á fin de hacer posible la determi' 
nación ó singularización de aquellas á quienes éstas están 
sujetas, ó á quien han de prestar su utilidad; en una pala- 
bra, si se quiere saber qué es lo que queda en el Derecho 
civil, una vez descartado lo que con el nombre de tratado 
de personas regula su actividad y lo que con el nombre 
de tratado de bienes regula la utilidad, no sólo no da el 
Código medio alguno de poder formar opinión , sino que 
se corre el riesgo de considerar que los vínculos ó rela- 
ciones jurídicas consisten únicamente en los llamados mo- 
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dos de adquirir la propiedad, en las obligaciones y en los 
contratos. 

Este solo resultado, comparado con el que da á conocer 
el libro cuarto del proyecto que presento, dice cl'aramente 
la necesidad de rectificar la estructura del Código vigente, 
si se quiere que por él pueda llegarse á formar idea de 
las instituciones más importantes de la esfera destinada á 
presentar lo que podría llamarse fisiología del orden jurí- 
dico, expresión del movimiento en que ha de reflejarse la 
determinación de la actividad del sujeto y la dependencia 
de las cosas y la responsabilidad de las personas, así como 
tener noticia de las distintas materias que, ya con el nom- 
bre de actos ú omisiones , derechos , obligaciones , accio- 
nes y otros varios, ha tenido el Código precisión de admi- 
tir en el lenguaje de los artículos que contiene y cuya 
eficacia depende necesariamente del valor legal, pero no 
del valor científico que se atribuye á dichas expresiones. 

¿Dónde señala el Código en qué consiste semejante va- 
lor legal? ¿Dónde facilita á los particulares y á los Tribu- 
nales la norma indispensable para conocer las notas ca- 
racterísticas que constituyen dicho valor? 

En este punto , del mismo modo que en tantos otros de 
que me he ocupado con ocasión de los libros destinados á 
tratar de las personas y de la propiedad, se reproduce en 
el Código la pluralidad del tecnicismo, no tan peligrosa 
'por la diversidad de conceptos empleados muchas veces 
para expresar una misma cosa, como por el silencio ó falta 
de determinación de lo que constituye su materia jurídica 
respectiva. 

Este silencio demuestra que, á pesar de que el Código no 
ha podido prescindir de usar los citados conceptos jurídi- 
cos, no ha tenido medio de definir su valor legal, que es lo 
que debía haber hecho, bien señalándoles en su estructura 
un lugar adecuado capaz por sí solo de darlos á conocer^ 
bien destinando, en otro caso , alguno ó varios artículos á 
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establecer aquella determinación necesaria por la que se 
eleva á la categoría de precepto positivo el valor jurí- 
dico que á dichos conceptos corresponde en el terreno de 
la ciencia. 

No sucede ni puede suceder esto dada la estructura del 
proyecto de Código que acompaño. 

Los hechos jurídicos origen de las relaciones ó víncu- 
los de Derecho que pueden establecerse sólo entre las 
personas ó entre éstas y los bienes , tienen un libro espe 
cial, el cuarto, cuyo título preliminar está dedicado á 
tratar en general de las relaciones jurídicas, para fijar 
principalmente la materia común á todas y presentar 
su natural enlace y dependencia, al ocuparse después se- 
paradamente y en particular de cada una de ellas en los 
demás títulos de dicho libro, mostrando siempre lo que es 
fundamental y característico de aquellas relaciones que 
obedecen á un mismo principio ó factor determinante de 
su vida. 

La relación considerada en sí misma y sus dos grandes 
ramas, según reconozcan por base de su existencia la ne- 
cesidad social ó la voluntad individual, forman el cuadro 
general de los hechos jurídicos materia del mencionado 
libro cuarto del proyecto que acompaño. Mas antes de 
desenvolver en éste los distintos títulos que comprende 
su contenido, hállase el llamado preliminar, que abarcando 
como abarca á la relación jurídica objetivamente consi- 
derada, fija su naturaleza y su clasificación fundamental 
en consideración á su régimen legal ó voluntario, así 
como su eficacia, dando á conocer de esta suerte en qué 
consisten y qué funciones desempeñan, tanto los derechos 
como las acciones, é igualmente las condiciones necesa- 
rias para que sean transmisibles, y las que califican su va- 
lor real ó personal en el orden jurídico, regulando todos 
estos particulares sobre los cuales, á pesar de su recono- 
cida y capital importancia, nada establece el Código 
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civil, por más que no haya podido prescindir de emplear 
dichos conceptos al redactar muchos de sus artículos. 

Cosa análoga ocurre sobre otras materias tan impor- 
tantes como las de la nulidad de las relaciones, sobre todo 
para la determinación de sus efectos. Aun cuando por 
sorpresa se haya ingerido en el Derecho una relación 
nula revestida con caracteres de aparente validez, como 
al fin ha existido con estas condiciones, representando el 
papel de un hecho jurídico , base de cuantos de buena ó 
mala fe hayan sido realizados posteriormente en conside- 
ración Á aquel hecho figurado, ni puede el Derecho borrar 
en absoluto la realidad de los hechos por la inmensa per- 
turbación que muchas veces no tendría reparación po- 
sible, ni tampoco el legislador prescindir de señalar cuá- 
les hayan de ser los efectos de las relaciones nulas, 
siquiera en razón de la buena fe y de la presunción de va- 
lidez que hayan llegado á. merecer, siendo igualmente 
preciso tratar la diferencia entre la nulidad y la anulación, 
como principio en que descansa la razón de los efectos de 
las relaciones nulas mientras no hail sido anuladas ; por- 
que ínterin la nulidad no se formalice por medio de su 
anulación , no sólo produce la relación nula sus efectos, 
sino que falta el hecho de que depende la separación en- 
tre lo que ha de subsistir y lo que ha de desaparecer en 
las consecuencias ó efectos que la relación nula haya lle- 
gado á producir. 

Si los hechos en la vida ó las relaciones en el Derecho 
se singularizasen con tal independencia que no afectaran 
á otras, ni estuviesen afectadas por las demás, mante- 
niéndose cada una en un aislamiento absoluto, todavía 
podría concebirse que el rigorismo del principio romano 
guod ab initio vitiosum est tractu temporis convales- 
cere non potest se llevase á todos los efectos ó consecuen- 
cias que en consideración á la relación nula se hubiesen 
producido, porque al fin nunca saldría de los límites de la 
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misma, ni afectaría á otras personas, ni alcanzaría á otros 
elementos distintos de los que en ella hubiesen tenido in- 
tervención. Pero como, por el contrario, los hechos se 
mantienen unos con otros en continuo enlace, tanto en su 
determinación como en sus efectos, y se produce, por con- 
siguiente, en las relaciones que de los mismos derivan, una 
trama ó tejido en que unas son base, medio ó condición 
de otras ulteriores, mostrando, en su consecuencia, cier- 
ta solidaridad^ y á veces tal dependencia que llegan á 
alcanzar á personas distintas y afectar á otros bienes 
ó intereses que los meramente comprometidos por la 
relación nula, resulta que ni cabe borrar de la vida 
todas estas consecuencias á que ha trascendido la efica- 
cia de semejantes relaciones, ni mucho menos que el 
Derecho sacrifique en aras de aquel inflexible rigorismo 
la buena fe de cuantos han procedido bajo la garantía 
de la subsistencia de una relación reputada legalmente 
válida, mientras su nulidad no haya sido legalmente 
declarada. 

He aquí un principio que no sólo ha sancionado cons- 
tantemente nuestra jurisprudencia, sino que, por otra 
parte, también el Código ha necesitado referirse á él, ya 
relativamente á la buena fe con que se haya procedido, 
según se observa al tratar del matrimonio (art. 69), ya en 
consideración á la anulación necesaria para la eficacia de 
la nulidad, según aparece igualmente al tratar de los con- 
tratos (artículos 1.300 y siguientes), siendo, sin embargo, 
extraño que, después de reconocer la gran trascendencia 
de la materia de la nulidad délas relaciones, estableciendo 
como establece, el art. 4.° que semejante nulidad puede 
alcanzar á toda clase de actos si se han efectuado contra 
lo dispuesto en la ley, sólo relativamente al matrimonio 
y á los contratos haya tratado de señalar los efectos de 
semejante nulidad, como si en las demás relaciones de De- 
recho , viciadas por la misma causa , no fuese un asunto 
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interesante la determinación de los efectos ó consecuen- 
cias jurídicas que su nulidad ha de producir. 

Y si se tiene presente que además de esta indetermina- 
ción relativa á la nulidad y á sus efectos, tampoco se pre- 
cisan las diferencias entre los actos anulables y los actos 
rescindibles, para marcar en forma legal la separación 
debida entre la nulidad y la rescisión de las relaciones, 
sin limitarla exclusivamente á los contratos; que nada 
dice el Código respecto al abandono y sus requisitos ne- 
cesarios como hecho por el cual pueden ser extinguidas 
las relaciones y los derechos y acciones que de las mismas 
deriven, ni señala la analogía que con estas materias 
tiene la extinción de las obligaciones, etc., se compren- 
derá igualmente cuan difícil ha de ser al particular formar 
idea de lo que el Código ha querido establecer en sus ar- 
tículos, y por consiguiente de cuál sea la materia, alcance 
y eficacia de sus disposiciones cuando habla de actos nu- 
los, ó de derechos, ó de acciones, ó del abandono de las 
cosas, etc., etc., ó, en suma, cuando hace uso de cual- 
quiera de los conceptos que corresponden á las materias 
que trazan en el orden del Derecho , y por tanto deben 
constituir en el Código la parte general de los hechos ó 
relaciones jurídicas. 

No surgen ciertamente, según el proyecto que presento, 
ninguna de las dificultades que acabo de señalar. 

El hecho jurídico y su molde ó forma, la relación de De- 
recho, es ante todo tratada de una manera objetiva para 
fijar su naturaleza, su clasificación , su eficacia y su ex- 
tinción. Determino con este motivo en qué consisten los 
derechos, cuáles son sus clases, qué son las acciones y 
cuáles son sus efectos, qué misión análoga existe entre 
aquéllos y éstas , cuáles son los caracteres de la validez 
de los actos, y cuáles las causas y los efectos de su nuli- 
dad, é igualmente los medios por los que se extinguen las 
relaciones judiciales. De este modo, el uso de cualquiera 
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de estos conceptos en los artículos que ha de comprender 
el proyecto, lejos de producir confusión cuando deban ser 
aplicados, tienen, por el contrario , su significado expre 
sámente definido por las respectivas instituciones que de 
los mismos se ocupan, haciendo posible que, mediante esta 
conversión del tecnicismo científico en tecnicismo legal, 
los particulares, así como los Tribunales , puedan formar 
juicio de todo lo que el Código contiene, sin salirse para 
nada de sus términos, ó por mejor decir, completando con 
las disposiciones determinantes de sus conceptos técni- 
cos aquellos preceptos ó artículos en que estos concep- 
tos forman parte de su especial contenido. 

Es más: no sólo trato en el libro cuarto de la relación 
jurídica en forma objetiva ó considerada en sí misma, sino 
que señalando , en razón de los factores que traen á la 
vida las distintas relaciones de Derecho, la analogía que 
existe entre éstas ¡según sus causas efix^ientes, doy á co- 
nocer, con sólo el trazado de la estructura, cuáles y cuán- 
tas son las relaciones regidas exclusivamente por la ley, 
y cuáles dependen también de la voluntad, mostrando á 
su vez en las contenidas en esta última rama las que son 
resultado de la voluntad propia, de la voluntad ajena, ó 
de la voluntad conjunta, y en las que es indispensable co- 
nocer las manifestaciones respectivas de estos distintos 
elementos voluntarios, y su formalización para apreciar 
su régimen y poder deducir en su virtud los derechos 
y acciones que se producen en cada caso. 

No llamaría la atención sobre este resultado del sistema 
seguido en el desarrollo del mencionado libro, si además 
del interés ó utilidad de presentar como en los otros libros 
la analogía y dependencia que existe entre unas y otras 
instituciones con motivo de la materia que es común á 
cada una de sus agrupaciones, no tuviera también la ven- 
taja de dar á conocer desde luego cuáles son las relacio- 
nes de Derecho privado que responden á un interés esen- 
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cialmente general ó público, y que en su virtud se regu- 
lan exclusivamente por la ley desde el momento en que 
surgen los hechos que son causa necesaria de su determi- 
nación, y cuáles, por el contrario, responden esencial- 
mente á un interés particular ó privado y dependen, en su 
consecuencia, de la voluntad en sus diversas manifesta- 
ciones propia, ajena ó conjunta, la determinación de los 
respectivos hechos que las producen. 

Mediante esta lógica separación que existe en las rela- 
ciones de orden privado, se muestra la distinción que re- 
sulta entre las instituciones que en el terreno de los he- 
chos jurídicos son debidas á una necesidad social, en que 
tanto el origen como la subsistencia de la relación produ- 
cida depende del orden legal establecido, y aquellas cuyo 
origen y subsistencia está entregada á la acción particu- 
lar de la voluntad privada, por versar sobre intereses ó 
necesidades que á ésta únicamente corresponde regir ó 
gobernar. 

Aunque en este punto el Código civil, refiriéndose á las 
obligaciones en lugar de referirse á los actos jurídicos, 
admite, como no podía menos de admitir, la acción de estos 
dos factores— la ley y la voluntad— estableciendo que las 
obligaciones nacen de la ley, de los contratos, etc., etc., 
no sólo no presenta el cuadro relativo á las instituciones 
que correspondená cada uno' de esto^ factor es, lo que desde 
luego trazaría sus límites y señalaría sus materias res- 
pectivas, sino que parece dar á entender que no tratán- 
dose de contratos ó de cuasicontratos, de delitos ó faltas, 
ó de actos ú omisiones en que intervenga culpa ó negli- 
gencia, no cabe ya admitir otras relaciones voluntarias, 
cual si naciesen por generación espontánea y no debie- 
sen su origen al mandato de la voluntad relaciones tan 
importantes como la aceptación y repudiación de los bie- 
nes hereditarios, los testamentos, las fundaciones, los 
concursos y tantas otras relaciones jurídicas contenidas 
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en los varios capítulos del título segundo del proyecto 
que acompaño, destinado á tratar de todas las relaciones 
voluntarias. 

Pues si no cabe acudir á los preceptos en particular, ni 
en general al orden de las instituciones ó estructura del . 
Código para formar idea de los conceptos jurídicos á que 
hace referencia relativamente á las instituciones funda- 
mentales, ¿qué no decir respecto de tantas otras, más ó 
menos importantes, de que igualmente hace mención el 
Código vigente, ó las expresa con tal variedad de len- 
guaje, que no parece sino que el legislador haya tenido el 
propósito de tratar de cosas distintas cuando en realidad 
á una misma cosa se refiere? 

Así sucede, por ejemplo, ya respecto á los estatutos, de 
que habla el art. 12; ya respecto á la extensión del paren- 
tesco, enteramente indeterminado cuando en varios de 
sus artículos, y en especial al tratar del Consejo de fami- 
lia, se refiere á los parientes; ya relativamente á la afini- 
dad legítima y á la natural, sobre cuya institución ni aun 
siquiera establece si se funda en el matrimonio ó en la 
mera cohabitación; ya también acerca de la tutela, que 
la designa con los nombres de deferir la tutela, defe- 
rir el cargo de tutor, discernirlo, tomar posesión del mis- 
mo , del hecho determinante ó que da lugar á la tutela, 
etcétera, etc.; ya igualmente con ocasión de las variantes 
anteriormente indicadas acerca de la costumbre y de los 
usos á que hace referencia, lo mismo que cuando trata 
de lo que designa con el nombre de leyes especiales; ya 
también respecto á la transferencia de las cosas, que unas 
veces la remite á lo que llama tradición y sin decir en qué 
consiste ni cuáles sean sus clases, ni los efectos respecti- 
vos á cada una, otras á la toma de posesión y otras á la 
entrega, de la que se ocupa únicamente al tratar del con- 
trato dé compraventa; ya en fin, en muchos pasajes del 
Código en que con la misma indeterminación ó con ana- 
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loga variedad de lenguaje hace referencia á institucio- 
nes que por él no se dan á conocer. 

El Código indudablemente ha olvidado que las leyes, 
además de ser reguladoras desorden social, deben ser 
igualmente maestras de la vida, y, por consiguiente, ver- 
daderos elementos de enseñanza del Derecho positivo, 
desde el momento en que prohiben la alegación de su 
ignorancia, pues esta prohibición no sería racional ni 
tendría explicación posible si ellas, por su parte, no deter- 
minaran el valor legal del tecnicismo de que hacen uso 
en todas sus disposiciones. 

Al particular, á quien sólo puede exigirse que no 
ignore la ley, es preciso darle ésta en términos que 
pueda entenderla por sí mismo; y esto, que obliga al legis- 
lador á procurar la mayor claridad á sus preceptos, ie 
obliga á hacer uso de una gran sobriedad de lenguaje, 
á no emplear otros conceptos técnicos que los que él 
mismo defina y á ordenar las instituciones de manera que 
sólo por la sistemática estructura con que estén expues- 
tas pueda desde luego penetrarse de cuál es la materia 
propia de cada una y cuáles los límites que caracterizan 
su dependencia y sus relaciones con las demás. 

He aquí lo que ha olvidado el Código vigente, en el que, 
además de la variedad de lenguaje, innecesaria y ocasio- 
nada por lo mismo á producir confusión, y de sus repe- 
tidas referencias á instituciones de que ni siquiera se 
ocupa, presenta sin verdadero sistema las instituciones 
de que trata , mostrándolas como una serie ó un su- 
mario, á modo de meras monografías jurídicas traídas 
arbitrariamente ó al azar, en vez de ordenarlas como des- 
envolvimiento lógico y científico de los principios funda- 
mentales que caracterizan las materias correspondien- 
tes á esta esfera de Derecho, y como viva expresión 
del espíritu que al trazar la materia general ó común á 
cada institución ha de acompañar y servir de comple- 
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mentó á todos los preceptos que constituyen su des- 
arrollo. 

Por esto, al intento de procurar que también el Código 
dé forma legal al espíritu de las instituciones del De- 
recho civil, que es tan necesario conocer para la debida 
inteligencia del sentido y alcance de sus preceptos, he 
hecho presente la necesidad de reformar su estructura, 
además de la reforma que en cuanto á su articulado pre- 
sento en todo lo relativo á las fuentes legales, y á la 
personalidad y capacidad civil de los sujetos de Derecho. 
Esto ofrecerá la doble ventaja de señalar por medio 
de dicho organismo los puntos de contacto y de analogía 
que existen entre unas y otras instituciones, y la de com- 
prender en su contenido todas aquellas á cuyos conceptos 
técnicos sea preciso referirse en sus artículos, consiguién- 
dose al mismo tiempo que sólo se exija á los particulares, 
para el desarrollo de su vida jurídica, el conocimiento de 
la ley, y que los Tribunales juzguen de los actos realiza- 
dos por los particulares con los únicos medios (las leyes) 
que éstos tienen la obligación de conocer. 
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TÍTULO CUARTO 

La revisión del Código civil con i elación á las 
Instituciones que deben formar el contenido 
de sus dos primeros libros. 

CAPÍTULO PRIMERO 

Materias que deben excluirse del título preliminar y libro 
primero del Código civil vigente. 

Hasta ahora creo haber demostrado en los tres capítu- 
los del título anterior de este preámbulo: 

1.^ Que por no haber comprendido el Código civil to- 
das las instituciones referentes á esta rama del Derecho, 
no se ha realizado la uniformidad en nuestra legislación, 
defraudando así las esperanzas que nos había hecho con- 
cebir el claro sentido de la ley de Bases dictada para su 
redacción . 

2.° Que tampoco tiene el Código el carácter prelativo 
que le corresponde comolegislacióq civil común, de la cual 
sólo habían de ser excepción, según la ley de Bases, las 
legislaciones f orales en lo relativo alas instituciones qutí 
conviniera conservar; pues lejos de haber procurado la 
nueva obra legislativa favorecer la unificación de nuestro 
Derecho, no sólo la ha dificultado, sino que la ha compro- 
metido para lo futuro, confirieado carácter general á las 
legislaciones f orales, al admitir, como imprudentemente 
ha admitido, el principio de reciprocidad entre el Derecho 
castellano y los de las comarcas regidas por legislación 
civil distinta, produciéndose así un marcado y verdadero 
retroceso en la referida obra de la unificación del Derecho 
patrio. 
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3.° Que, aparte de estas dos reformas tan necesarias, es 
indispensable procurar que el Código civil tenga verda- 
dera estructura científica, de la que actualmente carece 
en absoluto, si ha de conseguirse que por el sistema y me- 
tódica ordenación de la$ instituciones codificadas sea tam- 
bién el Código expresión y forma del espíritu que debe 
animar la letra de sus preceptos al efecto de obtener, sin 
necesidad de buscar inspiración en el terreno de la cien- 
cia del Derecho, desapareciendo en la vida práctica la 
frecuente contradicción que resulta entre el Derecho po- 
sitivo conocido de los particulares, y el distinto y á veces 
opuesto que los Tribunales necesitan aplicar. 

Cúmpleme tratar ahora, aunque sólo limitándome á las 
materias de que se ocupan el título preliminar y el libro 
primero del Código civil, en comparación con las que 
forman el contenido de los dos primeros libros articulados 
del proyecto que acompaño , de la urgente é imprescindi- 
ble necesidad de reformar los preceptos que comprenden 
muchos de los artículos del Código. 

La comparación de las materias del título preliminar y 
del libro primero del Código civil vigente con las que com- 
prenden los dos primeros libros articulados ya de este 
proyecto, pone de manifiesto con la mayor evidencia la 
completa diversidad de criterio científico con que son 
considerados los elementos jurídicos que dan nombre ó 
constituyen el asunto fundamental que desenvuelven el 
Código civil y el proyecto en el título y libros referidos. 

Y hago esta indicación porque, á pesar de la variedad 
que resulta en cuanto al criterio que inspira á unos y otros, 
es posible afirmar que existe analogía y hasta verdadera 
identidad entre los asuntos ó materias del título prelimi- 
nar y del libro primero del Código, y las que constituyen 
los del. libro primero y segundo del articulado que pre- 
sento. 

Á las fuentes de Derecho se refiere el título preliminar 
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del Código, y á las fuentes de Derecho se refiere también 
el libro primero del proyecto que acompaño. Al sujeto de 
Derecho , ó sea á las personas , se refiere el libro primero 
del Código civil, y el sujeto de Derecho es también el que 
constituye el asunto del libro segundo de mi proyecto. 

No hay, pues, verdadera distinción en cuanto á los dos 
elementos jurídicos (las fuentes del Derecho y las personas) 
sobre que versan las dos primeras partes del Código civiL 
Pero como del concepto fundamental de cada uno de 
estos elementos depende principalmente lo que haya de 
establecerse para su desarrollo, las notas diferenciales 
relativas á dicho concepto que he tenido ya ocasión de 
indicar en el título tercero de este preámbulo .señalan 
desde luego distinciones radicales en el contenido de 
aquellas dos primeras partes (título preliminar y pri- 
mero del Código, ó libros primero y segundo de mi pro- 
yecto); que si bien están en su lugar muchas de las mate- 
rias de que se ocupa el Código en dicho título y libro, no 
corresponde en buena lógica comprender en éstos á las 
demás de que trata, siendo preciso, por consiguiente, eli- 
minarlas, como resultan eliminadas en mis dos primeros 
libros, así como incluir en ellos, por constituir propiamente 
parte del contenido peculiar de los mismos , otras institu- 
ciones que no aparecen tratadas en el Código civil. 

Dos puntos importantísimos, pues, ha de comprender 
este último título de la parte general que contiene este 
preámbulo, á saber: la reforma del Código actual, con 
objeto de excluir del título preliminar y de su libro pri- 
mero las materias que comprende y que no ha de com- 
prender; y la reforma del mismo, para incluir en él lo que 
no contiene, debiéndolo, sin embargo, contener. 

De lo que sobra y de lo que falta es de lo que , ante to- 
do, voy ahora á tratar. 

Mas como lo relativo á esta reforma se refiere al orden 
de las instituciones, asunto que preferentemente interesa 
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al organismo del Código , de lo que vengo ocupándome 
en la parte general de este preámbulo , quedaría no obs- 
tante incompleta la reforma que propongo, si no hubiera 
de extenderse, como corresponde hacerlo en la revisión 
del Código, á depurar sus defectos de tal suerte que des- 
aparezca de ellos cuanto de obscuro ó deficiente, contra- 
dictorio ó equivocado resulta en sus disposiciones. 

No necesito justificar de un modo general la necesidad 
de hacer igualmente esta reforma. Aunque es, sin em: 
bargo, indispensable demostrarla, especialmente con oca- 
sión de los preceptos que han de ser modificados, cual 
quiera que sea el número y el orden de las instituciones 
que al fin prevalezca en la revisión á que me refiero, se- 
mejante corrección, limitada principalmente al articulado 
del Código, reviste un carácter particular ó especial que 
requiere por lo mismo una verdadera separación de todo 
lo que, por interesar á las instituciones ó materias gene- 
rales, he procurado comprender en esta primera parte, 
reservando, por consiguiente, para la segunda ó especial 
del preámbulo, la indicada corrección de los errores, con- 
tradicciones y deficiencias que aparecen en los precep- 
tos ó artículos que forman el título preliminar y libro pri- 
mero del Código. 

Sin duda prescindiría de ocuparme de las exclusiones é 
inclusiones anteriormente referidas, concretándome tan 
sólo á la parte preceptiva, tan necesitada de corrección, 
si los asuntos de que tratan los artículos indebidamente 
incluidos en el título preliminar y libro primero del Có- 
digo estuviesen desenvueltos en dichas dos primeras 
partes ó en las restantes del mismo, de modo que no sus- 
citaran, á cada paso justificadas dudas para conocer su 
verdadero sentido, su alcance y su eficacia legal, ni 
estuviesen como están, desgraciadamente, llamados á 
crear dificultades, las más de las veces insolubles para su 
acertada aplicación. 



m^'^fí^'^^^ j, 



179 - 



SECCIÓN PRIMERA 



ÜAterlas qne deben eliminarse del título plellminar. 



Entrando ya en el examen de las materias que á mi jui- 
cio deben eliminarse del título preliminar y del libro pri- 
mero del Código, que por de pronto habrán de ser todas 
las que no consistan en fijar la naturaleza y efectos de las 
leyes como fuentes delDerecho civil, y la naturaleza y cla- 
sificación de las personas y su posible modo de obrar como 
sujetos de derecho, aparece á simple vista que es absolu- 
tamente imposible comprender en los die:^y seis artículos 
que constituyen el título preliminar del Código las im- 
portantísimas materias de que se ocupa, así como tam- 
poco admite fácil explicación que el libro primero, dedi- 
cado á tratar de las personas, comprenda instituciones 
tan diferentes y extrañas al concepto de la personalidad 
y calificación de la capacidad civil como las pruebas del 
matrimonio, los derechos y obligaciones entre marido 
y mujer (salvo los pocos artículos que dedica á la ca- 
pacidad de ésta), la paternidad y la filiación, los alimen- 
tos, la patria potestad (no en lo que tiene de institución 
complementaria de la incapacidad del hijo, sino tratán- 
dola como un poder familiar), y, por último, del Registro 
civil. 

Algunas de estas instituciones tienen su lugar oportuna 
.en la parte del Código destinada á tratar de las relaciones 
de derecho; otras, en la parte correspondiente á regular 
los medios probatorios ; pero hay que convenir que nin- 
guna de ellas se refiere ni tiene nada que ver con la clasi- 
ficación de las personas, ni con la determinación de las for- 
mas por las que cada una, según sus circunstancias, ha 
de ejercitar su capacidad civil respectiva, ocupando, por 
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consiguiente , un lugar impropio en el libro primero, que 
sólo debe contraerse á señalar las clases de personas que 
pueden ser consideradas como elementos activos en el 
Derecho privado, y los modos 6 formas por las que pue- 
de ejercitarse esta actividad. 

Siendo tan diminuto el título preliminar, poco he de 
pedir que se elimine, así como tendré que reclamar que 
se complete con mucho de lo que no contiene ; en cambio 
serán varias y muy importantes las indicaciones enca- 
minadas á reclamar la exclusión de una buena parte de lo 
que el libro primero del Código comprende. 

Lo que ha de excluirse del título preliminar es bien 
poco, porque el defecto general de esta primera parte en 
que el Código se divide no está en lo que dice, sino en lo 
que calla. 

Nadie puede creer que todo lo que deba decir el le- 
gislador sobre las diversas fuentes del Derecho civil, la 
naturaleza de cada una, suS relaciones, la materia del 
efecto retroactivo de las leyes, el Derecho internacional, 
el interprovincial, etc., etc., pueda encerrarse tan sólo en 
diez y seis artículos. Las censuras podrán dirigirse á lo 
que en él falte, pero no á lo que sobre. 

Sin embargo, entiendo que hay dos artículos que huel- 
gan en este título preliminar, el 4.** y el 8.**, éste referente 
á las leyes penales, las de policía y las de seguridad, y 
aquél relativo á la nulidad de los actos y á la renuncia de 
los llamados derechos concedidos por las leyes. 

Si no me viese precisado á ocuparme de dicho art. 4.*^, 
punto que lo estimo de verdadera gravedad, hubiera 
guardado silencio respecto al art. 8.^, pues podría con- 
siderarme relevado del deber de hacerlo, dada la noto- 
ria impropiedad de que un Código civil establezca la fuer- 
za obligatoria de las leyes penales , las de policía y las de 
seguridad, resultando, como resulta, verdaderamente 
extraño que el Código de Derecho privado se ocupe de 
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una materia referente á la Constitución del Estado y al 
Código penal. 

Tal vez se habrá incluido el mencionado artículo en el 
título preliminar del Código teniendo presente que tam- 
bién la responsabilidad civil puede derivar de los delitos 
y faltas; pero no por esto sería menos notoria dicha im- 
propiedad, considerando que en este caso, y para dicho 
efecto de la responsabilidad civil , vendría á resultar con- 
signado el principio del art. 8.^ con motivo de la respon- 
sabilidad subsidiaria , siendo así que no se consigna para 
la responsabilidad principal ó derivada del delito ó de la 
falta, respecto á lo cual , no en el Código civil , pero sí en 
el Código penal , debería haberse establecido el referido 
precepto encargado de afirmar la universalidad que en 
cuanto á su fuerza obligatoria tienen las mencionadas 
leyes á que dicho artículo hace referencia. 

Más interesante es lo concerniente á la nulidad de los 
actos y á la renuncia de las leyes, extremos ambos que 
son objeto ó materia de los dos párrafos del art. 4.° del 
título preliminar. 

Probablemente se habrá tratado de dicha materia en 
este título teniendo en cuenta que la referida nulidad y 
la indicada renuncia son efectos de las leyes ; y de las le- 
yes y de sus efectos se ocupa según su enunciado general 
el título preliminar. 

Pero á poco que se medite se ve que, aun cuando la nuli- 
dad de los actos á que se refiere el art. 4.*^ sea considerada 
como efecto de la ley, siempre resultará deficiente el pre- 
cepto en que semejante sanción se establece , si al propio 
tiempo ésta no se desenvuelve diciendo en qué ha de con- 
sistir la nulidad , si es ó no eficaz el acto de que se trate, 
aun cuando no se declare ó no se pronuncie la nulidad 
referida, y qué consecuencias ha de producir cuando so- 
bre la base de un acto nulo, pero aparentemente válido, 
se hayan realizado actos jurídicos, y determinado en su 
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virtud y por consideración á dicho acto nulo, ulteriores 
relaciones de derecho. 

Este complemento ó desarrollo, absolutamente indis- 
pensable para el verdadero valor práctico de lo dispuesto 
en el párrafo primero de dicho art. 4.°, no aparece en nin- 
guna parte del Código. Aunque pudiera decirse que esto 
se ha hecho, si bien por cierto de un modo diminuto é im- 
perfecto, al tratar de la nulidad del matrimonio (sección 
tercera, cap. iii, y sección quinta, cap. i, tít. iv del libro i), 
y al ocuparse de la nulidad de los contratos (cap. vi, tít. n, 
libro iv), no parece sino que el Código sólo ha fijado su 
atención en el matrimonio y en los contratos para deter- 
minar legalmente aquello en que consiste la nulidad, de- 
jando huérfano de solución lo relativo á la nulidad de to- 
dos los demás actos ó relaciones jurídicas, así como la 
fijación de los efectos que esté llamada á producir, lo 
mismo cuando la nulidad no ha sido declarada, como 
cuando ha tenido ya lugar su declaración. 

Nada más fácil y más frecuente que el que por sorpresa 
surja en la vida civil con carácter jurídico aparentemen- 
te válido un acto ó relación viciado de nulidad; nada 
más común, cuando esto sucede, que mientras no se re- 
clama y se pronuncia la declaración de nulidad de dicho 
acto, se reproduzcan, aunque sea pasajeramente, los mis- 
mos efectos que produciría si fuese válida, y que con esta 
ocasión se vaya complicando aquella situación originaria 
con nuevos actos realizados sobre la base de su aparente 
validez. 

Ahora bien: ¿puede ser bastante para toda esta materia 
de derecho, que entraña tantas y tan graves complica- 
ciones, sobre todo cuando la nulidad no ha sido aún judi- 
cialmente declarada, la mera enunciación abstracta y ge- 
neral del párrafo primero del af t. 4.°, de que son. nulos 
los actos ejecutados contra lo dispuesto en la ley? 

No niego el valor y bondad de este principio, y la razón 
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que haya existido para que en él se informe alguno de los 
preceptos llamados á calificar las causas de nulidad al 
desenvolver la materia de las relaciones nulas. Pero no 
basta aquella simple declaración de dicho artículo. 

En la imposibilidad de descansar únicamente en su solo 
enunciado, me he visto precisado á dedicar á este asunto, 
en el proyecto que acompaño, la sección segunda del ca- 
pítulo III, título preliminar del libro iv; pues es tan com- 
plicada y tan vasta esta materia, que lejos de ser suficien- 
te para la vida del Derecho, limitándola, como lo hace el 
Código, únicamente á la institución del matrimonio y á la 
de los contratos, reclama, lo mismo en estas instituciones 
que en todas las demás de las que pueden originarse actos 
ó relaciones nulas, un desarrollo completo que dé á cono- 
cer las distintas situaciones que en razón de dicha nuli- 
dad pueden producirse, y que en oposición á la materia 
relativa á las relaciones válidas, de que se ocupa la sec- 
ción primera del mismo capítulo iii, título preliminar del 
libro IV de mi proyecto, aparezcan los preceptos relativos 
á la nulidad de las relaciones ó de los actos, no como 
simples efectos de la ley, que al fin y al cabo lo es todo 
resultado jurídico, sino como verdaderos efectos de las 
relaciones traídas á la vida por alguna necesidad social ó 
por la voluntad individual. 

Cosa parecida ocurre con la materia de que se ocupa el 
párrafo segundo del artículo 4.° del Código, ó sea la re- 
nuncia de los derechos concedidos por las leyes. Parece 
dar á entender la manera como está redactado que existen 
derechos no concedidos por las leyes, siendo así que en 
realidad todo derecho es otorgado por la ley, aun cuando 
para su determinación ésta exija la existencia de un acto, 
como el nacimiento, el matrimonio, la sucesión, el con- 
trato, etc., etc., cuyos actos, en atención á sus distintos 
factores, pueden ser voluntarios ó necesarios, según su 
origen se deba á la voluntad ó á la naturaleza. 
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O el Código ha querido referirse á los derechos cuyo 
origen depende de causas necesarias, pero no de causas 
voluntarias, ó ha comprendido en un solo enunciado, tan 
general y abstracto como el que he hecho notar res- 
pecto á la nulidad de los actos, un asunto que, en lugar 
de tratarlo al ocuparse de los efectos de las leyes, de- 
bía haberlo tratado al hacerlo de la eficacia de las rela- 
ciones jurídicas, ya que en realidad el derecho, del mismo 
modo que la acción, cuando es perturbado, necesita 
siempre de la existencia de un acto originario de la 
relación jurídica para mostrarse como su resultado ó 
consecuencia, y no simplemente como efecto de la ley, 
independientemente de aquella relación á que debe su 
origen. 

El Código, sin embargo, ni se ocupa de las relaciones 
jurídicas en general para fijar su naturaleza y lo que es 
peculiar á su clasificación, ni trata tampoco de sus efec- 
tos, y, por lo mismo, de los derechos y de las acciones que 
nacen de dichas relaciones cuando son válidas, ni siquiera 
de las consecuencias y efectos que pueden producir en los 
casos en que sean nulas. 

Si se hubiera hecho esto en el Código como se hace en 
el título preliminar del libro cuarto del proyecto, no 
sólo aparecería el derecho como resultado ó efecto de 
la relación jurídica , á diferencia de ésta como institu- 
ción, que es precisamente el efecto ó resultado de la ley 
que la establece, lo cual en la práctica da lugar á la 
distinción entre el derecho posible cuando está sólo en 
potencia, y el derecho efectivo cuando ya se ha encamado 
en un objeto ó cosa que le presta utilidad, sino que además 
no se produciría la confusión al tener que fijar cuáles son 
los derechos renunciables, sobre todo no estableciendo 
como no establece el Código las notas que han de califi- 
car de contraria al interés ó al orden público la renuncia 
que se haga de algún derecho. 
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^ Aunque no intento modificar en lo más mínimo el len- 
guaje empleado en el Código á este propósito, entiendo, 
no obstante, que no conviene exponer á error por la va- 
guedad del tecnicismo usado por el legislador , y mucho 
más cuando éste considera equivocadamente como efecto 
de la ley lo que sólo es ó puede ser efecto de algún acto 
jurídico voluntario ó necesario; deduciéndose lógicamente 
de esta sencilla observación los motivos por los que he 
indicado que debían eliminarse del título preliminar del 
Código los artículos 4.° y 8.® principalmente, correspon- 
diendo colocar en lugares más adecuados todo lo referente 
á la nulidad de los actos , y lo relativo á los derechos y á 
su renuncia ó transmisión. 

Ya he dicho que en lo que concierne á la exclusión de 
las materias contenidas en el título preliminar era poco 
lo que tenía que exponer , y aun lo poco que digo se ex- 
plica fácilmente, por la circunstancia de que, no teniendo 
el Código, á diferencia del proyecto que presento, un lugar 
donde se desenvuelva con carácter esencialmente obje- 
tivo y de un modo sistemático la materia general ó común 
á todos los hechos de derecho y á todas las relaciones jurí- 
dicas, sólo ha podido dar cabida al importantísimo asunto 
sobre que versa el referido art. 4.° al tratar de las leyes 
en el título preliminar, presentando como efectos de las 
mismas lo que en realidad es sólo efecto de las relaciones 
ó de los hechos jurídicos. 

Por lo demás, lo diminuto del título preliminar, en el 
desarrollo de las materias de que se ocupa , explica que 
quede reducido á los pocos puntos indicados lo que en- 
tiendo que debe excluirse de su contenido, siempre que la 
reforma del Código se lleve á cabo , como propongo , in- 
formando el orden de sus instituciones en un sistema esen- 
cialmente científico y rigurosamente lógico. 

De todos modos, por la mera comparación entre el Có- 
digo y mi proyecto, á la simple lectura de los enuncia- 
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dos que uno y otro comprenden, en todo lo que se refiere 
á las fuentes de Derecho , aparece desde luego que yo in- 
cluyo en el libro primero correspondiente al título preli- 
minar del Código muchas materias que en él no están 
comprendidas ni indicadas siquiera, que completo y des- 
arrollo otras que están en el mismo tan sólo meramente 
enunciadas, y, por último, que reformo y rectifico, aparte 
de aquellas adiciones y complementos, otras muchas dis- 
posiciones que contiene y deben continuar formando parte 
del referido título preliminar. 

Sólo con estos cambios é innovaciones se consigue que 
las fuentes del Derecho civil no queden limitadas única- 
mente á la ley, como da á entender el Código, aunque 
admita también en otros artículos, no comprendidos en el 
título preliminar, la costumbre y aun los usos locales; que 
estén legalmente reguladas las relaciones que existen en- 
tre todas las fuentes del Derecho civil; que se desenvuel- 
van sistemáticamente las que también se dan entre la le- 
gislación general ó común y las legislaciones especiales, 
y, finalmente , las que sostienen entre sí la legislación na- 
cional y las legislaciones extranjeras. 

Lo principal en este punto se refiere á la inclusión de 
los asuntos ó materias que el Código ha dejado de tratar, 
cuyo hecho, por la comparación entre un sistema y otro, 
pone de manifiesto que lo legislable respecto á las fuentes 
del, Derecho no debe limitarse, como lo limita el Código, 
á un simple título, y aun de muy reducido articulado, pues 
su extensión y su importancia son bastantes para cons- 
tituir un verdadero libro distribuíble, en razón de las ins- 
tituciones que constituyen su materia, en títulos y ca- 
pítulos, conforme aparece en el libro primero de mi pro- 
yecto. 

Sin embargo, antes de ocuparme de todas las inclusio- 
nes que estimo indispensables, trataré, para no alterar el 
orden que me he propuesto seguir, de las varias materias 
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^e deben ser excluidas del libro primero del Código, toda 
vez que he señalado ya las pocas que también debían ser 
eliminadas del título preliminar. 

SECCIÓN SEGUNDA 

illttlerlas qu« deben eliminarse del libro primero del Código 
elvll vidente. 



]hl aterí Gbs que corresponde desenvolver en. los demás 
libros del Oódiso. 



Muchos son los asuntos que á mi juicio no debe com- 
prender el primer libro del Código, destinado únicamente 
á tratar de las personas. 

Sin sefialar por ahora las causas de semejante exclu- 
sión, resulta con perfecta claridad del proyecto que 
acompaño, que ni la paternidad y filiación, ni los alimen- 
tos, ni los derechos y obligaciones entre marido y mujer 
(que no sean sólo expresión de aquello en cuya virtud 
queda modificada la capacidad de esta última), ni la patria 
potestad como poder familiar, y, por tanto, en todo lo que 
no sea medio supletorio de la incapacidad de los hijos de 
familia, ni la prueba del matrimonio, ni tampoco el Re- 
gistro del estado civil , son instituciones llamadas á for- 
mar parte del libro destinado á la personalidad y á la ca- 
pacidad jurídica, esto es, á cuanto determina el estado de 
las personas y el modo como cada uno ha de ejercitar su 
actividad en el orden del Derecho privado. 

Todos estos puntos están también desenvueltos en mi 
proyecto; pero lo están ó en el libro cuarto, destinado á las 
relaciones, ya en el capítulo primero del titulo primero 
las que, como la paternidad y filiación y las de alimentos, 
reconocen por causa el nacimiento , ya en el capítulo se- 



— 188 - 
gundo de dicho libro las que, como los derechos y obliga- 
ciones entre marido y mujer, y los de la patria potestad 
como poder familiar, reconocen por causa el matrimonio; 
ó en el libro quinto las que, como la prueba del matrimo- 
nio y el Registro del estado civil, son materias que co- 
rresponden á las pruebas ó justificaciones de las relacio- 
nes jurídicas. 

En estas materias , lo verdaderamente esencial , sobre 
todo para determinar el lugar que lógicamente les corres- 
ponde en la economía ú organismo del Código , y el espí- 
ritu que ha de informar los artículos y preceptos que las 
regulen, es esclarecer y decidir, ante todo, si dichas ma- 
terias se refieren á la determinación de derechos particu- 
lares ó exclusivos para el aprovechamiento de las utilida- 
des, de los bienes ú objetos del derecho , ó si , por el con- 
trario, se refieren á la ordenación de las condiciones 
mediante las cuales se disfruta de la consideración de per- 
sona ó de elemento activo; en una palabra, á la determi- 
nación de los derechos que, independientemente de los 
bienes , afectan tan sólo á la persona misma á quien se 
refieren, sin más trascendencia que señalar, por el modo 
ó forma en que pueda ser activa , el alcance ó extensión 
de su capacidad jurídica. 

Precisa no confundir la esfera de acción personal, cons- 
tituida por los derechos que corresponden al sujeto so- 
bre los bienes de que pueda disponer, con la capacidad de 
la persona ó conjunto de condiciones mediante las cuales 
ha de hacer uso de sus derechos ó de los bienes que la 
correspondan. 

Lo primero constituye una ecuación entre la persona y 
los bienes, en cuya virtud se determina el derecho que á 
ésta corresponda sobre los mismos. 

Para lo segundo, basta considerar únicamente la sitúa* 
ción especial en que esta persona resulta colocada por la 
ley para el uso ó ejercicio de sus derechos. 
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Por esto lo primero, ó sea el conjunto de relaciones ju- 
rídicas entre las personas y los bienes (el sujeto y el ob- 
jeto), constituye la esfera en que puede ser activo todo 
sujeto de derecho, y en cambio la segunda, ó sea los esta- 
dos de las personas, expresa los medios ó manera posibles 
de ejercitar sus funciones para conseguir ó incorporarse 
aquellas utilidades jurídicas que necesita para sus fines 
individuales y exclusivos. 

Mediante esta natural y sencilla distinción, puede seña- 
larse fácilmente el lugar propio de las materias de dere- 
cho que corresponde distribuir en los distintos libros que 
se ocupan de la persona, de los bienes y de las relaciones, 
siendo evidente que mientras la modalidad de toda mani- 
festación jurídica no tenga ni pueda tener otra trascen- 
dencia que la de determinar el estado de los elementos 
personales, ó por mejor decir, la manera como deben ejer- 
citar su actividad las instituciones que de esto se ocupen, 
lógicamente habrán de corresponder, y, por consiguiente, 
ser tratadas en el libro destinado á las personas , cuya 
materia esencial está reducida á afirmar la personalidad 
jurídica, tanto en su clasificación ó determinación de 
las entidades que gozan la consideración de personas en 
el orden del Derecho, como en su capacidad ó mane- 
ra particular de ser cada uno de ellas jurídicamente 
activa. 

Á esto responde , como desde luego se ve en el libro 
segundo del proyecto que acompaño, el contenido de este 
libro , cuyo título preliminar sólo comprende la clasifica- 
ción de las personas , y los títulos restantes desenvuelven 
latimportante materia de la capacidad, tratándola así en 
su origen como en sus modificaciones, tanto en sus me- 
dios complementarios como en su reintegración y pérdi- 
da, sin otro objeto que el de fijar, mediante estos elemen- 
tos , los distintos estados de la personalidad en la vida 
civil y las diferentes formas que, en consideración á 
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dichos estados, puede revestir, según las circunstancias, 
toda actividad personal. 

He aquí por qué decía que, á mi juicio, no pueden 
corresponder al libro destinado á tratar de las personas 
las instituciones que concretamente antes he señalado y 
que entiendo deben necesariamente ser transportadas á 
otros lugares más adecuados del Código. Detengámonos 
un momento en su demostración. 

La paternidad y la filiación, instituciones de que se 
ocupa el tít. V, libro i del Código (artículos desde el 
108 al 141), no tienen por objeto dar á conocer las con- 
diciones esenciales para la existencia jurídica de la per- 
sona individual, asunto al que corresponde en el Derecho 
civil la institución del nacimiento ó de la viabilidad. Aque- 
llas instituciones se encaminan á fijar sobre la base del 
nacimiento ó de todo lo que á la viabilidad se refiere, y por 
tanto sobre la base positiva de la existencia de un indivi- 
duo, las relaciones que éste sostiene con las personas de 
quien procede, tanto para determinar esta misma proce- 
dencia (presunción de la paternidad, investigación de la 
maternidad y reconocimiento de los hijos), fijando, en su 
virtud, la verdad legal en materia de generación, como 
para establecer los derechos que, según esta genera- 
ción, corresponden respectivamente á los padres y á los 
hijos. 

El mismo Código vigente trata, como no podía dejar 
de hacerlo , con la debida separación lo que es asunto de 
la viabilidad para afirmar la existencia jurídica (en el 
título II ), y lo que es materia de la paternidad y filiación • 
para fijar los derechos entre los hijos y los padres (en el 
título v). 

Pues bien: esta afirmación de los derechos, ya relati- 
vos al apellido, alimentos, sucesiones, etc., etc., es, se- 
gún indicaba, el asunto propio de toda relación jurídica, 
como que precisamente en la economía del proyecto que 
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acompaño, lo mismo el derecho considerado pacífica- 
mente, que visto en estado militante, ó sea en forma de 
acción , aparecen ambos como resultado de la relación 
jurídica y expresión de su eficacia, siendo, por consi- 
guiente, indispensable que cuanto á ello se refiera sea 
asunto de las relaciones jurídicas por las cuales se deter- 
mine el derecho ó la acción que de las mismas derive. 

Siempre tiene especial interés , aunque sólo sea por la 
singularización del sujeto de derecho, consecuencia natu- 
ral de la fijación de su apellido, tener exacta noticia del 
nacimiento ; pero de todos modos, conózcase ó no su nom- 
bre y apellido j esté ó no definida la generación, constan- 
temente, por el mero hecho de la realidad de su existen- 
cia^ el individuo merecerá en el Derecho la consideración 
de persona, y gozará, por tanto, de la capacidad que para 
ser activa le corresponde. 

Esta sola distinción demuestra con completa evidencia 
que si la paternidad y la filiación no son indiferentes para 
determinar derechos en favor de la persona, contribu- 
yendo á crear ó aumentar el caudal de sus respectivos 
bienes, no son, sin embargo, condiciones esenciales para 
tener verdadera personalidad y capacidad jurídicas, for- 
zosamente derivadas del mero hecho de existir, lo mismo 
si es conocida la generación que cuando ésta es descono- 
cida. 

Si pues, en principio, tanto la personalidad como la 
capacidad de Derecho son independientes de la paterni- 
dad y de la filiación, es visto que estas dos instituciones 
no son materia de los atributos de la persona, sino sólo 
de los derechos derivados de sus relaciones con otras 
personas y con sus bienes; lo cual, á semejanza de todos 
los demás derechos producto ó resultado de las relaciones 
jurídicas, debe ser excluido del libro destinado á tratar 
de la personalidad y de su ejercicio, para incluirlo en el 
libro que se ocupe de las relaciones de derecho y de sus 
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consecuencias jurídicas, esto es, de los derechos y de las 
acciones. 

Lo mismo he de decir acerca de la institución relativa 
á los alimentos. Por necesaria que sea para la vida esta 
institución jurídica, siempre resultará que es sólo expre- 
sión de derechos derivados de las relaciones que sostenga 
un individuo con otros más ó menos ligados á él por tales 
ó cuales vínculos; pero de todos modos, tenga ó no dere- 
cho de alimentos, y sean ó no conocidas las personas que 
ya en concepto de cónyuges, padres, hijos, hermanos, 
estén obligados á prestarlos, en nada se opondrá la falta 
de derecho á obtenerlos, á que la personalidad y su ejer- 
cicio sean tan completos como corresponde en razón de 
las circunstancias que motivadas por la edad , discreción 
ó el estado de familia, etc., pueden afectar á la capacidad 
jurídica. 

No constituyen los alimentos una institución de las que 
forman parte del sistema de la personalidad y de la capa- 
cidad, en suma, de cuanto se refiere á las personas con- 
sideradas en sí mismas; son, por el contrario, una ins- 
titución propia de la materia de las relaciones jurídicas, 
siquiera, en atención al vínculo que deriva de la genera- 
ción, reconozca por causa el nacimiento, á semejanza de 
lo que también sucede con la paternidad y filiación, y aun 
con la misma institución del parentesco. 

Cosa análoga sucede en lo relativo á los derechos y 
obligaciones entre marido y mujer y á la patria potestad. 
En estas instituciones, que reconocen por causa al ma- 
trimonio, á diferencia de las anteriores, que derivan del 
hecho del nacimiento, se dan, no obstante, ciertas notas, 
aunque no sean las principales, que afectan á la capaci- 
dad de la mujer ó de los hijos de familia. 

La autoridad marital y la patria potestad pueden, como 
medios supletorios , ser interesantes para el asunto de la 
capacidad personal. Pero independientemente del alcance 
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de estas dos instituciones, eficaz la primera entre los cón- 
yuges y propia la segunda de los padres y los hijos, no 
dejan por esto de ser, como expresión de los poderes fa- 
miliares, instituciones relativas á la organización de la 
familia, que á la vez alcanza á las personas como á sus 
bienes, y que por lo mismo entra en el terreno de las 
relaciones que sostienen los individuos que la componen, 
salvo solamente en la parte que á la capacidad de éstos 
hace referencia. 

Aunque las modificaciones de la capacidad emanadas 
del estado de familia interesan al orden interior del hogar 
doméstico y descansan en el principio de subordinación 
que ha de informar la comunidad de vida establecida entre 
varios individuos, son no obstante dichas modificaciones 
asunto que principalmente afecta á la personalidad par- 
ticular de cada uno de éstos , en cuanto esencialmente se 
refieren á la determinación de la manera como han de 
realizar ó dar á conocer su respectiva actividad jurídica. 
Hay, pues, en las relaciones entre cónyuges, del mismo 
modo que en las que existen entre padres é hijos, una parte 
destinada á fijar la personalidad de cada uno, ó por mejor 
decir, la manera como cada uno de estos individuos es per- 
sona y debe funcionar como tal, y otra parte llamada á 
fijar las condiciones que constituyen la vida común de los 
mismos, tanto en Ío referente á la subordinación ó depen- 
dencia de las personas para la determinación de la auto- 
ridad en la familia ó los poderes familiares, como en lo 
relativo ál régimen y disfrute de sus bienes é intereses 
para la fijación de los medios indispensables en la reali- 
zación de dicha vida común. 

Estas relaciones, encaminadas á regular la comunidad 
de vida informando jurídicamente el organismo de la per- 
sonalidad familiar, son asunto que, considerado en la esfe- 
ra particular de cada uno de sus individuos, toca al orden 
de las relaciones que sostienen entre sí, y debe por esta 
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razón formar parte, según aparece en mi proyecto, del 
libro que se ocupa de las relaciones jurídicas, agrupándo- 
las en las que reconocen por causa el matrimonio, á dife- 
rencia de las que son resultado del nacimiento. Pero, en 
cambio, aquella parte que sólo se refiere, no á fijar estas 
relaciones de los individuos de familia, sino sólo á seña- 
lar las condiciones de la personalidad de cada uno, así 
como las circunstancias que al efecto lo califican de ver- 
dadero elemento activo, ha de corresponder forzosamen- 
te al libro que se ocupa de la determinación de todos los 
elementos activos en la vida civil, sin que para esto sea 
preciso otra cosa que llevar á este libro (el segundo de 
mi proyecto) una parte de los efectos de la patria potes- 
tad y de la autoridad marital, es á saber: aquellos que 
consisten en servir de medio supletorio ó complementario 
para la modificación de la capacidad por razón de sexo ó 
por la condición de hijo de familia. 

Si se limitasen á regular estos efectos supletorios ó 
complementarios de la capacidad jurídica las disposicio- 
nes del Código comprendidas en los llamados "Derechos 
y obligaciones entre marido y mujer„ (artículos del 56 
al 66), y en la patria potestad (artículos del 154 al 172), no 
habría necesidad de excluir del libro primero del Código 
nada de lo que disponen sus artículos. Mas como en di- 
chas disposiciones aparecen indebidamente confundidas 
y amalgamadas materias tan distintas como la relativa á 
la capacidad de la mujer casada y á la del hijo de familia, 
y la de los medios supletorios de sus respectivas incapa- 
cidades con las que, independientemente de estos dos as- 
pectos, se refieren á las relaciones que entre esposos ó en- 
tre padres é hijos determinan derechos especiales acerca 
de su subordinación personal ó de la administración de sus 
bienes, por esto hacía notar cuan evidentemente se im- 
pone la separación de esto último de lo que debe com- 
prender el libro destinado á tratar de las personas, y por 
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lo tanto, que debe lógica y necesariamente ser transpor- 
tado al libro dedicado á las relaciones de derecho, ya que 
lo mismo las condiciones que caracterizan á dicha subor- 
dinación, que las que constituyen el régimen ó adminis- 
tración del patrimonio, así común como particular de 
los individuos de la familia, no son circunstancias que 
califican ni influyen para nada en lo que es esencial á 
cada uno de ellos para tener la consideración de persona 
y poder ejercitar, por consiguiente, su respectiva activi- 
dad jurídica. 

No porque se trate de relaciones ó derechos referentes 
á la persona de alguno de los cónyuges , de los padres ó 
de los hijos, hay que colocar las disposiciones que las re- 
gulen en el libro primero del Código, ó segundo del pro- 
yecto que acompaño. 

Si la sola circunstancia de tratarse de derechos refe- 
rentes á personas fuera motivo bastante para incluirlos 
en el libro que de éstas se ocupa, como en realidad todos 
los derechos únicamente á las personas se refieren , sería 
indispensable comprender todo el Derecho civil en el li- 
bro que se ocupa de las mismas. ¿Por qué no se trata de 
las relaciones entre acreedores y deudores, entre censua- 
listas y censatarios, entre compradores y vendedores, et- 
cétera? Pues relaciones entre personas son, y la misma 
razón habría para comprenderlas todas en el libro donde 
se fijan las que existen entre los cónyuges y los padres é 
hijos, en todo lo que no se refiere á la materia de su capa- 
cidad civil. 

No hay que confundir lo que sirve en el Derecho para 
afirmar la persona, esto es, su existencia jurídica y su 
modo de obrar, con lo que en el Derecho sirve para dar á 
conocer lo que es materia de sus derechos y obligaciones. 
Lo primero (personalidad y capacidad) es base necesaria 
para lo segundo (derechos y obligaciones). Aquello da á 
conocer los estados ó situaciones de la persona con en- 
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tera independencia de los derechos ;y obligaciones que 
tenga 6 pueda tener, y en cambio estos últimos reve- 
lan los distintos vínculos ó relaciones que cada persona 
sostiene con las demás, y de cuyas relaciones aquellos 
derechos y obligaciones son tan sólo consecuencia ó re- 
sultado. 

Por esto en la personalidad y la capacidad está consi- 
derado el sujeto de derecho en sí mismo, mostrando la 
multitud ó variedad de estados en que puede encontrarse 
para poder sostener la vida de relación y conseguir por 
este medio los derechos ó imponerse las obligaciones más 
adecuadas á sus fines particulares; por esta razón, cuando 
tanto el Código en el libro primero, como mi proyecto en 
el libro segundo, califican de tratado de personas al con- 
tenido de estos libros, se entiende y no puede menos de 
entender que se va á desarrollar en ellos, no todo el Dere- 
cho privado, según sería indispensable si habían de regu- 
lar todo lo que á la persona se refiere, sino sólo de aquella 
parte del Derecho civil destinada á tratar de los atributos 
de la persona y de cuanto la es indispensable para que 
como tal pueda intervenir en las relaciones de derecho. 

Y no destruye este razonamiento la gratuita suposición 
de que el Código pueda haber llevado al libro primero las 
relaciones entre marido y mujer y las que existen entre 
padres é hijos para agrupar en un mismo libro todo lo re- 
lativo al llamado derecho de familia. Ni es fácil que su 
plan haya obedecido á este criterio, cuando, según antes 
he indicado, no da á conocer lo que entiende por familia, 
ni cuál sea su causa determinante, ni entre qué personas 
existe, ni nada en fin de lo que es esencial para caracte- 
rizar legalmente á dicha institución , y mucho menos al 
observar que en otras varias partes del Código trata de 
derechos y obligaciones del marido y la mujer y de rela- 
ciones familiares. 

Si la intención del Código hubiese sido regular á la fa- 
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milia como institución verdaderamente fundamental, y 
desenvolver en un solo libro todo lo'queáella debiefa 
corresponder, no encontraríamos esta separación que 
pone de manifiesto la simple lectura de sus artículos. 

Es más: aun afirmando el concepto de la familia como 
lo he hecho en el proyecto que acompaño , no he podido 
prescindir de separar las disposiciones encaminadas á es- 
tablecer las condiciones de su existencia y capacidad ju- 
rídica, de aquellas que, fijando su organización y su régi- 
men, corresponden al orden de las irelaciones que sostienen 
entre sí los individuos que la componen, y que, por lo mis- 
mo que de éstas se ocupan, forman parte del libro desti- 
nado ¿desenvolver únicamente las relaciones de derecho. 

No es, pues, el concepto de familia lo que puede expli- 
car la inclusión en el libro primero del Código de todas 
las materias de que tratan los artículos antes indicados, 
relativos á los derechos y obligaciones entre marido y 
mujer y á los derivados de la patria potestad. No es tam- 
poco el concepto de persona lo que pueda justificar el 
motivo de semejante inclusión; porque si ésta no ha sido 
meramente arbitraria, sólo puede haber respondido á su 
carácter de relación , la cual , aunque solamente se des- 
arrolle entre esposos y entre padres é hijos, no es en su 
esencia distinta de las que puedan existir entre personas 
extrañas. 

Exista ó no vida común entre las personas para las que 
se hallan establecidas las relaciones de derecho, mientras 
no se trate de lo que es peculiar á la personalidad y á la 
capacidad, su desenvolvimiento ha de venir lógicamente 
comprendido, según así se contiene en el proyecto que 
acompaño, en el libro dedicado á regular las relaciones 
de derecho. 

No son las instituciones de que acabo de ocuparme (pa- 
ternidad y filiación , alimentos y relaciones entre padres 
é hijos) ías únicas que á mi juicio deben eliminarse del 
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libro destinado á la personalidad. Ya indiqué que deben 
ser también eliminadas todas las disposiciones referentes 
á la justificaición ó prueba de los hechos jurídicos. Á esta 
clase corresponden las disposiciones que el Código con- 
tiene en el libro primero, calificándolas de prueba del ma- 
trimonio (artículos del 53 al 55), prueba de la filiación le- 
gítima (artículos del 115 al 117), Registro de tutela (artícu- 
los 288 al 292), y Registro del estado civil (artículos del 325 
al 332). 

No he de hablar en este momento del valor sustantivo 
de la prueba, á distinción de su valor adjetivo^ ni menos 
aún presentar la separación que existe dentro del orden 
sustantivo entre la materia de la prueba y su fuerza <J 
valor jurídico, y la que existe igualmente en el orden ad- 
jetivo ó procesal entre el modo y oportunidad de la pre- 
sentación de las pruebas en el juicio y el efecto especial 
que por el modo de presentarse en los pleitos ó litigios 
puedan también producir. ' 

La sustantividad de las pruebas independientemente de 
su consideración en el orden procesal, la reconoce el mis- 
mo Código civil como lo había reconocido á su vez nuestra 
antigua legislación. 

Aunque el Código no haya concedido bastante impor- 
tancia jurídica á las pruebas para -que su desarrollo me- 
rezca un libro ó tratado especial, á semejanza de los 
demás elementos (las personas , los bienes y los hechos 
ó relaciones jurídicas), no ha podido prescindir de dic- 
tar varias disposiciones acerca del fondo de esta ma- 
teria, que es lo que constituye su parte esencial ó sus- 
tantiva, según se ve en las que anteriormente he indicado 
respecto al libro primero. 

Como esta materia tan importante no ha sido desarro- 
llada en el Código civil por medio de un libro especial, 
sus redactores sin duda han considerado que la necesidad 
de ocuparse de la parte sustantiva de las pruebas que- 
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daba suficientemente atendida tratando de la especialidad 
de cada una de sus clases al hacerlo de las instituciones 
á que respectivamente éstas se refieren. 

No sólo se observa esto en el libro primero respecto á 
la§ pruebas que he citado, sino en lo$ demás libros, en los 
cuales se ocupa del Registro de la propiedad (tít. viii, 
libro II ), con relación á lo dispuesto en la ley Hipoteca- 
ria, y de la llamada prueba de las obligaciones (en el ca- 
pítulo ,v, tít. I del libro iv). 

Dos cosas aparecen, sin embargo, con entera claridad 
en el Código civil en lo que respecta á las pruebas , á 
saber: la necesidad de ocuparse de ellas, como lo hace, 
en su materia sustantiva, y su completa disgregación en 
cuanto al modo como por el mismo son tratadas. 

Por más que esto último resulte siempre perjudicial y 
se traduzca en confusión, aunque no sea más que con 
motivo de las dificultades que produce para la inteligen- 
cia y consulta de sus disposiciones, aún cabría admitir 
este sistema , por desordenado é inseguro que sea , sobre 
todo en las relaciones de unas pruebas con otras, si al fin 
presentase el Código tan completa la materia legislada 
sobre pruebas, que toda relación tuviera medio adecuado 
de ser justificada para perpetuar en forma auténtica el 
recuerdo ó memoria de su existencia. 

Mas aunque nos propusiésemos agrupar en un solo tra- 
tado todas las disposiciones que están esparcidas en el 
Código referentes á las pruebas, como no es posible afir- 
mar sin incurrir en grave error que tan vasta materia 
jurídica en su parte sustantiva se limita al matrimonio, 
la filiación legítima, tutela, estado civil. Registro de la 
propiedad y obligaciones , y mucho menos en considera- 
ción á los elementos probatorios que respectivamente son 
objeto de las disposiciones que se ocupan de dichas clases 
de prueba, se comprende desde luego que tan notoria 
deficiencia ha de hacer doblemente confusa y peligrosa 
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semejante designación, lastimosamente introducida en el 
Código civil. 

Hay que apreciar en su verdadera importancia la tras- 
cendental materia de la justificación de las relaciones 
jurídicas, y bien merece un asunto tan interesante y com- 
plicado ser objeto de un libro en el cual , siguiendo el 
mismo orden de las instituciones tratadas en los demás 
libros del Código , esté reunido y completamente orde- 
nado todo lo relativo á los medios probatorios. 

Al fin hay que atender en todo hecho jurídico, no sólo á 
las condiciones que lo caracterizan como tal, sino á aque- 
llas por las cuales pueda ser constantemente conocido. 

La eficacia de los hechos, no sólo depende de su reali- 
dad, sino de la posibilidad de ser socialmente apreciados, 
viniendo de esta suerte la materia referente al conoci- 
miento de los hechos jurídicos á alcanzar una importancia 
igual á la que es propia de su determinación, pues la justi- 
ficación ó la prueba del hecho jurídico desempeña una fun- 
ción equivalente á la que cumple en el derecho la acción 
respecto á la relación jurídica. Ésta se perpetúa por el de- 
recho y por la acción. El hecho jurídico se perpetúa por la 
prueba. 

Es, por consiguiente, tan natural como lógico que, 
estando como está destinado el último de los libros del 
proyecto que acompaño á tratar de las pruebas ó de la 
justificación de las relaciones jurídicas, se eliminen del 
libro primero del Código civil todas las disposiciones ante- 
riormente indicadas relativas á la materia de pruebas, ya 
que, según se ha visto, sólo forman parte de dicho libro, 
y aun refiriéndose á leyes complementarias ó cuya sub- 
sistencia se reconoce con separación del Código , por no 
haber tenido la previsión y el acierto de llevar á un libro 
dedicado á desenvolver sistemáticamente, y constituyen- 
do un todo jurídico, una materia que en el orden del De- 
recho alcanza tan notoria y trascendental importancia. 
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I 2.' 

Materias que deberían. exoLuirse del 0<^diso oiviL 

Hasta ahora he señalado aquellas instituciones que, 
aunque estimo que deben ser eliminadas del libro primero 
del Código civil , deben , sin embargo , ocupar un lugar 
adecuado en alguno de los demás libros en que este Có- 
digo está dividido. 

Pero antes de ocuparme en el cap. ii de este tít. iv de 
las materias jurídicas que deben ser incluidas en el Có- 
digo , no me creo dispensado de explicar por qué en mi 
proyecto no se contiene disposición ni precepto alguno 
referente á dos instituciones: los esponsales y el consejo 
exigido á los mayores de edad para contraer matrimonio ^ 
asuntos sobre los que legisla el Código civil vigente en 
sus artículos 43, 44, 45, 47, 48 y 49. 

Si no he comprendido en mi proyecto ninguna de estas 
dos instituciones, no ha sido consecuencia de involunta- 
rio olvido; por el contrario, ha sido intencional y delibe- 
rado el propósito de no hacerlo, porque estimo que el 
criterio del Código en estos dos puntos es más perjudicial 
que beneficioso, resolviéndome, por esta razón, á elimi- 
nar por completo del proyecto dichas dos instituciones 
reguladas por el Código vigente. 

Pocas palabras voy á decir tan sólo acerca de cada una 
de ellas para justificar mi innovación ó reforma. 

El legislador no se ha atrevido en el nuevo cuerpo legal 
á prescindir en absoluto de los esponsales, pero establece 
ya el principio de que no producen obligación de contraer 
matrimonio, prohibiendo que ningún Tribunal admita de» 
manda alguna en que se pretenda obligar á su cumplí* 
miento (art. 43). 

Esta solución , tan en armonía con la reforma que en 
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este punto introdujo ya la ley de Matrimonio civil de 1870 
(art. 3.°), siguiendo las tendencias modernas, encaminadas 
á evitar toda coacción, aunque sea indirecta, para un 
acto tan trascendental y para el que es la libertad más 
necesaria, tiene una marcada significación ó alcance po- 
lítico, si se considera que incluido eí art. 43 del Código en 
la sección relativa á las disposiciones comunes á las dos 
formas de matrimonio, y habiendo sido concordada con 
la Santa Sede la base que el Código desenvuelve , dicho 
precepto es extensivo lo mismo al orden civfl que al ca- 
nónico, desde el momento que ni en la jurisdicción ordi- 
naria ni en la de los tribunales eclesiásticos puede ser 
sustanciada demanda alguna sobre cumplimiento de es- 
ponsales. 

Pero aun así , la solución del Código no basta á disipar 
todas las dudas que pueden suscitarse, y por lo que en otro 
artículo establece se ve que ha procedido el legislador con 
sobrada timidez. 

Al fin y al cabo, aunque no para obligar á casarse, los 
esponsales producen algunos efectos civiles. 

Ahora bien: como el Código no legisla sobre ellos, segui- 
rán regulados por nuestro antiguo derecho , quedando re- 
ducida la reforma del Código únicamente á limitar sus 
efectos para que no obliguen al matrimonio, surgiendo, 
por consiguiente, la duda de si, aunque no obliguen á 
que lo celebren los que los hayan contraído, podrán im- 
pedir la celebración del matrimonio entre personas dis- 
tintas de las que los celebraron. 

Los esponsales producen, pues, efectos jurídicos, y así 
lo establece terminantemente el art. 44, que llega á impo- 
ner cierta sanción cuando la promesa de futuro matrimo- 
nio reúne las circunstancias que en dicho artículo se ex- 
presan. 

El proyecto que acompaño, ni por incidencia trata de 
los que el Código llama esponsales de futuro. Sienta un 
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principio enteramente ajustado á la naturaleza del matri- 
monio. Se limita á decir que nadie puede obligarse ni ser 
obligado á contraer matrimonio; y excluyendo por este 
sencillo procedimiento toda materia de obligación ó de 
caus4 civil de obligar en ninguna dase de promesas ó com- 
promisos para casarse, cierra en absoluto la puerta á la 
institución de los esponsales, inútil como mera prepara- 
ción del vínculo conyugal, y contraria, como garantía 
previa del matrimonio, á los atributos esenciales de la 
personalidad humana, que no pueden ser comprometidos 
por un contrato y cuya integridad en este punto exige el 
respeto á los cambios de la voluntad mientras no quede 
la familia legalmente constituida. De este modo, negando 
en ellos toda causa de obligar, no admito las consecuen- 
cias á que se refiere el art. 44 del Código; por esto pido su 
corrección ó reforma. 

En efecto: si el art. 43 del Código declara que los espon- 
sales no producen obligación de contraer matrimonio, 
(fpor qué impone una sanción al que una vez celebrados 
rehusa casarse sin justa causa? 

Si no se reconoce en la promesa de futuro matrimonio 
materia ó causa de obligar , el que rehusa casarse usa de 
la completa libertad que el Código le da para ello, y el 
que usa de su derecho á nadie perjudica; regla de justicia 
ó principio de universal aplicación, formulado ya por la 
regla 14.*, tít. xxxiv de la Partida 7.* 

El hecho de haberse otorgado la promesa en documento 
público ó privado, y aun, sin estas circunstancias, el de 
haberse publicado las proclamas, no cambia las condicio- 
nes de un acto esencialmente revocable y cuya revocabi- 
lidad no puede constituir causa obligatoria para incurrir 
en una sanción. 

Los que celebran esponsales, ya saben que éstos no obli- 
gan á contraer matrimonio. La naturaleza de esta pro- 
mesa ó compromiso no es jurídica, es puramente moral. 
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Darles fuerza tan sólo para imponer ciertas sanciones al 
que rehusa cumplirla, es lanzar á las familias á pleitos es- 
candalosos y susceptibles de acarrear el menosprecio ó la 
difamación, porque no es posible impedir que, á pretexto 
de alegar justa causa para rehusar el matrimonio , se re- 
velen secretos que ni al bien público ni al privado inte- 
resa conocer, ó se propongan pruebas que ataquen al pu- 
dor, ó se acuda á medios y se hagan imputaciones que, por 
extrañas que parezcan , no cabe rechazar de plano, tra- 
tándose de un asunto tan delicado como el de justificar 
el cambio de voluntad para contraer matrimonio con una 
persona determinada. 

Es de creer que el precepto del art. 44 no tendrá jamas 
observancia en la práctica, porque aun la familia más 
despechada y ofendida preferirá dejar de hacer uso del 
derecho concedido por este artículo, á dar motivo, con el 
ejercicio de su acción, á que el que defienda la negativa 
para el matrimonio la haga blanco de acusaciones y pro- 
banzas que casi siempre redundarían en menosprecio del 
honor y dignidad de la familia reclamante. Este peli- 
gro puede tomar mayores proporciones, por la grave 
dificultad de precisar lo que deba entenderse por justa 
causa. 

La indeterminación legal, que es inevitable tratán- 
dose de materia tan delicada, ha de entregar este asunto 
á la mera apreciación judicial, y ser, por tanto, de tal 
latitud en la discusión, que la incertidumbre acompañará 
casi siempre al escándalo. 

Una medida tan peligrosa en los medios que pueden 
emplearse para realizarla, tan incierta en sus resultados 
y rechazada en la práctica por la conciencia social, hasta 
el punto de quedar sólo para casos excepcionales en que 
se trate de personas poco aprensivas y más celosas de su 
interés que de su decoro y dignidad, debe desaparecer 
del Código, porque carece de condiciones para que sea 
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útil y no está ajustada ni á los principios de la moral ni 
del derecho. 

Tampoco he admitido en mi proyecto la necesidad de 
pedir el llamado consejo paterno ó materno para contraer 
matrimonio, tratándose de los hijos mayores de edad. 

Reconozco que esta institución existía ya en nuestro 
anterior Derecho; el Código la ha extendido, además, á 
toda clase de hijos, tomándola como resultado, no de la 
legitimidad, sino de la generación, y como expresión de la 
consideración y respeto debidos constantemente á los 
padres; pero temo que por pedir al Derecho lo que es 
obra de la Moral pueda la oficiosidad del Código perju- 
dicar más que favorecer ese mismo respeto y conside- 
ración que los hijos deben tributar constantemente á sus 
padres. 

El Derecho ha de desconfiar de toda institución que, 
consistiendo en una exigencia, conduzca tan sólo á un 
retardo ó aplazamiento para poder hacer válidamente lo 
que antes estaba prohibido. La falta de propia virtualidad 
en estos casos, dejando reducida la prohibición á un mero 
plazo, es muy ocasionada á que degenere en burla ó me- 
nosprecio, y aun se traduzca en odio y resentimiento el 
medio de que el legislador se promete conseguir prestigio 
y consideración. 

Ciertamente que merece aplauso y todo el mundo es- 
tima como bueno cuanto conduzca á hacer más positiva 
y pública la reverencia filial. Pero las instituciones jurí- 
dicas no se recomiendan exclusivamente por su bondad; 
el bien considerado en sí mismo, sólo presta materia á la 
esfera de la moral. 

El que no se siente impulsado por el respeto y por el 
cariño á solicitar de sus padres el consejo para celebrar 
matrimonio, lo hace para cumplir una mera fórmula exi- 
gida por el Derecho positivo, y esto para nada sirve á las 
nobles miras que se propuso el legislador. ¿Á qué exigir 
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la petición del consejo á los que son ya mayores de edad? 
¿Es que sólo con ocasión del matrimonio debe tributarse 
álos padres el respeto y la consideración filial? No, esos 
deberes reverenciales existen siempre, deben cumplirse 
en todos los actos de la vida; y, sin embargo, en ningún 
otro establece el Derecho sanción positiva á su incum- 
plimiento, respetando, como es natural, el influjo y acción 
de las costumbres, de la moral, de la religión y de todos 
los elementos que informan la social cultura. 

En el orden jurídico no cabe, sin incurrir en palmaria 
contradicción de principios, imponer límites á la facultad 
de adoptar libremente todas las determinaciones lícitas, 
tratándose de aquellos á quienes la ley declara en la pleni- 
tud de su capacidad jurídica. Ó son capaces, ó no lo son> 
para determinarse libremente. No es motivo bastante para 
establecer una excepción el que esa limitación consista en 
una espera durante un corto plazo; siempre representará 
un obstáculo á la libertad; y, por otra parte, nadie es ca- 
paz de prever, por breve que sea este aplazamiento, los 
cambios y complicaciones en la suerte y el destino que 
se promete el que es mayor de edad del matrimonio que 
está resuelto á contraer. 

Ni la fuerza de la tradición puede invocarse en apoyo 
de lo dispuesto en el Código acerca de esta institución, tan 
contraria á los buenos principios de derecho. 

Ajustábanse á estos principios nuestras antiguas leyes; 
y si bien es cierto que con anterioridad al Código existía 
ya la necesidad de impetrar la licencia y el consejo , no 
hay que olvidar que ambas cosas se exigían cuando no 
era la edad causa legal de emancipación. 

Nuestro Derecho, puede decirse que hasta la ley de Ma- 
trimonio civil de 1870, obligaba á pedir el Consejo; pero 
lejos de representar esta exigencia un obstáculo para el 
ejercicio de la libertad y de significar limitación de la ca- 
pacidad plena, franqueaba, por el contrario, una especie 
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de avanée para su ejercicio. No era, como es hoy, un li- 
mite para el que es plenamente capaz. 

Aquel hijo de familia que por serlo, independientemente 
de su edad, tenía modificada su capacidad jurídica, veía 
reducida esta modificación, pues no pudiendo verificar 
otros actos de derecho, podía, sin embargo, casarse sin 
más que pedir el consejo, aunque no hubiese cumplido 
los veinticinco años, que era el plazo señalado para la ma- 
yor edad. 

El consejo tenía entonces verdadera razón de ser, era 
un medio de ir concillando en la vida el principio de auto- 
ridad y de disciplina familiar, representado por la patria 
potestad de nuestro antiguo derecho, con el principio de 
libertad que las tendencias y progresos modernos recla- 
maban en favor de los hijos de familia, mientras las leyes 
no llegasen á proclamar, como lo hicieron Ja ley de 1870 
y el Código vigente, la emancipación legal por razón de 
edad, que este último ha anticipado fijándola en los vein- 
titrés aftos. 

No son, pues, razones históricas las que pueden invo- 
carse en favor de la petición obligada del consejo en los 
matrimonios de los mayores de edad . Soló por Ío breve 
del período que media desde la ley de Matrimonió civil 
hasta el nuevo Código, período de verdadera transición^ 
puede explicarse que no se planteara francamente el pro- 
blema que entraña la cuestión relativa á la obligación 
de los hijos mayofes de edad de solicitar para contraer 
matrimonio el consejo de sus padres. 

En aquella situación ó estado de derecho , era preciso 
concertar leyes tan distintas como la llamada del disenso 
paterno y de la emancipación legal por edad; pero hoy no 
existe esta disculpa, no habiendo sido más que un incon- 
cebible olvido de la misión histórica que ha desempeñado 
esta institución en nuestro anterior derecho positivo. 

El deber de solicitar el consejo tuvo un carácter esen- 
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cialmente jurídico, fundado en la necesidad de ate- 
nuar desde cierta edad, y sólo para la constitución de la 
familia, los rigores de la patria potestad. Hoy su misión 
ha de ser exclusivamente moral. 

De aquí la insuficiencia de los medios coactivos y la 
inutilidad de sus resultados prácticos. 

Es más : no sólo aparece como una institución inútil, 
§ino que la considero peligrosa, porque abre un portillo 
á las luchas domésticas, facilita ocasión para que la ne- 
gativa paterna sea fuente de odios y rencores entre per- 
sonas en quienes la ley debe cuidadosamente fomentar el 
respeto, la paz y una estrecha unión. 

El consejo no sirve para fortificar la autoridad de los 
padres, antes la rebaja y la deprime; y como tampoco im- 
pide en definitiva que el matrimonio de los hijos se cele- 
bre, aunque el consejo del padre sea desfavorable ó nega- 
tivo, es la manzana de la discordia arrojada por la ley 
entre los padres y los hijos, porque difícilmente olvidará 
el cónyuge, que ha entrado en la familia á despecho y con 
oposición pública del padre ó madre de la persona con 
quien se casa. 

Esta situación es muy ocasionada á acumular gérme- 
nes de discordia en las familias , con menoscabo y des- 
prestigio del respeto debido á los padres, y todo esto para 
obtener tan sólo una pequeña dilación ó aplazamiento en 
la celebración de dicho matrimonio. 

Pesadas todas estas consideraciones, he creído deber 
prescindir en absoluto de una institución que ni la razón 
jurídica ni la historia de nuestro derecho justifican. 

Aun cuando no se acepte mi criterio, aunque se insista 
en conservar en el Código civil esa necesidad, para los 
hijos mayores de edad , de solicitar el consejo de sus pa- 
dres, se impondría sin embargo imperiosamente la refor- 
ma del art. 47 del Código civil vigente. 
Al ordenar el art. 47 la obligación de los hijos mayores 
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de edad de pedir, para la celebración de su matrimonio, 
el consejo de los padres, estableciendo que cuando omi- 
tan este requisito no puedan contraerlo durante el plazo 
de tres meses, se limita á decir que únicamente se ha de 
pedir al padre, y en su defecto á la madre, fijándose sólo 
en la condición de paternidad y de maternidad, y afir- 
mando la prelación del padre de un modo absoluto, sin 
salvedad de ninguna especie. El legislador ha creído que 
diciendo esto estaba ya dicho todo , y á poco que se me- 
dite se verá que ha padecido una grave é inexplicable 
equivocación. ' 

Atiende el Código únicamente al hecho de la genera- 
ción, tomándolo como base de aquella obligación im- 
puesta á los hijos; pero por lo mismo que resulla esta so- 
lución tan absoluta y radical, no puede, aceptarse sin pro- 
testa; estando como está también la generación ilegítima 
comprendida en dicha solución por el texto á que me re- 
fiero. 

No soy escéptico ni pesimista ; no creo , como algunos, 
que siempre y en todo caso hay que afirmar en la genera- 
ción sólo la certeza de la maternidad y la duda de la pa- 
ternidad. No, la ley ha de reconocer y proclamar por 
igual, salvo prueba en contrario, la certidumbre en la ge- 
neración paterna y materna cuando trata de la familia 
legítima, de la familia consagrada por la santidad de la 
Iglesia ó por la majestad del Estado. 

Estas racionales y justas consideraciones que existen 
para sostener la presunción legal de la paternidad cuando 
procede del matrimonio, se quebrantan y debilitan en las 
uniones ilegítimas, en las que es forzoso convenir que, si 
ha de ser favorable á la madre la presunción de la certeza 
de la generación, ha de ser dudosa la del padre. 

Se comprende que el Derecho acoja y regule las situa- 
ciones especiales que por distintas y muy variadas causas 
la realidad de la vida le presenta, así como que atribuya 
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mayores ó menores derechos y obligaciones á la filiación 
y paternidad natural, según los casos y las circunstancias 
de esa generación producida fuera del matrimonio. No 
discurro ahora sobre cuestión tan delicada, pero entienda 
que hay que mirar con desconfianza y hasta como un ver- 
dadero peligro un precepto que, prescindiendo por com- 
pleto de casos y circunstancias, obliga á los hijos mayo- 
res de edad , en absoluto y sin excepción ni salvedad de 
ningún género, á impetrar para su matrimonio el conseja 
de su padre y de su madre. 

La indisculpable precipitación con que se redactó el 
Código civil no permitió sin duda al legislador fijarse en 
aquellas distintas situaciones , y que no todas permitían 
ser medidas por un mismo é idéntico criterio legislativo, 
haciendo en este punto el Código lo que en otras muchas 
materias ha hecho, como tendré ocasión de ir demos- 
trando en el curso de este trabajo. 

No pretendo examinar todas las diferentes situaciones 
que pueden presentarse. Cumple tan sólo á mi propósito 
de ahora indicar, siquiera como ejemplo, algunas de ellas 
para demostrar el absurdo de la disposición legal que 
resulta manifiesto y evidente, comprendiendo en estas 
injustas consecuencias á que da lugar el artículo que 
examino, no sólo á la filiación natural , sino también en 
muchos casos á la filiación legítima. 

Para no hacer demasiado extensas estas consideracio- 
nes, me limitaré, en la demostración, á los hijos habidos 
en matrimonio. 

Ya se trate de la generación producida por un matri- 
monio nulo, ya se trate del divorcio con culpabilidad del 
marido ó de ambos cónyuges, ya en fin, de aquellos casos 
en que se haya privado al padre ó á los padres de la pa- 
tria potestad, es verdaderamente incomprensible que la 
ley haga depender, siquiera sea en un período de tiempo 
determinado, la suerte de un hijo mayor de edad, en un 
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asunto tan trascendental como es el de la constitución de 
su familia, de la voluntad de personas á quienes la ley, 
durante la menor edad de aquél, hubo de privar por in- 
dignas, de la patria potestad. 

En efecto, sabido es que, tratándose de un matrimonio 
nulo, no siempre es correlativa la legitimidad en la pater- 
nidad con la legitimidad en la filiación. El hijo puede ser 
legítimo, y, sin embargo, ser ilegitimo su padre, y esto 
ocurrirá más frecuentemente, desde la reforma que es- 
timo inaceptable hecha por el Código en este punto (últi- 
mo párrafo del art. 69), según la cual cabe la legitimidad 
de la filiación á pesar de la mala fe de ambos padres en la 
celebración del matrimonio, y, por consiguiente, no obs- 
tante la ilegitimidad de la paternidad y de la maternidad. 

Si, por ejemplo, el padre sacrilego ó adulterino resulta 
por este motivo excluido de toda autoridad familiar sobre 
la persona del hijo, y éste queda colocado bajo la patria 
potestad de la madre, en el caso en que ésta hubiese tenido 
buena fe, ¿e& posible que sin sancionar una irritante injus- 
ticia, se obligue 4 este hijo, cuando se propong-a contraer 
matrimonio durante su menor edad, á que haya de pres- 
cindir de la autoridad de su madre legítima y obtener la 
licencia de su padre ilegítimo, y que del mismo modo, si 
es mayor cuando haya de celebrar el matrimonio, se le 
obligue también por la ley á solicitar el consejo de aquel 
padre que por sacrilegio ó adulterio no ha podido jamás 
legitimar su paternidad? 

Cosa parecida ocurre tratándose de la aplicación del 
artículo 47 del Código en los casos de divorcio con culpa- 
bilidad del marido ó con culpabilidad común. En el pri- 
mer caso la inocencia de la madre atrae á los hijos á su 
patria potestad , y, sin embargo , sucedería el caso anó- 
malo, y por demás injusto, de que si cuando fuesen mayo- 
res de edad trataran de contraer matrimonio, tendrían que 
solicitar el consejo, no de la madre, bajo cuya potestad 
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habían estado, sino del padre, de quien habrían vivido 
separados desde la declaración del divorcio. En el segun- 
do caso, excluidos los padres por su culpabilidad común 
de la patria potestad sobre sus hijos, éstos, menores ó ma- 
yores de edad, estarán obligados por la ley á prescindir 
de la autoridad y consejo del tutor, bajo cuya guarda 
ella misma los colocó por la exclusión de sus padres (ar- 
tículo 73), y á impetrar y obtener la licencia ó el consejo, 
€n su caso, de aquellos á quienes la ley consideró indig- 
nos de tenerlos en su poder. 

Igual resultado ha de producirse cuando, sin necesidad 
del divorcio de los padres, se hubiese decretado contra 
ambos ó contra cualquiera de ellos la pérdida ó privación 
de la patria potestad, y aun en estos casos adquiriría ma- 
yores proporciones el conflicto provocado por el artículo 
del Código, teniendo presente que, surgiendo estas situa- 
ciones únicamente por delito ó por causas relativas á las 
personas de los hijos, se verían éstos precisados, para po- 
der constituir familia, á acudir á aquellos á quienes la ley 
destituyó ignominiosamente de sus funciones, por consi- 
derar peligroso que los hijos estuviesen á su lado. 

Véase con cuánta razón añrmaba hace poco que, lo 
mismo en el orden de los principios que en el de la tra- 
dición y en el de las conveniencias sociales, está notoria- 
mente reclamada la supresión de la petición obligada del 
consejo para el matrimonio de los mayores de edad; y 
que aun en el caso de que se insistiera en sostener en este 
punto el criterior del Código, se impone la urgente y ma- 
nifiesta necesidad de modificar las disposiciones regulado- 
ras de esta materia, tanto para evitar el notorio absurdo 
que resulta en los citados casos, como en muchos otros 
que la práctica de la vida puede presentar. 
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CAPITULO SEGUNDO 

Materias que deben incluirse en el título prelimi- 
nar y libro primero del Código civil vigente. 

SECCIÓN PRIMERA 

De la referida inelusión en lo referente lil título preliminar. 

Después de haber señalado las materias que á mi juicio 
deberían ser excluidas ó eliminadas del título preliminar 
y del libro primero del Código, voy á ocuparme ahora de 
las que por razón de sus deficiencias deben incluirse en 
cada una de estas dos primeras partes del mismo. 

Ya hice presente á este propósito, cuando traté de las 
materias que debían ser excluidas de dichas dos partes 
del Código civil, que, si bien por la diminuta y raquítica 
expresión de su título preliminar habían de ser muy pocos 
los artículos que sobraban, no sucedía lo mismo respecto 
á los que faltan, y de consiguiente á las inclusiones que 
son indispensables , por ser muy vastas é interesantes las 
materias que dicho título no comprende y debe, sin em- 
bargo, comprender. 

Llan^ado este título á determinar las fuentes de la legis- 
lación civil del Derecho patrio , ofrece materia bastante 
para constituir, más que un título, un verdadero libro del 
Código. 

En efecto, no se puede prescindir de regular la va- 
riedad de estas fuentes legales, ni de determinar sus 
efectos respectivos, tratándolas para ello con la debida 
separación; no es posible dejar de establecer sus relacio- 
nes, ni mucho menos de considerarlas en conjunto para 
fijar, sin los inconvenientes que ofrece el Código á causa 
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de su excesivo laconismo , las relaciones de la legislación 
general con las legislaciones especiales , ya por razón de 
la materia, como sucede con la legislación mercantil, ya 
por razón del territorio , «en cuanto á las legislaciones To- 
rales, así como las relaciones que igualmente sostiene la 
legislación nacional con las legislaciones extranjeras. 

Materias son todas estas que, con sus complementarias 
referentes, entre otras, á regular en forma positiva el 
principio de la no retroactividad de las leyes , como tam- 
bién todo lo que interesa á su interpretación y á su aplica- 
ción, han sido miradas muy distraídamente por el legis- 
lador, pues apenas han merecido alguna indicación en los 
pocos artículos que comprende el título preliminar, oca- 
sionando esta insuficiencia la necesidad de acudir á las 
disposiciones de nuestra antigua legislación para comple- 
tar este inexplicable vacío del Código, ó de entregar ex- 
clusivamente al arbitrio judicial las muchas y complica- 
das cuestiones que surgirán todos los días con tal motivo 
en la práctica del Derecho. 

No he de volver ahora, después de lo que ya expuse res- 
pecto á la falta de estructura científica del nuevo cuerpo 
legal, á ocuparme de cuan indispensable es elevar á la 
categoría de un libro lo que el Código, sin razón ni mo- 
tivo alguno, llama título preliminar, y aun de la escasez 
de reglas que en él se observa , sobre todo cuando se me- 
dita acerca de la extensión é importancia de las materias 
que deben formar su contenido. 

Decidido á presentar su desarrollo en forma de precep- 
tos positivos, lo que únicamente me propongo para seña- 
lar cuanto debería incluirse en la parte, llámese título ó . 
libro, destinado á las fuentes del Derecho civil, es demos- 
trar únicamente la utilidad y necesidad de comprender en 
el Código las reglas indispensables acerca de estas fuen- 
tes de derecho, reglas que no están contenidas en nin- 
guna parte del mismo , á pesar de referirse á cuestiones 
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frecuentes y que por dicha deficiencia no tienen hoy por 
hoy verdadera solución legal. 

Esta situación ha de provocar forzosamente la necesi- 
dad de acudir á nuestro antiguo Derecho, sin criterio fijo 
bastante á determinar los límites en que ha de verifi- 
carse este trabajo, tanto por los particulares como por 
los Tribunales, ó de erigir en sistema la indetermina- 
ción ó incertidumbre , sin más solución que el arbitrio 
judicial. 

Oonoepto positivo diol l>oreoUo civil. 

Nada dice el Código sobre el concepto positivo del De- 
recho civil. En este punto puede afirmarse que no existe 
verdadera determinación legal; y, sin embargo, el par- 
ticular á quien se le habla de esta esfera de la legislación 
ó á quien se exige que á ella acomode su conducta, de- 
bía esperar que al menos se le ofreciese un principio 
de determinación posible, por el cual pudiera saber á 
qué atenerse respecto al valor jurídico de sus actos civiles 
y á los medios por los que en sus particulares relaciones 
pueda invocar para la eficacia de su derecho la garantía 
del Estado. 

Aparte de que es elemental que el Código, «á que 
vengo refiriéndome, dé la noción ó el concepto legal del 
Derecho civil para distinguirlo de todas las demás es- 
feras del Derecho positivo , es también necesaria la indi- 
cada noción, á fin de que, caracterizando los orígenes de 
dicha rama de la legislación por los elementos que con- 
tribuyen á formarla, quepa conocer dentro de qué lími- 
tes sea posible afirmar que corresponde al Derecho ci- 
vil, cualquiera relación para cuya eficacia y estabilidad 
deban los particulares invocar la autoridad del Poder pú- 
blico. 
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No basta hablar de las leyes á los ciudadanos. La ley es 
fuente común á todas las esferas del Derecho, y para 
saber cuándo corresponde al orden del Derecho civil , es 
preciso , por lo menos , que se consigne en el Código la 
nota que las dé á conocer como leyes del orden pri- 
vado. 

No basta tampoco ocuparse concretamente de la ley sin 
señalar su especial misión en el orden del Derecho regu- 
lado por un Código ; pues aun cuando es de suponer que 
los particulares atribuyan á la ley el carácter de fuente ú 
origen de derecho en aquella esfera codificada, siempre 
sería este concepto resultado de una presunción particu- 
lar, derivada de la cultura individual, en lugar de ser, 
como corresponde, un precepto positivo que, independien- 
temente de la mayor ó menor cultura de cada uno, tenga 
universal é indiscutible observancia. 

La función de la ley, como la de cualquier otro origen 
de derecho que se admite en el orden jurídico que un Có- 
digo regule, ha de dirigirse, ante todo, á la fijación del 
concepto del mismo orden sobre el que se trate de legis- 
lar; pues aunque dicho concepto fundamental, de igual 
manera que todas las demás instituciones, debe ser des- 
envuelto por una serie de reglas ó preceptos , su valor 
positivo reclama preferentemente una declaración del 
legislador que defina el todo jurídico que se impone regu- 
lar, para que pueda ser conocida, siquiera en la forma' ex- 
presada por el art. 1.*^ del proyecto que acompaño, la na- 
turaleza y extensión de la materia á que se refiere, y pre- 
cisar los manantiales de que puede derivarse. 

De este modo, por abstracto que á primera vista pa- 
rezca, cabe perfectamente condensar en forma legal la 
idea de la esfera de derecho llamado Derecho civil , útil 
siempre como medio de evitar toda clase de cuestiones en 
razón de la diversidad de criterios científicos que sobre 
este punto existen, y mucho más para que los partícula- 
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res dispongan de una nprma ó medio legal que les per- 
mita aquilatar sus propios juicios respecto al valor jurí- 
dico de los actos que dentro de este orden del Derecho 
intenten realizar. 

Podría explicarse que se prescindiese, como prescinde 
el Código, de señalar la función encomendada á la ley si 
al fin sólo ésta fuese admitida como única fuente" del De- 
recho civil. 

Pero por más que pudiera deducirse así, atendiendo al 
epígrafe del título preliminar, es lo cierto que en el art. 6 ^ 
se reconoce también la autoridad de la costumbre, é igual- 
mente la eficacia legal de ios principios generales del de- 
recho, pudiendo añadirse que tampoco excluye él Código 
expresamente de la esfera del Derecho civil á la jurispru- 
dencia; pues aun cuando no, habla de ella en el art. 6.**^ 
donde señala el orden de las fuentes á que han de atenerse 
los Tribunales en sus fallos , cual si se hubiese propuesto 
que la jurisprudencia del Tribunal Supremo sólo sirva de 
medio informativo para las reformas necesarias en los 
períodos en que haya de tener lugar la revisión del Có- 
digo, no puede desconocerse que jamás alcanzará ca- 
rácter más positivo la autoridad de los principios gene- 
rales de derecho á que el art. 6.** se refiere, que cuando los 
haya concretado en forma determinada la doctrina del 
Tribunal Supremo. 

Esta circunstancia ha motivado las dudas expuestas 
por algunos tratadistas acerca de si en realidad debe 
seguirse estimando como verdadera fuente de derecho 
á la jurisprudencia de tan elevado Tribunal, debiendo al 
efecto prosperar, conforme á los artículos 1.691, 1.692 y 
demás concordantes de la ley de Enjuiciamiento civil, el 
recurso de casación por infracción de doctrina legal, ó si^ 
por el contrario, se debe considerar derogada dicha ley en 
lo relativo á este particular, siendo únicamente posible el 
recurso de casación en el fondo por infracción de ley, se- 
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gún el orden prevenido en aquel art. 6.**, toda vez que, aun 
tratándose del caso en que el Tribunal Supremo haya lle- 
gado á condensar en forma determinada algún principio 
general de, derecho, el valor jurídico de esta regla de ju- 
risprudencia no dependería ya de su forma, como sen- 
tencia del Supremo, sino de su fondo, como expresión del 
principio jurídico que dicha sentencia determina. 

Ocurrirá en este punto , referente á la función supleto- 
ria dé la jurisprudencia, lo mismo que ocurre en su fun- 
ción interpretativa. El valor jurídico de la regla, que en 
la función, interpretativa queda eclipsado por el de la ley 
interpretada, lo quedará en su función supletoria por el 
del principio general de derecho expresado por la misma 



La Juris prudencia como fuente del r>ei*eclio. 

Aun cuando se suponga que realmente el Código haya 
querido prescindir de la jurisprudencia como fuente del 
Derecho civil , comprendiendo en la derogación de su 
artículo 1.976 todo lo que sobre ella establecía nuestra an- 
tigua legislación, y utilizando tan sólo la jurisprudencia 
para servir modestamente de elemento ó dato, al ha- 
cerse la revisión del Código en los plazos en que ésta 
periódicamente ha de verificarse, no por esto perdería 
en la práctica su verdadera autoridad , como expresión 
concreta de los principios generales de derecho en que 
estuviese inspirada su doctrina, sin ofrecer para ello otra 
complicación, más de forma que de fondo , que la necesi- 
dad de apoyar su eficacia en el mismo precepto del ar* 
tículoó.^ del Código, dejando de figurar como regla de 
jurisprudencia al servir, en cambio, de determinación de 
los principios de derecho derivada de la práctica. 
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No creo que el pensamiento del legislívdor, al exigir la 
aplicación de los principios generales, á falta de ley y de 
costumbre, haya sido dar lugar á la división de los mis- 
mos en arbitrarios é indeterminados , según nos los re- 
vele la filosofía del derecho', y concretos ó determina- 
dos, como expresión de la doctrina legal establecida por 
la jurisprudencia del Tribunal Supremo; pues, aparte de 
que en este último caso desaparece propiamente la vir- 
tualidad del principio como tal, para tomar carta de na- 
turaleza en la vida jurídica en forma adecuada al caso 
particular que haya provocado la decisión judicial, aque- 
lla distinción sólo conduciría á hacer más inútil la juris- 
prudencia, desde el momento en. que, dado el orden ter- 
minantemente prevenido en el art. 6.°, únicamente podría 
acudirse á ella cuando no fuese posible invocar los referi- 
dos principios de derecho, lo cual sería propiamente un 
absurdo si su función supletoria ha de consistir en con- 
densarlos. 

De modo que aunque quiera suponerse que á pesar de la 
omisión ó preterición de la jurisprudencia por el art. 6.^ 
hay motivo bastante, en razón de los términos de la dis- 
posición final derogatoria, para considerar subsistente lo 
que establecía nuestra anterior legislación en favor de la 
jurisprudencia como fuente de derecho, aunque aplica- 
ble tan sólo en defecto de lo taxativamente señalado en el 
referido artículo, la función supletoria de aquella anti- 
gua fuente legal desaparecería en absoluto por inútil, ya 
que los mismos principios generales de justicia en que 
buscase inspiración para formular sus reglas, serían los 
que preferentemente debieran ser observados en todos 
los casos de controversia. 

Entiendo, pues, que el Código ha borrado á la jurispru- 
dencia del número de las fuentes del Derecho civil , ex- 
cluyéndola, siquiera implícitamente, por su art. 6.°, y ha- 
ciéndola enteramente inútil aun para el caso en que se 



- 220- 
intentase defender su subsistencia, invocando para ello 
los términos de la disposición final derogatoria, por no 
ser la jurisprudencia materia de que el Código se haya 
ocupado expresamente; pero no creo que, aun á falta 
de derogación expresa de la ley de Enjuiciamiento civil, 
en lo referente al recurso de casación por infracción de 
doctrina legal, deba dicha ley estimarse virtualmente de- 
rogada en este punto , no pudiendo menos 4e insistir en 
que el valor práctico de la jurisprudencia del Tribunal Su- 
premo no ha desaparecido ni desaparecerá, siendo, como 
ha de ser, el órgano llamado en último grado á decidir 
todas las cuestiones contenciosas que se susciten sobre la 
observancia y aplicación de los principios generales del 
derecho, por más que su autoridad haya de prevalecer, 
invocando, según el citado art. 6.°, aquellos mismos prin- 
cipios en los cuales el Tribunal Supremo haya informa- 
do sus decisiones. 

Si esto es una verdad que por nadie puede ser descono- 
cida, ¿de qué sirve dejar de comprenderá la jurispruden- 
cia entre las fuentes del Derecho civil, y conferir, en 
cambio, solamente autoridad á los principios generales 
de derecho en su pura abstracción, negando toda prefe- 
rencia y hasta privando de valor legal á las determina- 
ciones de estos mismos principios cuando han llegado á 
ser traducidos en reglas concretas por la jurisprudencia 
de los tribunales? Si después de todo la jurisprudencia se 
ha de imponer aunque sólo sea en la forma que acabo de 
indicar, ¿á qué viene desconocer su autoridad estable- 
ciendo de este modo un verdadero divorcio entre la ley 
y la práctica del derecho ?- 

No puedo negar que al redactarse el Código era 
muy general la opinión de los que consideraban á la ju- 
risprudencia como una fuente de derecho peligrosa, y 
ocasionada á que su doctrina sustituyese á la autoridad 
de las leyes, temor tanto más fundado en el momento 
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en que se promulgaba un nuevo Código civil, falto de or- 
ganismo científico y sin claro concepto de las institucio-^ 
nes de que trataba; pero cualesquiera que fuesen esos mo- 
tivos, y por verdaderos que se les supusiera, nunca serían 
bastantes para borrar en absoluto una institución tan in- 
teresante y tan útil como la jurisprudencia, cuyos defec- 
tos, podrían á lo más aconsejar su reforma, pero no su su- 
presión. 

No es lícito al legislador, que no puede desconocer la 
verdadera autoridad práctica de la jurisprudencia del Tri- 
bunal Supremo dentro del actual organismo de nuestra 
Administración de justicia, y dada la naturaleza especial 
de los recursos de casación, exponer al particular & sen- 
sibles equivocaciones y fomentar el desconcierto y la 
anarquía en los Tribunales. No puede decirse que la juris- 
prudencia del Tribunal Supremo no es fuente de derecho 
ni regla á que deben acomodar unos y otros su conducta, 
para entregat: la suerte de la vida civil, en defecto de ley 
y de costumbre, á lo que buenamente entienda el criterio 
particular acerca de los principios generales del derecha, 
anteponiendo, por consiguiente, el valor jurídico de los 
mismos, deducido por la sola conciencia individual ;i la 
norma ó regla en que dichos principios hayan conseguido 
forma determinada mediante las solemnes decisiones del 
primer Tribunal de la Nación. 

En este sentido no es fácil descubrir la verdadera utili 
dad que exista para afirmar que los principios generales 
del derecho son fuente peculiar del Derecho civil. 

Que á ellos hay que acudir para traducir en forma de- 
terminada todo lo que pueda llegar á ser regla de vida 
en el Derecho positivo, ya revista dicha regla los caracte- 
res generales y sintéticos de la ley, ya los particulares é 
irreflexivos de la costumbre, cosa es que por nadie puede 
ser desconocida; pero esto, que señala la virtud y esencia 
de aquellos principios como materia ó substancia común 



'♦/ 



- 222 - * 
de donde brotan todas las demás fuentes del Derecho, 
- revela claramente que si éstas han de prevalecer desde 
el momento en que ostenten forma positiva y concreta 
frente á la indeterminación del principio mismo , lo natu- 
ral y lo lógico es no renunciar á ningún medio que 
pueda tener verda,dera autoridad práctica y que conduzca 
á aumentar las determinaciones concretas de aquellos 
principios generales. 

Sólo así quedará cada vez más reducido el círculo en 
que éstos han de obrar en el orden positivo, disníiBLuy en- 
dose la vaguedad y la indeterminación, y se irá ensart- 
chando poco á poco la esfera de las reglas expresivas 
del Derecho , enriqueciéndose cada vez más las manifes- 
taciones de una legalidad cierta, concreta y por todos 
conocida é impuesta previamente como norma de con- 
ducta para los particulares, y como elemento de juicio 
para los Tribunales, llamados en definitiva á dirimir las 
contiendas que puedan suscitarse. 

He aquí, á mi juicio, la necesidad absoluta de reconocer 
á la jurisprudencia como una de las fuentes legales, y 
en su consecuencia la de la reforma del Código civil en lo 
relativo al orden en que se coloca á los principios gene- 
rales de Derecho. 

Por el reconocimiento de la autoridad de la jurispru- 
dencia, la masa de estos principios generales reconocida 
por el Código como fuente especial, no sufrirá el menor 
quebranto; pero, en cambio, se conseguirá que aquella 
parte que haya llegado á concretarse por el Tribunal 
Supremo, logrando ya condiciones de publicidad, unifor- 
midad y fijeza, alcance observancia general y prevalezca, 
por razón de su forma, como sucede respecto á la ley 
y á la costumbre , sobre el resto indeterminado de aque- 
llos principios que viven todavía latentes en el fondo de 
la sociedad, con un carácter poco conocidoy envueltos en 
la vaguedad y en la incertidumbre. 
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No es posible prescindir de los principios generales de 
derecho como fuente especial del Derecho civil , porque 
ellos constituyen esa permanente é inagotable cantera 
adonde el legislador para el precepto, el pueblo para la 
costumbre y los Tribimales panr la jurisprudencia, van á 
surtirse de los materiales que necesitan para restaurar el 
derecho positivo. 

Los eternos principios de justicia, que permanecen como 
dormidos en la conciencia jurídica del país, deben estar 
constantemente en aptitud de que todos puedan acudir á 
ellos para satisfacer cualquiera necesidad de vida cuando 
resulte insuficiente Ja ley, la costumbre y la jurispru- 
dencia establecida , así como para que aun los Tribuna- 
les puedan utilizar también este último recurso, ya que 
no pueden dejar de administrar justicia por causa de si- 
lencio ú obscuridad en las reglas emanadas de las fuentes 
admitidas. 

No cabe paralizar la vida del derecho, ni suponer á la 
legislación en un estado tan perfecto que haya agotado 
todas las soluciones capaces de conferir naturaleza jurí- 
dica á cuantas relaciones de vida sean posibles, y es, por 
lo tanto, necesaria, lo niismo á los particulares que á los 
Tribunales en sus respectivas funciones, la autoridad de 
aquellos principios generales , como fuente especial en el 
Derecho positivo, aunque reduciéndolos en lo posible á'su 
más mínima expresión. 

Mas si la admisión de la jurisprudencia de los Tribuna- 
les constituye una verdadera necesidad, es imprescindi- 
ble reformarla, aunque sea sólo en lo más indispensable, 
para evitar todo carácter arbitrario en las funciones que 
desempeña y para purgarla de los graves defectos de la 
falta de unidad y sobra de contradicción, dado el criterio 
con que hasta ahora ha sido informada. 

Esta reforma ó corrección exige reglas que precisen Su 
ejercicio, lo mismo en lo referente á su función mterpre- 
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tativa^ dando mayor unidad á la determinación del espí- 
ritu y fijación del sentido por el que deban aplicarse las 
leyes, como en su función supletoria para concretar, en 
cada caso de un modo especial, la deficiencia de la ley y 
de la costumbre, y la necesidad de completar la legisla- 
ción en aquel punto, mediante la determinación de algún 
principio general de derecho en forma de regla de juris- 
prudencia. 

De esta manera, á la que se acomodan las disposiciones 
del proyecto que acompaño, que tratan de la interpreta- 
ción de las leyes (sección tercera, cap. i del tít, i, libro i), y 
de la jurisprudencia (cap. iii del mismo título y libro), ni 
se correrá el peligro de que ésta perturbe la eficacia de 
las leyes contrariando alguna de sus disposiciones, á pre- 
texto ó con ocasión de interpretarlas, ni será fundado el 
temor de fomentar el casuismo en la legislación, alterando 
además la integridad de su estado por medio de reglas in- 
necesarias, á lo que es tan fácil que se inclinen los Tribu- 
nales de justicia cuando no tienen la responsabilidad de 
declarar por modo concreto y expreso que suplen por uno 
de sus fallos la deficiencia d^ la ley y de la costumbre. 

Hay que procurar á toda costa que la autoridad y pres- 
tigio de la doctrina admitida por los Tribunales como 
fuente del Derecho civil no dependa del carácter inapela- 
ble de las resoluciones del juzgador, sino de la confor- 
midad de estas resoluciones con las reglas establecidas 
para el ejercicio de las funciones que en el organismo de 
la legislación están asignadas á la jurisprudencia. 

Sólo así cabrá conseguir que el carácter preciso y con- 
creto que revista, según mi proyecto, toda interpre- 
tación de ley ó definición de algún principio de dere- 
cho, sirva para poner constantemente de relieve el estado 
defectuoso ó incompleto de la legislación, á fin de no expo- 
ner á que por mera inadvertencia resulte la doctrina le- 
gal con disposiciones contradictorias, ni se dé lugar á que 
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los particulares y aun los Tribunales carezcan de medio 
de fijar con precisión cuáles, entre todas las resolucio- 
nes judiciales, son las llamadas legalmente á constituir 
la doctrina que en adelante ha de ser obligatoria y de 
general observancia. 

En esta foriña la jurisprudencia aparecerá como una 
función reglada, y no arbitraria ó discrecional, según ha 
sucedido hasta ahora; y teniendo que hacer expresa de- 
claración en cada caso en que establezca alguna regla 
obligatoria como doctrina de derecho, precisando á la 
vez el defecto de la ley que viene á suplir la materia so- 
bre que verse el asunto que decida, y limitándose tan sólo 
á publicar las decisiones ó sentencias que produzcan doc- 
trina legal, tanto interpretativa como supletoria^ ofrecerá 
sobre el estado actual la ventaja de que ni resulten por 
voluminosas difíciles de consultar las colecciones por las 
que la jurisprudencia se dé á conocer, ni sea obra de los 
particulares, sino propia del más alto Tribunal de la Na- 
ción, el trabajo dedicado á fijar cuáles de sus decisiones 
son constitutivas de verdadera doctrina legal, en qué sen- 
tido la constituyen (interpretativo ó supletorio) y á qué 
parte concreta de la legislación se refieren. 

Es, pues, de todo punto evidente que las fuentes del De- 
recho civil no pueden limitarse á las leyes, como al parecer 
resulta por el epígrafe del título preliminar del Código, ni 
puede dejar éste de regular las demás fuentes que corres- 
ponde admitir, tanto para fijar su valor propio cómo su 
valor en relación; extremos todos que resultan descono- 
cidos en el Código actual. 

Un solo artículo (el 1.° de mi proyecto) basta para tra- 
zar determinadamente la esfera legal del Derecho civil, 
confiriendo valor preceptivo á la estructura ú orden de 
sus instituciones, señalando los medios únicos por los 
cuales pueden conseguir su desarrollo, asentando la base 
que obliga á establecer la naturaleza de cada uno y las 
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relaciones que sostienen entre sí, precisando además en. 
último término la acción indeterminada de los principios 
generales, tan indispensable para responder á la exigencia 
de que ni los particulares puedan dejar de informar, con- 
forme á derepho, sus necesidades de vida^ ni los Tribu- 
nales dejar de administrar justicia en ningún caso, mos- 
trando, en suma, al Derecho civil como un todo jurídico 
susceptible de ser considerado en relación con las demás 
esferas del Derecho positivo, y á su vez con las demás 
legislaciones civiles, así regionales como extranjeras. 

Sólo así, y regulando cada una de las distintas fuentes 
llamadas á tener forma determinada en el Derecho posi- 
tivo, haciéndolo igualmente de las relaciones que sostie- 
nen entre sí para afirmar su coexistencia, sin menoscabo 
de su respectiva naturaleza , es posible dar verdadera es- 
tructura científica á esta primera parte del Derecho pri- 
vado, desarrollar ordenadamente la vasta materia que en 
el Código apenas se halla indicada en su título preliminar, 
y conferir, en atención á estas mismas proporciones, uni- 
dad é interior organismo á todo lo que comprende en un 
libro especial estrechamente relacionado con los demás 
libros en que el Código puede dividirse. 



§3.° 

E31 principio de la no retroactivJdad do las leyes 
. y necesidad de deteraiinai* en. qué oonisiste. . 

Tres asuntos además, entre otros que completan la ma- 
teria contenida en el título preliminar del Código, recla- 
man también señalada atención en esta parte, dedicada á 
exponer las inclusiones que á mi juicio deben hacerse en 
dicho titulo, á saber: lo relativo al principio de la no re- 
troactividad, lo referente á la interpretación de las leyes, 
y lo peculiar á las disposiciones necesarias para su cum- 
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plimiento y ejecución. Sobre estos importantísimos extre- 
mos puede decirse que el Código apenas contiene pre- 
cepto alguno, pues á esto equivale guardar, como guarda, 
absoluto silencio en todo lo referente á dichas disposi- 
ciones complementarias, reducir á un solo artículo (el 7.°) 
lo único que dedica á la interpretación de las leyes, y ex- 
presar por un mero enunciado , sin la menor determina- 
ción (art. 3.^), una materia tan importante y complicada 
como la del efecto retroactivo de las leyes. 

Nada más sencillo, al parecer, tratando de este último 
punto , que traducir en forma de precepto , como se hace 
en el art. 3.° del Código, el principio de que las leyes no 
tendrán efecto retroactivo, y aun añadir, á modo de única 
excepción, si éstas no dispusieren lo contrario. 

La justicia de esta disposición está en la conciencia uni- 
versal ; mas su determinación para hacerla efectiva y 
práctica en cada casb, es obra tan compleja y tan expuesta 
á incurrir en error, como de ello dan claró testimonio las 
. disposiciones calificadas de transitorias, formuladas en la 
última parte del Código. 

Todas ellas, en número de trece, y aun indicando en la 
última la duda de si serán ó no bastantes las formuladas, 
aparecen establecidas para desarrollar, con ocasión del 
tránsito de una legislación á otra, el indicado principio 
de que no tengan efecto retroactivo las disposiciones del . 
Código cuando introduzcan variaciones á lo que estaba 
prevenido en la legislación anterior. 

Esta profusión de reglas, así como su referencia á los 
principios en que se dicen informadas, está demostrando 
palmariamente la completa inutilidad de dicho art. 3.°; 
porque es evidente que si este precepto, por su sola vir- 
tud y eficacia, fuese de verdadera utilidad práctica, resul- 
tarían innecesarias las disposiciones transitorias conteni- 
das en el Código; siendo de lamentar igualmente que, aun 
considerando á estas disposiciones transitorias como ló- 
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gico desarrollo para la aplicación de aquel principio , se 
les haya dado tan reducidas y exiguas proporciones y un 
carácter tan casuístico, como si la materia de la no retro- 
actividad debiera quedar limitada únicamente á las dis- 
posiciones del Código destinadas á alterar lo establecido 
en la legislación anterior. 

Esta circunstancia á que hace referencia el párrafo pri- 
mero de las disposiciones transitorias, estableciendo que 
no tendrán efecto retroactivo las variaciones introducidas 
por el Código que perjudiquen derechos adquiridos según 
la legislación civil anterior, parece dar á entender que este 
cuerpo legal admite que sus preceptos producen efecto re- 
troactivo cuando no perjudiquen derechos adquiridos, y 
vienen, por tanto, comprendidos en la excepción de que 
trata el mencionado art. 3.°, cuando los referidos precep- 
tos no contengan variación alguna respecto de lo antiguo, 
ó que, aun conteniéndola, no causen perjuicio á algún de- 
recho adquirido en virtud de la precedente legislación. 

Si pues el Código admite en principio que sus disposi- 
ciones producen efecto retroactivo, resultaría claramente 
que se retrotraería la acción del Código á todos los hechos 
ejecutados al amparo de otra legalidad, que se contradi- 
ría el principio universal de justicia de que las leyes no 
producen efecto retroactivo, que es precisapiente lo que 
como regla general establece el art. 3.°, y que se confe- 
riría mayor fuerza y más autoridad á la excepción, atri- 
buyendo á ésta un alcance superior ó más extenso que á 
la regla general, confundiendo de esta suerte, sin mani- 
fiesta utilidad, el verdadero concepto del efecto retroac- 
tivo de las leyes. 

Aquella salvedad acerca de la materia sobre que versan 
las disposiciones transitorias , negando al Código efecto 
retroactivo, sólo cuando se trata de derechos adquiridos 
que puedan resultar perjudicados por sus disposiciones , 
revela notoriamente la indicada confusión, derivada sin 
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duda del supuesto de que existan hechos de valor jurídico 
realizados al amparo de la legislación anterior, sin haber 
producido derecho alguno , ó de que sea útil quebrantar 
la autoridad de dicha legislación sobre los hechos que la 
hayan producido, siempre que el Código los reconozca y 
garantice sin variación de ningün género. 

¿Es que al Código no le bastaba el efecto derogatorio 
por el cual quedan colocados bajo su autoridad todos loít> 
hechos realizados desde su publicación, y tenía necesidad 
de arrogarse también el efecto retroactivo, para separar 
de su propia ley á los hechos realizados tlurante el régi- 
men de la legislación antigua? 

Por más que á primera vista haya procurado el Código 
salvar los inconvenientes de su retroactividad, susten- 
tando que la ley vigente, al realizarse cada hecho jurídico 
sea la que rija los derechos que haya producido, en el 
caso que debieran ser distintos según lo dispuesto en el 
Código, es lo cierto que ni era necesaria semejante salve- 
dad, ni podía haber conveniencia alguna en conferir á 
todo el Código efecto retroactivo, colocando su autoridad 
en el terreno de la excepción, en vez de colocarla en el de 
la regla general del art. 3.° 

El efecto retroactivo, que sólo hubiera de detenerse ante 
la posibilidad de causar perjuicio á los derechos adquiri- 
dos por virtud de hechos realizados durante el régimen 
de la legislación anterior, no podía tener otro círculo de 
acción que los hechos que no hubiesen producido dere- 
chos, los cuales no existen para la vida jurídica, ó aque- 
llos que, habiéndolos producido, resultasen regulados por 
el Código, del mismo modo que antes de su publicación. 

No hay que hablar de los primeros, por su falta de rea- 
lidad jurídica; y por lo que se refiere á los segundos, 
¿puede invocarse algún principio de conveniencia para 
conferir al Código sobre los hechos que regula, del mismo 
modo que estaban regulados por las leyes anteriores, una 
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autoridad de carácter excepcional, separándolos de la 
autoridad de carácter general que sobre ellos ejercía la 
ley bajo cuyo amparo fueron dichos hechos realizados? 
. He aquí por qué indicaba que, aun para es^ta última 
clase de hechos, era completamente inútil atribuir efecto 
retroactivo á las disposiciones del Código, desde el mo- 
mento en que habían de continuar siendo idénticos los 
derechos á que dicho efecto se refiere; aparte de que era 
también verdaderamente peligroso confundirlo con el 
efecto derogatorio, y empeñarse en %f altar al principio 
de la no retroactividad de las leyes, destruyendo la au- 
toridad de la legalidad propia de cada hecho sobre los 
derechos producido^ por el mismo, cuando, después de 
todo, ningún perjuicio habían de sufrir las disposiciones 
del Código en que ¿iguiese respetada la autoridad ó efi- 
cacia de la ley anterior, tratándose de hechos realizados 
mientras ésta estuvo en vigor, lo mismo si resultan re- 
gulados de igual modo por el nuevo cuerpo legal, que 
cuando sobre ellos se haya introducido alguna variación. 

No es mi ánimo censurar el mayor ó menor acierto que 
ha podido haber en atribuir al Código un efecto retroac- 
tivo tan notoriamente innecesario, pero sí demostrar que 
la materia de las disposiciones transitorias, por las que se 
fija legalmente en qué ha de consistir el desarrollo del 
principio de la no retroactividad, consignado en el art. 3.*^, 
debe formar parte del libro y título en que este artículo 
esté contenido, á fin de que, del mismo modo que este ar- 
tículo, su valor jurídico tenga carácter general y perma- 
nente, aplicable á todo asunto regulado sucesivamente 
por distintas leyes, y no meramente particular para aque- 
llos á quienes afecte el cambio de la legislación anterior 
por la establecida en el Código civil. 

Á esto responden los preceptos contenidos en los artí- 
culos desde el 11 al 15 del proyecto que acompaño, no 
bastando, como no basta, según acabo de indicar, limitar- 
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se á establecer el principio de la no retroactividad, á pesar 
de reconocerse la necesidad de formular su desarrollo, ó 
establecer este únicamente como mera transición de un 
Código á otro y tan sólo respecto á instituciones determi- 
nadas, en vez de hacerlo formulando en principios de 
carácter permanente, la doctrina que ha de servir para 
señalar en todo caso la respectiva acción, según el tiempo 
y hechos de que se trate, de las diversas leyes que hayan 
regulado ó regulen una materia jurídica. 

Ciertame'nte que aun en este sentido el Código no tiene 
por qué decir en qué consiste el efecto retroactivo de la 
ley. Debiendo este efecto ser siempre excepcional, y de- 
rivado, por lo mismo, de circunstancias tan extraordi- 
narias que obliguen á prescindir del principio de la no 
retroactividad, reconocido casi como un dogma jurí- 
dico, la determinación del efecto retroactivo no puede 
dejar de revestir un carácter esencialmente casuístico, 
para quedar encerradas sus consecuencias dentro de los 
límites precisos de la situación anormal que provoque 
dicha excepción del principio general, cuyos efectos han 
de establecerse en cada caso por la misma ley que re- 
gule esta situación excepcional. 

Al Código, como á toda ley de carácter general, incum- 
be, á mi juicio, establecer tan sólo los tres principios del 
artículo 11 del proyecto que acompaño, á saber: que las 
leyes no producen efecto retroactivo; que este principio 
general no coarta la libre acción del Poder legislativo, 
para que puedan producirlo cuando así lo reclamen las 
necesidades sociales; y que en este último caso, la acción 
del legislador contra aquel universal principio de justi- 
cia debe llenar por lo menos dos esenciales condiciones: 
primera, la que también está admitida por el Código en 
su art. 3.*^, esto es, que la misma ley disponga expresa- 
mente que sus preceptos produzcan aquel efecto; y se- 
gunda, la que es complemento necesario ú obligado de 
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dicha disposición; estableciendo también la misma ley, 
por prescripciones especiales, en qué haya de consistir el 
mencionado efecto que confiere á sus preceptos. 

De este modo, ni los particulares ni los Tribunafes ten- 
drían que salirse de la esfera de la ley para conocer qué es 
lo que ha de entenderse por efecto retroactivo, ni se verían 
precisados á acudir al terreno de la ciencia, como suple- 
toria en este punto de las deficiencias de la legislación. 

Por mucha luz que proyecte la ciencia del Derecho so- 
bre los asuntos que se ventilen, nunca tendrá en la prác- 
tica la autoridad que emana de un precepto legislativo; 
siempre se prestará á sostener opiniones ó criterios dife- 
rentes, y á veces contradictorios; llevará consigo la incer- 
tidumbre, exponiendo á incurrir en error, y resultará, en 
una palabra , desprovista de la fijeza , la precisión y la 
fuerza que, como regla de conducta, debe acompañar á 
toda disposición obligatoria y de general observancia. 

Así, pues, la determinación del efecto retroactivo debe 
ser asunto peculiar de toda ley que lo atribuya á sus 
preceptos. Sólo así se conseguirá seguridad en el movi- 
miento del Derecho, y la vida civil será má3 fácil, por la 
firme convicción de la conciencia social de que no será 
posible atribuir á las leyes ningún efecto retroactivo 
mientras en cada una no se contenga expresamente la ex- 
cepción y se determine por ella el alcance de la retroac- 
tividad. 

Afirmado de esta suerte el principio de la no retroacti- 
vidad, debe, además, el Código regular ó fijar en qué con- 
siste, y ya he indicado antes la necesidad de hacerlo en 
forma de normas de conducta de carácter general y per- 
manente. No desconozco que este punto es tal vez el más 
difícil y el más delicado , por los obstáculos con que hay 
que luchar para trazar límites precisos entre la determi- 
nación del derecho objetivamente considerado mediante 
el hecho jurídico, el efecto de dicha determinación, ó sea 



WFíW*?^«;7.*t.7-V'^-;;*^ i '•:; . 



el derecho subjetivamente considerado, como resultado 
de aquel hecho, y el ejercicio de este derecho subjetivo, 
mediante las transformaciones sucesivas , para aprove- 
char las utilidades que representa; en suma, entre el acto 
que da origen á un derecho, el derecho mismo ya creado 
y los nuevos y ulteriores actos por los cuales pueden 
aprovecharse las utilidades ó ventajas de que este derecho 
es susceptible. Sin embargo , no porque esta dificultad 
exista hay que renunciar á definir en la respectiva esfera 
de cada uno de estos tres conceptos capitales el movi- 
miento y la vida del derecho positivo considerado en 
estas tres distintas situaciones. 

La posición en el tiempo de todo derecho- subjetivo, 
6 sea como resultado de una relación jurídica, á la vez 
que es derivada del hecho que lo trajo á la vida, sirve de 
principio ó fundamento á los nuevos hechos que son ne- 
cesarios para utilizar sus naturales consecuencias. 

Como derivado, es utilidad creada; como fundamento, 
es utilidad transformable; y aunque la posibilidad de su 
transformación dependa esencialmente de que exista la 
utilidad que se transforma, siempre resulta que toda uti- 
lidad jurídica, ó, por mejor decir, el valor de todo derecho 
subjetivo, puede ser considerado en el hecho que le da 
origen y en los hechos por los cuales puede realizarse su 
respectiva transformación. 

El derecho subjetivo, ó sea la utilidad jurídica , consi- 
derada en razón del hecho que le dio origen, es actividad 
determinada; tiene un valor necesario y hasta fatal, como 
expresión de la imposibilidad de que deje de tener reali- 
dad aquello que ya ha sucedido; constituye un verdadero 
poder ó facultad sobre el objeto ó materia útil de la rela- 
ción creadora de aquel derecho, facultad y poder que ex- 
presa la subordinación ó dependencia en que , respecto al 
sujeto activo de la relación, quedó colocado el objeto de la 
misma, trazando por este proceso el círculo de acción 
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mediante el cual el sujeto puede aprovechar directamente 
las utilidades del objeto sin necesitar para ello la inter- 
vención de ningún otro sujeto de derecho. 

En cambio, el mismo derecho subjetivo, considerado 
en los hechos ulteriores mediante los cuales pueda rea- 
lizar su transformación , es tan sólo actividad posible; 
tiene un valor en cierto modo eventual ó dependiente del 
tiempo en que dichos hechos se realicen , constituye tan 
sólo una facultad de establecer nuevas relaciones que 
sean á su vez medio de utilizar el objeto por la interven- 
ción de otro sujeto distinto, y traza de esta suerte un 
nuevo círculo de acción en que la actividad del sujeto, 
lejos de poder ejercitarse sobre el objeto, sin más elemen- 
tos que los que figuran en la relación originaria ó primi- 
tiva, necesita para su ejercicio de otros elementos perso- 
nales diferentes. 

De estas dos esferas de acción, la primera exclusiva y 
directa del sujeto sobre el objeto, aunque sirva ó pueda 
servir para transformar la utilidad natural del mismo, 
no produce en el orden de las relaciones jurídicas la me- 
nor innovación. Estas relaciones subsisten íntegramente 
con los mismos elementos con que tuvieron origen, sin 
que en la vida del sujeto ni del objeto se produzca fenó- 
meno alguno jurídico distinto de la primitiva relación, 
pudiendo afirmarse que la situación de ésta en el tiempo 
es constantemente la misma, como prolongación ó per- 
manencia de aquel momento en que se estableció. 

La segunda de dichas dos esferas de acción, no par- 
ticular, sino extensiva á otros sujetos de derecho, por 
cuyo concurso se consiguen nuevas formas jurídicas para 
utilizar más ampliamente la materia útil de la primitiva 
relación, cambie ó no cambie la utilidad natural del ob- 
jeto, produce, sin embargo, en el orden de los hechos ó 
relaciones de derecho, la transformación de la primitiva 
relación en otra ú otras ulteriores. 
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Ciertamente que la relación primitiva .es base obligada 
para todo cambio ó transformación á que la seríele evo- 
luciones pueda dar lugar; pero la virtualidad jurídica de 
estas últimas no depende ya únicamente del acto deter- 
minante que originó la primera, sino que necesita de nue- 
vos actos de derecho para que dichas transformaciones se 
produzcan. Por esto, en la esfera de acción trazada por la 
relación primitiva sólo interesa jurídicamente el momento 
d-e su aparición; pero, en cambio, en la esfera de acción 
trazada por las nuevas relaciones en que sucesivamente 
aquélla se ha ido transformando, es necesario considerar 
en el tiempo los dos momentos distintos en que las ulte- 
riores relaciones hayan tenido lugar. 

En este punto no es posible olvidar que mediante la 
primera de dichas esferas de acción se va utilizando el 
objeto sólo por la persona á cuyo favor se originó el de- 
recho derivado de la primitiva relación; mas, por el con- 
trario, en las nuevas relaciones que se establezcan para la 
transformación de este derecho, siendo como es el mismo 
objeto utilizado por dos ó más sujetos distintos, aunque 
uno de ellos pudiera creerse en aptitud de invocar la le- 
gislación vigente al tiempo en que aquel derecho se esta- 
bleció, no sucede lo mismo respecto de los demás que han 
intervenido en las relaciones ulteriores, puesto que nin- 
guna facultad han tenido sobre el objeto ó materia en que 
radica la utilidad del derecho de que se trata hasta el 
momento en que se ha realizado la transformación de la 
relación primera. 

Así como ésta determina el derecho en favor de su res- 
pectivo sujeto, toda relación ulterior es para los demás 
sujetos la determinante del suyo, y, por lo mismo, nin- 
guno de ellos puede invocar la legalidad que existía al 
constituirse originariamente la relación de derecho, y sí 
sólo la que regía cuando ésta se transformó por medio de 
su intervención. 
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El derecho del. primero no necesita para existir ningún 
acto nuevo sobre el objeto ó materia útil de la relación 
jurídica; pero para que se produzca el derecho de los de- 
más, á fin de obtener con su concurso mayor suma de uti- 
lidades del objeto referido, son indispensables nuevos ac- 
tos, que pueden ser determinados en un momento en que 
ya haya sido modificada ó derogada la legislación regu- 
ladora del acto primitivo. 

En este caso, los nuevos actos necesarios para utilizar 
el objeto con el concurso de otras personas distintas, caen 
bajo el régimen de una legislación que, además de ser 
común á cuantos en ellos han de intervenir, es condición 
sin la cual la utilidad resultante de dicho concurso no 
podría conseguirse, debiendo quedar, para poderlo obte- 
ner, subordinado también á la nueva legislación el sujeto 
de la relación primitiva. 

Al tratar de esta materia relativa al efecto retroactivo 
de las leyes, en que juegan un papel tan importante los 
llamados derechos adquiridos ^ para señalar en qué con- 
diciones han de ser considerados como tales y hasta qué 
punto determinan un círculo de acción enteramente par- 
ticular, substraído á las sucesivas reformas de las leyes, 
no puede, perderse de vista ni por un momento el objeto 
con su utilidad, elemento sin el cu^l desaparecería la 
eficacia de toda relación jurídica. 

Por esto indicaba que la actividad, ó es determinada, ó 
meramente posible. Es verdad que esta última puede 
convertirse en determinada cuando las leyes autoricen 
esta evolución; pero como hasta que se determine no exis- 
te objeto alguno en que haya arraigado una actividad per- 
sonal, no hay en realidad verdadero derecho adquirido; 
quedando, por consiguiente, la actividad posible constan- 
temente sometida á la acción del legislador, que está lla- 
mado á trazar en cada momento el círculo en que deba 
legalmente moverse. 
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No sucede lo mismo en la actividad determinada en 
virtud de una relación jurídica eficaz. La causa ó el inte- 
rés particular que ha producido esta relación, al obrar so- 
bre un objeto concreto para establecer en él un derecho 
exclusivo, crea forzosamente, una situación ó estado del 
objeto respecto al sujeto, cuya alteración por cualquiera 
ley posterior destruiría el valor de dicho interés particular 
y convertiría al legislador en perturbador de aquel esta- 
do de derecho que anteriormente había creado. 

Del mismo modo que en la actividad, también aparecen 
dos esferas, la posible y la efectiva^ en el orden de la 
utilidad del objeto sobre que la actividad ha de obrar: 
una en que la utilidad puede conseguirse sin más ac- 
ción que la del sujeto; otra en que la utilidad del objeto 
depende del concurso de otros sujetos de derecho. La 
primera se desenvuelve dentro de los límites de la re- 
lación por la cual la actividad posible se convirtió en 
actividad determinada ; pero la segunda, que si bien es 
derivada no forma parte integrante de la misma relación, 
por no haber intervenido en ella los demás sujetos me- 
diante cuyo concurso pueda el objeto ser más amplia- 
mente utilizado, cae de lleno en la esfera de la actividad 
posible, subordinada permanentemente á la acción libre 
del legislador y caracterizada en el tiempo por algo que 
es meramente condicional. 

Véase cómo se corresponden la actividad posible con la 
utilidad condicional^ así como la actividad determinada 
con la utilidad efectiva. 

Lo primero no constituye verdadero derecho adquirido 
ó utilidad exclusiva ó particular de un sujeto determi- 
nado. Únicamente en lo segundo es donde se cifra este 
concepto, toda vez que ni por razón de la actividad co- 
rresponde á lo posible, ni por razón de la utilidad á lo me- 
ramente eventual; y así resulta que, si por leyes posterio- 
res se alteran ó modifican las condiciones ó formas por las 
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cuales las personas pueden ponerse en relación, sin alte- 
rar ó modificar el poder que en virtud de una relación ya 
establecida tenga una persona para obrar sobre la cosa 
objeto de su derecho, dicha modificación no produce ni 
puede producir efecto retroactivo de ningún género, á no 
invadir el terreno peculiar de los derechos adquiridos. 

De esta suerte, el derecho producido por una relación 
jurídica no resulta alterado cuando la ley no perturba el 
vínculo establecido por una relación determinada á la 
sombra de una legalidad ya existente, deduciéndose en 
su virtud que la materia relativa al efecto retroactivo, ó 
por mejor decir,' al principio de la no retroactividad de 
la ley, puede someterse á reglas generales de fácil de 
terminación, y aun reducirlo á un corto número de ellas, 
siempre sobre la base de la distinción que acabo de indicar 
entre el acto originario de cualquier derecho subjetivo, 
el derecho mismo en los límites de la acción exclusiva del 
sujeto sobre el objeto, y el mismo derecho en cuanto al 
desarrollo de que es susceptible, por las nuevas relaciones 
en que pueda ser utilizado. 

He aquí los tres extremos que desenvuelven los ar- 
tículos 12, 13 y 14 del proyecto que acompafío, y á cuya 
doctrina general resultan acomodadas en principio casi 
todas las reglas que en forma de casuística aplicación 
aparecen consignadas en las disposiciones transitorias del 
vigente Código civil. 

Afirma el primero de aquellos tres artículos la vigencia 
de toda legislación, tanto la presente para fijar la verda- 
dera naturaleza jurídica de cualquier acto de derecho, 
como la futura para mantener sus efectos, ó sea los dere- 
chos adquiridos (ya en forma de derecho, ya en forma de 
acción), aun cuando haya sido modificada ó derogada la 
legislación á que deban su origen. 

Mas aun que este sea el principio capital que justifique 
la continuidad y permanencia de la eficacia de una legis- 
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lación anterior, á pesar de que se haya promulgado otra 
distinta, he considerado que, además de fijar este princi- 
pio en atención al acto jurídico, como necesario para se- 
ñalar en el orden del tiempo á qué estado de la legisla- ' 
ción corresponden sus efectos , era también indispensable 
considerarlo en atención al valor positivo de estos últi- 
mos, para determinar, en el orden jurídico, qué es lo qué 
de ellos corresponde exclusivamente al régimen de. la le- 
gislación de origen, y qué es lo que, por el contrario, cae 
bajo la acción exclusiva de la nueva legislación. 

Lo peculiar al régimen de la legislación de origen es 
asunto al cual dedico en mi proyecto el segundo (13) de 
los artículos mencionados, cuyos dos párrafos, si bien en 
el fondo son la expresión de una misma idea, los he pre- 
sentado separadamente, para evitar confusión en el orden 
de la personalidad y de la capacidad jurídica con el sim- , 
pie enunciado de los derechos personales. 

La existencia de estos derechos personales, así como la 
de los derechos reales; su valor respectivo en razón del 
objeto sobre que recaen; é igualmente la afirmación del 
derecho de la personalidad, y el de su respectiva facultad 
para poder obrar por sí ó la necesidad de hacerlo en otro 
caso mediante la intervención de otras; materias todas 
que subsisten permanentemente en el orden jurídico con 
arreglo á la legislación reguladora de los actos que las 
hayan originado, son asunto del mencionado art. 13, tra- 
zando por él los límites en que el derecho, como mera fa- 
cultad, resulta siempre sostenido por la eficacia del acto 
que lo produjo, á diferencia de las transformaciones del 
mismo, las cuales han de estar necesariamente subordi- 
nadas á los nuevos actos indispensables para producir- 
las y que forman en el proyecto que acompaño la mate- 
ria á que hace referencia el art. 14. 

El derecho como expresión ó resultado del acto jurí* 
dico ó actividad determinada; el mismo derecho como 
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manifestación de su valor jurídico y fundamento de sus 
transformaciones por medio de la actividad futura; y es- 
tas mismas transformaciones en que consiste el ejercicio 
de aquel derecho para utilizarlo en todo aquello en que 
no basta la acción exclusiva del sujeto sobre el objeto en 
que fué constituido; he aquí las tres fases que abarcan, 
con límites precisos, característicos de la esfera de cada 
una, la materia general del principio de la no retroactivi- 
dad de las leyes, ó sea del efecto respectivo que á éstas 
corresponde, cuando puede surgir algún conflicto en 
asunto regulado por legislaciones diferentes. Á dichas 
tres fases responden los mencionados artículos 12, 13 y 
14, bastantes, á mi juicio, á determinar en cada caso hasta 
qué punto ha de regir los efectos jurídicos de cualquier 
acto de derecho una ú otra legislación. 

Sólo*faltaba esclarecer y decidir un punto acerca de la 
materia de la no retroactividad de las leyes; pues admi- 
tiendo, como resulta admitido por el art. 11 de mi proyec- 
to, á semejanza de lo establecido en el 3.*^ del Código, 
la posibilidad de que el Poder legislativo prescinda del 
principio de la irretroactividad y autorice con este mo- 
tivo la alteración ó modiñcación de los derechos adquiri- 
dos en virtud del efecto retroactivo que se confiera á al- 
guna ley, lo cual había de ser naturalmente, en tal caso, 
resultado de un interés social ó causa de utilidad general 
ó pública, es indispensable ofrecer al particular una justa 
compensación de la utilidad jurídica, de que le priva 
dicho efecto retroactivo , si no había de sancionarse que 
esta facultad legislativa llegara á convertirse en un ver- 
dadero despojo, comiso ó causa de confiscación. 

Á evitar este aspecto odioso que puede tener un pre- 
cepto por el que, á semejanza del Código, según su art. 3.**, 
se establezca de un modo absoluto y sin limitación alguna 
la posibilidad de conferir efecto retroactivo á sus disposi- 
ciones, se dirige la regla contenida en el art. 15 de mi pro- 



■eTflpcKr;^^>;f 




- 241 — 
yecto, tanto más indispensable entre nosotros estando, 
como está reconocida legalmente, mediante la ley de ex- 
propiación forzosa por causa de utilidad pública, la nece- 
sidad de compensar toda utilidad particular que se altere 
y sacrifique al interés común ó social. Fundada en estas 
consideraciones, la disposición del art. 15 responde á dos 
importantes exigencias, á saber: 1.*, que por lo mismo 
que el efecto retroactivo sólo se reconoce con carácter 
excepcional, hasta el punto .de que la ley que lo establez- 
ca debe fijar precisamente en qué haya de consistir, de- 
terminando al mismo tiempo el alcance de la alteración 
que produzca en los derechos adquiridos, sea también 
ella la que fije igualmente, con carácter excepcional y 
particular al caso, las condiciones de la indemnización 
que corresponde dar al individuo que resulte lastimado; y 
2.*, que en defecto de la ley excepcional qué resuelva este 
extremo , se considere comprendido el caso en la ley ge 
neral de expropiación , para que ni por un momento deje 
de revestir condiciones de justicia cualquier efecto retro- 
activo que se autorice en uso de las facultades que inte- 
gran el Poder legislativo. 

Véase sobre cuántos extremos resulta actualmente, 
más que obscuridad, verdadera deficiencia en nuestra le- 
gislación, y cuan aventurada é incierta aparece la constan- 
te eficacia de todp derecho adquirido, cuando además de las 
dificultades que anteriormente indicaba, y de que da buena 
muestra el Código en sus disposiciones transitorias, puede 
decirse que sólo ofrece al particular lastimado por la 
fuerza retroactiva conferida á una ley, el tardío y poco 
práctico medio de pedir reparación al Poder legislativo, 
reclamando más bien gracia que justicia, por no con- 
tener el Código una garantía legal previamente estable- 
cida. 
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i 4." 

De la ÍTitex*px*etación ele las leyes. 

Lo que ocurre respecto al principio de la no retroacti- 
vi(Jad de las leyes, á cuyo asunto^ siquiera tímidamente, 
dedica el Código su art. 3.** y algunas otras disposiciones 
referentes á materias determinadas, con el carácter de 
transición entre el Derecho antiguo y el moderno, según 
aparece en sus disposiciones transitorias, ocurre también 
y aun con más vaguedad, y por consiguiente con mayor 
peligro, en lo que respecta á un asunto tan importante 
como el relativo á la interpretación de las leyes. 

Punto es este acerca del cual casi puede afirmarse que 
el Código guarda absoluto silencio. Si bien lo que dispone 
el art. 7.° constituye una regla interpretativa, son tan 
reducidos los límites á que se extiende lo consignado en 
este artículo , que, comparados con los que corresponde 
establecer, dada la vasta esfera de la interpretación de las 
leyes , sólo sirve dicho precepto de elocuente testimonio 
y clara demostración de cuánto queda por hacer en tan 
interesante materia. 

No es posible prescindir de las reglas de interpretación 
en la vida práctica del Derecho. La aplicación de la ley 
requiere ante todo que sea debidamente entendida por 
quien, particular ó Tribunal, tienen el deber de cumplirla; 
y claro es que para esta función, en que todos por igual 
están interesados, no es fácil conseguir un criterio común 
y general si la legislación no establece reglas precisas 
que sirvan de verdaderos postulados ó motivos de juicio, 
para determinar su conducta respectiva. 

En este asunto, como en todos los demás, cuando la ne- 
cesidad social existe y el Derecho positivo no la atiende 




• - 243 - 
mediante las reglas necesarias para ello, la necesidad 
no desaparece, pero se hace preciso acudir para satisfa- 
cerla al terreno de la ciencia del Derecho^ ó al mera- 
mente discrecional de los Tribunales de justicia. 

Semejante situación, debida á la falta de reglas claras 
y precisas que á todos sirvan de guía para la aplicación 
de la ley, es la que trato de evitar en lo posible con el 
proyecto que acompaño, inspirado, ante todo, en el pro- 
pósito de que resulte prácticamente cierto el principio de 
que sólo el particular sea responsable de la ignorancia de 
la ley. 

No debe arredrarse el legislador ante la dificultad de 
dictar reglas determinadas, sobre todo si asalta el temor 
de que la falta de previsión al elaborar las leyes, ó el poco 
acierto en su redacción, y aun la influencia de circuns- 
tancias accidentales y pasajeras, den motivo á que no siem- 
pre aparezca claro su espíritu, aunque lo sea su letra, ó no 
resulte bastante manifiesta la congruencia y armonía en- 
tre sus disposiciones, ó pueda conducir á que tampoco 
entre la letra y el espíritu de la ley exista la correspon- 
dencia debida. 

No he de llamar la atención sobre el peligro que á. 
vuelta de estos distingos se corre generalmente, en lo 
que atañe á la integridad de las leyes, por la posibilidad 
de que, á pretexto de atender á su espíritu, se altere el 
valor real de su propia redacción, ó anden discordes los 
encargados de aplicarla, en lo relativo á la preferencia 
que haya de atribuirse á la letra sobre el espíritu, ó al 
espíritu sobre la letra. 

Cualquiera que sea la diversidad de opiniones doctri- 
nales acerca de puntos tan difíciles y complicados, es pre- 
ciso no olvidar que la ley es regla para la vida, que ésta 
no puede paralizarse, que debe ser realizada por todos los 
ciudadanos, aun por las personas de menor cultura, y que 
únicamente el respeto á la integridad de la ley, con su 
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prestigio y su autoridad, puede acallar toda opinión ó 
criterio individual. 

Debiendo como debe el legislador prever cualquier 
error de concepto ó de expresión en que pueda incurrir, 
así como toda contradicción que resulte entre los fines 
que se proponga al dictar las disposiciones y el efecto 
que corresponda á su aplicación con arreglo á su valor 
literal, no tiene el derecho de callar, entregando tan tras- 
cendental asunto á las sutiles y habilidosas disputas del 
foro. 

Lo esencial en este punto, como en todos, es evitar á 
toda costa la vaguedad en el Derecho y la incertidumbre 
en su aplicación. 

Si un Código, como sucede en el actual, omite dictar 
reglas para la interpretación de las leyes, no por esto de- 
jará de surgir la necesidad de interpretarlas, y esta exi- 
gencia se impondrá en cada caso como una verdadera 
é imperiosa realidad. 

Pero si además se recuerda que el Código actual ex- 
cluye á la jurisprudencia del número de las fuentes del 
Derecho, jamás podrá conseguirse que doctrina alguna 
de interpretación alcance por sí sola condiciones de ob- 
servancia general, y se multiplicarán indefinidamente los 
pleitos, por la esperanza que por esta razón podrá tener 
todo litigante de que al fin prevalezcan en el Tribunal que 
está llamado á decidir, opiniones contrarias á las que hayan 
informado las decisiones de otros Tribunales de justicia. 

Aunque no se justificase, cabría, sin embargo, explicar 
el referido silencio del Código, si hubiera reservado á la 
jurisprudencia la función de interpretar las leyes, con- 
firiendo á sus decisiones la autoridad general, y en cierto 
modo supletoria, que tenía en nuestro Derecho anterior. 

No es que trate de preconizar este sistema. Las disposi- 
ciones que acerca de la interpretación contiene el pro- 
yecto que acompaño, protestan contra la idea de conse- 
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guir la interpretación de las leyes sólo á fuerza de litigios. 
Lo que digo es que, si al fin el legislador se propuso no dic- 
tar las reglas generales que eran necesarias, siempre ha- 
bría sido preferible entregar al primer Tribunal de la Na- 
ción todo lo relativo á la interpretación de las leyes, en lu- 
gar de abandonarlo á la ciencia del Derecho ó al arbitrio 
judicial, que sobre todos los defectos tiene la desventaja de 
la infinita variedad de los criterios que se formen, y la 
falta de valor general de las sentencias que se dicten. 

El legislador debe abordar resueltamente el problema^ 
debe pagar esta deuda á la sociedad: girar una letra para 
que la paguen los particulares, por no atreverse á hacerlo 
el Poder legislativo, es negarles el más importante de los 
derechos, esto es, el de saber cuál es la voluntad del le* 
gislador, para poderla obedecer. Callarse, como hace el 
Código, es desconfiar de la posibilidad de informar en 
principios generales los preceptos reguladores de tan im- 
portante materia, es abandonar la interpretación tan sólo 
al casuísmo de los litigios, y aun dudar de su bondad^ 
cuando ni siquiera se atreve á entregarlo á la jurispru- 
dencia del Tribunal Supremo. 

El silencio del legislador no resuelve la dificultad. Lo 
que el legislador no haga, tendrán que hacerlo los Tribu- 
nales, bajo la natural influencia de las circunstancias y 
accidentes de cada caso sobre que resuelvan; y si aun así 
no hay medio de conseguir que lo que éstos hagan logre 
autoridad general y pueda servir de regla de conducta 
para todos, siempre será insegura la aplicación de la ley 
y quedará el particular continuamente expuesto á que 
por falta de cultura jurídica suficiente por su parte, ó por 
la fuerza del arbitrio judicial, no tenga posibilidad de rea- 
lizar acertadamente el Derecho, per mucha que sea la 
buena fe de sus propósitos. 

Convencido como debe estar el legislador de que, por 
deficientes que sean las reglas que él establezca, siempre 
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constituirán una verdadera garantía para el particular, 
obligado únicamente á conocer del Derecho lo que las le- 
yes establezcan, está en el caso de dictarlas, siquiera como 
medio de facilitar la coincidencia ó armonía del criterio 
individual con el criterio judicial en la reconstrucción del 
¡pensamiento del legislador, y de poder utilizar la autori- 
dad inherente á toda regla de Derecho positivo, como in- 
formada en la imparcial y serena esfera de la ciencia le- 
gislativa y desprovista de toda influencia debida á los 
accidentes ó circunstancias que la práctica presenta en 
cada caso particular. 

Por esto he creído que no podía prescindir de compren- 
der en mi proyecto las reglas de interpretación que con- 
tienen los artículos del 20 al 39, aparte de que ya la mis- 
ma naturaleza del asunto revela con sobrada claridad que 
nunca será más positiva la eñcacia de las leyes que cuan- 
do á las mismas acompañen las reglas convenientes para 
su acertada aplicación. 



§5.' 



Dlsposlciorxes relativa» al cunapllmiento y ejecución 
de las leyes. 



La vida de las leyes ó su movimiento ó realidad prác- 
tica no se circunscribe solamente al terreno de su obser- 
vancia y de su aplicación; necesita además, según el me- 
canismo trazado por nuestro sistema constitucional, de 
todo lo que es referente á su ejecución. 

El art. 50 de la Constitución del Estado declara que la 
potestad de hacer ejecutar las leyes reside en el Rey, y el 
párrafo primero de su art. 54 dice que le corresponde tam- 
bién expedir los decretos, reglamentos é instrucciones que 
sean conducentes para la ejecución de las leyes. 
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En efecto , si bien el Código citil reconoce como fuen- 
tes de esta rama del Derecho á la ley y á la costumbre, y 
yo propongo además la admisión dé la jurisprudencia, 
antes de acudir á la masa informe é indeterminada de los 
principios generales del Derecho, es forzoso reconocer 
igualmente que en España por la Constitución del Estado, 
y en los demás pueblos por sus leyes fundamentales, tiene 
el Poder Ejecutivo que cumplir una misión tan elevada 
como la de dictar todas las disposiciones que juzgue con 
venientes para realizar ó facilitar la referida ejecución. 
Así pues, además de la ley, de la costumbre y de la ju- 
risprudencia, fuentes de donde derivan todas las reglas 
para determinar la libertad posible de acción dentro de 
la esfera del Derecho privado, recae también sobre éste 
con igual fuerza la actividad del Poder Ejecutivo para 
promover la ejecución de las leyes reguladoras de la vida 
civil. 

¿Dónde, en qué Código, en qué cuerpo legal de nuestra 
patria se encuentran establecidas reglas concretas y de- 
talladas que definan y califiquen la intervención del Po- 
der Ejecutivo en las relaciones del Derecho privado? Sólo 
aquel precepto constitucional existe; pero ¿dónde están 
señaladas las limitaciones que forzosamente han de tra- 
zar la acción y los límites del Poder Ejecutivo cuando se 
mezcle ó intervenga en esta clase de relaciones? ¿No pue- 
de resultar alguna intrusión de ese Poder en las rela- 
ciones de la vida del Derecho privado, con motivo de 
los Reales decretos , Reales órdenes, reglamentos, ins- 
trucciones, circulares ó cualquiera otra disposición, en 
fin, de carácter general y obligatorio que tenga por ob- 
jeto promover la ejecución de las leyes en esta^esfera de 
Derecho? 

Si la vida civil de los ciudadanos no ha de quedar entre- 
gada á discreción del Poder Ejecutivo, es necesario que 
F*^- el Código, destinado á regularla, sea el que, sin descono- 
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nocer aquella necesidad del orden constitucional, antes 
bien afirmándola, establezca las reglas ó condiciones por 
las cuales se ampare y defienda la integridad de las leyes 
civiles frente á la referida función de aquel Poder, encar- 
gado de procurar su desarrollo y su fiel ejecución. 

El Código civil debe, por lo mismo, apresurarse á dictar 
todas aquellas disposiciones que, sin contradecir las atri- 
buciones que la Constitución confiere á la Administración 
pública, entienda que son necesarias para proteger la ver- 
dadera sustantividad de sus leyes. , 

Al guardar el Código absoluto silencio sobre este im- 
portantísimo extremo, ¿ha partido quizás del supuesto 
de que sólo la ley, la costumbre del lugar y los principios 
generales del Derecho gozan de autoridad en el Derecho 
privado, recordando al mismo tiempo que la ley de Enjui- 
ciamiento civil parece negar valor jurídico á toda disposi- 
ción complementaria emanada del Poder Ejecutivo, cuando 
circunscribe á la ley y á la doctrina legal la esfera del 
recurso de casación , y teniendo además presente que el 
Tribunal Suprehio de Justicia se ha pronunciado también 
contra los recursos fundados en la infracción de Reales 
decretos. Reales órdenes, etc.? 

No lo sé. Este punto no está claro , y hay que esclare- 
cerlo, para que se disipen las dudas y sepa todo el mundo 
á qué atenerse respecto al influjo que pueda ejercer en el 
movimiento de las relaciones jurídicas de carácter privado 
la potestad que la Constitución confiere al Poder público 
para la ejecución de las leyes civiles. Con no decir nada no 
se resuelve la cuestión, ni con callar desaparece. La expe- 
riencia dolorosamente nos advierte con sobrada frecuen- 
cia que, á-pretexto de dictar reglamentos y otras disposi- 
ciones de carácter general para la ejecución de Jeyes civi- 
les, como la Hipotecaria, la del Matrimonio, Registro 
civil, etc., se desnaturaliza la integridad de la ley que 
se trata de completar, se ensancha ó se restringe su sen- 
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tido y hasta se contradice y se deroga parte substancial 
de su contenido. 

Por preferible que pueda parecer el sistema de no ad- 
mitir en el orden del Derecho civil regla alguna de obser- 
vancia obligatoria que no emane directamente del legís* 
lador, ó no proceda de la costumbre, ó no sea manifesta- 
ción evidente de los principios generales del Derecho, y 
aun cuando pudiera creerse que semejante sistema en 
nada es opuesto á lo establecido en la Constitución del 
Estado, siempre sería evidente que no hay motivo para 
excluir del Derecho civil lo que pueÜe ser útil y es ade- 
más legal en los demás órdenes del Derecho, ni debe acep- 
tarse el principio de que en la esfera del Derecho priva- 
do deba descender el legislador á detalles y pormenores 
para la más fácil aplicación de sus disposiciones , ni sea 
posible suspender la observancia de las leyes, cuando por 
circunstancias especiales surja algún obstáculo para su 
debida ejecución. 

No creo que el silencio del Código sobre este punto, ni 
la doctrina del Tribunal Supremo en conformidad con lo 
establecido en la ley de Enjuiciamiento civil, signifique 6 
se traduzca en una barrera levantada enfrente del Poder 
Ejecutivo, como protesta ú oposición á la potestad de dic- 
tar disposiciones complementarias de las leyes en materia 
de Derecho privado. 

No entiendo tampoco que por la especialidad que estas 
leyes revisten haya de prescindirse de aquella potestad 
de carácter constitucional, pero hay que reconocer que 
la legislación civil, más que otra alguna, ha de ser com- 
pleta y hasta minuciosa, regulando hasta aquellas mate- 
rias que pudieran considerarse de detalle, á fin de que 
cuanto interese á la personalidad y á la fortuna del ciu- 
dadano resulte sancionado y garantido expresamente por 
el mismo legislador. 

Mas al admitir, como á mi juicio debe admitirse también 
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en el orden del Derecho civil, aquella facultad del Poder 
Ejecutivo consagrada por la Constitución, precisa preve- 
nirle contra el uso absolutamente discrecional que de ella 
pudiera hacerse, toda vez que la utilidad, y aun la ne- 
cesidad de dicha prerrogativa ofrece el peligro de que en 
su ejercicio , y con ocasión ó á pretexto de dictar dis- 
posicipnes para la ejecución de una ley, se invada el te- 
rreno regulado por la' misma, contrariando ó alteran- 
do, en lugar de desenvolverlo, el contenido de sus pre- 
ceptos. 

Ocurre en esto al^o parecido á lo que hace poco indi- 
caba con motivo de la interpretación de las leyes. La uti- 
lidad y necesidad de la interpretación no excluye los pe- 
ligros de la arbitrariedad en su ejercicio. 

Si algún inconveniente puede haber en admitirla, se 
subsana fácilmente con preceptos legales que la regulen. 
Lo mismo he de decir respecto á la facultad del Poder 
Ejecutivo de dictar disposiciones complementarias para 
la ejecución de las leyes, pues el carácter discrecional ó 
arbitrario que pueda revestir su ejercicio, desaparece con 
disposiciones legales que lo encaucen y determinen fijan- 
do las condiciones ó requisitos mediante los cuales pue- 
dan producir efectos en la esfera del Derecho civil. 

Este es el fundamento ó motivo de los artículos (del 40 
al 45 inclusive) que contiene el proyecto que acompaño, 
llamados á establecer concretamente las condiciones en 
cuya virtud han de tener valor y ser de general obser- 
vancia las disposiciones que para la ejecución de las le- 
yes civiles se dicten por el Poder Ejecutivo. 

Lo esencial en este asunto consiste en no perder de 
vista ni un momento que, así como la obra del legislador 
se produce en un campo ilimitado, la obra de la Adminis- 
tración pública se determina dentro de los límites que 
están ya trazados por el precepto que trata de desen- 
volver. 
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Por lo mismo que en el ejercicio de estas funciones la 
misión del Poder Ejecutivo es enteramente distinta de la 
del legislativo, no estando, como no está aquél llamado á 
establecer la ley, sino sólo á desenvolver una que está ya 
establecida, no puede contrariarla, reformarla ni alterarla 
en modo alguno, ni dictar disposiciones que , aunque sir- 
van para su ejecución, no estén exactamente ajustadas al 
precepto de que se trate, en conformidad á la inteligencia 
que al mismo corresponde, según las reglas de interpre- 
tación consignadas en el Código. 

El Poder Ejecutivo no tiene la libertad del legislador 
para desenvolver su pensamiento. Precisado á formularlo 
en los límites que trace el precepto legal de cuya ejecu- 
ción se trate, debe hacer de éste designación expresa y 
procurar cuidadosamente no contradecirlo ni adulterarlo 
en lo más mínimo, quedando como ha de quedar subordi- 
nada su aplicación al juicio que acerca de dichas condi- 
ciones se forme por la más elevada representación, de los 
Tribunales de Justicia, á quienes pertenece exclusiva- 
mente, según la Constitución del Estado, la potestad de 
aplicar las leyes en los juicios, sin que en ningúncaso pue- 
dan producir efecto retroactivo las indicadas disposicio- 
nes de la Administración, ya que sólo al legislador, y úni- 
camente por vía de excepción, incumbe la facultad de 
obrar sobre un orden jurídico estableciendo, alterando ó 
modificando los derechos adquiridos, pero siempre me- 
diante las garantías que al efecto se consignan en mi 
proyecto. 

De otro modo se vería constantemente amenazado el 
estado jurídico de las relaciones civiles por la posible in- 
vasión del Poder Ejecutivo, sin que, por carecer el Código 
de disposiciones reguladoras del ejercicio de aquella po- 
testad, pudiera el perjudicado conseguir por medios ordi- 
narios el restablecimiento de su derecho, ni le quedara 
otro recurso que el extraordinario de la responsabilidad 
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ministerial, que ni está al alcance de todos los ciudadanos, 
ni, por otra parte, se halla todavía, por desgracia, regu- 
lado por las leyes. 

Si ha de evitarse lo que pueda resultar arbitrario y 
peligroso, al admitir con verdadera eficacia en el orden 
del Derecho civil las disposiciones dictadas para el cum- 
plimiento y la ejecución de las leyes, y sobre todo, si han 
de ponerse al alcance de los particulares reglas ciertas 
que les den á conocer el valor que corresponda á dichas 
disposiciones del Poder Ejecutivo en los asuntos de la vida 
civil, es por todo extremo indispensable señalar, siquiera 
en los límites de los pocos artículos que he dedicado á este 
asunto en el proyecto que acompaño, las condiciones que 
aquéllos han de reunir, las que han de servir para deter- 
minar en cada caso sus efectos respectivos , las relativas 
á su observancia general y las absolutamente prohibiti- 
vas de todo efecto retroactivo derivado de las mismas. 

Hia oostumbire como fuente del x>ex*eelio. 

Cúmpleme también dedicar algunas palabras á la cos- 
tumbre, al tratar, como ahora trato, de señalar las partes 
del Código en que es necesario incluir nuevas disposicio- 
nes, para no dar lugar á que la materia relativa á esta 
fuente de Derecho quede indeterminada, ó que haya que 
acudir para conocer su valor jurídico á lo que se hallaba 
establecido respecto á la costumbre en nuestra anterior 
legislación. 

Es verdad que el Código, ni desconoce la realidad de 
la costumbre, ni deja de señalar su efecto como fuente de 
esta rama de Derecho. Cierto también, y de ello me he 
ocupado ya en otro lugar, que desgraciadamente el Có- 
digo, á pesar de atribuir valor jurídico á la que denomina 
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costumbre del lugar, refiere muchas de sus disposiciones 
á otras varias clases de costumbre cuya distinta natura- 
leza es difícil apreciar, pero cuya variedad es positiva, 
aunque sólo nos fijemos en la diversidad de nombres em- 
pleados al hacer la designación de las costumbres á que 
el Código hace referencia. 

No he de repetir lo que allí dije acerca de dicha diversi- 
dad de tecnicismo que, así respecto á la costumbre como 
á otras muchas materias, produce tanta confusión y ha de 
ser motivo de tantas cuestiones y litigios. 

Pero aparte de la necesidad de precisar el concepto de 
la costumbre, no es menos indispensable regular sus con- 
diciones, sobre las cuales el Código guarda también ab- 
soluto é inexplicable silencio. 

Aunque sólo nos fijemos en la llamada costumbre del 
lugar, única que aparece conforme al art. 6.^, como nor- 
ma de Derecho en defecto de la ley, es evidente que el Có- 
digo, ni expresa en qué consiste la costumbre en general, 
ni señala tampoco cuáles sean ó hayan de ser las notas 
que la caractericen como tal costumbre del lugar. 

El silencio del Código es manifiesto, lo mismo respecto 
al género , que relativamente á la especie á la cual atri- 
buye el concepto de fuente del Derecho civil. 

No sólo no preceptúa, sino que ni indica siquiera cuáles 
hayan de ser los requisitos, las circunstancias de tiempo, 
el número de los actos que han de producirla , la natura- 
leza de los mismos, las personas que pueden realizarlos; 
en una palabra, los distintos elementos que son precisos 
para que se produzca la costumbre; ni menos indica tam- 
poco los que relativamente á la especie de costumbre del 
lugar hayan de calificarla como tal y ser, por tanto, ge- 
radores de esta fuente de Derecho. 

¿Qué hacer en este estado, si se trata de proceder con- 
forme á costumbre, ó de invocarla en un juicio , cuando 
es una materia no regulada por la ley? ¿Cómo demostrar 
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la autoridad de la costumbre no estando el valor jurídico 
de sus elementos esenciales determinado por el Código? 

Aunque ya he manifestado que, á mi juicio, el silencio 
del Código en este punto deja subsistente lo que én cuanto 
á las condiciones exigidas para formar costumbre se ha- 
llaba establecido en nuestro antiguo Derecho, no por esto 
he de excusarme de señalar las dudas y conflictos que pue- 
den suscitarse, sobre todo en atención á la cláusula dero- 
gatoria contenida en la disposición final del mismo Códi- 
go, siendo así que tan fácilmente se habrían evitado com- 
prendiendo, como debe comprenderse, en el libro ó título 
destinado á tratar de las fuentes del Derecho, lo que haya 
de dar á conocer la existencia de la costumbre, bien acep- 
tando, ya modificando lo establecido al efecto en nuestra 
antigua legislación. 

Pues si esta necesidad es tan manifiesta para saber á 
qué atenerse en la determinación y origen de la costum- 
bre, como verdadera fuente del Derecho civil , lo es mu- 
cho más cuando, según sucede en el Código, hay tal falta 
de unidad en lo que á la costumbre se refiere, que califi- 
cando sus especies por denominaciones diferentes, no con- 
tiene tampoco disposición alguna por la que se dé á cono- 
cer lo que ha de ser propio y característico de cada una 
de ellas. 

Unificar el concepto de la costumbre y fijar las condi- 
ciones en que ha de consistir, regulando al efecto las cir- 
cunstancias necesarias para su formación, son dos exigen- 
cias derivadas del solo hecho de reconocerla el Código 
como tal fuente de Derecho, indispensables para que este 
reconocimiento tenga la debida aplicación, y que he pro- 
curado atenderlas en la parte del proyecto (artículos del 
46 al 49 inclusives) dedicada á tratar de dichas fuentes 
consideradas en sí mismas. 
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I^elaoioxies de las £a.erktes del Dereolto en. serkej*eLl, 

Antes de ahora he indicado que la necesidad de incluir 
en el Gódigo lo referente á las fuentes del Derecho civil 
había de ser extensiva á las relaciones que deben sos- 
tener entre, sí las distintas fuentes del Derecho, bien 
sean las que han de existir entre la ley, la costumbre y 
la jurisprudencia para determinar el orden de su virtua- 
lidad respectiva, bien las que deben existir también en- 
tre la legislación general y las legislaciones especiales, 
mientras no se alcance la unificación del Derecho para 
todo el territorio nacional, bien, por último, las que igual- 
mente han de sostener para la debida eficacia del Dere- 
cho nacional y el extranjero en los asuntos en que por 
razón del sujeto, del objeto ó del acto jurídico, ó los 
medios necesarios para justificar su legitimidad y auten- 
ricidad, pueda resultar conflicto ó competencia de sobe- 
ranía entre países diferentes. 

No omite el Código, en verdad, ninguna de estas clases 
de relaciones. Por más que trata de ellas sin orden ni 
sistema, efecto sin duda de haber comprendido en un solo 
título toda la importante materia de las fuentes de Dere- 
cho consideradas en sí y en relación bastante á consti- 
tuir por su extensión y por la independencia de su asunto 
un verdadero libro, según he procurado hacerlo en el 
proyecto que acompaño^ resulta también que el Código 
se ocupa de dichas relaciones de una manera tan indefi- 
nida y tan vaga, que difícilmente podrán servir en la prác- 
tica las pocas disposiciones que contiene para resolver 
los conflictos que se produzcan. 

Un solo artículo, el 6.^, dedica el Código á las relacio- 
nes entre las diversas fuentes del Derecho. No admi- 



— 256 — 
tiendo, como no admite, la jurisprudencia, ni facilitando 
medio alguno por el cual puedan llegar á concretarse en 
forma concreta y positiva los principios generales de De- 
recho, cuyo valor jurídico ha de mantenerse en la va- 
guedad que resulta de su propio enunciado, se comprende 
que sobre la base de la prelación absoluta de la ley sobre 
la costumbre, y de ésta frente á los principios generales 
del Derecho, no haya necesitado mayor número de pre- 
ceptos, una vez que ha reducido la materia de dichas re- 
laciones tan sólo al orden de su respectiva prelación. 

Aunque este sistema parezca conveniente, siquiera por 
su sencillez, ya he hecho presente al ocuparme de la ju- 
risprudencia la inseguridad que produce en todo aquello 
sobre lo cual no exista precepto de ley exactamente 
aplicable al punto controvertido; inseguridad doblemente 
peligrosa, desde el momento en que no conteniendo, como 
no contiene el Código, disposiciones relativas á la inter- 
pretación de las leyes, queda aún la virtualidad de estos 
últimos, que el Código intenta mantener de un modo tan 
absoluto Jpor su art. 6.°, entregado prácticainente al ar- 
bitrio ó al discrecional criterio de los Tribunales de jus- 
ticia. 

No he de repetir lo que dejo ya expuesto sobre las ga- 
rantías que es indispensable otorgar á los particulares 
para que puedan, del mismo modo que los Tribunales, co- 
nocer la debida inteligencia de las leyes por medio de 
las reglas para su interpretación; y si bien pudiera creerse 
que una vez llenado este vacío cupiera adoptar la senci- 
llez del Código en cuanto al orden ó prelación entre las 
fuentes del Derecho, ya he manifestado también la utili- 
dad, ó por mejor decir, la verdadera necesidad práctica 
de procurar que, al menos en forma de jurisprudencia, 
ajustada siempre á reglas legales determinadas que así la 
califiquen, tanto en su función interpretativa como en su 
función supletoria, pueda el Derecho informar sus prin- 
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cipios generales mientras llegue el momento en que el le- 
gislador los formule como verdaderos preceptos legisla- 
tivos. 

En este sentido , la mayor variedad en las fuentes y la 
diversa naturaleza de sus elementos determinantes exige 
forzosamente algunas más relaciones que la del valor 
absoluto atribuido al orden de su admisión. 

Pocos son, sin embargo, los artículos que he debido 
destinar especialmente á fijar estas relaciones. 

Todos ellos se completan con los que, al tratar sepa- 
radamente de las fuentes, califican la respectiva natura- 
leza de cada una, pues aun cuando admita también, 
como sucede en el Código, la eficacia de los principios 
generales, siquiera como base de la indeclinable exigen- 
cia de tener que resolver los Tribunales , sin poder dejar 
de hacerlo á pretexto de silencio, obscuridad ó insuficien- 
cia de las leyes, se facilita por la jurisprudencia el medio 
de que estos mismos defectos ó deficiencias se vayan sub- 
sanando constantemente en la vida jurídica, reduciendo á 
la vez el terreno de la incertidumbre que mantiene en esta 
última el régimen de dichos principios, mientras de algún 
modo no hayan llegado á conseguir una concreción ó for- 
ma determinada. 

Precisamente á este resultado se dirigen á la vez la obra 
del legislador mediante las leyes, la del pueblo por la 
costumbre y la de los Tribunales con la jurisprudencia. 
La variedad de sus elementos generadores y la distinta 
manera de funcionar cada uno, no es, sin embargo, obs- 
táculo para que todos hayan de buscar inspiración en un 
fondo común, que es, por lo mismo, en último resulta- 
do, el que ha de suplir lo indispensable para satisfacer 
aquella necesidad que no pueda atenderse por las reglas 
derivadas de la ley, de la costumbre ó de la jurispru- 
dencia. 
Pero, por evidente que esto sea, respecto ala precisión 
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de admitir dichos elementos no cabe prescindir de su dis- 
tinto modo de funcionar al proponerse fijar sus relaciones. 

Enhorabuena que se reserve para la ley la prelación 
absoluta, pues esto es lo más conforme á la unidad y ar- 
monía que ante todo debe procurarse en el desarrollo de 
la vida jurídica. De esta suerte, la acción de la costumbre 
y la de la jurisprudencia queda por de pronto limitada á 
suplir una y otra el vacío de las leyes, y la jurisprudencia 
además á interpretarlas. 

Mas como las necesidades de la vida jurídica son per- 
manentes y progresivas, y la acción de la jurisprudencia 
es en cierto modo accidental, á causa de la precisión de 
ser provocada por los pleitos ó cuestiones judiciales, no 
puede prescindirse de mantener ante todo la virtualidad 
de la costumbre, cuyo elemento generador, el individuo, 
y por su medio el pueblo, reúne el carácter de perma- 
nencia en el ejercicio de dicha función, especialmente su- 
pletoria. 

La prelación de la costumbre no la priva, sin embargo," 
de su carácter local; y como la jurisprudencia tiene la 
ventaja del carácter general conferido á sus decisiones, 
desde luego importa armonizar estos extremos, si se 
quiere mantener verdadera independencia entre ambos 
elementos generadores de Derecho, afirmando que, sin 
perjuicio de sus respectivas funciones, sea sólo la ley el 
único elemento capaz de corregir ó derogar así el Derecho 
producido por la costumbre como el derivado de la juris- 
prudencia. 

Cuando la costumbre se haya anticipado á la jurispru- 
dencia á definir el derecho acerca de alguna materia del 
orden civil, podrá resultar cierta contraposición entre la 
regla de observancia general establecida por la jurispru- 
dencia, y la de observancia local emanada de la costum- 
bre, dando lugar á que pueda creerse que esta última está 
equivocada y es contraria á los principios generales de 
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Derecho; pero aun así, como al fin la jurisprudencia viene 
á la vida jurídica y establece su doctrina en razón de las 
circunstancias ó accidentes propios del caso particular 
que la provocan, pudiendo creerse igualmente con este 
motivo que sus disposiciones, por modo análogo, aunque 
distinto al de la costumbre, reviste también cierto espíritu 
particular en la determinación del Derecho, entiendo que 
debe dejarse íntegramente á la acción del legislador todo 
lo relativo á la modificación ó derogación de lo establecido 
por costumbre ó por jurisprudencia, á fin de que ninguna 
de las dos pueda imponerse á la otra, quedando por este 
principio puesta bajo" el amparo de la ley la libertad de 
su doble y respectiva acción. 

He aquí el sistema que he seguido en el proyecto que 
acompaño; sistema que, como he dicho al ocuparme de la 
jurisprudencia, me parece el más conveniente, no sólo 
para favorecer la determinación del Derecho por medio 
de la importantísima misión que en la aplicación de las 
leyes corresponde á los Tribunales de justicia, sino tam- 
bién para traducir en verdadera situación legal un esta- 
do que, no obstante dicho silencio del Código respecto á 
la jurisprudencia, es en la práctica tan cierto como indis- 
pensable, toda vez que, á pesar de aquel silencio, las deci- 
siones del Tribunal Supremo pronunciadas en los recursos 
de casación, y, sobre todo, la posibilidad de invocarlas co- 
mo doctrina legal, aunque sólo sea en los límites á que se 
contrae la ley de Enjuiciamiento civil, han de contribuir 
necesariamente á que dichas decisiones lleguen á ser con- 
sideradas como expresión de los principios generales del 
Derech'o, y reglas, en su virtud, de general observancia. 
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rtelaoiones de las fuentes del J^ereclio en. el orden 
lnte]:*pi:*ovin.oia I . 

Si bien el Código comprende varios artículos, desde 
el 9.° al 16, acerca de las relaciones entre legislaciones 
diferentes, bien con motivo de la existencia del Derecho 
interprovincial, bien con ocasión de aquellas que ha de 
sostener el Derecho nacional y el extranjero, la recta 
aplicación de los principios que les informan exige mucha 
mayor precisión en sus disposiciones. 

En este punto , lo referente al Derecho interprovincial 
(artículos del 12 al 15 del Código), ni es bastante á califi- 
car todo lo que ha de continuar en vigor en las distintas 
provincias ó territorios regidos por aquel Derecho, ni 
mucho menos para fijar en cada caso cuál de dichas le- 
gislaciones ha de ser la que tenga aplicación. 

No me ocuparé en este momento del sentido con que el 
Código ha resuelto las cuestiones propias de la relación 
en que viven las legislaciones forales y la legislación cas- 
tellana. 

De este asunto, tan interesante para la unificación del 
Derecho patrio, ya me he ocupado al principio de este tra- 
bajo, llamando la atención sobre la necesidad de resol- 
verlo con criterio diametralmente contrario al seguido 
por el Código, si ha de lograrse que aun dentro de la va- 
riedad de legislaciones civiles exista un Derecho ver- 
daderamente general ó de carácter común , del cual sean 
sólo excepción, por razón de región ó territorio, las demás 
legislaciones que se conservan á causa de lo mandado en 
la ley de Bases de 1888. 

Habiéndose pronunciado el Código, por la última de las 
disposiciones del art. 15, en favor de la equiparación en- 
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tre las distintas legislaciones civiles, sin hacer en este 
punto la menor salvedad ni excepción en favor del lla- 
mado Derecho de Castilla, desaparece en realidad el ca- 
rácter verdaderamente general ó común que siempre ha- 
bía tenido la legislación castellana. 

Los cambios que se autorizan entre las distintas legis- 
laciones civiles á que las personas están sometidas, sin 
establecer excepción de ningún género, han afirmado, en 
condiciones más permanentes que las que existían antes 
de la publicación del Código, el sistema de la variedad en 
el orden del Derecho civil, haciendo posible que se ex- 
tienda cada vez más, en vez de reducirse, el círculo de 
acción de las legislaciones regionales, y que, por lo mis- 
mo, sea cada día más difícil conseguir la unificación en 
esta esfera del Derecho. 

No insistiré sobre este particular después de lo que dejo 
manifestado antes de ahora. 

Me basta únicamente hacer presente que, entre las dis- 
posiciones contenidas en el proyecto que acompaño refe- 
rentes á las relaciones entre el Derecho general y el fo- 
ral, se hallan varios artículos (sección primera, capítulo ii, 
título. II, libro i) destinados á afirmar, contra la equipa- 
ración á última hora admitida en el Código , el valor co- 
mún de la legislación establecida en el mismo , confirién- 
dole á la vez un carácter verdaderamente atractivo, pro- 
hibiendo que voluntariamente quepa substraerse á su 
acción y proclamando su carácter de Código nacional 
para cuantas relaciones pueda sostener nuestra patria 
con las legislaciones civiles de los pueblos extranjeros. 

Aparte de las relaciones de Derecho internacional, la 
variedad conservada en nuestro Derecho privado hace in- 
dispensable la fijación de las indicadas reglas, para poder 
determinar en cada caso la aplicación que corresponda á 
las distintas legislaciones civiles reconocidas por el Có- 
digo. 



- 262 - 

Dos puntos abraza esta materia: 1.^, el referente al con- 
tenido de cada legislación civil; y 2.^, el peculiar á las 
relaciones que sostienen entre sí. 

Lo primero requiere ante todo la mayor precisión en el 
señalamiento de los elementos constitutivos de cada le- 
gislación particular; y si bien no hay duda que el Código 
se ha ocupado de esta materia, destinando especialmente 
á ella los artículos 12 y 13, aquél de carácter general á to- 
das las legislaciones forales, y éste de carácter peculiar 
á la legislación de Aragón y de las Islas Baleares, no 
puede decirse, sin embargo, que no existan serios y fun- 
dados motivos de duda y de verdadera cuestión, princi- 
palmente en lo que atañe al contenido del mencionado 
artículo 12. (Sentencias del Tribunal Supremo fechas 
1.° de Abril de 1891, 31 de Mayo de 1892 y 12 de Junio 
de 1894.) 

El sistema seguido en esté artículo es abiertamente 
contrario al admitido en el 13. Hay en realidad en este 
último notoria precisión y claridad; en el primero todo 
es vago y capaz, por lo mismo, de producir verdadera 
confusión. 

En efecto, por lo que se refiere á Aragón y á las Islas 
Baleares, nada hay que innovar respecto á lo dispuesto en 
el Código, si fuese posible tener el convencimiento de que 
la claridad y precisión que resulta de la letra del referido 
precepto, que trata de estas dos provincias ó territorios de 
Derecho foral, correspondían exactamente al pensamien- 
to del legislador al tiempo de formularlo. 

Mas como esto no sucede, y buena prueba de ello ofrece 
la ley de Bases para la redacción del Código, es indispen- 
sable también introducir alguna modificación en este 
punto, si ha de evitarse la marcada desigualdad que re- 
sulta entre dichas dos regiones y las demás de legislación 
foral respecto á aquellas materias acerca de las cuales 
debe ser obligatoria para todas las provincias del Reino, 
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según dicha ley de Bases, la observancia de lo precep- 
tuado en el Código civil. 

El sistema aceptado por la ley de Bases respecto á las 
legislaciones forales, consistía en equipararlas todas á la 
legislación común ó de Castilla en ciertas y determinadas 
materias, respetando la desigualdad tradicional en todas 
las demás. 

Todo lo comprendido en el título preliminar, así como 
el desarrollo de la base 3.^, relativa ájas formas del ma- 
trimonio, debía constituir, según la misma ley , el régi- 
men común en todas las provincias del Reino ; y aunque 
dictaba disposiciones especiales para la aplicación que en 
todo lo demás debía tener el Código en Aragón y en las 
Islas Baleares, reconocía y proclamaba la necesidad de 
respetar, así en estas regiones cómo en las restantes de 
propio Derecho civil, sus disposiciones forales ó consue- 
tudinarias que por entonces estaban vigentes. 

No fué, sin embargo, el sistema de la ley de Bases tra- 
ducido con fidelidad en los artículos del Código. 

Por sostener éste en el art. 13 exactamente la misma 
redacción del art. 7.° de la ley de Bases, y refiriéndose, 
como se refieren uno y otro á su respectivo artículo pre- 
cedente, que versa en dicha ley y en el Código solare ma- 
teria enteramente distinta, se ha producido el resultado 
de que lo prevenido en el referido art. 13 no se ajuste á 
lo exigido por la citada ley de Bases. 

El art. 13 del Código prescinde en absoluto de cuanto 
se previene en el artículo anterior; dicta una regla apli- 
cable á Aragón y á las islas Baleares, no obstante lo dis- 
puesto en el artículo que le precede, como si lo prevenido 
en este último en nada hubiera de afectar á estos dos te 
rritorios regionales. 

Cierto es que dicho art. 13 declara con la mayor preci- 
sión y claridad, como antes he reconocido, que en Ara- 
gón y en las Islas Baleares está en vigor la totalidad del 
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Código, como si se tratase de provincias no aforadas; pero 
no es menos cierto que esto lo establece á condición de 
que lo que el Código previene no se oponga alas dispo- 
siciones forales ó consuetudinarias vigentes por entonces 
en aquellas dos regiones. 

De esta suerte, aunque desaparezca para Aragón y las 
Islas Baleares todo su antiguo Derecho supletorio, cons- 
tituyendo el Código en ellas, como en las provincias no 
aforadas, su verdadera legislación, sin más limites que las 
disposiciones que le sean contrarias por sus fueros ó sus 
costumbres, se dejan en vigor estos fueros y costumbres 
en aquellas materias que constituyen el título preliminar 
y el título cuarto del libro primero del mismo. 

He aquí cómo por el Código quedó destruido el princi- 
pio de generalidad que, relativamente al título preliminar 
y al desarrollo de las formas del matrimonio, había con- 
signado la ley de Bases para la redacción del nuevo cuer- 
po legal. 

Mantuvo realmente aquel principio para todas las pro- 
vincias y territorios, excepto Aragón y las Islas Baleares, 
pero lo alteró completamente para los territorios regi- 
dos por la legislación foral ó consuetudinaria de estas 
dos regiones. Aunque á primera vista quizás pueda 
creerse que esto no tiene verdadera trascendencia, bajo el 
supuesto de que en ellas nada se halle establecido por su 
legislación foral ó consuetudinaria que sea contrario á lo 
dispuesto en el Código en dichos título preliminar y título 
cuarto, libro primero, me bastará hacer alguna indica- 
ción como por vía de ejemplo para demostrar que por 
esta equivocada redacción pueden suscitarse muchas du- 
das y graves complicaciones. 

Con sólo fijarse en los efectos de la costumbre y en lo 
relativo á los derechos y obligaciones entre marido y mu- 
jer, correspondientes aquéllos al título preliminar, y éstos 
últimos al título cuarto del libro primero, se ve que resul- 
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tan contraposiciones bastantes á provocar prácticamente 
la desnaturalización de aquel principio que la ley de Ba- 
ses estableció. 

Ya he indicado antes de ahora de qué manera tan dimi- 
nuta, y además indeterminada, resulta admitida la cos- 
tumbre en el Código civil; pero al fin, en sus efectfos es 
notorio que sólo 1^ reconoce como fuente supletoria de la 
ley, rechazando/por lo mismo en absoluto la costumbre 

CONTRA LEY. 

No ocurre ei to de un modo tan radical en Aragón, ni 
tampoco en las \Tslas Baleares. Pudiendo en estas regiones 
prevalecer la costumbre inmemorial contra la ley, es evi- 
dente que, así como en todas las provincias yterritorios 
en que es aplicable el art. 12 del Código civil sin la ex- 
cepción establecida en el att^;13, no tiene valor jurídica 
la costumbre contra ley, la tendrá no obstante en Aragón 
y en las Islas Baleares, donde su Derecho foral y consui^- 
tudinario es opuesto en este punto á lo establecido en el 
título preliminar del mencionado Código. 

Lo mismo ocurre en Aragón respecto á las facultades 
que tiene el marido para administrar los bienes del matri- 
monio desde la edad de los 14 años. 

La contraposición que en este punto resulta entre l1 
fuero único de los menores de 20 años en Aragón, con lo 
preceptuado en el art. 59 del Código, uno de los compren- 
didos en el título cuarto del libro primero, es notoria, y 
quebranta igualmente en su virtud, conforme al art. 13, 
aquel principio de generalidad á que trató de corresponder 
el párrafo primero del artículo anterior. 

No necesito ampliar las citas. Las que acabo de ha- 
cer son suficientes para demostrar la desigualdad esta- 
blecida en lo que la ley de Bases exigía una igualdad 
absoluta. 

¿Cómo pudo suceder esto, siendo como fué tan claro y 
manifiesto el propósito de la mencionada ley? Sólo puede 
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atribuirse á la precipitación, que ha sido causa de tantos 
errores como el Código contiene. Así lo confirma la sim- 
ple comparación entre la redacción empleada por el Códi 
go en sus artículos 12 y 13, y la de la ley de Bases en sus 
artículos 6.° y 7.° 

Sin duda el Código, por temor de hader la más mínima 
alteración en un artículo derivado de una enmienda pre- 
sentada en el Congreso por los Diputados de Aragón, re- 
produjo textualmente en su art. 13 el 7.^ de aquella ley de 
Bases. No tuvo en cuenta, al hacer dicha textual repro- 
ducción, que la referencia que hace al artículo anterior, 
así como en la ley de Bases era perfectamente correcta y 
en nada alteraba aquel principio de generalidad consigna- 
do ya en el art. 5.^, resulta, por el contrario, en el Código 
atentoria á este principio, por ser precisamente el artículo 
anterior, ó sea el 12, completamente distinto del anterior 
al 7.^, ó sea el 6.^ de la ley de Bases. 

En efecto, como en la ley de Bases aquel régimen de ge- 
neralidad había sido estatuido por el art. 5.^, la referencia 
del 7.° á su artículo anterior, ó sea el 6.^, en nada alteraba 
el régimen expresado; pero, por el contrario, en_el Código, 
como precisamente el art. 12 es el que consigna dicho prin- 
cipio de generalidad, la referencia excluyente ó excepcio- 
nal contenida en el art. 13 afecta esencialmente al refe- 
rido principio, y, por tanto, al carácter obligatorio para 
todas las provincias del Reino, que según la ley de Bases 
debían tener las disposiciones del título preliminar y las 
que se dictasen para el desarrollo de la base relativa á las 
formas del matrimonio. 

Véase, pues, la necesidad de reformar lo dispuesto en el 
art. 13, siquiera sea en consideración á las referencias 
que comprende, ya que, como he dicho, ni carece de cla- 
ridad, ni tampoco de precisión, aunque dé origen á una 
desigualdad tan contraria al carácter de legislación na- 
cional ó común que el Código debe tener, como contra- 
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ría igualmente á lo que á este propósito había exigido jr 
la ley dictada para su formación. 

Mas tratándose de las demás provincias y territorios á 
que se refiere el art. 12, dejando subsistente en toda su in 
tegridad, salvo en cuanto al título preliminar y título 
cuarto del libro primero, su actual régimen jurídico es- 
crito ó consuetudinario, son quizás aún de más significa- 
tiva importancia las reformas ó innovaciones que corres- 
ponde introducir. 

En todas las demás provincias y territorios forales el 
Código ha reducido la observancia general de sus dispo 
siciones al título preliminar y al título cuarto del libro pri- 
mero; y aunque esto á primera vista pueda parecer ajus- 
tado á la necesidad admitida de sostener la variedad re- 
gional eael orden de la legislación civil, no se advirtió, 
sin embargo, que reduciendo por este procedimiento la 
legislación general á las pocas materias contenidas en el 
título preliminar y el relativo al matrimonio, se borraba 
de una plumada el carácter general que con anterioridad 
al Código habían alcanzado ya gran número de materia^ 
de esta esfera de Derecho que, por no estar especialmente 
reguladas de antiguo por las legislaciones forales, lo ha- 
bían sido modernamente por leyes promulgadas con ca- 
rácter general y obligatorio para todas las provincias ó 
territorios de la Nación española. 

Sin duda se creyó bastante, para atender á este parti- 
cular, disponer en el párrafo segundo del art. 12, no sóln 
que las provincias y territorios de Derecho foral lo con- 
servarían en toda su integridad, sino también que esto 
tendría lugar sin que sufriese alteración su actual régi- 
men jurídico, como si se quisiera dar á entender que ape- 
sar del Código, y salvo los dos títulos á que hace referen- 
cia el párrafo primero de dicho art. 12, subsistiría el res- 
pectivo régimen jurídico de las provincias ó territorios 
aforados, tanto en lo referente al Derecho foral como en 
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lo relativo al Derecho común, que por entonces se hallaba 
también en ellos vigente. 

Mas aunque este criterio, al parecer ajustado á lo dis- 
puesto en el Código, pudiera servir para mantener la efi- 
cacia de toda aquella parte del Derecho común que, como 
de general observancia, se había incorporado ya al Dere- 
cho civil vigente en los países forales, sobre todo precep- 
tuando como preceptúa igualmente dicho párrafo segundo 
que respecto á lo no comprendido en el primero rija el 
Código tan sólo como derecho supletorio, y aun esto en 
defecto del que lo sea en cada una de dichas provincias ó 
territorios por sus leyes especiales, es lo cierto que, me- 
diante la referida eficacia, aquella parte del Derecho co- 
mún español vendría á quedar convertida, por las propias 
disposiciones del Código, en Derecho común especial de 
las regiones forales. 

Dadas las reformas y variaciones que el nuevo cuerpo 
legal ha introducido en muchas materias reguladas ante- 
riormente por las leyes que fueron extensivas á las indi- 
cadas regiones, si prevaleciera el criterio á que acabo de 
referirjme resultaría, no sólo un dualismo insostenible, 
toda vez que precisamente estas leyes, que aparecen man- 
tenidas en toda su integridad en los países forales, están 
modificadas y completadas por las disposiciones del Códi- 
go acerca de las materias de que aquéllas se ocupan (como 
sucede en la ley del Registro civil, la Hipotecaria, etc., 
etcétera), sino también un particularismo tan exagerado, 
que llegaría al extremo de sostener á cada territorio su 
legislación particular ó foral, de reducir á límites diminu- 
tos el terreno del Derecho civil común ó de observancia 
general, y de convertir en legislación verdaderamente 
regional la que hasta el Código había sido Derecho civil 
común en nuestra patria. 

No entiendo, sin embargo, á pesar de la redacción del 
párrafo segundo de dicho art. 12, que deba prevalecer el 
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referido criterio al tratar de la inteligencia que al mismo 
corresponde; pues aparte de que aquél sólo conduciría á 
extender por modo extraordinario el federalismo de núes 
tro Derecho civil, es preciso tener presente, y puede desde 
luego afirmarse, que el sistema que informa, según el men- 
cionado art. 12, el régimen jurídico de las provincias y 
territorios que no sean los de Aragón y las Islas Baleares, 
establece propiamente cinco elementos legislativos para 
la determinación de su propio y particular Derecho, á 
saber: 1.° Derecho general ^or disposición legal ex- 
presa (el título preliminar y el título iv, libro i del Có 
digo, art. 12 del mismo). 2.** Derecho general por efecto 
derogatorio (las disposiciones del Código que modifican 
las leyes generales del Reino anteriores á su publicación, 
que constituían ya parte del régimen jurídico de dichos 
territorios ó provincias, art. 1.976). 3.° Derecho especial 
regional (el Derecho foral de cada provincia ó territorio 
con propia legislación civil). 4.° Derecho supletorio re- 
gional (el peculiar á cada región según su Derecho foral 
ó sus leyes especiales). 5.° Derecho supletorio común, ó 
sea el supletorio de su particular Derecho supletorio (Có- 
digo civil). 

De modo que, dada la distinción establecida por el Có- 
digo entre las regiones á que se refiere el art. 12 y las 
de Aragón é Islas Baleares, para las que está dictado el 
artículo 13, así como las legislaciones propias de estas- 
últimas pierden en extensión sacrificando al Código 
su Derecho supletorio, ganan en intensidad, porque sos- 
tienen sus disposiciones forales ó consuetudinarias aun 
con preferencia al título preliminar y tít. iv, libro i del Có- 
digo; y, por el contrario, que todas las demás provincias 
y territorios de Derecho foral, si bien ganan en exten- 
sión , quedando en vigor su particular Derecho supleto- 
rio, pierdenen intensidad desde el momento que sobre 
su régimen especial han de prevalecer los dos referidos 
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títulos preliminar y iv del lib. i del Código civil vigente. 

Pues si á esta disgregación ó verdadero caos respecto 
á los elementos que son necesarios para fijar el conjunto 
de cada legislación regional se añade, merced al precepto 
de reciprocidad establecido en el párrafo final del art. 15, 
la posibilidad de abandonar una legislación civil para 
acogerse á otra, y esto con la frecuencia que solicite el 
propio interés ó conveniencia individual , produciéndose 
el extraño fenómeno de que la legislación civil española, 
además de ser diversa por razón del territorio , resulte 
también distinta por razón de la persona, se comprenderá 
desde luego la imprescindible necesidad de volver por lo 
menos al sistema establecido por la ley de Bases , que si 
mantuvo la subsistencia del Derecho foral, lo hizo reco- 
nociendo en el Código civil su carácter de legislación 
común ó general. 

Á obviar todos estos inconvenientes, y otros que sería 
prolijo enumerar, se dirige la reforma que propongo en 
mi proyecto , cuya reforma , aparte de lo dicho anterior- 
mente respecto á las disposiciones destinadas á defender 
en el Código su carácter general y atractivo y á sostener 
relativamente á Aragón }'' las Islas Baleares lo prevenido 
ya en la mencionada ley de Bases, reclama la inclusión 
de otros preceptos que, al mismo tiempo que mantengan 
sin género alguno de duda la observancia general para 
las leyes constitutivas del Derecho común y para las re-, 
formas que acerca de las mismas se han introducido en 
el Código, establezcan reglas precisas para su aplicación 
según la condición civil de las personas, fijando al efecto 
en qué haya de consistir la legislación de origen , seña- 
lando la extensión y consecuencias jurídicas de los cam- 
bios necesarios de legislación civil, determinando sus 
efectos en los casos de naturalización ó de readquisición 
de la nacionalidad española, y estatuyendo aquellos que, 
según las circunstancias, correspondan cuando por razón 
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del sujeto, del objeto ó del acto generador de alguna rela- 
ción, surja conflicto entre distintas legislaciones constitu- 
tivas de nuestro Derecho privado. 

Nada establece el Código para poder determinar la le- 
gislación civil de origen, ó por mejor decir, la que 
haya de prevalecer en todo caso como legislación per- 
sonal mientras no se pruebe hecho alguno que con arre- 
glo al mismo Código civil lleve consigo el cambio de 
esta última, aun cuando sea en favor de la legislación 
común. 

Este silencio no tendría gran significación si en leyes 
diferentes, aun, cuando fuesen del orden administrativo, 
estuviese precisada la condición regional de todo ciuda* 
daño español. Así, al menos, cabría formar juicio acerca 
de lo que debiera entenderse cuando, según sucede en el 
art. 15, se habla, por ejemplo, en su núm. 2.°, de personas 
pertenecientes á provincias ó territorios de Derecho co- 
mún. Por más que dicho silencio se haya quizás fun- 
dado en la esperanza de que los apéndices consignen quié- 
nes sean los que hayan de estar sujetos á sus disposicio- 
nes, á fin de que queden sometidos al Código todos los n<^ 
comprendidos en las circunstancias que los apéndices exi- 
jan , es lo cierto que aun así faltaría en el Código un pr\i- 
cepto general por el que , á semejanza del art. 58 com- 
prendido en la reforma que propongo, 'además'de procla- 
mar expresamente en favor del Código su carácter de 
Derecho civil común, se someta á su régimen á cuantos 
por sus disposiciones no deban quedar taxativamente so- 
metidos á legislación foral. 

De todos modos , y principalmente por su carácter de 
legislación común, en el Código, y no en sus apéndices, 
es donde corresponde establecer reglas precisas por las 
que cada español sepa y conozca qué legislación civil le 
es aplicable. 

El Código no debe regir en forma negativa, esto es^ 
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para que sólo se aplique á aquellos españoles á quienes 
los apéndices no incorporen á su legislación particular. 
El régimen del Código debe ser esencialmente positivo, 
definiéndose en él con precisión las personas y cosas á que 
ha de ser aplicado. Y esto es tanto más indispensable, al 
observar en su art. 15 que el Código se propuso señalar 
los casos en que su aplicación había de tener lugar, aten- 
diendo solamente á cuanto en la vida civil constituye los 
derechos y deberes de familia, los relativos al estado, 
condición y capacidad legal de las personas y los de su- 
cesión testada é intestada, sin declarar ante todo, y ni aun 
siquiera después del mencionado artículo, cuándo, en qué 
casos y respecto á qué personas debe el Código regir toda 
su vida civil. 

¿Es que el legislador ha considerado que las reglas con- 
tenidas en el art. 15 bastan para determinar siempre y 
cualquiera que sea la persona de quien se trate, cuándo 
ha de tener lugar la aplicación de las disposiciones conte- 
nidas en el Código? Si este artículo no encerrase su valor 
jurídico en los estrechos límites á que se refieren los de- 
rechos que menciona su proemio ó primer párrafo, por el 
que están regidos los números y demás apartados que él 
contiene, todavía podrían sus disposiciones ser estimadas 
como suficientes para determinar su aplicación general, 
cualidad indispensable á toda legislación si ha de ser cali- 
ficada de legislación de origen. 

Ésta, que es la que condiciona al individuo en el mo- 
mento en que hace su aparición en la vida, no puede Kmi- 
tarse solamente á regir ciertos y determinados derechos; 
su eficacia ha de ser general á todos los que le correspon- 
dan; y esta sola indicación revela desde luego que aque- 
llos límites á que se contrae el art. 15 del Código le pri- 
van de toda eficacia para poder determinar por sus dis- 
posiciones la legislación civil de origen, aun cuando le 
confieran carácter bastante para señalar los cambios que 
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experimente la persona en lo relativo á dicha legislación 
civil. 

Cualquiera que sea, pues, la inteligencia que se atribuya 
á lo establecido en dicho art. 15, la aplicación del Código 
habrá de referirse siempre á algún cambio ó modificación 
que haya sobrevenido en la persona respecto á su legis- 
lación originaria, resultando, por lo mismo, que el Código 
carece en absoluto de reglas por las cuales pueda ser 
conocida la legislación civil á que cada persona esté so- 
metida, y aun de aquellas otras que por lo menos sean in- 
dispensables para saber qué españoles están sometidos, 
sin reservas ni limitaciones, á las prescripciones del Có- 
digo general ó común. 

Contrayéndose tan sólo á lo que el Código dice , no es 
posible afirmar quiénes son castellanos, ó por mejor decir, 
quiénes están sujetos al Derecho civil vigente en Castilla. 

Verdaderamente parecerá increíble, pero hay que espe- 
rar pacientemente á que los apéndices forales se hagan y 
se incorporen al Código, para saber qué españoles están 
sometidos á la legislación Aragonesa, Catalana, Nava- 
rra, etc. 

Sólo entonces podríamos afirmar que serán castellanos, ó 
hablando con más propiedad, que serán españoles regidos 
en el orden civil exclusivamente por el Código , aquellos 
que no estén comprendidos en las condiciones exigidas 
por los'apéndices forales de Aragón, Cataluña, Navarra, 
etcétera, para quedajr sometidos á alguna de estas legis- 
laciones especiales. 

Por extraño que parezca este procedimiento, no tene- 
mos otro después del Código civil. En ninguna parte de 
él se dice quiénes están sometidos al Derecho común ó de 
Castilla. 

Únicamente por vía de exclusión podrá afirmarse que 
-^están sometidos á la legislación común todos los que no 
lo estén á alguna legislación foral. 

18 
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Parece imposible que el Código se haya olvidado de ún 
asunto tan importante como el de señalar á quiénes debe 
ser aplicado en toda su integridad. 

Esperaremos los apéndices, y cuando formen parte 
integrante del Código y nos determine el de Aragón 
quiénes están sometidos al fuero aragonés, el de Cata- 
luña los que lo están á la legislación catalana, etc., etc.^ 
podremos saber quiénes son castellanos, ó mejor dicho, 
para qué españoles regirá el Derecho que está vigente en 
Castilla. 

Hay que advertir que no basta fijarse únicamente en el 
territorio, lo cual ni aun se expresa en el Código. Si 
bien habla en algunas de sus disposiciones de provin- 
cias ó territorios de Derecho común, es lo cierto que la 
determinación de estas regiones, en las que la totalidad 
del Código ha de tener verdadera autoridad ó ser de ob- 
servancia obligatoria, no se halla establecida en ninguno 
de sus preceptos, sino que, á semejanza de lo que acabo 
de indicar, es preciso deducirla del supuesto de que se 
repute territorio ó provincia de Derecho común aquel en 
que no rija ninguna legislación foral. 

Aun cuando el Código, fijándose en el lugar ó territorio 
donde ha de regir en su totalidad, hubiese dedicado algu- 
nas reglas para poder conocer geográficamente cuáles 
son las provincias ó territorios de Derecho común, sub- 
sistiría, sin embargo, la misma dificultad que es consi- 
guiente al hecho de mantener la variedad legislativa en 
la vida civil. 

Esta variedad constituye un régimen de Derecho esen- 
cialmente personal. 

Aparte de su eficacia en lo referente al territorio , cada 
Derecho foral rige también á las personas independiente- 
mente de donde se hallen. Otra cosa sería establecer el 
absurdo, rechazado igualmente en el Derecho internacio- 
nal , de que los españoles cambiaran de legislación civil 
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por el hecho de traspasar la frontera que divide territo- 
rios regidos por legislaciones diferentes. 

La admisión de aquella variedad imponía forzosamente 
la consagración del histórico principio del derecho per- 
sonal de raza ó de origen; derecho en cuyas aplicacio- 
nes, aun á título del llamado Estatuto personal, ni han 
conseguido ponerse de acuerdo las escuelas, ni mucho 
menos precisarlo eri reglas determinadas las legislacio- 
nes positivas: todo lo cual, si en el orden del Derecho in- 
ternacional privado suscita con frecuencia conflictos de 
muy difícil solución, más ha de provocarlos tratándose 
del continuo movimiento entre provincias ó territorios de 
un mismo Estado. 

Si en el Derecho internacional privado no es posible 
aun evitar estos conflictos, no sucede lo mismo en el De- 
recho civil de una misma Nación. 

Ésta dispone de su soberanía, y puede prevenir por su 
legislación las dificultades posibles en la práctica de la 
vida; lo que no sucede entre naciones diferentes, pues su 
particular autonomía y el criterio soberano de cada una 
constituye un obstáculo infranqueable para traducir en 
regla positiva aquellos principios que en el orden cien- 
tífico hayan sido aceptados por la generalidad de los tra- 
tadistas. 

No basta, por consiguiente, establecer en el suelo patria 
la distinción entre territorios ó provincias de Derecho 
foral y territorios ó provincias de Derecho común, fijando 
así el régimen legal peculiar á cada una de dichas comar- 
cas ó regiones. Podrá ser útil lo dispuesto por el Código^ 
y aun con ciertas salvedades, en lo relativo á la propie- 
dad inmueble y para la determinación de la forma nece- 
saria de los actos jurídicos en razón del principio locus 
regit actum; pero dada la necesidad de reconocer y 
garantizar á todo sujeto de derecho las condiciones que 
integran su personalidad jurídica independientemente del 
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lugar en que se encuentre, sin exponerle á que cualquier 
cambio de residencia entre territorios de legislación dis- 
tinta implique necesariamente para él un cambio en su 
jurídica manera de ser, es indispensable que, al fijar el 
derecho particular del territorio, se establezcan á su vez 
reglas precisas que determinen la legislación civil á que 
cada ciudadano esté sometido con entera independencia 
del lugar donde resida. 

Detengámonos im momento en este punto, que bien lo 
exige la importancia de la materia, para señalar los va- 
cíos del Código y las dificultades que necesariamente han 
de resultar en la aplicación de sus preceptos, y así que- 
dará demostrada la utilidad de la reforma que propongo 
como medio de salvar aquellas deficiencias y de dar so- 
lución á estas dificultades. 

Además de no establecer el legislador cuáles son las 
provincias ó territorios donde deba regir exclusivamente 
el Código civil, esto es, las provincias ó territorios lla- 
mados de Derecho común, tampoco dice cuáles son las 
personas sometidas exclusivamente á su régimen legal. 
En cuanto á este último é importantísimo asunto, el Có- 
digo guarda absoluto é inexplicable silencio. 

Ni el origen ó nacimiento, ni la sumisión necesaria ó 
voluntaria como causas por las cuales haya de ser el Có- 
digo aplicable en su totalidad á las personas , son puntos 
sobre los que contenga el Código el más insignificante 
precepto. 

No se sabe qué es lo que el Código entiende en general 
por legislación de origen, ni en qué condiciones ha de ser 
el Código especialmente la legislación originaria de los 
sometidos al llamado Derecho común, ni si es el Código 
aplicable en su totalidad cuando la persona cambia nece- 
saria ó voluntariamente la legislación á que desde su na- 
cimiento haya estado sometida. 

Por más que el Código haya creído innecesario calificar 
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la legislación de origen, es lo cierto que tampoco en nin- 
guno de sus artículos nos dice cuándo por razón del naci- 
miento del sujeto ó por cambiar de legislación constituye 
el Código el único Derecho civil aplicable á las personas. 
Hay que convenir, pues, que la observancia total obli- 
gatoria de las disposiciones del Código es asunto que no 
resulta legislado. Quizás quiera explicarse este silencio 
por la obligación á que se refiere el art. 1.^, general á la 
Península, Islas adyacentes, Canarias y territorios de 
África sujetos á la legislación peninsular; pero dicha expli- 
cación, que podría ser bastante si la legislación peninsu- 
lar civil fuese una sola, es insuficiente .reconociendo como 
se ha reconocido su variedad por el nuevo cuerpo legaL 
Tal vez se pretenda también justificar dicho silencio su- 
poniendo, aunque para ello no exista precepto alguno 
que lo autorice, que el Código constituye el Derecho 
común de todas las provincias y territorios del Reino, 
pues teniendo que formar parte de dicho cuerpo legal los 
apéndices en que se concrete lo que haya de conservarse 
de las legislaciones forales, del Código tomarán autoridad 
las disposiciones especiales que deban aplicarse á las pro- 
vincias ó personas aforadas. 

No autoriza, sin embargo, á admitir semejante supuesto 
la designación contenida en el art. 15 de provincias ó te- 
rritorios de Derecho común, pues esto revela con perfecta 
claridad que hay algunas que no tienen este carácter, que 
debería ser general á todas las de España , si realmente 
el Código fuese la única legislación civil de nuestra pa* 
tria. 

Cualquiera que sea la explicación que pretenda darse 
al silencio del Código en lo que respecta á la posibilidad 
de hacer aplicación de todas sus disposiciones con entera 
independencia de los apéndices, cuando éstos se formen^ 
siempre resulta que no hay términos hábiles para cono- 
cer con exactitud en qué casos^y respecto á qué personas 
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es posible aplicar las disposiciones del Código civil, sien- 
do, sin embargo, tanto más necesario que lo exprese el le- 
gislador, cuanto que sólo así puede saberse á quiénes, 
oriundos ó residentes en provincias ó territorios llamados 
de Derecho común, es aplicable el Código como única le- 
gislación civil. 

El hecho de nacer en territorio ó provincia de Derecho 
común, no lleva consigo la sujeción exclusiva al Código 
civil. No sólo puede tratarse de persona cuyos padres es- 
tén sometidos á legislación foral, sino que precisamente 
en estos casos, aun cuando los padres declaren que es su 
voluntad el someterse al Derecho de Castilla, lo único 
que concede el Código á ellos y á sus hijos es la aplica- 
ción de una parte de sus disposiciones , esto es , de aque- 
llas que se refieren á los derechos y deberes que menciona 
el proemio ó primer párrafo del mencionado art. 15. 

Ni aun por sumisión voluntaria permite el Código que 
sea aplicable en su totalidad á las personas que por su na- 
cimiento ú origen hayan estado sometidas á legislación 
foral; y como, por otra parte, nada dice tampoco acerca de 
quiénes sean los regidos por el Código, resulta, como an- 
tes he dicho, que no hay manera de averiguar qué perso* 
ñas están sometidas á la legislación castellana , aunque 
se sepa cuáles son los territorios ó provincias regidos por 
el nuevo cuerpo legal. 

He aquí la absoluta necesidad de señalar cuándo deba 
aplicarse el Código en su totalidad, estableciendo al efecto 
una regla general que así lo determine, lo mismo respecto 
al Código que respecto á cada una de las legislaciones 
forales; así como de consignar ante todo, lo que legal- 
mente deba entenderse por legislación civil de origen, ó 
cuál sea el Derecho esencialmente personal para la vida 
civil de cada individuo, sin perjuicio de tratar después 
separadamente de los cambios que por necesidad ó por 
voluntad puedan tener lugar en la condición de las perso- 
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ñas en razón del Derecho privado á que estuvieren some- 
tidas: siendo igualmente indispensable resolver si es me- 
jor impedir, como hace el Código, que por sumisión vo- 
luntaria pueda una persona someterse al mismo , ó sea al 
Derecho común, autorizándolo como únicamente lo auto- 
riza en los extremos que comprende el párrafo primero 
del art. 15, ó si, por el contrario, es preferible admitir por 
expresión de voluntad la sujeción completa al régimen 
legal del nuevo Código. 

Lo primero es tener una regla fija suficiente á precisar 
á qué legislación se encuentra sometida la persona por su 
nacimiento. Sus cambios posteriores, y el alcance ó exten 
sión de los efectos de estos cambios, han de reconocer 
como base la certeza de una legislación originaria; y claro 
es que para conseguirlo importa necesariamente trazar, 
como lo he hecho en el proyecto que acompaño , un sis- 
tema cimentado únicamente en dos principios: el del ar- 
tículo 58, que expresamente confiere al Código su carác- 
ter de Derecho común de la Nación española, sometiendo 
á sus preceptos á todos los que con arreglo á éstos no re- 
sulten aforados á alguna legislación regional, y el del ar- 
tículo 66, que fija la legislación de origen como base para 
poder determinar siempre el derecho propio ó particular 
de cada persona, toda vez que, mientras no se pruebe he- 
cho alguno por el que voluntaria ó necesariamente se haya 
cambiado de legislación, podrá conocerse en cualquier 
tiempo, en razón del hecho del nacimiento, el estado per- 
sonal del individuo. 

Mas las deficiencias del Código no resultan sólo en lo 
que respecta á su aplicación total. 

Si bien autoriza las modificaciones ó cambios en los lí- 
mites del párrafo primero de su art. 15, tampoco cabe pre- 
cisar con claridad cuándo debe tener aplicación en la 
parte á que dichos límites se refieren. Aunque meramente 
á éstos se reduzca su carácter atractivo, se lucha, no obs- 
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tante, con grandes dificultades, dada la redacción de los 
números que dicho artículo comprende, para saber con 
seguridad el verdadero valor jurídico de sus disposiciones. 

Así, por ejemplo, el número primero de dicho artículo, 
no sólo parece que atribuye á la mera paternidad la con- 
dición que fija la legislación civil originaria de los hijos 
cuando habla de éstos y de sus padres, sin hacer la me- 
nor distinción entre los legítimos y los ilegítimos, y sin 
señalar si han de ser los padres ó basta que sea uno solo 
el que verifique los actos á que dicho número se refiere, 
sino que además, hablando de padres sujetos al Derecha 
foral, no dice tampoco qué es lo que sucederá si uno y 
otro están sometidos á Derecho foral distinto , ó uno á 
Derecho foral y otro á Derecho común, cuyos casos pue- 
den ocurrir entre padres ilegítimos, así como entre los le- 
gítimos, si fuese nulo su matrimonio; ni resuelve, por úl- 
timo, la dificultad que forzosamente ha de surgir para 
conocer á qué legislación están sometidos los padres, 
tratando, como trata, de evitar dicha cuestión al someter 
á los hijos á la misma legislación á que sus padres estén 
sujetos. 

Si el Código hubiese dedicado alguna regla para preci- 
sar la legislación de origen, siempre resultaría que á falta 
de prueba en contrario, no obstante cualquier cambio 
ocurrido con posterioridad, podría saberse la legislación 
del padre y por ella conocer la que correspondiese á su 
hijo. Pero como el Código no hace esto, sino que se limita 
á dar á entender por el núm. 1.° del art. 15 que los hijos 
están sometidos á la legislación de sus padres, es notorio 
que este procedimiento no resuelve la dificultad ; porque 
aun cuando se evite que surja en la persona del hijo, sur- 
girá, no obstante, en la persona del padre, cuya condición 
civil deberá fijarse por la del abuelo, y así, ascendiendo 
sucesivamente de grado en grado, devolviéndose la cues- 
tión de uno á otro ascendiente, sin poder llegará un grado 



S^Í^'T— 



- 281 - 
que dé á conocer con certeza la legislación que sirva de 
clave para deducir la de todos los demás. 

¿De qué sirve que el Código nos diga que el hijo está 
sometido á la legislación de los padres , si no da la regla 
para saber á cuál están sometidos estos padres ó los abue- 
los? ¿Y de qué sirve que declare aplicable el Código en la 
parte relativa á los extremos que menciona el párrafo 
primero del citado art. 15, si se trata de hijos de personas 
sujetas al Derecho foral, guardando silencio acerca de lo$ 
particulares anteriormente indicados, es á saber: si esta 
sujeción de los padres ha de ser ó no coetánea á la fecha 
del nacimiento del hijo; si ha de ser de uno solo de los pa- 
dres ó, por el contrario, de los dos; si en este último caso 
es preciso que ambos estén regidos ó no por una misma 
legislación foral y , de todos modos , si se refiere única- 
mente á los padres legítimos ó á los ilegítimos, cualquiera 
que sea la condición de esta ilegitimidad? 

Véase, entre otras cuestiones á qué puede dar lugar la 
aplicación del núm. 1.° del art. 15 del Código, las muchas 
que á primera vista promueve su deficiente redacción , la 
cual se presta con facilidad, como han hecho presente 
ya algunos comentaristas, y mucho más una vez admitido 
el principio de reciprocidad que establece el último pá- 
rrafo del mencionado artículo, á que un padre ó un hijo, 
cambiando de legislación en materia de sucesiones, hagan 
ineficaces los derechos legitimarios, creando un estado en 
el que uno conserve estos derechos en la sucesión del 
otro y quede éste excluido de todo derecho legitimario en 
la sucesión de aquél. 

¿Y qué no decir del núm. 2.® del referido art. 15? Por 
más que no parezca obscura su redacción, resulta, sin 
embargo , muy difícil apreciar su verdadero valor prác- 
tico, pues hace descansar en la mera paternidad la deter- 
minación del Derecho civil correspondiente á los hijos> 
exigiendo, además, que ei padre ó madre pertenezca á 
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provincias ó territorios de Derecho común, y no señala, 
para que aquel efecto se produzca en la pef sona del hijo, 
desde cuándo ó en qué momento ha de darse esta condi- 
ción en la persona de alguno de los padres. 

Que el padre ó madre en razón del cual se determina 
la legislación del hijo, ha de pertenecer á provincia ó 
territorio de Derecho común es indudablemente lo que 
exige el núm. 2.** de dicho art'. 15. Pero ¿es que el Código 
será aplicable á los hijos en la referida parte del primer 
párrafo del mencionado artículo siempre que el padre 
pertenezca á provincia ó territorio de Derecho común, 
debiendo entenderse así lo mismo cuando el padre, siendo 
oriundo de dichos territorios ó provincias, no esté some- 
tido al Derecho común en la época del nacimiento del 
hijo, que cuando en esta época esté sometido á dicha le- 
gislación general , sin embargo de no ser oriundo de los 
indicados territorios ó provincias? El Código calla ^n 
absoluto respecto á lo que deba entenderse por pertene- 
cer á provincias ó territorios de Derecho común. 

La incertidumbre de esta condición exigida en el padre 
ó madre en consideración al cual debe determinarse la 
posibilidad de aplicar á sus hijos el Código civil, ocasio- 
nará múltiples cuestiones y litigios mientras no se sepa 
si el pensamiento del legislador ha sido el de atender al 
hecho de haber nacido el padre en aquellas provincias ó 
territorios de Derecho común, ó al hecho de haber ga- 
nado vecindad en los mismos con anterioridad ala fecha 
del nacimiento del hijo, ó al de haberla ganado con poste- 
rioridad á esta época, y aun en este último caso si ha de 
ser indiferente á la fecha en que el padre haya ganado la 
vecindad, ya que el mencionado núm. 2.° del art. 15 no 
distingue entre los hijos mayores y los menores de edad. 

Prescindiendo de estas dificultades derivadas de la in- 
certidumbre respecto á la condición del padre ó madre, no 
han de ser de menor significación las que se ofrecen á los 
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hijos ante la necesidad de probar dicha condición exigida 
á alguno de sus padres, sobre todo no distinguiendo, como 
tampoco distingue el Código, entre padres legítimos é ile- 
gítimos; en una palabra, cimentando la suerte que á los 
hijos corresponda, no en la legitimidad, sino sólo en la 
paternidad. 

No me detendré en considerar hasta qué punto en la 
filiación ilegítima debe anteponerse la acción del padre á 
la de la madre para fijar la legislación aplicable al hijo. 

Aunque el Código civil haya establecido, con las limita- 
ciones de que tendré que ocuparme en su lugar oportuno, 
la patria potestad entre padres é hijos naturales, es lo 
cierto que esta autoridad no se extiende á todas las clases 
de hijos ilegítimos, ni está' concedida en ninguna de las 
legislaciones forales por la filiación meramente natural, 
sin embargo de ser de recíproca aplicación á las provin- 
cias ó territorios españoles de diferente legislación civil 
lo dispuesto en el núm. 2.° de dicho art. 15. 

De todos modos , y aparte de la referida excepción de 
nuestro Código civil (art. 154, párrafo segundo), aparece 
que el Código, sacrificando la certeza á la presunción en 
orden á la paternidad ó á la maternidad, pospone en ab- 
soluto á la madre, que por regla general es en la filiación 
ilegitima la persona sobre quien han de recaer principal- 
mente los cuidados de la crianza y educación de los hijos. 

La madre cierta que además haya reconocido expresa- 
mente á su hijo, la que por lo mismo puede demostrar la 
realidad de la generación, cuando pertenezca á legislación 
distinta de la que tenga el que se dé á conocer como padre 
del hijo de quien se trate, ya sea por reconocimiento en 
acta de nacimiento , en testamento , en documento pú- 
blico ó documento privado, ó por inferirse de sentencia, 
ha de verse obligada, por el principio injusto admitido en 
el Código, á sufrir que su hijo se rija por legislación dis- 
tinta de la suya, aun cuando el reputado padre deje al 
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hijo en un completo desamparo y abandono, sin que por 
parte de la madre quepa la menor defensa contra cual- 
quiera impostura sobre la paternidad, si esta impostura 
tiene lugar en el acta de nacimiento, tratándose de los 
hijos naturales, y en todo caso respecto á los demás ile- 
gítimos. 

El triunfo de la presunción sobre la certeza, y precisa- 
mente en asuntos tan delicados y tan graves como los 
relativos á la generación, particularmente cuando re- 
dunda en daño de la madre, tratándose de la filiación ile- 
gítima, no podía menos de inclinarme á introducir una 
reforma en tan importante materia; reforma que, por otra 
parte, estimo tanto más indispensable, cuanto que la difi- 
cultad que acabo de señalar respecto á la filiación ilegí- 
tima puede presentarse igualmente, y con caracteres más 
graves aún, en la filiación legítima. 

En los matrimonios nulos de personas sometidas á legis- 
lación distinta, en los que sea el varón el contrayente que 
haya procedido con mala fe, se dará constantemente el 
caso de que los hijos deban quedar sometidos, no sólo á 
una legislación diferente de la que corresponde á su madre 
inocente, sino además con la circustancía tan absurda co- 
mo irritante de que la madre legítima que tiene bajo su pa- 
tria potestad á su hijo legítimo haya de sufrir que la vida 
civil de éste se rija por la legislación correspondiente al 
padre ilegítimo, sin autoridad sobre el hijo y notoria- 
mente criminal, y que sea éste y no la madre el que , no 
obstante estas últimas circunstancias, pueda obligar al 
hijo á sufrir los tránsitos de una legislación á otra, por 
los cambios que le sugiera su capricho ó su interés. 

Para salvar todas estas dificultades que pueden presen- 
tarse en la aplicación de lo establecido en el Código, así 
como para suplir el silencio de lo que deja de regular en 
esta interesante materia, y sobre todo para hacerlo pro- 
curando que no resulte disgregada la familia legalmente 
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constituída, como sucede según el Código civil, por la po- 
sibilidad de que sus individuos estén regidos por legisla- 
ciones diferentes , y á fin de que no carezca el Código de 
verdaderas condiciones para ser tenido como legislación 
nacional, y que favorezcan, siquiera sea lentamente, la 
uniformidad de nuestro Derecho civil, propongo las re- 
formas á que principalmente se refieren los artículos 58, 
66, 67 y 71 del proyecto que acompaño. 

Por ellos se consagra el carácter común y general de 
la legislación contenida en el nuevo cuerpo legal, ha- 
ciendo que su aplicación á las personas á quienes debe 
extenderse descanse en una disposición expresa del mismo 
Código civil; se estatuye, fijando el concepto de la legisla- 
ción de origen, un medio para que por el solo hecho del 
nacimiento pueda determinarse la legislación á que cada 
una esté sometida, mientras no exista prueba que demues- 
tre lo contrario; y autorizando tan sólo en favor del Dere- 
cho común los cambios voluntarios de legislación civil, sin 
perjuicio de respetar la eficacia de las respectivas legis- 
laciones forales para todos los que en la actualidad están 
sometidos á su régimen; y por último se franquea el medio 
f_ de que si no por razón del territorio, al menos por razón 

^ de las personas, lejos de reducirse se extienda cada vez 

^ más el círculo de acción del Código civil español, prepa- 

l rando de esta suerte la ocasión en que oportunamente pue? 

i da tener lugar la unificación de nuestro Derecho. 

\: Á estos fines propongo también por los artículos 68, 69 

í y 70, que el Código determine, á semejanza de lo que ya 

[ previene en su art. 22 respecto á la mujer española que 

[ case con extranjero , que la viuda puede recobrar el de- 

l ' recho á que estuviese sujeta al tiempo del matrimonio, 

t' cuando por razón de este matrimonio hubiese cambiado 

|r de legislación civil; que la mayor edad, una vez conse- 

'( guida con arreglo á cualquiera de las legislaciones de este 

í^ orden del Derecho , no se altere por el tránsito ó cambio 

I- 
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de una á otra; y que además se fije aquella á que han de 
quedar sometidos los extranjeros que se naturalicen en 
Espafia y los que recobren la nacionalidad española. 

Si bien el Código vigente se ocupa de las condiciones por 
las cuales pueden unos y otros alcanzar la' condición de 
españoles, no dice á cuál de nuestras legislaciones civiles 
pueden ó deben quedar sometidos; 'esto es, no expresa 
si al tiempo de naturalizarse ó recobrar la nacionalidad 
española pueden elegir libremente cualquiera legislación 
foral ó la del Código civil; si, por el contrario, han de 
quedar sometidos necesariamente á éste ó á la legislación 
del lugar en que residan ó se establezcan al pedir su na- 
turalización; y, en ñn, si el que estando sometido á legis- 
Tación foral al tiempo de perder la nacionalidad española 
ha de volver cuando la recobre á la misma legislación que 
antes tenía, ó ha de subordinarse á la que rija en el punto 
en que se establezca ó ñje su residencia y domicilio. 

Si esto ocurre en lo relativo á la autoridad del Código 
y á la que es peculiar á cada una de las legislaciones To- 
rales, así en cuanto al territorio como respecto á las per- 
sonas á que ha de aplicarse, no son menores las dificulta- 
des que necesariamente se presentan en las relaciones que 
han de existir entre dichas distintas legislaciones que 
constituyen nuestro Derecho civil. 

No es fácil averiguar cuál será el Derecho común ó re- 
gional aplicable á las manifestaciones de la vida jurídica 
consideradas en atención al sujeto, al objeto ó al acto que 
les sirva de expresión, cuando sus distintos elementos 
caigan bajo el imperio de un Derecho difei^ente. Si bien el 
Código ha tratado esta materia dedicando á ella el ar- 
tículo 14, como no la regula sino sólo en forma de refe- 
rencia á lo establecido, según dice, para los españoles en 
el extranjero y los extranjeros en España, disponiendo 
que las relaciones de Derecho interprovincial se rijan por 
el principio de analogía con lo regulado para las de De- 
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recho internacional, me ocuparé ante todo de unas y otras 
disposiciones, ya que no puedo prescindir de seftalar las 
deficiencias del Código, formulando al mismo tiempo las 
reglas que á mi juicio son indispensables para dar solu- 
ción á todos los conflictos que en este terreno pueden pre- 
sentarse. 

En los artículos 9.®, 10 y 11 del Código está contenida 
esta materia; y aunque no ha sido mi ánimo completarla 
en la parte de que se ocupa el último de estos artículos ^ 
he de llamar, sin embargo, especialmente la atención so- 
bre el contenido de los dos primeros, dada la necesidad 
de precisar el pensamiento que haya inspirado al legisla- 
dor en la redacción de sus disposiciones. 



i 9.^ 

Relaciones de las Tuexites del Dereclio en el orden 
intei*nacional. 

Ya antes de ahora he tenido que ocuparme del art. 9.^^ 
con ocasión de señalar la variedad y la indeterminación 
del tecnicismo en él empleado. Entonces hice presente 
la falta de precisión entre otros conceptos del de fami- 
lia y del de la capacidad, así como la diversidad de cri- 
terio con que parecían empleados en muchas de las dis- 
posiciones del Código. Entonces hice notar también que 
si esto solo constituía ya una gran dificultad para la apli- 
cación del Código en las relaciones de orden interior^ 
la dificultad se agrandaba, convirtiéndose verdaderamente 
en un peligro, á causa de la completa indefensión en que 
quedan los ciudadanos españoles, por falta de disposición 
legal que regule claramente los indicados conceptos 
cuando se trate de relaciones en el orden del Derecho in- 
ternacional. 
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No voy á insistir sobre lo uno ni sobre lo otro; pero 
esto no es obstáculo á que desde luego se observe que, si 
bien el art. 9.° del Código se ocupa de lo que obliga á los 
españoles aunque residan en país extranjero, nada dice 
sobre lo que obliga al extranjero cuando esté domicilia- 
do ó tenga su residencia en España ó haya de ejercitar 
algún derecho ante las autoridades españolas. 

¿Cuál será, pues, la situación jurídica del extranjero en 
España? ó por mejor decir, ¿será su ley nacional, ó bien la 
legislación española la que deberá regir sus derechos y 
deberes de familia, su estado, condición y capacidad le- 
gal? Aunque la lógica aconseja que continúen regidos por 
la legislación de la, nacionalidad á que pertenezca el 
extranjero, siquiera por razón de analogía á cuanto dicho 
art. 9.° dispone para los españoles, la verdad es que el 
silencio del Código, no sólo autoriza la duda y la incerti- 
dumbre en este punto, sino que las acentúa mucho más la 
imposibilidad de salirse de sus límites para acudir en su 
caso á las doctrinas del Derecho internacional privado en 
lo referente al Estatuto personal, desde el momento en 
que, según el párrafo primero del af 1. 12, el Código deter- 
mina ya los efectos de los Estatutos, y únicamente á las 
disposiciones de su título primero hay que atenerse, por 
tanto, para su aplicación. 

Así como el art. 9.^ señala lo que obliga al español aun- 
que resida en el extranjero, hay que consignar en el Có- 
digo aquello que ha de ser obligatorio al extranjero con 
residencia en España, ya sea determinando estas obliga- 
ciones, ya preceptuando que por analogía ó por recipro- 
cidad se aplique al extranjero su ley propia en los extre- 
mos ó particulares en que se reconoce aplicable al espa- 
ñol su ley nacional cuando reside fuera de España. 

Fijando como fijo en el proyecto que acompaño el con- 
cepto y extensión de la personalidad y de la capacidad, 
estimo más oportuno (art. 82 del mismo proyecto) dispo- 
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ner expresamente la sujeción del extranjero alas leyes 
de su propia nacionalidad para el ejercicio de su derecho 
ante las autoridades españolas, aunque únicamente en los 
límites correspondientes á dichas dos materias, esto es, el 
reconocimiento de su personalidad y el régimen de su 
capacidad civil. 

No basta admitir para el extranjero la acción de las le- 
yes de su país en cuanto se refieran á los extremos men- 
cionados en el art. 9.*^ del Código, si precisamente sobre 
estos extremos no existe en este cuerpo legal regla al- 
guna concreta qué señale en qué consisten y cuál sea su 
respectiva extensión. 

Con semejante silencio vendría igualmente á resultar 
que , para aplicar las leyes extranjeras en nuestra patria 
á los que no son españoles, surgiría una nueva dificultad 
por la deficiencia del Código respecto á los extremos in- 
dicados y alcance de su aplicación , del mismo modo que 
existe ya la duda cuando se trata de hacer que prevalez- 
can las leyes patrias para el español que se halle en el 
extranjero. 

Quizás se considere innecesario consignar en favor del 
extranjero el principio de reciprocidad , por suponer que 
el Código , en su art. 27, confiere á los extranjeros los de- 
rechos que las leyes civiles conceden á los españoles, 
otorgando al efecto á aquéllos , más que la reciprocidad, 
una verdadera equiparación. 

Pero hay que convenir en que el sentido restrictivo que 
exige la recta interpretación de las leyes en la extensión 
de toda ó parte de la legislación española á personas dis- 
tintas de ios nacionales, y mucho más estableciendo 
aquel artículo la mencionada equiparación en lo relativo 
á los derechos, callando acerca de las obligaciones, que 
son precisamente la materia sobre que versa el art. 9.® re- 
ferente á los españoles, confundiría el asunto, lejos de 
aclararlo , todo supuesto encaminado á sostener que el ar- 
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tículo 27 asegura al extranjero lo que por el art. 9.*^ se 
impone al ciudadano español. 

El art. 27 no puede ser el regulador del estatuto per- 
sonal para fijar la materia de la personalidad y capacidad 
del extranjero. Esto sería olvidar que la doctrina de los 
estatutos aparecería desenvuelta en lugar distinto del 
título preliminar, cuando éste es el destinado á contenet- 
la, según reconoce el art. 12 en su párrafo primero, y 
daría lugar además á que , lejos de aplicarse al extran-, 
jero su ley propia, se le sometiese, por el contrarío, á 
las leyes españolas para todos los extremos que acabo 
de indicar. 

Derecho del español es , por ejemplo , llegar á la mayor 
edad al cumplir los veintitrés años. ¿Sería, pues, también 
este un derecho del extranjero aun cuando las leyes de su 
nacionalidad exigiesen más ó menos tiempo para alcan- 
zar la mayor edad? Es más: dada la diversidad que hay 
en este punto entre las distintas unidades legislativas ci- 
viles que existen en España, ¿cuál -de ellas sería aplica- 
ble al extranjero para la determinación de los defechos á 
que hace referencia el art. 27 del Código? ¿Podrá influir 
para esta determinación la circunstancia del territorio en 
que el extranjero resida ó la de aquel en que formalice el 
•ejercicio de sus derechos? 

Véase cuántas y cuan complicadas son las cuestiones 
que pueden suscitarse por el silencio del Código en asunto 
tan importante como el del reconocimiento de la persona- 
lidad y capacidad civil del extranjero que resida en terri- 
torio español, sobre todo declarando el Código que hay 
que atenerse á las disposiciones de su título preliminar en 
todo lo que se refiere á la llamada doctrina de los esta- 
tutos. 

Si estas dificultades surgen al ocuparse délas persona, 
ño son , ciertamente , menores cuando se trata de los 
bienes. , 
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Lo referente á esta materia constituye el asuntó del ar- 
tículo 10 del Código; pero, prescindiendo por ahora de lo 
que establecen los dos últimos párrafos, obsérvase, á poco J 

que se medite, que si bien parece sencilla la regla conté- J 

nida en su párrafo primero, esta sencillez se cambia en 
complicación cuando se trata dé aplicarla. 

Nada he de decir sobre el principio de que los bienes 
inmuebles estén sujetos á las leyes del país en que estén 
sitos. ( 

Independientemente de la pequeña impropiedad que 
pueda existir en no haber circunscrito el valor de este 
principio á los bienes inmuebles sitos en territorio español ^ 
al fin tiene la ventaja de determinar con fijezala legislación 
que rija á esta clase de bienes, haciendo depender dicha 
determinación de una condición natural y conocida, cuat 
es su posición en el espacio. 

No sucede lo mismo respecto á los bienes muebles. El 
principio que se acepta de que e^tán sujetos á la ley de la 
nación del propietario es confuso para su inteligencia y 
aplicación, contrario á la soberanía del Estado, y pertur- 
bador del régimen jurídico que toda legislación tiene ne- 
cesariamente que establecer y que el mismo Código es- 
tablece. 

Sujetar en España los bienes muebles de los extranjeros 
á leyes distintas de las de nuestro país; reconocer, en su 
consecuencia, la observancia obligatoria en nuestra pa- 
tria de leyes que aquí no han sido promulgadas y que , 
por lo mismo, no tienen los españoles medio legal de co- 
nocer, es perturbar nuestro régimen jurídico, colocando 
á los españoles en una situación desigual y desfavorable 
respecto del extranjero. 

Consecuencia es también del principio consagrado por 
d Código algo como abdicación de la soberanía del Es- 
tado cuando éste admite y obliga á admitir á todos los es^ 
pañoles y precisamente sobre bienes que se encuentran 
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en territorio español, las formas de propiedad que, aun 
cuando no estén reconocidas en nuestra legislación y pue- 
dan ser tal vez hasta opuestas al régimen de la propiedad 
mueble establecido entre nosotros, se hallen, no obstante, 
autorizadas por alguna legislación extranjera. Sin duda 
en previsión de estas dificultades y para defenderse de las 
instituciones extranjeras , prohibidas por el Derecho es- 
pañol, se consignó el párrafo tercero del art. 11, referente, 
no sólo á las disposiciones de dicho artículo, sino también 
á las del anterior en que está establecido el indicado 
principio respecto á la legislación aplicable á los bienes 

'muebles. 

Pero por más que fundándose en la disposición del pá- 
rrafo tercero del art. 11 se intentara sostener que nues- 
tros Tribunales puedan rechazar las formas de propiedad 
prohibidas expresamente en España, aunque estén admi- 
tidas por las leyes de la nación del propietario, no por 
esto queda enteramente á salvo el régimen español en 
lo que á la propiedad mueble se refiere. Si en vez de tra- 
tarse de instituciones expresamente prohibidas por nues- 

' tras leyes se tratase de otras que, no obstante ser opues- 
tas ó antitéticas á nuestro régimen nacional, no hubiesen 
sido objeto de especial prohibición en el Código civil, apa- 
recería también la dificultad en la determinación y alcance 
que deba tener lo dispuesto en el párrafo tercero del ar- 
tículo 11 respecto á las leyes prohibitivas, según se tra- 
tara de actos realizados en España sobre bienes sitos en 
territorio español y pertenecientes á extranjeros, ó de los 
realizados en el extranjero sobre esta clase de bienes, ó 
de hacer efectivos en España sobre bienes trasladados á 
territorio español derechos constituidos en el extranjero 
cuando estos bienes se hallaban fuera de España. 

Pero ya he dicho que no se limitan á las indicadas, las 
cuestiones que provoca la aplicación del principio esta- 
blecido en el art. 10 del Código; aumentan, por el contra- 
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rio, considerablemente, ante la necesidad de inquirir la 
condición del propietario como base para conocer la le- 
gislación reguladora de los bienes muebles de que se 
trate. 

No importa que la doctrina del Código esté conforme 
con la sustentada por muchos tratadistas de Derecho in- 
ternacional privado, y se halle consignada en algunos 
Códigos modernos. Lo cierto es que la petición de princi- 
pio que envuelve la necesidad de inquirir ante todo la 
condición de propietario para poder hacer aplicación de 
dicha doctrina, ha de producir necesariamente en la prác- 
tica una grave confusión; pues mal puede venirse en co- 
nocimiento de la legislación por que deban regirse los 
bienes muebles en atención á la condición del propietario, 
cuando precisamente el averiguarla constituye por sí 
solo una cuestión previa, de la que ha de depender la de- 
f terminación de las leyes por las que deba fijarse el carác- 

! ter de dicha condición. 

De esta suerte, la referida disposición del Código no 
I es una verdadera regla que sirva para resolver la in- 

^ dicada cuestión acerca del derecho aplicable á los bie- 

I nes muebles; consiste , por el contrario , en transpor- 

t tar esta cuestión de los bienes á la persona, exigiendo 

: como exige á dicho efecto el concepto de propietario, y 

i> no simplemente la condición de extranjero. 

I Ahora bien: ¿por qué legislación ha de fijarse el concep- 

to de propietario? ¿Será la legislación de la nacionalidad 
á que pertenezca el extranjero, en cuyo caso holgaría la 
cualidad de propietario para fijar la legislación regula- 
dora de los bienes? ¿Será, por el contrario, la del lugar en 
que los bienes se hallen, ó la de aquel en donde primiti- 
vamente se originó la propiedad sobre los mismos, en 
cuyo caso caería por su base la doctrina establecida por 
el Código? 
Véase cómo en realidad es punto menos que imposible 
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averiguar qué es k) que ha querido decir el legislador al 
establecer dicha regla relativa á los bienes muebles; con 
tanto mayor motivo, cuanto que estas graves dificultades 
relativas á la condición de propietario se presentan tam- 
bién cuando se trata de determinar la naturaleza de los 
mismos bienes. ¿Será nuestro Código, ó la ley extranjera 
la que decida, entre los bienes que se hallen en territorio 
español, cuáles son muebles y cuáles son inmuebles? Si el 
Código rige esta clasificación, ¿cómo no ha de constituir 
la ley reguladora de dichos bienes y no ha de ser él el 
que establezca las distintas formas de propiedad sobre los 
naismos? Y si el Código no rige dicha clasificación, ¿qué 
norma tendrá el ciudadano español para saber qué es lo 
que en España debe reputarse legalmente mueble ó in- 
mueble en las cuestiones que se susciten con extranjeros 
acerca de la naturaleza ó propiedad de los bienes? 

Pero es más: estos inconvenientes, nacidos de la confu- 
sión del precepto contenido en el art. 10, se multiplican 
considerablemente al ver que ni dicho precepto establece 
el alcance que ha de tener, ni determina nada respecto á 
aquellos bienes que no consisten en cosas muebles ni in- 
muebles, ni evita las dificultades que necesariamente han 
de surgir de la aplicación de dicho artículo en lo relativo 
á la prueba ó justificación del carácter de propietario 
exigido por el mismo. 

Al hablar de la sujeción de los bienes muebles á la ley 
de la nación del propietario, lo natural es creer que esta 
sujeción ha de entenderse únicamente limitada al régi- 
men de la propiedad mueble, esto es, á las distintas for- 
mas por las que las cosas muebles pueden ser utilizadas, 
pero sin que esto quiera decir que la legislación del país 
del propietario deba regir los actos ó relaciones jurídi- 
cas que se establezcan, ya se trate de averiguar á quién 
corresponden esos bienes, ya de determinar cómo se 
transmiten, ya cómo pueden ser comprometidos y aun 
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cómo cabe disponer de ellos cuando á varios pertenecen. 

Las relaciones jurídicas y sus efectos constituyen la 
esfera en que aparecen y se desenvuelven los actos á que 
deben su origen, para los que es indispensable que con- 
curran en el hecho el agente ó sujeto jurídico y el objeto 
ó medio útil, cada uno de los cuales interviene conforme 
á su régimen especial, á saber: el sujeto según las leyes re- 
guladoras de su capacidad, y el objeto según aquellas que 
regulan las formas ó clases de propiedad ó de las obliga- 
ciones; circunstancias que son, respecto á ía persona, los 
modos de ser activa; y relativamente al objeto, los modos 
de prestar su utilidad. 

Si la sujeción de que trata el art. 10 se refiere única- 
mente al régimen de la propiedad, nada tengo que obser- 
var; pero dado el sistema del Código, en que, á diferencia 
del proyecto que acompaño, no resultan deslindados 
estos dos grandes campos- en que aparecen separadas las 
formas de la actividad jurídica (libro ii del proyecto), y las 
formas de la utilidad jurídica (libro ni del proyecto), es 
muy de temer que la sujeción á que se refiere el art. 10, 
por no haber precisado los límites en que el legislador la 
estableció , sirva de ocasión ó de pretexto en la práctica 
á que con motivo de los bienes se entregue á la autori- 
dad de las legislaciones extranjeras el terreno de las re- 
laciones jurídicas y de sus efectos, aumentando de esta 
suerte la posibilidad de verdaderos conflictos y produ- 
ciendo peligrosa perplejidad al ciudadano español en los 
actos que realice en España sobre bienes muebles de 
extranjeros situados en territorio español. 

Además, si se trata de bienes cuya utilidad jurídica no 
consista en el -aprovechamiento de alguna cosa corporal 
determinada, según ocurre en las cosas incorporales 
expresivas de derechos esencialmente personales, aun 
cuando pueda considerarse que el Código los califique de 
muebles , en armonía con lo establecido en el art. 336, 



- 296 - 
¿qué aplicación podrá tener respecto á los mismos lo con- 
signado en el art. 10, si precisamente por no ser suscepti- 
bles de apropiación ni poder por tanto consistir en dere- 
cho alguno real ó de propiedad no puede haber propieta- 
rio, siendo por todo extremo imposible averiguar á qué 
nacionalidad pertenece un propietario que no existe? ¿Cuál 
será para dicha clase de bienes la legislación reguladora 
de su régimen jurídico , si no puede servir la regla que 
ofrece el Código para los bienes muebles, por lo mismo 
que en aquellos no existe propietario, ni mucho menos 
puede servir la regla del Código para los bienes inmue- 
bles, ya que aquéllos no tienen posición fija en el espacio? 
Siendo, sin embargo, indispensable, con arreglo á 
dicho art. 10, que el ciudadano español, al proponerse 
establecer relaciones jurídicas con un extranjero sobre 
cosas muebles, tenga absoluta seguridad de quién sea su 
propietario, porque de esto precisamente depende la de- 
terminación del derecho nacional ó extranjero á que la 
cosa está sujeta, ¿qué serie de dificultades no han de 
ofrecerse .cuando es generalmente punto menos que im- 
posible, no ya en las relaciones usuales de la vida, sino 
aun en los juicios, la identificación de las cosas muebles 
á las que se refieran los derechos del que se titula su pro- 
pietario, y cuando, por regla general, tratándose de dicha 
clase de cosas, ha de admitirse más bien la presunción 
favorable al dominio que deriva del estado posesorio, que 
la necesidad de practicar la prueba del verdadero domi- 
nio ó de la propiedad, en una palabra, debiendo prevale- 
cer la condición de poseedor á la necesidad de demostrar 
la cualidad de propietario? ¿Se le ocurre á alguien, ,al 
proponerse adquirir una cosa mueble en cualquier Estable- 
cimiento, exigir al vendedor los títulos justificativos de 
su condición de propietario? ¿Pues no será esto forzoso 
desde el momento en que, según el Código , precisamente 
en esta condición, y no en la de poseedor ni en la circuns- 
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tancia del lugar en que están sitas las cosas, radica la 
nota característica de la legislación extranjera ó nacio- 
nal , foral ó común, á que esté sujeta la cosa de que se 
trate? 

Por todas estas circunstancias , y para no dar ocasión 
á que los conflictos se reproduzcan y se compliquen en 
. las relaciones de Derecho interprovincial, considero que 
los bienes, sin distinción de muebles é inmuebles, deben 
regirse por la ley del territorio en que se encuentren, 
fijando además, para la virtualidad práctica de este prin- 
cipio , la necesidad de atenerse á la condición que en este 
punto les corresponda con arreglo á nuestras leyes en 
todos aquellos que se hallen en territorio español. 

Esta doctrina, á que responden los artículos 62 y 83 del 
proyecto que acompaño, más conforme á nuestro Dere- 
cho tradicional y aun á la primera redacción de nuestra 
Código civil, artículos 9.° y 10 del proyecto de 1882, ade- 
más de respetar la soberanía de todo Estado para el régi- 
men de cuanto se encuentra en su territorio, ni lleva con- 
sigo el contrasentido de que á los nacionales de un país, y 
en el caso actual á los españoles, se les someta en sus re- 
laciones jurídicas á leyes que no han sido promulgadas, y 
cuya ignorancia por lo mismo es perfectamente legal; ni 
por otra parte dificulta en lo más mínimo, al dueño ó al 
simplemente interesado en dichos bienes , el uso ó ejerci- 
cio de los derechos que sobre los mismos tenga. 

Precisamente la posibilidad de su traslación ó trans- 
porte es circunstancia que debe influir más que otra al- 
guna eñ que se mantenga sobre los bienes muebles la ac* 
ción del Derecho del lugar en que se encuentren. 

Si por hallarse los bienes muebles en un país cuya le- 
gislación sea opuesta á las formas mediante las cuales su 
poseedor ó propietario desee utilizarlos, resulta éste im- 
posibilitado de verificarlo en aquel territorio, nada se 
opone á que trasladándolos á territorio dé un Estado cuya 



- 298 - 
legislación consienta las utilidades jurídicas que se pro- 
ponga obtener, consiga desde luego sus propósitos. ¿Qué 
necesidad obliga, pues, á sacrificar la suprema autoridad 
de las leyes de un Estado para el régimen de cuanto en 
él exista, sólo para que el propietario ó el poseedor en 
unos bienes muebles no se vea en el caso de llevarlos á 
donde pueda realizar sus fines particulares? 

También la falta de sistema del Código civil es causa 
de que en las relaciones jurídicas no aparezca con la de- 
bida separación el elemento activo (personas) y el ele- 
mento pasivo (bienes) que en ellas intervienen, dando lu- 
gar á que no se establezca regla alguna, ni en el orden 
del Derecho internacional ni del interprovincial, respecto 
á la naturaleza jurídica de estas relaciones , ni tampoco 
acerca de sus efectos, si se exceptúan las que pueden 
considerarse comprendidas (pues el Código ni aun las de- 
termina) en lo que llama derechos y deberes de familia, y 
las referentes á las sucesiones legítimas y testamentarias 
que se expresan en el párrafo segundo de su art. 10. 

Ciertamente que en el art. 1 1 se ocupa de las formas y so- 
lemnidades, no de los actos jurídicos en general, sino sólo 
de los contratos y testamentos , y de los documentos ó 
instrumentos públicos; pero esto mismo revela claramente 
que, dada la independencia que existe y debe existir en- 
tre la forma y el fondo de aquellos y de cualesquiera otros 
actos, al legislar sólo respecto á la forma, queda mutilada 
é incompleta la materia, no legislando sobre el fondo. 

Algo de esto tuve ya ocasión de indicar al tratar del 
importantísimo ^sunto de la no retroactividad de las 
leyes. 

Esta deficiencia me ha obligado á atender á aquella ne- 
cesidad formulando las reglas convenientes, relativas 
al fondo de los actos jurídicos, esto es, sobre la natu- 
raleza y efectos de las relaciones que de los mismos de- 
rivan, como se ve en los artículos 63, 84, 85 y 86 de mi 
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proyecto, en los cuales me he sometido también á los dis- 
tintos principios que informan nuestro régimen jurídico en 
lo referente á las relaciones de Derecho, según sean éstas 
necesarias ó voluntarías. 

Por más que én las disposiciones del Código referentes 
á lo que llama derechos y deberes de familia (artículos 9.** 
y 15) puedan considerarse comprendidas las soluciones 
relativas á las relaciones de carácter necesario, nada es- 
tablece el Código sobre las de carácter esencialmente vo- 
luntario; y téngase en cuenta que, aun para suponer que 
comprende las necesarias^ es preciso atribuir al concepto 
de familia á que el Código se refiere, una mayor extensión 
que la que se deduce del mismo , dejando de limitarlo al 
parentesco ó al matrimonio ó á la patria potestad, para 
abarcar en conjunto todas estas instituciones, y prescin- 
dir además forzosamente de todo concepto legal, ya 
que el Código no dedica regla alguna á la determinación 
y desarrollo de tan vasta y tan impórtate materia. 

Nada he de añadir acerca de la eficacia que tienen en 
España los juicios tramitados en el extranjero y las senten- 
cias que en ellos hayan recaído. Aunque como actos jurí- 
dicos completen el tratado de las relaciones entre el Dere- 
cho nacional y el extranjero, en cuyo sentido incumbe 
también al Código la ordenación de aquella eficacia, he 
procurado atenerme en lo posible á las disposiciones que 
sobre este asunto contiene ya nuestro Derecho en la ley 
de Enjuiciamiento civil, del mismo modo que lo he hecho 
también en cuanto al contenido del Código de Comer- 
cio en las relaciones entre la legislación general y la le 
gislación mercantil; puntos todos que dentro de un recto 
sistema sobre las fuentes del Derecho civil deben lógica- 
mente venir comprendidos en el título, capítulo ó sección 
que se destine á trazar las relaciones que deban sostener 
entre sí todas sus fuentes legales. 
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SECCIÓN SEGUNDA 

Haterías á que ha de extenderse la reforma del eontenld» 
aetaal del llbr» primer» del €^d.l^» elvll. 

Ua pex*soixd.ll<la<l y la capacidad Jurídica. 

Si hasta ahora me he ocupado, tan sólo en lo más in- 
dispensable, de las inclusiones que deberían hacerse en 
el título preliminar del Código civil, á fin de desenvolver 
cual corresponde las materias que trata de un modo tan 
diminuto y tan deficiente, clasificándolas á su vez confor- 
me á un orden racional y lógico, bastante por la diversi- 
dad de sus conceptos y la extensión de su respectivo con- 
tenido á constituir un verdadero libro y no simplemente 
un título, paso á tratar del libro primero del Código, com- 
parándolo con el segundo de mi proyecto, destinado 
igualmente á desenvolver el tratado de las personas, 
bien que en dicha comparación me limite ó circunscriba 
á presentar las instituciones cuya incltisión es necesaria 
en el mencionado libro primero . 

No intento ocuparme por ahora de los artículos que 
en el proyecto que acompaño sirven de desarrollo á las 
instituciones cuya inclusión en el Código estimo indispen- 
sable. Esto queda reservado para hacerlo, aunque sea 
brevemente, en la Parte especial de este preámbulo, des- 
tinada á tratar de la reforma de los artículos que el Có- 
digo comprende, teniendo presente que en lo relativo 
al desarrollo ó fórmula práctica de las instituciones, no 
siempre puede trazarse una separación absoluta entre lo 
que hay que añadir y lo que hay que reformar, como no 
sea cuando, según sucede en el título preliminar, se pre- 
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senta como una sola institución (las leyes, sus efectos y 
su aplicación) toda la materia comprendida en una de las 
partes en que interiormente esté dividida la nueva obra 
legislativa.^ 

Ante todo necesito recordar que este libro segundo, de- 
dicado á tratar de las personas, únicamente ha de con- 
traer3e á las materias relativas á la personalidad y á la 
capacidad jurídica, descartando, por consiguiente, todo 
lo que en él se establece acerca de las relaciones de de- 
recho, así como lo referente á su justificación ó prueba, 
por ser asuntos que en el sistema del proyecto que acom- 
paño tienen su natural colocación y su lógico desarrollo 
en los libros cuarto y quinto. 

Hecha esta salvedad, lo primero que llama la atención 
relativamente á las inclusiones que corresponde hacer en 
el libro primero del Código es la necesidad de rectificar la 
clasificación de las personas, la de precisar el concepto, 
naturaleza y extensión de cada una, y la de fijar el valor 
jurídico de la capacidad civil en sus distintas manifesta- 
ciones, ya sea sobre su constitución, ya sobre su modi- 
ficación, ya sobre su complemento, su reintegración y, 
por último, su pérdida. 

Es cierto que el Código contiene varias disposiciones 
referentes á algunas , aunque no á todas las expresadas 
manifestaciones de la capacidad civil. También aparece 
establecida en el Código alguna clasificación acerca de 
las personas ; pero ambos asuntos, que tan rico y tan va- 
riado contenido tienen en el orden del Derecho privado, 
resultan expuestos de tal modo en el nuevo cuerpo legal, 
que, según decía al ocuparme de lo que corresponde ex- 
cluir del libro primero, si se eliminasen del mismo todas 
las materias que constituyen verdaderas relaciones jurídi- 
cas, serían muy pocos los artículos que quedasen forman- 
do su contenido. 

Por más que hubiera sido muy útil que el Código deter- 
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minara, en forma de definición ó de mera descripción, el 
valor jurídico del tecnicismo que emplea en sus disposi- 
ciones, no censuro, sin embargo, semejante omisión. 

Lo que considero interesante, aunque no se caracteri- 
cen con precisión los variados conceptos jurídicos que 
aparecen en nuestro Código civil, es que el legislador no 
haga uso de otros que aquellos que pueda buenamente de- 
finir, para que así se revele claramente el sentido de las 
instituciones de que se ocupa, y no dé lugar, como sucede 
en muchas de sus disposiciones, á que por falta de aquel 
sentido legal no muestren las instituciones el valor propio 
que les corresponde. 

La precisión y la claridad de los conceptos no dan sólo 
idea de lo que quiere decir el legislador; ni sirven simple- 
mente de auxilio para la interpretación é inteligencia de 
la ley; deben revelar, con preferencia á todo esto, la nece- 
sidad de la vida á que responde cada institución y la na- 
turaleza jurídica peculiar á cada una. 

Así no es extraño que cuando el Código presenta el 
concepto de la persona jurídica , por oposición al de la 
persona natural^ como si fuese posible personalidad al- 
guna que no sea esencialmente jurídica, prescinda por 
completo de ocuparse de la personalidad en general y de 
las relaciones que, por lo menos en consideración á los 
elementos que la componen, existen entre la persona in- 
dividual y la persona colectiva, y deje de dar la idea fun- 
damental de su naturaleza, acogiéndola simplemente 
como el resultado de una creación arbitraria de la ley, 
que ni nos muestra las diferencias esenciales entre las 
personas colectivas y las llamadas fundaciones, ni carac- 
teriza el régimen general á que ha de obedecer la creación 
y movimiento de esta última clase de personas, ni sirve 
tampoco para dar á conocer las distinciones que separan 
las asociaciones de las corporaciones ^ ni puede utilizarse, 
en fin , para proyectar por lo menos los trazos más ge- 
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nerales que aseguren en el Código el concepto y el valor 
peculiar que en razón de sus notas diferenciales debe 
tener cada una de estas instituciones. 

¡Qué caucho que en esta situación el Código no se haya 
atrevido á determinar el valor legal de la, famüta, no obs- 
tante tener á cada paso que acudir á su concepto jurídico 
para la redacción de varios de sus preceptos! ¿Por qué no 
ha dicho el Código qué es lo que debe entenderse por fa 
milia en el orden del Derecho civil, si es ó no una persona 
jurídica, y en caso afirmativo, á qué clase corresponde? 
¿Por qué no ha hecho otro tanto relativamente al Estado 
y á muchas otras entidades, como los municipios, las pro- 
vincias, etc., á que ha de hacer constantemente referen- 
cia? ¿Es que duda acerca de su naturaleza? ¿Es que cree 
que aun en el terreno puramente teórico, la investigación 
científica no ha alcanzado madurez bastante para preci- 
sar en forma de leyes el valor propio de cada una de estas 
distintas entidades personales? ¿Cómo se comprendería^ 
en caso negativo, que el Código se refiera á ellas en sus 
preceptos? ¿Es que cree el legislador que no debe poner 
nada de su parte para que cese ó se modifique un estada 
en que se exige á los que han de observar las leyes , no 
sólo la inteligencia de lo que éstas disponen, sino el cono- 
cimiento de aquello que el mismo legislador desconoce 6 
no ha querido consignar en sus disposiciones, aun á sa- 
biendas de que reclama la observancia de aquello que él 
no quiere dar á conocer? 

Si el legislador tiene clara idea de lo que son y deben 
ser en el Derecho todas las entidades personales á que sus 
preceptos se refieren, lo menos que ha debido hacer es 
decir en qué consiste cada una, para que el sentido ó cri- 
terio, bueno ó malo, que tenga, sirva de norma á todo el 
mundo en el terreno legal. Mas si, por el contrario, el le- 
gislador desconoce ó abriga aún fundadas dudas acerca 
diel verdadero valor jurídico que en el orden del Derecho 
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civil corresponde á cada una de las entidades indicadas, 
es preferible guardar sobre ellas silencio, dejando dé refe- 
rirse á las mismas .en los preceptos del Código, ya que 
este cuerpo legal no puede ofrecer medio alguno para 
descifrar ó precisar su sentido. Y lo que digo de la familia 
y del Estado, es extensivo del mismo modo á las entida- 
des personales que el Código designa con el nombre de 
Asociaciones, Corporaciones y Fundaciones; pues aunque 
afirma que son personas, y como tales las considera, no 
dice, sin embargo, en qué consisten, para que podamos 
tener idea de las notas esenciales que han de reunir á fin 
de gozar de las garantías que el, Código les asegura como 
verdaderas personas de Derecho. 

He aquí la necesidad de haber presentado, ante todo, en 
el libro primero del Código, como presento en el título 
preliminar del segundo de mi proyecto, la calificación de 
la personalidad jurídica y su clasificación, esencia, por 
decirlo así, de cuanto ha de ser objeto de los demás títu- 
los y capítulos del libro, destinados á señalar la modali- 
dad bajo la^cual pueden y deben ser activos en el Dere- 
cho cada uno de estos elementos personales. 

No es, pues, extraño que si se omite un punto tan esen- 
cial respecto á las instituciones que debe comprender el 
tratado de las personas, resulte igual omisión en la parte 
destinada á trazar su capacidad señalando el modo como 
cada uno puede ejercitar su respectiva autoridad jurídica. 

El Código ha creído que en este punto no necesitaba 
precisar con relación á cada clase de personas, esto es, 
con relación al estado y condición de cada una, el alcance 
de su capacidad respectiva. Verdad es que no sólo no la 
ha precisado, sino que ni aun ha fijado este concepto. 

La capacidad civil nó tiene en el Código ni un título, ni 
un capítulo, ni tampoco una sección destinada á desen- 
volverla; no existe en él ni un solo precepto (dedicado á 
calificarla ó á decir en qué consiste. Es éste también un 
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concepto fundamental á que en varios artículos se hace 
referencia, pero para cuya observancia legal la ciencia, 
ó la jurisprudencia en su caso, tendrán que completar la 
obra del Código, sin que entretanto los particulares pue- 
dan encontrar inspiración en regla alguna que les dé á 
conocer la verdadera significación ó alcance del pro- 
yecto. 

Pero aparte de esto , sobre lo cual he llamado ya la 
atención cuando me ocupé de la pluralidad é indetermi- 
nación del tecnicismo empleado por el Código, lo más 
grave para el asunto de que ahora trato es que, faltando 
la expresión del referido principio, base y fundamento de 
todo lo que debe constituir el desarrollo de la capacidad 
civil para fijar los distintos estados de Ift persona de Dere- 
cho, ni éstos resultan singularmente caracterizados al 
efecto de trazar siquiera la capacidad respectiva en cada 
uno, ni aparecen, mediante el enlace que lógica y nece- 
sariamente ha de existir entre las distintas instituciones 
jurídicas reguladoras del estado ó aptitud civil de las per- 
sonas, la significación propia y las funciones especiales 
de dichas instituciones. 

No desconozco que es fácil confundir la falta de dere 
cho para realizar un .acto, con la, falta de capacidad para 
realizarlo por sí mismo. 

Lo esencial para que pueda tratarse de la capacidad y 
fijar hasta qué punto sea posible que una persona rea- 
lice por sí misma un acto jurídico, ó haya' de hacerlo 
por medio de otra persona ó conjuntamente con ella, es 
que, ante todo, tenga derecho para la realización del 
hecho de que se trate, y, que por lo mismo, las circunstan- 
cias ó requisitos esenciales para que este acto pueda veri- 
ficarse, concurran en la persona cuya capacidad se intente 
determinar. 

Si la persona tiene á su disposición los elementos nece- 
sarios para producir el acto, resultará indudable su dere- 

20 
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cho á verificarlo; pero la voluntad reguladora del ejerci- 
cio de ese derecho y, por tanto, de la realización del acto 
de que se trate, pudiendo^ como puede, radicar ó bien en 
la misma persona ó bien en otra á quien esté encomen- 
dada la gestión de los derechos de aquélla, viene á deter- 
minar en realidad la trascendental materia de la capaci- 
dad jurídica, para señalar cuándo ha de ser la voluntad 
propia, la voluntad ajena ó la conjunta de una y otra, 
el elemento personal que ha de servir para el ejercicio de 
los derechos, que no dejarán, á pesar de estas distintas 
formas posibles de realización, de ser derechos propios, 
particulares y exclusivos de la persona de cuya capaci- 
dad se trate. 

La función de las personas en el ejercicio de los de- 
rechos; he aquí la materia de la capacidad jurídica. La 
aptitud de las persona para tener derecho, aunque éste 
pudiera reducirse á uno solo, no es asunto de la capa- 
cidad y ^mo de la personalidad jvLTÍdicsi. Así y por ejeni- 
plo, si uno no es dueño de una casa ó de un predio, á na- 
die se le ocurrirá decir que carece de capacidad para 
venderlo, sino que no tiene derecho para hacerlo; y, por 
el contrario, si ^s- dueño de este predio ó casa, pero por 
su menor edad ó por su falta de razón, etc., resulta impo- 
sibilitado de enajenarlo por sí mismo, á nadie se le ocu- 
rrirá afirmar que no tiene derecho, sino que carece de 
capacidad para verificar la enajenación. Lo primero se 
traduce en una prohibición legal: nemo dat quod non ha- 
bet; lo segundo, tan sólo en una forma especial de obrar. 
En el primer caso está prohibida la venta; en el segundo 
caso está permitida la venta, y sólo exigida para su rea- 
lización la forma adecuada á la modificación de la capa- 
cidad del dueño. Lo primero es propio de los requisitos 
de los actos jurídicos, porque implica la imposibilidad de 
hacer; lo segundo es inherente al estado en que la perso- 
na se encuentra constituida; pero partiendo de la base 
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de la posibilidad de hacer, se refiere únicamente al modo 
como Jia de obrar ó determinar su actividad la persona en 
cuyo interés el acto se realice. 

La capacidad constituye, pues, en el Derecho una ma- 
teria que, completando todo lo que ala personalidad se 
refiere para fijar el ejercicio de la actividad que á ésta co- 
rresponde, tiene una esfera propia é independiente de la 
peculiar á los hechos ó actos jurídicos, en la cual han de 
fijarse los requisitos ó circunstancias necesarios para su 
realización ; así como en la de la capacidad ha de seña- 
larse el alcance respectivo dé la actividad de cada sujeto 
de derecho, según la especial condición ó estado en que 
se encuentre. 

El Código, sin embargo, no ha hecho nada de esto; na 
ha partido de estos principios de Derecho, que son de una 
exactitud irrefutable, dejando de presentar, con la sepa- 
ración debida, la esfera de la capacidad y la de los actos 
jurídicos. No trata de la primera, por confundir, á mi jui- 
cio lastimosamente, el derecho con la posibilidad de ejer- 
citarlo. Se ha limitado únicamente á tratar, y aun no ea 
todos los actos, sino sólo con ocasión de algunos (matri- 
monio, testamento, contratos en general y compraventa)^ 
de lo que llama la capacidad para su realización; con la 
cual resulta que como ni al tratar de la patria potestad ni 
al hacerlo de la tutela, etc., puede establecer un principio 
absoluto contrario á la capacidad del hijo de familia, del 
menor, etc. (artículos 155, 160 y 262), y ha de reconocer, 
por el contrario, que aunque necesiten para ello de texto 
expreso de la ley, pueden, así los hijos de familia como los 
sometidos á tutela, ejecutar por sí solos los actos á que se 
refieren dichas disposiciones, queda evidentemente, en el 
orden de la aptitud jurídica, una gradación ó escala de 
capacidad civil en que están respectivamente colocadas 
las personas que no pueden proceder por sí en toda clase 
de actos de derecho. 
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En algún grado tienen los sujetos de derecho propia ca- 
pacidad. El Código no la niega; lejos de ello, la afirma y 
reconoce expresamente, siquiera sea en forma indetermi - 
nada, pero deja de señalar la extensión correspondiente á 
cada grado, y se remite, para su determinación, á las dis- 
posiciones establecidas para cada acto jurídico, como uno 
de los requisitos esenciales para que éste pueda tener lugar. 

De este modo, en un asunto tan capital como és el de 
fijar en general y en cada caso particular la capacidad de 
las personas, el Código mantiene una completa perpleji- 
dad, pues además de no atreverse á negarla por completo, 
tampoco se decide á determinar la que á cada uno corres- 
ponde, según su diferente estado ó condición civil. 

¿Es este un trabajo imposible? ¿Es además un asunto di- 
fícil de subordinar á principios generales y de trazar en 
su consecuencia un sistema ó un organismo que muestre 
el valor propio y los enlaces de las distintas instituciones 
que á la capacidad se refieren? 

Este es el problema que no puede menos de plantearse 
al considerar que el Código guarda absoluto silencio so- 
bre la capacidad eñ general, y sólo por incidencia y con 
disposiciones desordenadamente esparcidas entre sus dis- 
tintos libros se refiere casuísticamente á ella en algunos 
de sus preceptos. 

Si fuese posible prescindir de todo sistema al legislar 
sobre la capacidad, y se tratara de sostener que esta ma- 
teria no constituye un todo jurídico independiente que 
merezca ser tratado con completa separación de cuanto 
se refiere á los bienes y á los actos jurídicos, siempre re- 
sultaría que nadie como el legislador podría, para facili- 
tar la inteligencia y el mejor sentido práctico de su obra, 
recapitular con relación á cada clase de personas, según 
la distinta aptitud de cada una, la cantidad de actividad 
jurídica posible de las que tienen su capacidad modifi- 
cada. Así no habría que consignar, como hace, por ejem- 
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pío, en el mencionado art. 262, un principio vago é inde- 
terminado, y se podría presentar sistemáticamente orde- 
nada, por auténtica determinación, la esfera de acción 
respectiva de todo aquel que en mayor ó menor grado 
tenga limitada su capacidad jurídica. 

Lo importante en este punto consiste en considerar la 
posibilidad y la utilidad de esta obra de la ley. No cabe 
dudar de su posibilidad. La misma referencia del legis- 
lador á los preceptos legales que faculten expresamente 
á los menores y á los incapacitados para ejecutar por sí 
solos ciertos actos civiles, es una prueba evidente de que 
el legislador estima preciso el conocimiento de estos pre- 
ceptos como medios necesarios para averiguar la capaci- 
dad respectiva de cualquier incaípacitado ; pero como no 
la formula concretamente, entrega al particular, y al Tri- 
bunal en su caso, la realización de este trabajo jurídico. 

Comprenderíase esta y otras deficiencias legislativas si 
para la redacción del Código se hubiese señalado un plazo 
breve y perentorio, ó si por circunstancias especiales hu- 
biera habido necesidad de proceder con precipitación* 
Lo incomprensible es que, tratándose de un cuerpo legal 
de la importancia del Código civil, cuya preparación 
ha durado próximamente medio siglo, y para la que no 
existía plazo alguno preciso, se haya procedido, en ésta 
como en otras muchas materias, sin señalar concreta- 
mente la respectiva capacidad que á todo sujeto de de- 
recho corresponde en cada una de las diferentes situacio- 
nes ó estados jurídicos en que puede encontrarse, resul- 
tando esta tan interesante institución, como tantas otras^ 
completamente vaga é incierta para poder ser aplicada; 
y colocado , tanto el particular como los Tribunales, en 
el caso de hacer lo que el legislador con más autoridad, 
más competencia, más garantías de acierto, y con un 
criterio más uniforme, hubiera podido y debido prac- 
ticar. 
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Respecto á la utilidad, estas últimas indicaciones la po- 
nen también de manifiesto, si esta labor legislativa había 
de reunir los caracteres de autoridad, competencia, acier- 
to y unidad que no podían tener los trabajos de los parti- 
culares ó de cualquier Tribunal. 

Si haciéndolo el legislador, el criterio en que resultase 
informada la clasificación de la capacidad jurídica habría 
tenido un carácter más general y^más auténtico, es noto- 
ria la utilidad y hasta la necesidad de que se haga, para 
suplir esta grave deficiencia del Código civil. 

No reconoce sólo por causa esta necesidad el natural 
y justo deseo de facilitar la inteligencia y la recta apli- 
cación de los preceptos del Código. Responde también á 
la lógica exigencia de presentar completo el sistema de la 
capacidad jurídica, agrupando orgánicamente las institu- 
ciones que la regulan, calificando los distintos estados en 
que pueden encontrarse las personas, señalando en cada 
uno la extensión de su actividad jurídica y demostrando 
en fin el valor propio de una materia tan vasta y tan ca- 
pital, suficiente por sí sola á formar gran parte del conte- 
nido de un libro en el Código civil. 

No es la capacidad asunto que derive de la natura- 
leza de los hechos jurídicos y de las circunstancias con 
que éstos se realizan, como parece darlo á entender el 
Código cuando sólo se ocupa de ella con ocasión de hablar 
de ciertos hechos. La capacidad depende de condiciones 
ó situaciones esencialmente personales, destinadas , no á 
influir en tal ó cual acto jurídico, sino á determinar un 
verdadero estado de la persona que , únicamente por en- 
contrarse en él y sólo por tenerlo , se califica de persona 
de plena capacidad ó de capacidad modificada. Esta ra- 
zón, por sí sola, exige que todo lo relativo á la capacidad 
jurídica deba ser desenvuelto ordenada y sistemática- 
mente en el libro dedicado á tratar de las personas. 

He aquí los motivos que me han inducido á formular en 
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los distintos títulos del libro ii de mi proyecto el sistema 
orgánico de la capacidad (su constitución, su modifica- 
ción, su complemento, su reintegración y su pérdida), te- 
niendo presente que estas diversas modalidades de la ac- 
tividad juVídica de cualquier sujeto de derecho, unidas á 
la consagración de la personalidad ó facultad de ser acti- 
vo en el orden civil, que es la materia del título prelimi- 
nar de dicho libro ii, constituyen todo lo que en la vida 
privada condiciona la persona como el único elemento 
activo en s\x facultad de serlo y en los modos como ha de 
serlo, afirmando ante todo el derecho á ser activo (perso- 
nalidad) é igualmente las maneras ó formas de ejercitar 
su actividad (capacidad), y dando, en una palabra, idea 
clara de la persona y sus funciones con absoluta separa- 
ción y con completa independencia de la materia relativa 
á los bienes y á los actos ó hechos jurídicos en que pueda 
intervenir. 

Nada hay más importante en el Derecho que el régimen 
de la actividad jurídica. Él nos da la idea de la persona, 
su clasificación y sus distintos estados ó maneras de des- 
empeñar sus funciones. 

No es lo mismo el estado ó situación jurídica de la per- 
sona que su naturaleza como individuo de us especie hu- 
mana; y como de lo que se trata en toda obra legislativa 
es de conferir carácter legal á estos distintos extremos 
que está llamada á desenvolver, desde luego aparece tam- 
bién en este punto la deficiencia del Código, que aunque 
habla, como no puede menos de hablar, por ejemplo, en 
los artículos 9.^ y 15, del estado de las personas, no con- 
tiene ni un título, ni un capítulo, ni siquiera un artículo 
por el que exprese en qué consiste este estado, cuál es la 
extensión de este concepto , cuántos son los que están re- 
conocidos en el Derecho , en qué radica lo que es carac- 
terístico de cada uno y cuáles son las disposiciones que 
concretamente lo regulan. 
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Mientras las leyes no den clara idea de la personalidad 
y de sus clases, señalando con precisión las diversas fuen- 
tes ó manantiales de la actividad jurídica, no es fácil 
deslindar las funciones peculiares á cada una de ellas, ni 
cabrá tampoco, en tanto el legislador no lo establezca ex- 
presamente, hacer la clasificación de los estados persona- 
les, á fin de precisar cuáles sean los que el derecho positi- 
vo reconoce; ni comprender la necesidad y utilidad jurí- 
dica de las distintas instituciones llamadas á suplir lo que 
la persona, por razón de su estado, no puede hacer por sí 
misma, ni la de aquellas otras que están destinadas á co- 
locar á la persona en situación de regir por sí sola toda 
su actividad. 

¿Qué importa que el Código se ocupe de alguno de los 
medios supletorios de la capacidad civil, por ejemplo, en 
los títulos que tratan de la patria potestad y de la tutela, 
cuando ni presenta estas instituciones en el concepto 
expresado, ni las agrupa con las demás cuya misión tam- 
bién consiste en desempeñar la misma función supletoria, 
ni regula de antemano, para fijar la capacidad respectiva 
correspondiente á cada estado de la persona, las varías si- 
tuaciones en que dichos medios están llamados á funcio- 
nar? ¿De qué sirve, por ejemplo, que el art. 32 se limite 
á la mera designación de alguno de los estados de las 
personas, los califique de restricciones de la personalidad 
jurídica, y como si dudara de que aun esto no bastase para 
afirmar la personalidad en tales estados, añada á renglón 
seguido que los que se hallen en alguno de ellos son sus 
ceptibles de derechos y de obligaciones? Esto último res- 
ponderá al propósito de declarar personas á los que se 
encuentren en los estados de que dicho artículo hace 
mención , lo cual era completamente innecesario ; pero 
nada estatuye respecto á la capacidad civil. 

Y como por otra parte ni en dicho artículo ni en otro 
alguno del Código se fija la cantidad de capacidad pecu- 
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liar á cada uno de estos estados , señalando en qué parte 
está restringida y en qué parte no lo está la que el men- 
cionado artículo lleLma, personalidad ]\iridic3it resulta no- 
toriamente que en el orden de la actividad no aparece 
trazado por el legislador círculo alguno en el cual la per- 
sona no pueda actuar por sí, y, sin embargo, se regulan 
por el Código instituciones destinadas á confiar á ele- 
mentos supletorios aquello que la persona no puede hacer 
por sí misma en la realización de sus respectivos dere- 
chos por tener modificada su capacidad de obrar; es decir, 
el Código establece organismos supletorios de la capaci- 
dad sin tratar de la incapacidad, que debe ser suplida. 

Esto no sucede con el proyecto que acompaño. Sin que 
tenga necesidad de indicar ahora cuántos y cuáles deban 
ser los medios supletorios de la capacidad civil, aparece 
desde luego que mi proyecto no se ocupa de ellos sin 
haber presentado antes la necesidad de su institución. 

Regulando los estados de la capacidad modificada en el 
tít. II del libro i, en donde se dice qué es lo que puede 
hacer cada clase de personas constituidas en dicha situa- 
ción, resulta forzosamente que, en todo lo demás que 
pueda serles indispensable para el ejercicio de los dere- 
chos que á las mismas correspondan, no habría medio de 
promover su realización si las leyes np crearan institucio- 
nes que señalen como punto inicial de sus funciones 
aquel en que termina la aptitud propia de la persona cuya 
capacidad estén llamadas á suplir ó completar. 

En este sentido, la patria potestad, la tutela y las 
demás instituciones supletorias ó complementarias de la 
capacidad civil, no sólo aparecen en mi proyecto motiva- 
das por una exigencia esencialmente de derecho, sino 
que muestran su valor jurídico determinado, tanto en 
razón del orden de las instituciones que de la capacidad 
se ocupan , como en razón de los límites trazados á la de 
las personas que la tienen modificada 
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>fece«idcid. <le xnodlfloar la institudóxi. de la tutela y un.!- 
floar los demás meclios supletorios de la capacidad civil 
admitidos pox* el Oódiso. 



Aparte de todo lo referente á la necesidad de las insti 
tuciones supletorias, á la calificación de este carácter y á 
la extensión de sus funciones, se observa también en el 
Código verdadera deficiencia en lo relativo al número 
de dichas instituciones. 

Cierto que el Código regula Isí patria potestad y la tu- 
tela; pero ¿es que son estas dos las únicas instituciones 
supletorias que el mismo Código admite? 

Aunque se prescinda de la autoridad marital^ sobre la 
que el Código, sin calificarla, se ocupa, diluyéndola, por 
decirlo así, en las disposiciones reguladoras de los llama- 
dos derechos y obligaciones entre marido y mujer (sec- 
ción cuarta, cap. i, tít. iv, libro i), y se prescinda también 
de la habilitación ó autorización judicial y así como de la 
sindicatura^ acerca de la que nada dice el Código vi- 
gente, abandonando sin duda esta última institución á las 
disposiciones del Código de Comercio y á las de la ley de 
Enjuiciamiento civil, se encuentran, sin embargo, admi- 
tidas en el Código otras muchas instituciones destinadas 
á proveer á la guarda y defensa de las personas ó al régi- 
men de sus bienes, que por más que su admisión resulta 
de la referencia que á ellas se hace en diferentes artículos, 
no aparecen reguladas» ni por consiguiente determinada 
legalmente la forma de su constitución, el carácter espe- 
cial y extensión de sus funciones, ni tampoco las relacio- 
nes que se producen entre el que tiene modificada su ca- 
pacidad y aquel que la suple ó la completa. 

Así muestra el Código, entre otros medios destinados 
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á estos fines, el representante y el administrador del au- 
sente (arts. 181 y 190), el defensor del hijo de familia (ar- 
ticulo 165), el tutor del casado menor de diez y ocho 
años (art. 59), el tutor del emancipado y del que ha obte- 
nido habilitación de edad (arts. 317 y 324), y aun el cu- 
rador (art. 1.764). 

El mismo nombre con que el Código los designa revela 
claramente que ni al representante ó al administrador del 
ausente, ni al defensor del sometido á patria potestad, ni 
al curador á que se refiere el último de dichos artículos 
pueden serles aplicables en el desempeño de sus respecti* 
vas funciones los preceptos reguladores de la institución 
de la tutela. 

Si pudiera caber alguna duda en cuanto á la ineficacia 
de estos preceptos respecto á los demás medios supleto- 
rios que acabo de citar, sólo podría existir para el tutor 
de los menores casados, ó de los emancipados, ó de los 
que han conseguido la habilitación de edad. 

Á poco que se medite, se observará que la institución 
del cargo de tutor de los menores casados, emancipados 
y habilitados, no sólo no responde á las condiciones del 
cargo de tutor, tal cual está regulado en la institución de 
la tutela, sino que precisamente aquél está llamado á des- 
empeñar sus funciones en los actos ó respecto á los bienes 
de aquellos que por expresa disposición del Código no 
están sujetos á tutela. 

Es más: aun dentro de la institución de la tutela, y por 
lo tanto entre los que están sujetos á la misma, el Código 
no ha podido menos de admitir una verdadera variedad 
en las funciones de los tutores con motivo de la variedad 
que también establece al señalar, por ejemplo, el ar- 
tículo 199 el objeto, ó por mejor decir los fines de dicha 
institución. 

Hay, pues, según el Código, instituciones supletorias 
que sólo por su nombre se deduce que nada tienen que ver 
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con la tutela ; hay otras en las que la provisión de tutor 
tiene lugar precisamente para los que no están sujetos á 
tutela; y hay, por fin, gran variedad de tutelas, según 
los distintos fines que á éstas se atribuyen. 

Á pesar de todo esto, el Código, salvo la institución de 
la patria potestad, únicamente se ocupa de la tutela. 

Con propósito sin duda de unificar en este punto la 
materia relativa á la guarda y defensa de las personas, ó 
á la administración de los bienes, suprimió la curaduría. 

El sistema orgánico que el Código confirió á la institu- 
ción de la tutela le hizo mirar con desconfianza á la cura- 
duría, por el carácter singular ó unipersonal que esta ins- 
titución, á semejanza de la tutela, había tenido constante- 
mente en nuestra legislación, y no encontró medio más 
expedito para resolver la dificultad que suprimir la cu- 
raduría. 

No es mi ánimo juzgar ahora del acierto ni de la utili- 
dad en haber preferido para esta clase de instituciones el 
régimen orgánico al régimen unipersonal ó singular. 

Esta es una cuestión muy grave, y demasiado honda y 
compleja para ser tratada por incidencia. 

Tal vez me inclinaría, si pudiera decidir libremente por 
mi solo criterio, en favor de la tutela unipersonal, y lo que 
deseo es que la experiencia no me dé á mí la razón ; pero 
prescindiendo por el momento de este asunto, sobre el 
cual tendré que volver más tarde, sigo con el tema que 
estaba desenvolviendo. 

Si el Código, á pesar de admitir la variedad de tutelas 
á que antes me referia, hubiese adoptado para to.das el 
mismo sistema orgánico de tutor, protutor y Consejo de 
familia en que informa la institución de la tutela, callaría 
mi crítica ó mi censura ante la uniformidad que al menos 
de este modo se habría conseguido en el nuevo cuerpo le- 
gal, aun cuando este sistema no responda á principios 
fundamentales, especialmente en los casos en que el cons- 



-317 - 
tituído bajo la guarda ó la defensa de otra persona tiene 
discreción bastante para fiscalizar la conducta ó gestión 
de su respectivo guardador. 

Mas como el legislador, á pesar de sus propósitos de 
unificar por la tutela orgánica toda la materia relativa á 
la guarda, defensa ó administración de bienes de perso- 
nas que por cualquiera circunstancia no se bastan á sí 
mismas, se ha visto precisado á admitir, no sólo la guarda 
singular mediante un tutor, sino igualmente otras insti- 
tuciones de carácter también unipersonal, como el defen- 
sor, administrador, representante y aun curador, cuyas 
respectivas funciones, dentro de la variedad de los car- 
gos, no resultan reguladas por el Código, quedando, 
por consiguiente , en un estado legal de verdadera inde- 
terminación , no puedo prescindir de llamar la atención 
en este punto sobre la necesidad que á mi juicio existe, 
dada la diversidad de funciones que la reciente legisla- 
ción ha introducido con sacrificio de la uniformidad que, 
por regla general, existía ya en nuestro anticuo Dere- 
cho, de restablecer ó restaurar la institución de la cura- 
duría. 

Si ésta pudo parecer innecesaria tratándose de los me- 
nores de edad, no cabe desconocer la utilidad que tuvo y 
la uniformidad á que se prestaba respecto á todas las per- 
sonas colocadas al amparo de dicha institución. 

Su carácter unipersonal ó singular igual al de la tutela, 
tal yez hizo creer al legislador que bastaba con aceptar 
una sola de estas dos instituciones; y como además se re- 
solvió por conferir á la tutela un carácter esencialmente 
orgánico, consideró sin duda que toda dificultad quedaba 
desvanecida suprimiendo la curaduría y confiando á la 
tutela á cuantas personas no pudieran gobernarse por sí 
mismas. 

- , Prescindiendo en este punto de toda cuestión de prin- 
cipios, el resultado que nos ofrece el Código es por sí 
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solo bastante para que volvamos la vista á esa institución 
tradicional, que con el nombre de curaduría subsistió en- 
tre nosotros y cuya flexibilidad ofrecía la inaprecible ven- 
taja de servir para uniformar la situación ó el régimen de 
todos los que, no pudiendo estar sujetos á tutela, necesita- 
ban del auxilio de otro elemento activo para el ejercicio 
de sus respectivos derechos. 

No trato por de pronto, en los límites de esta exposición 
referente á mi proyecto, de hac^r el menor estudio sobre 
la importancia y la necesidad de restablecer la curaduría 
en nuestro Derecho. Después de la complicación produ- 
cida por la reforma que introdujo el Código acerca del ré- 
gimen supletorio de las personas que tienen su capacidad 
modiñcada, me basta, para demostrar la utilidad de res- 
taurar aquella institución, la mera comparación entre la 
sencillez del sistema antiguo y la complicación del moder- 
no; por más que, teniendo presente algunos inconvenien- 
tes á que la curaduría daba origen, más bien en el terreno 
de las relaciones que dichas dos instituciones sostenían en- 
tre sí, que en el terreno de las funciones propias de cada 
una de ellas, sea posible conseguir nuevamente aquella 
beneficiosa sencillez, purgándola de los inconvenientes 
que tenía. 

Para justificar la reforma que propongo, estimo bas- 
tante establecer una simple comparación entre el sistema 
de nuestro Derecho antiguo con el del Código actual, y el 
de este último con el sistema que presento. 

El sistema antiguo descansaba únicamente en dos ins- 
tituciones : la tutela y la curaduría. Aparte de la patria 
potestad, el que sin bastarse á sí mismo no estaba so- 
metido á un tutor , podía ó debía estar en cúratela. Una 
y otra, tutela y curaduría, eran instituciones de carác- 
ter singular ó unipersonal , teniendo cada una de ellas 
unificadas sus funciones y cuyo valor jurídico se mante- 
nía con completa independencia de las personas que es- 
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taban sometidas á su régimen y de la clasificación respec- 
tiva de estas dos instituciones. 

Como se ve, el sistema no podía ser más sencillo, ni en 
cuanto á la determinación del régimen supletorio necesa- 
rio, el tutor ó el curador, ni en cuanto á las funciones que 
debían ejercer respecto del que tuviese su capacidad mo- 
dificada, las propias de la tutela ó las peculiares de la cu- 
raduría. 

¿Qué sucede hoy con el sistema del Código? Una com- 
plicación tan perturbadora como inexplicable. 

La tutela así llamada, como expresiva de una verdadera 
institución, la presenta el Código sobre la base del orga- 
nismo constituido por un tutor, un protutor y un Consejo 
de familia. Además de esta institución orgánica, que ha de 
alcanzar á cuantos, según el art. 200, están sujetos á tu- 
tela admite también el Código la tutela singular ó uni- 
personal sobre la base de la simple gestión , cooperación 
ó representación de un tutor para los que no están sujetos 
á tutela, pero que son menores casados ó emancipados 
por algún otro concepto, ó que han conseguido la habili- 
tación de edad. Y además de la tutela orgánica y de la 
tutela singular, admite, en fin, el Código, según antes de- 
cía, los indicados medios supletorios del administrador, ó 
representante, ó defensor, ó curador. 

Ej^iste, pues, una tutela orgánica, otra singular, y la 
variedad ó multiplicidad de los demás elementos que, con 
distintos nombres, están destinados á la defensa ó á la 
guarda de que acabo de hacer mención. 

Pero no se reduce á esto el sistema de los medios suple- 
torios establecido en el Código. Hay que agregar también 
á dicha pluralidad de elementos la pluralidad que igual- 
mente resulta, tanto en la tutela orgánica como en la tu- 
tela singular, á causa de las distintas funciones que les 
están asignadas, según las clases de personas que están, 
ó sujetas á la orgánica, ó necesitadas de la singular. 
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Si, para mayor claridad de estas indicaciones, designo 
con el nombre de tutores ordinarios los que desempeñan 
su cargo en la tutela orgánica, esto es, á los que asisten 
á aquellos que están constituidos en tutela, y con el nom- 
bre de tutores extraordinarios á los que, independiente- 
niiente del estado de tutela, asisten á aquellos que pueden 
tener necesidad de la cooperación ó consentimiento de un 
tutor, resulta que el Código establece cuatro clases de 
tutores, á saber: tutores ordinarios para la persona y bie- 
nes de los que tienen modificada su capacidad jurídica por 
razón de edad, ó por causa de locura ó sordomudez; tu- 
tores ordinarios, únicamente para los bienes de aquellos 
cuya capacidad se encuentra modificada por razón de 
prodigalidad ó causa de interdicción; tutores extraordi- 
narios permanentes en la administración de los bienes del 
casado menor de 18 años, huérfano de padre y madre; y 
tutores extraordinarios eventuales, para ciertos actos de 
los menores casados, huérfanos también de padre y ma- 
dre, pero mayores de 18 años, de los demás menores 
emancipados y de los menores que hayan obtenido la ha- 
bilitación de edad. 

Cada una de estas cuatro clases de tutela está caracte- 
rizada por funciones diferentes; y como además el Código 
admite la expresada variedad, que á su vez resulta entre 
el representante para la ausencia provisional, el adminis- 
trador para la ausencia judicialmente declarada, el de- 
fensor para el hijo constituido en patria potestad y el cu- 
rador á que se refiere el art. 1.764, aparece desde luego 
que, independientemente de la patria potestad y sólo con 
el expresado fin de suplir la capacidad de los menores, 
enfermos, pródigos ó interdictos y ausentes, para los que, 
según nuestro antiguo Derecho , bastaba con la institu- 
ción del tutor y la del curador, estatuye el Código civil 
ocho instituciones: dos, comprendidas en la tutela orgá- 
nica; dos, en los tutores llamados á ejercer sus funciones, 
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aun sin estado de tutela, y las cuatro restantes á que aca- 
bo de referirme. . 

Y si á las dificultades que naturalmente surgen por esta . 
multiplicidad de elementos supletorios se agregan la^ 
consiguientes á la indeterminación en que deja el Código 
las funciones respectivas de la mayor parte de ellas, se 
comprenderá, desde luego, la inmensa complicación que 
en este punto ha sustituido á la sencillez del antiguo De- 
recho, y eso que el motivo que se ha invocado para in- 
troducir esta perturbadora innovación ha sido , precisa- 
mente, la necesidad de simplificar y dar unidad á la guar- 
da de los incapacitados. 

Es verdad que, aparentemente, parece más sencillo ad- 
mitir una sola institución en vez de dos para los fines pro- 
tectores ó tutelares, y ahora existe sólo la tutela para lo 
que antes eran necesarias la tutela y la curaduría; pero, 
¿qué ventaja se obtiene con rechazar la curaduría, si al 
desenvolver el Código la institución de la tutela lo hace 
de manera que resulta la complicación inmensamente 
mayor? 

Pues bien, la necesidad de evitar esta perturbadora com- 
plicación se impone, y no es difícil conseguir una mayor 
sencillez y claridad, sin inventar nuevas formas, aco- 
giendo sólo las admitidas en nuestro tradicional Derecho, 
y aun sin alterar sustancialmente las reconocidas en el 
Código vigente, ya que éste acepta también la guarda ó 
defensa singular ó unipersonal y los diversos modos de 
ejercitarla. 

Para obtener tan importante resultado, que representa- 
ría un progreso en la unificación de esta materia y se 
traduciría en una ventaja indudable para la recta inteli- 
gencia y acertada aplicación de las disposiciones legales, 
basta deshacer lo que el Código ha hecho: restaurar nues- 
tra antigua legislación, restablecer, en suma la cura- 
duría. 

21 
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Mediante este sistema se hará descansar únicamente 
en la tutela y en la curaduría toda la materia que el Có- 
digo se ve en la precisión de fraccionar y esparcir entre 
la multitud de tutelas que reconoce, con los demás ele- 
mentos que también admite y que en más ó en menos sir- 
ven y contribuyen á la guarda y defensa de las personas 
que tienen su capacidad modificada. 

No es mi ánimo , sin embargo , provocar en este punto 
una restauración completa , por más que entiendo que es 
muy discutible en el orden de los principios la utilidad de 
estatuir y mantener hoy la forma orgánica conferida 
á la institución de la tutela por el Código civil. 

Aparte de que la práctica va ya poniendo cada vez 
más de manifiesto los graves inconvenientes y aun los 
verdaderos peligros que produce dicho complicado or- 
ganismo, susceptible de conducir en muchos casos á 
paralizar la vida jurídica del menor ó del incapacitada 
si no se prescinde de varias de las disposiciones que 
regulan la referida institución, no me he atrevido , á pe- 
sar de los temores que me asaltan respecto á la suerte 
de la tutela orgánica, á provocar una transformación 
radical y absoluta en la institución de la tutela, siendo 
como es tan reciente la reforma que se ha introducido^ 
y confiando en que poco á poco la experiencia irá for- 
mando la opinión acerca de la necesidad de rectificar 
su organización actual, si es que no se logra que des- 
aparezcan los graves inconvenientes que actualmente 
presenta. 

Manteniendo para la tutela su nuevo carácter orgá- 
nico y sustentando la curaduría con carácter esencial- 
mente singular, respetando á este efecto, como base 
para las funciones de aquélla, la acción del llamado Con- 
sejo de familia, más propiamente Consejo de tutela, y 
restableciendo también como base para las funciones de 
la curaduría la intervención judicial, de la que tampoco 
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ha podido prescindir el Código en el ejercicio de algunas uj] 

de las instituciones supletorias que él admite, seráposi- v^ 

ble conseguir, no sólo la uniformidad de las instituciones ¿i 

de que me' ocupo, sino presentar la una enfrente de la ^^ 

otra, la guarda orgánica y la guarda singular, para que 
por la comparación de sus respectivos resultados diga la 
experiencia en su día cuál de estos dos elementos res- 
ponde mejor á las necesidades que están llamados á satis- 
facer. 

Nuestra antigua legislación se había inspirado en el 
principio de la singularidad; la legislación actual, por el 
contrario, se decide principalmente por la forma orgáni- 
ca; y digo principalmente, porque al fin no ha podido 
prescindir, aunque no la haya regulado , de acoger para 
varias de las instituciones supletorias la forma esencial- 
mente unipersonal ó singular. 

En lo regulado por una y otra legislación existe com- 
pleta diversidad de criterio , que no permite apreciar al ^ 
mismo tiempo la diversidad de resultados de ambos 
principios en la importantísima materia de estas institu- 
ciones. 

En cambio, si la ley las regula, como propongo con el 
restablecimiento de la curaduría en la forma y con las mo- 
dificaciones que contiene el proyecto que acompaño , la 
acción de ambos principios se encontrará asistida de toda 
la eficacia que presta á la virtud de las instituciones su 
desenvolvimiento legal. 

Y como entiendo que cualquiera que. sea el fundamento 
y aun la utilidad de la forma orgánica que esparce, por 
decirlo así, ó distribuye entre varios elementos perso- 
nales la autoridad que debe ejercerse sobre los sujetos^ 
tutela, ha de responder racionalmente á un estado en que 
por falta de discernimiento no sea posible esperar del que 
esté sometido á ella discreción bastante para fiscalizar 
de algún modo la gestión del guardador, á cuyo efecto se 
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la somete á vigilancia por medio del protutor, y aun se la 
subordina en muchos casos á la acción especial del Con- 
sejo de familia, he estimado que sólo deben quedar en tu- 
tela los que, como el menor, el loco ó el demente y el sor 
do-mudo, necesitan quien sustituya su actividad en la 
realización de sus derechos, y quien vigile y fiscalice la 
gestión del guardador; y, por el contrario, que puede 
bastar la curaduría para todos los demás que , aun cuan- 
do tengan modificada su capacidad jurídica, no están pri- 
vados de propio discernimiento ni de medios suficientes 
para verificar por sí, ó por persona de su confianza, esa 
vigilancia ó inspección permanente que les permita acu- 
dir contra el guardador en el caso en que consideren su 
gestión contraria á su interés ó á su derecho. 

Separadas de esta suerte la tutela y la curaduría, se ob- 
tiene desde luego la ventaja de que por medio de esta úl- 
tima desaparezcan, tanto la variedad que el Código se ha 
visto precisado á admitir en las tutelas, como la diversi- 
dad de instituciones supletorias que, además de la tutela, 
ha tenido forzosamente que aceptar. 

El restablecimiento de la curaduría permitiría unificar, 
por lo menos, seis clases de guardadores reconocidos por 
el Código vigente, á saber: 1.® Los ordinarios para bienes. 
2.^ Los extraordinarios permanentes. 3.^ Los extraordina- 
rios eventuales (cuyas tres clases son los calificados de tu- 
tores que no ejercen funciones sobre la persona cuya capa- 
cidad están llamados á suplir). 4.^ Los defensores de los 
hijos de familiíi. 5.^ Los administradores y representan- 
tes de ausentes. Y 6.** Todo guardador que haya de nom- 
brarse ó por contraposición de intereses ó en los casos 
del art. 203 y otros análogos, ó en los del curador á que 
hace referencia el art. 1.764 del Código. 

Las funciones del curador en todos los casos expresa- 
dos, no exigen ni demandan, según el proyecto que acom- 
paño, principios distintos de aquellos á que responde lo 
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estábleddo en el Código respecto á dichas clases de guar- 
dadores. 

Dejando para la tutela el ejercicio de la autoridad sobre 
la persona del menor ó del incapacitado, comprendien- 
do también en dicha institución la gestión del guardador 
que ha de proceder á nombre de éstos y determinar, por 
consiguiente, su respectivo interés, y teseryando para la 
curaduría en general la facultad de auxiliar ó autorizar 
la acción propia y directa de los que necesitan que se 
complete su gestión personal, á la vez que se respete su 
iniciativa en la determinación de su interés respectivo, 
resulta claramente deslindado el terreno propio de cada 
una de estaá dos instituciones. 

Esta sola distinción facilita, por la mera enunciación 
del concepto de cada una de ellas, la verdadera idea de 
su peculiar naturaleza jurídica, evitando que, á seme- 
janza del Código, se barajen y confundan la tutela con 
el cargo de tutor, y se designe con este nombre á perso- 
nas que no tienen autoridad alguna sobre los menores ó 
incapacitados, ni están liamadas á actuar en su nombre, 
ni á ser órgano de su interés, puesto que sólo sirven para 
auxiliarles con su consentimiento ó su autorización , sin 
menoscabo de la gestión directa y de la iniciativa que á 
ellos les corresponde. 

En estos límites, trazados ya por el Código para la fun- 
ción de esta clase de tutores, cuyo nombre ni conviene 
con las condiciones que integran la institución tutelar, 
ni es adecuado al estado de las personas que necesi- 
tan de su intervención, siendo, como son, precisamente 
aquellas que no están sujetas al estado de tutela, se con- 
cierta perfectamente la intervención, que también está 
asignada á los demás medios supletorios anteriormente 
euumerados, todos los cuales, por lo mismo , pueden , se 
gún decía, sin tener necesidad de acudir á principios dis- 
tintos de los admitidos por el Código , unificarse en una 
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sola institución, la curaduría, en la cual, dentro de la 
propia naturaleza de sus funciones, cabe, no obstante, 
aunque sólo sea en razón de su mayor ó menor extensión, 
la variedad de curadores ó de medios supletorios que, 
según los casos y circunstancias, puedan ser indispen- 
sables. 

Pero además de no tener que acudir á principios distin- 
tos de los admitidos, se conseguiría también la ventaja de 
que desapareciesen las dudas y cuestiones que pueden 
fundadamente surgir en lo relativo á la manera de pro- 
ceder al nombramiento é investir de sus funciones á los 
expresados tutores impropiamente designados como ta- 
les, y á los demás medios supletorios á que el Código 
hace referencia de un modo indeterminado. 

¿Qué sucede, por ejemplo, respecto al tutor de que nece- 
sita, según el art. 324 del Código, el menor que ha obte- 
nido habilitación de edad? Si para los sujetos á tutela 
corresponde al Consejo de familia hacer en su caso el 
nombramiento de tutor y poner á éste en posesión del 
cargo, hay que renunciar forzosamente á este medio 
cuando se trata del que ha obtenido habilitación de edad. 

Al llegar á esta situación concluye la tutela, según el ar- 
tículo 278; y como además, según el 313, el Consejo de fa- 
milia se disuelve en los mismos casos en que se extingue 
la tutela, resulta, con toda evidencia, que si el habilitado 
de edad ha de verificar alguno de los actos á que se refiere 
el art. 317, y necesita por lo mismo de la cooperación de 
un tutor, pues precisamente para ser habilitado ha de ser 
huérfano de padre y madre (art. 322), ¿cómo se procederá 
al nombramiento de ese tutor y se le pondrá en condicio- 
nes de desempeñar su cargo? ¿Se hará caso omiso del • 
artículo 313, que ordena la disolución del Consejo cuando 
se extingue la tutela, terminada ya necesariamente, se- 
gún dicho artículo y el 278, al concederle la referida 
habilitación, ó se acudirá, por el contrario, á las leyes 
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que establecían, aun con anterioridad al Código, la in- 
tervención de la autoridad judicial en lo referente al 
nombramiento y discernimiento del cargo de tutor? 

No siendo, como no es de creer, que el Código haya es- 
tablecido sus preceptos para que se prescinda de ellos, 
y debiendo, por tanto, considerarse necesario acudir á la 
ley de Enjuiciamiento civil en este -caso y otros análogos, 
como el de los menores casados y demás emancipados, y 
el de provisión de guardadores especiales, ¿se procederá 
entonces conforme á las disposiciones establecidas en di- 
cha ley respecto á los tutores, ó con arreglo á las relati- 
vas al cargo de curador, teniendo presente que en las ex- 
presadas situaciones la edad del interesado es aquella en 
atención á la cual dicha ley de Enjuiciamiento se refiere 
á la provisión del cargo de curador? 

He aquí, entre otras cuestiones, varias de las que pre- 
senta la aplicación del Código en la materia de que me 
estoy ocupando, y por lo que estimo indispensable el res- 
tablecimiento de la institución de la curaduría en las con- 
diciones anteriormente referidas, que no son opuestas, 
según decía, á los principios del nuevo cuerpo legal , que 
evitan además la confusión que en el mismo se advierte, 
y que, por último, dan fácil solución á las muchas dudas é 
importantes conflictos que necesariamente han de surgir 
para la recta aplicación de los preceptos del Código. 



I-tQ. adopoiÓTi y le^ legitimación, consideradas bajo el puxito 
de ^ista de la reforma indicada en él párrafo anterior. 

Quizás llame la atencióij ver comprendidas en mi pro- 
yecto, al tratar de la curaduría, la legitimación por auto- 
rización Real y la adopción. La explicación, sin embargo, 
es muy sencilla. 
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Por algo resistió siempre nuestra legislación autorizar 
la patria potestad en la filiación natural. No me propon- 
go hacer historia sobr^ este asunto; me basta llamar la 
atención sobre el hecho , así como recordar, respecto de 
la adopción, la causa que motivó su admisión en nuestro 
Derecho positivo, y más aún las transformaciones que se 
sucedieron en la materia á que se extendía su primitivo 
concepto, para creer que, lejos de colocar* á los hijos 
adoptivos en condiciones iguales á las de los hijos legíti- 
mos, la adopción requiere medidas que la naturaleza 
l^ace innecesarias tratándose de la filiación legítima, 
pero que por lo mismo demanda también que sea dife- 
rente la situación de unos y otros. 

No discutiré sobre la utilidad de la adopción. Institución 
antigua entre nosotros y conservada en la ley de Bases y 
en el Código, son motivos bastantes para que en el terreno 
de la reforma que propongo no prescinda de ella en 
absoluto. 

La misma ley de Bases indicó ya la necesidad de preve- 
nir los inconvenientes que el abuso de la adopción podía 
traer consigo en la organización de la familia, y sin duda 
por esta razón hubo el Código de separar por completo 
la adopción y la filiación legítima, aun en lo relativo á la 
patria potestad, trazando una marcada línea divisoria en- 
tre la patria potestad para los hijos legítimos, y esta mis- 
ma institución para los hijos adoptivos; y en cambio, 
dando como ha dado entrada en la patria potestad á la 
filiación ilegítima, equiparó en este punto á los hijos 
adoptivos con los hijos naturales reconocidos. 

Esta equiparación era ya propiamente el último cambio 
que sin duda estaba reservado á la adopción, como con- 
secuencia de que si la organización de la familia había de 
cimentarse en la armonía del estado derivado de la Natu- 
raleza y del Derecho, no debían tener entrada en ella los 
que únicamente podían ostentar un mero vínculo civil; 
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pues claramente demuestra el Código que para sostener 
á los hijos adoptivos en la patria potestad, no ha menes- 
ter de la ficción legal, antiguamente tan necesaria en ma- 
teria de adopción, sino sólo del hecho de admitir dicha 
autoridad doméstica para aquellos en quienes no concu- 
rre la referida armonía de la Naturaleza y de la ley. 

Admitida la patria potestad por cualquiera de estos 
vínculos, el de la naturaleza en los hijos naturales reco- 
nocidos, el de la ley respecto á los hijos adoptivos, era en 
cierto modo forzosa la equiparación á que antes me refe- 
ría, cuando ni uno ni otro podían invocar como título de 
su derecho aquella conjunción armónica en que debe des- 
cansar la institución de la familia , y que concurre única 
y exclusivamente en la filiación legítima. 

De esta distinta base para la determinación de la patria 
potestad había de resultar necesariamente la diversidad 
de efectos de dicha institución, y aparecer por lo mismo 
dos distintas patrias potestades, á saber: la genuina ó com- 
pleta, para los l^ijos legítimos, y la nuevamente introdu- 
cida é incompleta, para los hijos naturales reconocidos y 
para los hijos adoptivos. 

En efecto, la patria potestad en la filiación legítima, ade- 
más de colocar á los hijos bajo la autoridad de los padres, 
confiándoles exclusivamente su dirección y corrección, 
confiere también al padre, y en su caso á la madre, el 
usufructo y la administración de los bienes de los hijos 
colocados bajo su patria potestad, sin que para el disfrute 
de aquél ni el ejercicio de ésta tengan necesidad de 
afianzar. 

En cambio la patria potestad en la filiación ilegítima y 
en la constituida en virtud de la adopción (art. 166), ni 
confiere á los padres el usufructo de los bienes de los 
hijos reconocidos ó adoptivos , ni les otorga siquiera la 
administración de sus bienes si no aseguran con fianza sus 
resultas á satisfacción del Juez del domicilio del menor 
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ó de las personas que deban concurrir á la adopción. 

La confianza de la ley es completa para los padres le- 
gítimos; pero, por el contrario, respecto al ilegítimo ó al 
adoptante, la ley se inspira en un criterio de verdadera 
desconfianza cuando les priva de la administración de los 
bienes del l^ijo que somete á su respectiva autoridad. 

¿Qué queda , pues , de la patria potestad de tal manera 
incompleta? La sujeción del hijo á la autoridad exclusiva 
del padre, la facultad de dirigirle sin intervención de 
otra persona ni del Consejo de familia, la posibilidad de 
corregirle y castigarle, conforme al art. 156 del Código, 
la de llevar su representación, y, en una palabra, todo lo 
que se refiere á la. persona del hijo. Nada queda, sin em- 
bargo, en dicha situación respecto á los bienes de los hi- 
jos, entregados exclusivamente á los padres; pues además 
de crear entre los hijos la desigualdad, tan contraria al 
buen orden interior de la familia , que necesariamente ha 
de resultar negando, como niega, la ley á los hijos legíti- 
mos el usufructo de sus bienes ó del pro^Jucto de su tra- 
bajo ó industria, que otorga, por el contrario, á los hijos 
ilegítimos y á los adoptivos, ni consiente al padre la ad- 
ministración de los bienes de éstos sin la prestación de 
fianza, ni determina quién ha de tener ni cómo ha de pro- 
veerse á dicha administración en los casos en que el pa- 
dre ó la madre con patria potestad no puedan constituir 
la fianza referida. 

Se ve, pues, que la patria potestad incompleta, no sólo 
es contraria á la igualdad de condiciones en que deben 
quedar constituidos los llamados á formar una familia, á 
vivir bajo un mismo techo y estar sometidos á una misma 
autoridad, sino que es igualmente opuesta al espíritu de 
confianza en la persona de los padres, en la que debe ins- 
pirarse la referida potestad, y que es á su vez tan nece- 
saria, á fin de que sin peligro pueda el padre ser consi- 
derado como el mejor y más genuino elemento para din- 
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gir, corregir y gobernar á sus hijos. ¿Cómo cabe explicar 
el empeño del Código en conferir la patria potestad á los . 
padres ilegítimos, si no tenía fe en ellos y no quería dis- 
pensarles la confianza, que es la base de tan veneranda 
institución? Y es tanto más inexplicable y arbitraria 
la indicada reforma introducida en nuestro Derecho, 
cuanto que, aparte del estado imperfecto é incompleto 
en que lo deja el Código por no dar solución legal á los 
casos en que el padre ó la madre no pueden tener la ad- 
ministración de los bienes de los hijos á causa de care- 
cer de medios suficientes para la constitución de la fianza 
que se les e;^ija, resulta además un verdadero contrasen- 
tido y contradicción de los principios en que desenvuelve 
la institución de la tutela, que no es fácil explicar ni com- 
prender. ' 

Según lo que el Código establece, ese padre que cuando 
ejerce la patria potestad no puede administrar los bienes 
de sus hijos sin prestar la correspondiente fianza, está 
autorizado, sin embargo, para administrar sin ella, si 
arraiga en él el ejercicio de la tutela, cuando sus hijos 
son locos, pródigos ó interdictos; puede nombrarles tutor 
aun cuando los hijos sean menores, y en todo caso pue 
de relevar de la obligación de constituir fianza al tutor 
que les designe. ¿Cabe mayor enormidad? 

La ley considera al padre digno de toda su confianza 
cuando es tutor de sus hijos si son locos, pródigos ó inter- 
dictos^ y no la merece cuando desempeña la patria potes- 
tad. He aquí las consecuencias á que se ha llegado esta- 
bleciendo esta patria potestad, diminuta ó incompleta, 
para la filiación ilegítima y para la filiación adoptiva. 

Más adelante, al ocuparme de las disposiciones que de- 
ben ser reformadas ó corregidas, deduciré los absurdos 
que lógicamente se desprenden de un principio tan in- 
explicable; pues por ahora, en que únicamente trato de 
presentar la inconveniencia de haber reformado nuestro 
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Derecho, sin verdadera exigencia de la ley de Bases, para 
hacerlo, llevando á la patria potestad la filiación ilegítima, 
en lugar de reservar únicamente dicha institución para 
la familia legítima, me basta con haber indicado que, 
después de todo, esa institución raquítica y diminuta, esa 
verdadera caricatura de patria potestad, ni conviene al 
orden familiar, ni se inspira en la significación del padre, 
ni resulta en utilidad del hijo sometido á la autoridad de 
aquél de quien la ley desconfía, ni se atempera á las con- 
diciones de la patria potestad verdadera , en que la au- 
toridad paterna tiene un importantísimo contrapeso na- 
tural y moral por la acción de la madre en la familia, si 
ésta se cimenta, como debe cimentarse, en la institución 
del matrimonio, único, según mi proyecto para su cons- 
titución. 

Decidido por estas y otras consideraciones á borrar de 
la patria potestad la diversidad introducida en el Código, 
restableciendo, en armonía con nuestro antiguo Derecho, 
la unidad en esta institución, y afirmándola exclusiva- 
mente sobre la base del matrimonio, no podía menos de 
ofrecerse como un interesante problema el de determinar 
la institución que había de regir á los hijos naturales re- 
conocidos y á los hijos adoptivos. 

Relativamente á los primeros, nada demandaba excluir- 
los de la tutela. El mismo Código reconoce, según queda 
dicho, que el padre ó la madre que no merecen á la ley 
verdadera confianza ejerciendo la patria potestad, son 
dignos de ella cuando desempeñan la tutela , ya se trate 
de pródigos ó interdictos que de algún modo pueden ejer- 
cer directamente por sí la vigilancia en la gestión de su 
tutor, ya se trate de locos ó dementes, que no tienen me- 
dio de hacerlo personalmente.. 

No puede, por consiguiente, parecer aventurada, ni aun 
dentro de los principios admitidos del Código, la solu- 
ción que yo propongo de que recaigan en tutela los hijos 
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naturales que aun cuando estén reconocidos no hayan 
sido legitimados. Al fin, autorizando la tutela legítima en 
estos casos, vendrán los hijos á recaer bajo la autoridad 
del padre en la condición en que el Código dispensa á éste 
más señalada predilección. Más aún: si el fin del legisla- 
dor ha sido crear una situación en la qué el padre pueda 
colocar bajo su exclusiva dirección á la persona del hijo, y 
por lo mismo cuidar de éste sin intervención de protutor 
ni de Consejo de familia, también ofrece el proyecto que 
acompaño solución adecuada á tan nobles fines, bien que 
para ello exija una prueba más calificada del cariño de 
los padres, ó sea la legitimación, la cual, por otra parte, 
en atención á sus propias y esenciales condiciones, es 
para la ley y para la sociedad una mayor garantía de que 
el padre ó madre, en su caso, han de concentrar exclusi 
vamente en el hijo legitimado sus sentimientos paternales 
y dedicarse á cuidar de él, sin que las atenciones debidas 
á la generación legítima puedan distraerlos de tan deli- 
cada misión. 

La curaduría especial por la legitimación autorizada ó 
por la.adopción, es el único medio que propongo para sus- 
tituir á la patria potestad incompleta establecida en el Có 
digo respecto á los hijos naturales reconocidos y á los 
hijos adoptivos. 

Ni en una ni en otra tienen los padres el usufructo de 
los bienes de sus hijos ; y si bien, en cuanto á la adminis- 
tración, el Código solamente la autoriza cuando aquéllos 
afiancen su gestión, mi proyecto, por el contrario, otor- 
gando al curador en estos casos la confianza que el Código 
otorg:a al tutor cuando recae en los padres el ejercicio de 
la tutela, les confiere desde luego incondicionalmente, ó sin 
necesidad de fianza, el derecho y el deber de administrar; 
debiendo añadir además que lo mismo por la curaduría 
que propongo que por la patria potestad anómala y que el 
Código admite, quedan los hijos colocados bajo la direc- 
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ción y protección exclusiva de sus padres , pero siempre 
con la importantísima diferencia que antes hacía notar, 
favorable á la persona del hijo y resultante de su legima- 
ción, en lugar de derivar tan sólo de su reconocimiento. 

El Código establece propiamente en esta materia cua- 
tro afirmaciones, á saber: l.^, que la patria potestad no 
debe descansar en un principio único; 2.*, que cabe ingre- 
sar en ella por tres causas diferentes: el matrimonio ó 
causa armónica entre el vínculo legal y el vínculo natu- 
ral, la paternidad ó causa exclusivamente natural, y la 
adopción ó causa exclusivamente legal; 3.*, que no deben 
equipararse los efectos de la primera de estas causas á los 
de las otras dos; en una palabra, que la patria potestad 
debe ser distinta en la filiación legítima de la correspon- 
diente á la filiación ilegítima y á la adoptiva; y 4.*, que en 
este punto deben estas dos últimas quedar completamente 
equiparadas. 

Por de pronto no puede ser más notoria la división es- 
tablecida en la patria potestad; y si ha de aspirarse, como 
decía, á dar unidad á esta institución, aim cuando sólo sea 
para evitar la desigualdad de condición entre los hijos en 
el orden de la familia, se ve claramente que no hay nece- 
sidad de separarse en absoluto del mismo criterio que ha 
servido al Código para establecer la división indicada, 
siempre y cuando se consiga, como cabe hacerlo nie- 
diante el proyecto que acompaño, que los hijos no hayan 
de quedar constituidos en tutela, que el padre pueda des- 
empeñar exclusivamente la dirección y gobierno de los 
mismos, y que sin las ventajas que la patria potestad le 
proporciona pueda llevar igualmente su representación 
y la administración de todos sus bienes. 

Si el criterio del Código debía fundarse en el hecho de 
la paternidad natural , estaba de más extenderlo á los 
hijos adoptivos; si, por el contrario, habia de hallar su 
fundamento en un vínculo que independientemente de la 
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generación debiese su origen á la ley, estaba de más ad- 
mitir á los hijos naturales, siempre que á ellos no acom- 
pañase alguna circunstancia que, sin poder tener lugar 
en los otros hijos ilegítimos, fuese, sin embargo, instituida 
por la ley. 

Mediante esta circunstancia cabría perfectamente que, 
si bien por causas legales distintas, quedaran comprendi- 
dos en una misma institución los hijos naturales y los 
hijos adoptivos, á semejanza de lo que hace el Código 
por medio de la patria potestad incompleta. Así sé com- 
prendería que el Código hubiese llevado á la patria po- 
testad, como mi proyecto lleva á la curaduría del padre, 
al hijo legitimado, ya que al fin la legitimación por auto- 
rización Real, é igualmente la adopción, son institucio 
nes quB deben su valor jurídico á las creaciones de la 
ley. Por más que una y otra reconozcan causas esencial- 
mente distintas, después de todo, ambas exigen, por 
parte del padre que legitima ó adopta, condiciones esen- 
cialmente análogas de predilección sobre la persona del 
legitimado ó adoptado, y de garantías para la sociedad 
respecto al cuidado y desinterés que debe exigirse fuera 
del matrimonio para someter á una persona á la direc- 
ción y á la protección exclusiva de otra. Estas últimas 
condiciones ó precauciones sólo cabe consignarlas, tra- 
tándose de hijos ilegítimos, por medio de la legitimación, 
pero no por el reconocimiento. 

El reconocimiento sólo conduce á determinar la pater- 
nidad ó la maternidad; pero como no es obstáculo, para 
que tenga lugar, ni la condición del padre ó de la madre 
al tiempo del reconocimiento, ni la circunstancia de tener 
hijos ó descendientes legítimos, ni aun la de que ambos 
padres lo verifiquen conjunta ó separadamente, es noto- 
ria la posibilidad de que puedan formar parte de la fami- 
lia y quedar sujetos, sin las garantías de la tutela al padre 
ó á la madre que los haya reconocido, los hijos de dañado 
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y punible ayuntamiento, siempre que el reconocimiento 
lleve consigo la patria potestad, sin excluir siquiera á los 
hijos que únicamente tienen en su favor la presunción de 
naturales, cuando aquel reconocimiento se haya verifi- 
cado por uno solo de los padres. 

Nada aconsejaba provocar esta perturbación en el or- 
den de la familia con el ingreso de los hijos ilegítimos, y 
mucho menos subordinar á estos últimos á la autoridad 
exclusiva de aquel á quien la ley no se ha atrevido á dis- 
pensar la confianza que otorga á los tutores. 

Se comprendería que si al fin se quería extender la pa- 
tria potestad fuera del matrimonio, aunque sea en los 
límites á que la reduce el Código para los hijos reconoci- 
dos ó adoptivos, se hubiese autorizado únicamente res- 
pecto á los reconocidos que á su vez fuesen legitimados 
y concurrieran, por tanto, en el padre ó madre que hiciese 
la legitimación, condiciones análogas á las que como pre- 
cauciones indispensables son exigidas para poder verifi- 
car la adopción. 

Como lo mismo para la legitimación por autorización 
Real que para la adopción es necesario que no se tengan 
descendientes legítimos ni legitimados por subsiguiente 
matrimonio, aunque el Código autorice que por la pre- 
sunción de hijo natural puedan venir á la familia del pa- 
dre los hijos de uniones ilegítimas, cualesquiera que éstas 
sean, siempre resultaría que ni los hijos legítimos podrían 
encontrarse equiparados á los hijos ilegítimos, ó, lo que 
es peor, en condiciones de disfrutar en la familia menos 
derechos aun que estos últimos, ni los ilegítimos podrían 
quedar colocados bajo la acción exclusiva del padre ó al 
cuidado de la madre más que en el caso en que no tenga 
que dedicarse al gobierno y dirección de sus descendien- 
tes legítimos. 

He aquí una de las circunstancias que podía haber ser- 
vido para presentar con alguna utilidad en el Código la 
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legitimación por autorización Real, y que ha sido á su vez 
la que, si bien no para la patria potestad, pero sí para la 
sujeción del hijo á la autoridad del padre por medio de la 
curaduría especial, me ha inclinado á presentarla junta- 
mente con la adopción, como causa determinante de 
dicha curaduría. 

In.u.tilidad de la legltinaaclóxi. por autorización fleal, 
sesún. el Código civil. 

No es mi intento ahora hacer un estudio acerca de la 
legitimación, pero no puedo menos de indicar que, no ha- 
biéndola exigido el Código como causa para la patria 
potestad sobre los hijos ilegítimos, carece, semejante ins- 
titución, de Verdadera utilidad práctica. 

Al examinar el art. 127, que trata de los derechos que 
confiere al legitimado la legitimación por autorización 
Real, y el 134 j, que se ocupa de los derechos del hijo natu- 
ral reconocido, cuya condición es á su vez necesaria para 
poder ser legitimado según el art. 119, se observa que 
aquellos derechos son exactamente los mismos (dichos ar- 
tículos 127 y 134, el 844 y el 939); que nada, por consiguien- 
te^ obtiene el hijo por la legitimación que antes no tuviese 
ya por su necesaria condición de hijo natural; que lo 
mismo sucede respecto al padre ó madre que lo legitima; 
que son, por tanto, idénticos los efectos de la legitimación 
y del reconocimiento tratándose del hijo natural; y, en 
suma, que no hay medio de averiguar qué distinción y 
qué utilidad verdadera y positiva está reservada á la legi- 
timación por concesión Real. Arranqúese del Código la 
hoja dedicada á la legitimación por autorización Real, y 
no resultará alterado en nada. ¿Á qué viene, pues, sos- 
tener en esta obra legislativa una institución cuyos efec- 
tos ni en poco ni en mucho difieren de los que son ya re- 
sultado de situación anterior? La inutilidad de la legitima- 
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ción no puede ser más manifiesta. Sin duda por esto tra- 
taron de suprimirla los redactores del proyecto de 1851, 
que quizás se proponían, á semejanza de lo que ha hecho 
el Código civil, no atribuir á la legitimación por auto- 
rización efecto alguno distinto de los que había de pro- 
ducir el reconocimiento de los hijos naturales. 

El Código civil vigente es un Código mudo, porque se 
ha promulgado sin decir ni una sola palabra acerca de 
las razones ó motivos que ha tenido para introducir las 
reformas que aparecen en nuestro tradicional Derecho, 
algunas de las cuales, por lo mismo, ni acertamos á com- 
prender. 

Sensible es en verdad que á la publicación del Código 
no se haya acompañado ejcposición alguna de motivos ni 
sobré su estructura ni sobre sus instituciones, ni tam- 
poco sobre las disposiciones que comprende ; porque si 
bien la inteligencia de estas últimas revela lo que acabo 
de indicar, relativo á la legitimación, asalta, no obstante, 
la duda de si habrá existido alguna razón especial para 
sostener la legitimación tal cual resulta formulada; pues 
cuesta trabajo creer que , á sabiendas de que es comple- 
tamente inútil, se haya regulado en el Código nada menos 
que toda una institución de derecho, sin que esté llamada 
á producir resultado alguno. Por esto expongo mi opinión 
con cierta desconfianza, porque se resiste la razón á creer 
que tan ligeramente haya procedido el legislador. 

¿Y cómo no dudar, cuando se observa que la legitima- 
ción por rescripto, en la forma establecida en el Código, 
además de ser una institución inútil, es á la vez perturba- 
dora? Desde luego se comprende que al admitir sin utili- 
dad práctica semejante distinción de hijos legitimados 
por concesión Real é hijos naturales reconocidos, obliga 
por de pronto á repetir constantemente para unos lo que 
se establece para los otros (como sucede, por ejemplo, 
entre otros artículos, en el 143 respecto á los alimentos, 
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el 844 y el 939, referentes á las sucesiones, etc.), expone á 
que, si alguna vez deja de hacerse dicha repetición (como 
sucede, por ejemplo, respecto á la patria potestad, ar- 
tículos 154 y .166), pueda fundadamente creerse que no 
vienen comprendidos en la disposición aquellos hijos 
acerca de los cuales la ley guarda silencio, dando lugar en 
este caso á que, no obstante admitir en la patria potestad 
los hijos naturales reconocidos, puedan quedar excluidos 
de ella los hijos legitimados. 

Esto vendría á constituir un verdadero y mayor con- 
trasentido, tanto por el preferente concepto histórico que 
tuvo en nuestro Derecho la legitimación, como por la pre- 
lacióil con que resultan considerados los hijos legitimados 
en el orden establecido en el art. 143 anteriormente cita- 
do, y mucho más aún si se tiene en cuenta que, tomando 
el Código el reconocimiento de los hijos por base de la 
patria potestad fuera del matrimonio y de la adopción, 
y no estableciendo prelación alguna en favor del primero 
que reconozca, ni del padre ó madre que legitime, podrá 
darse el caso de que los hijos á quienes la madre haya 
legitimado por concesión Real recaigan en la patria potes- 
tad del padre que sólo los haya reconocido , aun cuando 
sea casado y tenga hijos ó descendientes legítimos, que- 
dando postergada la madre, que además de dar al hijo 
natural la condición de legitimado, habrá debido justifi- 
car, precisamente para poder legitimarlo, que no tenía 
hijos ni descendientes legítimos; y en suma, que está en 
aptitud para dedicar todos sus cuidados á la dirección y 
protección del hijo que legitimó. 

Á tan inverosímiles consecuencias puede conducir la 
impremeditada admisión de la patria potestad sobre los 
hijos naturales sin la legitimación. 

Por esto, sosteniendo, como he considerado también 
que debía sostenerse, la legitimación por autorización 
Real, y otorgándola como corresponde, en conformidad á 
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SU naturaleza y á su valor histórico en nuestro Derecho, 
efectos distintos de los derivados del mero reconoci- 
miento, aun tratándose de los hijos naturales , he creído 
útil, tanto para el buen régimen de la familia como para 
el mismo interés de los hijos, y sobre todo para la digni- 
ficación de la autoridad del padre , que la curaduría de 
éste sobre sus hijos naturales sólo tenga lugar cuando él 
los haya legitimado, equiparando asía los hijos legitima- 
dos con los hijos adoptivos; á diferencia del Código, que 
en la patria potestad incompleta equipara á los hijos 
adoptivos con los hijos naturales meramente recono- 
cidos. 

Indicadas brevemente las razones que me han movido 
á incluir la curaduría entre los medios supletorios, se ve 
que , restableciendo en este punto , aunque en forma dife- 
rente, aquella institución tan importante de nuestro De- 
recho patrio, y mediante la cual, aparte de lo que más 
adelante tendré ocasión de exponer sobre estos mismos 
particulares, cuando trate de las reformas que son necesa- 
rias en los preceptos por los que regula el Código las ins- 
tituciones complementarias de la capacidad civil, se con- 
siguen desde luego en el orden general de dichas institu- 
ciones los siguientes resultados: dar unidad á la patria 
potestad, unificar la tutela, uniformar á su vez todos los 
demás medios supletorios sobre los cuales tanta confu- 
sión y variedad ha introducido el Código civil, conferir 
verdadera utilidad ó valor práctico á la legitimación por 
concesión Real, evitar las contraposiciones y desigual- 
dades que existen en la familia cuando la filiación ilegí- 
tima concurre con la legítima, y, por último, hacer im- 
posible que sin las garantías que se exigen en la tutela y 
con olvido de los derechos de la madre, sean entrega- 
dos los hijos naturales á la potestad del padre, á quien el 
Código ni aun se atreve á confiarle la administración de 
sus bienes sin la previa constitución de una fianza. 
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Utas pei*sonLas Ju.x*idioas« Impropiedad de esta oalifloaolóxx 
ses&i3. el Oódiso, y necesidad de oax*aeterizaz* la ziatix- 
r*aleza especial de las pex>soii.as ooiii.pi*exi.didas exi. di> 
clia deii.oniiii.aoióix 

Las anomalías y deficiencias del Código no se dan sólo 
en el terreno peculiar á las instituciones referentes á la 
personalidad y capacidad del individio á quien designa 
con el nombre de persona natural; se muestran también,. y 
si cabe en mayor escala, al tratar de las demás personas, 
ó sea de aquellas que designa con el nombre de jurídicas. 

No he de repetir que al llamarlas así el Código da oca- 
sión á un grave error de concepto, cuando se ve que cali- 
fica de personas jurídicas á todos los elementos subjetivos 
que no consisten en la persona individual. No parece sino 
que la persona natural no es persona jurídica, cual si vi- 
viese fuera del orden del Derecho, ó que la persona jurí- 
dica no tiene también una existencia natural tan verda- 
dera y positiva como la del mismo individuo. 

Si en realidad el estado de derecho es absolutamente 
necesario á todo ser ó elemento activo para ostentar la 
consideración de persona, tan jurídica es la persona na- 
tural, llamada con más propiedad persona individual, co- 
mo todas las demás entidades á quienes la ley reconozca 
como seres de propia personalidad. 

De igual suerte, si la ley, á semejanza de lo que ocurre 
respecto del individuo, está llamada á reconocer como 
persona á todo elemento sustantivo ó formal susceptible 
por sus circunstancias de promover ó desarrollar acti- 
vidad, no hay razón ni motivo para dar á entender que 
las personas que llama jurídicas carezcan de verdadera 
base natural, como si, según decía, fueran elementos 



-342 -- 
opuestos á la naturaleza en cuyo seno han de desarrollar 
su vida, ni tampoco para presentar á dichas entidades 
como meras creaciones de la ley, cual si éstas las inven- 
tara á su capricho y no viniera únicamente á sancionar, 
para ordenar conforme corresponde, las entidades reales 
que en su existencia y en sus funciones van sucesiva 
y progresivamente descubriéndose, mostrando de esta 
suerte la necesidad y utilidad de su reconocimiento en el 
Derecho. 

Ni la ley ni el I>erecho inventan ni crean nada, ni per- 
sonas ni cosas; su única misión consiste en prestarles con- 
diciones, esencialmente de forma, para que unas y otras 
realicen en la vida las funciones que les son propias: de 
actividad y de libertad aquéllas, y de utilidad y de suje- 
ción las últimas. 

Mas independientemente de la referida impropiedad 
en que incurre el Código al clasificar las personas, y en 
la que á buen seguro no habría incurrido si se hubiese pro- 
puesto fijar legalmente el concepto de la personalidad, es 
lo cierto que, al ocuparse de las que llama personas jurí- 
dicas, parece haber tenido únicamente el propósito de ha- 
cer de las mismas una mera designación. 

Con este motivo, sin duda, no formula por modo preciso 
el sistema y orden de esta clase de personas, no tiene 
para nada en cuenta, al clasificar las que designa con el 
nombre de jurídicas, la naturaleza especial de cada una 
de las que reconoce y admite, no señala las fuentes de su 
constitución ú origen, ni las condiciones determinantes 
de su respectiva capacidad, ni las modificaciones que en 
este orden pueden sufrir, ni tampoco los medios supleto- 
rios para completar en su caso la capacidad que les es 
propia, así como los referentes á su rehabilitación cuando 
corresponda, ni las causas y formas de la disolución ó ex- 
tinción de su personalidad equivalentes á la muerte ó pér- 
dida de su capacidad civil. 
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El Código se ha limitado á dedicar á tan importante y 
tan vasta materia solamente cinco artículos. Este laco- 
nismo revela desde luego que sus disposiciones, más que 
reguladoras del asunto de que tratan, son simplemente 
disposiciones de referencia. Aun así cabría disculpa, si 
hubiese existido el propósito de evitar innecesarias repe- 
ticiones en el Código, siempre que por sus referencias pu- 
diera fijarse el valor jurídico de sus preceptos mediante 
las disposiciones concretas de otras leyes ó de otras fuen- 
tes legales en que esta materia estuviese más ó menos 
cumplidamente desenvuelta. 

Desgraciadamente no sucede así. Las referencias del 
Código son tan vagas, que equivalen á una verdadera in- 
determinación del asunto sobre que versan; pues aparte 
de que se limita únicamente á dar á conocer por nombres 
distintos la clasificación de las personas jurídicas y á enun- 
ciar confusamente cuanto atañe á su capacidad en lo que 
respecta á sus condiciones constitutivas, guarda completo 
silencio acerca de las modificaciones y sus medios suple- 
torios; debiendo añadir que lo mismo sucede relativa- 
mente á su disolución ó extinción, como no sea para indi 
car el destino que deba darse á los bienes que hayan per- 
tenecido á dichas personas jurídicas. 

Ni al tratar de la persona natural ni de la persona jurí- 
dica dice el Código en qué consiste la personalidad. Una 
y otra resultan calificadas de personas por una mera afir- 
mación de la ley, mas no por que dé á conocer función al- 
guna característica de aquella condición y que sea á su 
vez un elemento común á todo sujeto de derecho. 

Las distinciones que después establece en el orden de 
las que llama personas jurídicas, no pueden ser tampoco 
apreciadas en consideración á su personalidad. La clasifi- 
cación de Corporaciones^ Asociaciones y Fundaciones ^ no 
tiene en el Código otro valor que el mero calificativo de 
la ley, dejando, como deja de determinar su respectiva 
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naturaleza, ó por lo menos qué notas son esenciales y 
características para la existencia de cada una. 

Constituye un verdadero enigma el averiguar cuál sea 
ó píieda ser el valor legal de las enunciadas entidades per- 
sonales calificadas de jurídicas. 

Sólo procediendo por exclusión, y á vuelta de varios ra- 
zonamientos, por esta carencia de preceptos legales, puede 
venirse en conocimiento, y aun con cierta inseguridad, 
del sentido con que es calificada de persona jurídica al- 
gima de las mencionadas en el art. 35 del Código. 

En lo que las referencias de éste tienen un valor algo 
más concreto, es únicamente en las que llama asociacio- 
nes de interés particular, pues además de decir que son ó 
civiles , ó mercantiles , ó industriales , y de exigir que, no 
obstante cualquiera de estas circunstancias , han de re- 
unir también la especialísima condición de que la ley les 
conceda personalidad propia é independiente de la de cada 
uno de los asociados, declara en el art. 36 que estas aso- 
ciaciones se rigen por las disposiciones del contrato de 
sociedad, cuyo contrato en nuestro Derecho se halla re- 
gulado por el Código civil ó por el Código de Comercio. 

En este sentido el art. 36 se sujeta perfectamente á la 
clasificación de civiles, mercantiles ó industriales en que 
condensa el art. 35 (núm. 2.°) las que llama asociaciones 
de interés particular, pudiendo decirse por este motivo 
que esta clase de personas jurídicas comprenderá sola- 
mente á aquellas entidades constituidas con arreglo á las 
disposiciones que sobre el contrato de sociedad están 
contenidas ó en las leyes del Código civil ó en las del 
Código de Comercio, mientras en ellas se establezca que 
semejantes entidades tengan personalidad propia é inde- 
pendiente y distinta de la de cada uno de los asociados. 

Así ocurre, por ejemplo , si bien no con esta expresión 
de independencia de la persona social exigida en el ar- 
tículo 35, con lo dispuesto en el párrafo segundo del ar- 
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tículo 116 del Código de Comercio y en el párrafo primero 
del art. 1.669 del Código civil. 

Aunque el primero es más explícito, estableciendo que 
una vez constituida la compañía mercantil tendrá per- 
sonalidad jurídica en todos los actos y contratos , no por 
esto es posible desconocer que por exclusión al menos, ó 
sea á contrario sensu^ equivale á dicha declaración la del 
art. 1.669 del Código civil, de que no tendrán personalidad 
jurídica las sociedades cuyos pactos se mantengan secre- 
tos entre los socios y en que cada uno de éstos contrate 
en su propio nombre con los terceros. 

Sensible es, ciertamente, que en asunto de tanto interés 
como el relativo al origen de la personalidad social no se 
haya procurado establecer una perfecta congruencia en- 
tre lo exigido por el art. 35 del Código y las disposiciones 
del contrato de sociedad destinadas al reconocimiento de 
la personalidad; fenómeno menos explicable aun cuando 
se considera que, habiendo venido á última hora á formar 
parte del Código lo dispuesto en el art. 35, se hallaba ya 
formulado y era , por tanto , conocido de sus redactores 
lo que al indicado efecto disponía el mismo Código en su 
art. 1.669 y lo que estaba ya dispuesto por el art. 116 del 
Código de Comercio. 

Mas aun cuando por esta falta de congruencia puedan 
surgir dudas y originarse pleitos, al fin, con más ó menos 
precisión, cabe en la forma referida apreciar, en el sentido 
antes expuesto, el valor jurídico que puede tener el con- 
cepto de asociación de interés particular que aparece en 
el núm. 2.° del referido art. 35. 

La mayor dificultad para estimar el verdadero sentido 
de la clasificación de las personas jurídicas, resulta de las 
disposiciones del núm. 1.^ del mismo artículo. 

Destinado dicho artículo á determinar estas clases de 
personas de interés público^ á diferencia de lo que dispone 
su núm. 2.^ respecto á las que llama de interés particular, 
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aparece desde luego que,' así como en la esfera del interés 
particular s<5lo existe, según el Código, una clase de per- 
sonas jurídicas, esto es, Irs asociaciones , en la esfera del 
interés público, por el contrario, las personas jurídicas son 
de tres clases, á saber: corporaciones^ asociaciones y 
fundaciones, 

Á esta variedad en la clasificación añade el Código una 
completa vaguedad en su determinación. Aparte de que 
tampoco nada nos dice de las circunstancias que son 
esenciales para conocer cuándo existe legalmente el re- 
quisito ó condición que designa con el nombre de interés 
públicOy no se encuentra en el Código disposición alguna 
que fije qué es lo que se entiende por corporación, qué 
por fundación, y aun pudiera añadir qué por asociación 
de interés público, si ha de estar, como parece, regida por 
disposiciones que no sean las relativas al contrato de so- 
ciedad. 

Cierto que el Código, dando triste muestra de la idea 
que tiene de todos estos conceptos jurídicos, pudo pres- 
cindir, como ha prescindido, de su determinación, si al fin 
sólo trataba de erigir en sistema legal la ley especial á 
que debiera su origen cada una de estas personas jurídi- 
cas de interés público. 

Pero excluir del Derecho común á todas estas clases de 
personas; erigir en absoluto á la ley como fuente ú origen 
de las mismas, negando á la voluntad particular la posi- 
bilidad de producirlas; reconocer que su distinta denomi- 
nación no responde á su particular naturaleza ó á su 
forma especial, sino únicamente al nombre que á su arbi- 
trio ó á su capricho quiera darle el legislador cuando las 
establezca; y sostener, en fin su virtualidad ó eficacia jurí- 
dica por concesión graciosa del Poder, son las consecuen- 
cias necesarias del indicado sistema, según el cual habría 
que convenir en que toda corporación ó fundación y toda 
asociación de interés público solamente recaba la consi- 
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deración de persona jurídica cuando ha sido constituida 
por alguna ley especial que reconozca y proclame su 
existencia. 

No debilita este razonamiento la promulgación de la 
ley sobre el ejercicio del derecho de asociación de 30 de 
Junio de 1887. Aunque ésta reconoza la posible existencia 
de asociaciones para los fines á que se refiere su art. 1.*^, 
ni se establece que las asociaciones que se constituyan 
con arreglo á la misma ley tengan personalidad propia, 
independiente de la de cada uno de los asociados, ni esta- 
blece tampoco en lo relativo á la adquisición, posesión y 
disposición de sus bienes, régimen legal alguno que for- 
zosamente implique la necesidad de que semejantes aso- 
ciaciones tengan personalidad particular y exclusiva. 

Por más que esto no responde á la clasificación de civi- 
les, mercantiles ó industriales con que caracteriza el Có- 
digo (dicho art. 35, párrafo segundo) las asociaciones que 
llama de interés particular, tampoco cabe comprender 
con seguridad á las asociaciones derivadas de la mencio- 
nada ley de 1887 entre las que califica el Código como 
asociaciones de interés público en. el párrafo primero del 
artículo 35. 

Ni aquella ley atribuye dicho carácter de interés pú- 
blico á las asociaciones que según la misma se establez- 
can, ni podría, sin embargo, prescindirse de considerar 
como tales á las que conforme á dicha ley tengan recono- 
cida su existencia, no entrando, como no entran, en los 
moldes de las designadas por el Código como de interés 
particular, ni aun cuando esto fuera posible conseguirían 
de ningún modo el verdadero valor de persona jurídica, 
desde el momento que, según indicaba, la forma de su pro- 
piedad, con arreglo al art. 18 de aquella ley, revela clara- 
mente que no se trata en ella de entidades cuyo fin sea 
distinto ó independiente del de los asociados ó partícipes, 
sino, por el contrario, de una entidad que descansa preci- 
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sámente en la personalidad y fines particulares de aque- 
llos que la componen. 

Si pudiera caber duda acerca de la virtualidad de los 
fines, y sobre todo respecto á la naturaleza del interés 
(público ó particular) propio de las asociaciones consti- 
tuidas con arreglo á la mencionada ley sobre el ejercicio 
del derecho de asociación, esta misma ley la desvanece 
completamente en lo relativo al régimen de los bienes. 

El citado art. 18 consigna por modo expreso que la 
propiedad de dichas asociaciones es propiedad colectiva . 
Esta sola afirmación es bastante para revelar que esta 
propiedad no es la propiedad singular ó perteneciente á 
uno, ya sea éste persona natural ó persona jurídica, sino 
la perteneciente á varios, ya sean éstos personas natu- 
rales ó personas jurídicas , bien se componga á la vez de 
personas naturales y de personas jurídicas. 

La propiedad colectiva , como dice su propio nombre, 
es forma á(t propiedad ^ pero no forma de persona. Y hago 
esta indicación, porque ni antes del Código, ni tampoco en 
éste, ha reconocido nuestra legislación á persona alguna 
con el nombre de persona colectiva, si bien en cambio, 
aunque nuestra antigua legislación no había reconocido 
tampoco con el nombre de colectiva forma alguna de pro- 
piedad, por más que lo hiciera con el nombre de comuni- 
dad ó comunión de bienes en la propiedad perteneciente 
á dos ó más personas, el Código, que ha mantenido igual- 
mente este concepto regulando la comunidad de bienes 
en el art. 3.^ del libro ii, la reconoce por su art. 345 como 
propiedad privada perteneciente á particulares colectiva- 
mente. 

La propiedad colectiva, por consiguiente, no es propie- 
dad de una persona, ya sea ésta natural ya jurídica, se- 
gún el tecnicismo del Código ; es , por el contrario , pro- 
piedad de varios, ó perteneciente á distintas personas, que 
lo mismo antes del Código que con arreglo á los precep- 
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tos que éste contiene , no ha tenido en nuestro Derecho 
otra expresión legal que la llamada comunidad de bienes y 
y por tanto una forma de propiedad que no da origen en- 
tre los condueños á una personalidad distinta de la de 
cada uno de ellos. Así, pues, al encerrar la ley de 1887 
(dicho art. 18) en la propiedad colectiva la adquisición, 
posesión y disposición de los bienes de las asociaciones 
regidas por dicha ley, y no habiendo tenido ni teniendo 
esta clase de propiedad otra expresión legal que la lla- 
mada comunidad de bienes, es claro que los bienes de di- 
chas asociaciones se hallan sometidos á las condiciones 
ó reglas establecidas para el régimen de dicha comuni- 
dad, y que, por consiguiente, no son bienes de una aso- 
ciación con personalidad distinta de la de cada uno de 
los asociados. 

Por esto indicaba que la ley de 30 de Junio de 1887 no 
era obstáculo al sistema que parece resultar del Código 
civil, según el cual sólo tienen propia personalidad las 
asociaciones de interés público reconocidas por ley espe- 
cial, y las asociaciones de interés particular que, como 
las civiles, mercantiles ó industriales, hayan sido consti- 
tuidas con arreglo á las disposiciones que regulan el con- 
trato de sociedad, según los Códigos Civil ó el de Co- 
mercio. 

Así, pues, aquella ley de 1887, conforme ya he manifes- 
tado, ni califica de interés público á toda asociación que 
nazca en conformidad á sus disposiciones, ni contiene 
precepto alguno en que se conceda á la asociación perso- 
nalidad propia independiente de la de cada uno de los 
asociados, ni establece para el régimen de sus bienes 
forma alguna de propiedad diferente de la característica 
de la comunidad de bienes, que es sabido no produce 
una personalidad distinta de la particular de la de cada 
uno de los condueños. 

Pero por más que ^ste sea el criterio que resulta según 
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el Código para la determinación de la persona jurídica 
con arreglo al art. 35, no es fácil descubrir la razón que 
haya habido para establecer en el art. 37 que la capaci- 
dad civil de las fundaciones se rija por las reglas de su 
institución debidamente aprobadas por disposición admi- 
nistrativa, cuando este requisito fuere necesario; porque 
no parece natural que si, según el art. 35, sólo tienen per- 
sonalidad jurídica las fundaciones cuando son de interés 
público y cuenten además con el reconocimiento de la 
ley, se exija, sin embargo, en algún caso el requisito de 
la aprobación administrativa, que equivale en cierto 
modo á admitir la posibilidad de que las fundaciones 
nazcan también por la voluntad particular. 

De todos modos, aunque así sea, lo menos que podía 
haber hecho el Código en este punto era dedicar algún 
artículo á reconocer expresamente á la voluntad, además 
de la ley, como fuente ú origen de las fundaciones , seña- 
lando las condiciones que necesitan para tener personali- 
dad jurídica cuando sean instituidas por la voluntad indi- 
vidual, determinando asimismo si esto puede tener lugar 
por acto entre vivos ó por disposición testamentaria, y en 
uno y otro caso la forma en que pueda hacerse, fijando, 
por último, los requisitos indispensables á toda fundación 
cuando sea constituida por la voluntad privada. 

Pero como el Código no distingue ni en las personas 
jurídicas ni en las naturales lo que es propio de la perso- 
nalidad de lo que es inherente á la capacidad, para dar á 
conocer én qué consiste la materia de una y otra, surgen 
nuevas dudas en lo referente al límite trazado en el ar- 
tículo 37 respecto á la capacidad civil de las fundacio- 
nes. Si realmente aquel límite sólo alcanza á la capa- 
cidad y no á la personalidad ; si se refiere á la manera ó 
forma como debe obrar la fundación y no al derecho ó 
facultad de obrar, entonces tampoco implicaría el límite 
del art. 37 necesidad alguna de reconocer á la voluntad 
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como fuente para las fundaciones, ni alteraría el indi- 
cado criterio del art. 35, según el cual necesitan ser de 
interés público é instituidas por la ley, ni atentaría á la 
existencia de su personalidad la circunsjtancia de que 
siempre que la ley no estableciese todas las reglas nece- 
sarias para su régimen y hubieran , por lo mismo , de 
completarse por los acuerdos ó resoluciones de sus patro- 
nos ó administradores, se hiciese indispensable la apro- 
bación de la Autoridad administrativa como complemento 
de lo que para el régimen ó capacidad de la fundación no 
estuviese establecido en la ley á que deba su origen. 

Véase cuan necesario es deslindar las materias de la 
personalidad y de la capacidad civil de las personas que 
el Código designa con el nombre de jurídicas; como que 
la vaguedad actual conduce necesariamente á crear en 
este punto un verdadero Qaos y á que ni pueda de- 
terminarse cuáles son las reglas para la personalidad y 
cuáles para la capacidad , aun cuando sean conocidas las 
leyes ó los estatutos reguladores de cada una de dichas 
personas jurídicas, ni tampoco por qué requisitos han de 
caracterizarse como corporaciones , como asociaciones ó 
como fundaciones, y mucho menos por qué medios han 
de suplirse las deficiencias que resulten en la ley especial 
ó el estatuto particular por que se rija cada una. 

¿Sería mucho exigir que el legislador dictase aquellas 
reglas generales que fuesen necesarias para uniformar 
en los límites de sus notas esenciales ó características á 
cada clase de personas jurídicas, y que pudieran suplir ó 
servir de complemento á las imprevisiones de sus estatu- 
tos, á fin de que no se paralice la vida jurídica de estas 
clases de personas? ¿Qué idea puede facilitar el Código y 
qué utilidad práctica puede tener la aplicación de los 
pocos artículos que dedica á esta importante materia de 
las personas llamadas jurídicas, cuando ni puede saberse 
lo que es legalmente una corporación, ni si la voluntad 
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particular es fuente posible pafa la constitución de funda- 
ciones con verdadera personalidad jurídica, ni si tienen 
legalmente esta personalidad propia las entidades consti- 
tuidas con arreglo á la ley de Asociaciones de 30 de Junio 
de 1887? 



Oondi clones xxKxliflcatiT'as y- medios supletorios de la, 
capacidad civil de las pex*soxias denominadas Jurídicas. 



Pues si esto ocurre en cuanto á la naturaleza y clasi- 
ficación de las personas llamadas jurídicas y en lo que es 
constitutivo de su respectiva capacidad civil , ¿qué no ha 
de suceder tratándose de las condiciones modificativas y 
de los medios supletorios de la capacidad de estas distin- 
tas entidades dotadas de propia personalidad en el De- 
recho? 

En este punto ya dejo indicado anteriormente que el 
Código guarda un absoluto silencio. 

En su sistema casuístico de subordinar la existencia de 
las personas jurídicas, señaladamente de las que llama de 
interés público , á la ley especial por la cual sea recono- 
cida cada una, el Código halará creído innecesario trazar 
ni aun en términos generales las formas por las que puede 
resultar modificada la capacidad de estas personas y los 
medios que pueden servirles de complemento para el 
régimen y ejercicio de sus derechos. 

Sin duda habrá supuesto el legislador que la ley orgá- 
nica de cada una de dichas personas basta á determinar en 
todos los casos la situación en que, con más ó menos liber- 
tad, pueda desenvolver los fines á que su institución res- 
ponda, sin apercibirse de que esto equivale á presentar 
como complementarias del Código civil, en materia de 
personalidad y capacidad jurídica, cuantas leyes tengan 
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por objeto el reconocimiento de alguna corporación, aso- 
ciación ó fundación. 

De otro modo, ¿cómo explicar el silencio del Código, 
siquiera en lo que constituye carácter común ó nota 
general á muchas de las personas jurídicas que de alguna 
manera tengan limitada su libertad de acción? ¿No es ver- 
dad que las provincias y los pueblos, por ejemplo, se ha- 
llan en cierta relación de dependencia respecto al Estado, . 
dependencia que se traduce en limitaciones de aquella 
libertad para el régimen de su personalidad jurídica y 
para la administración de los bienes que en tal concepto 
les corresponden? ¿No es igualmente cierto que algunas 
de las personas Habladas jurídicas están constituidas bajo 
la tutela, ó el patronato ó el protectorado del Estado? 
¿No lo es también que aun las asociaciones calificadas de 
interés particular pueden ser modificadas en su respec- 
tiva capacidad por causa de concurso y por razón de 
quiebra? ¿Y no es asimismo punto de verdadero interés 
el que se refiere á las circunstancias bajo las cuales 
las asociaciones y demás entidades jurídicas de origen 
extranjero pueden tener aptitud para funcionar en Espa- 
ña, aunque sólo hayan de limitarse al ejercicio de. accio- 
nes ó reclamación de derechos que á las mismas corres- 
pondan? ¿Puede bastar en este punto el sistema casuístico 
de entregar esta última materia á los tratados ó leyes 
especiales, por no atreverse á regular el Código de un 
modo general la doctrina de la personalidad y capaci- 
dad del extranjero en territorio español, ya se trate 
del individuo ó persona natural , ya de las entidades per- 
sonales calificadas con el nombre de personas jurídicas? 

Siendo , como es evidente , que esta clase de personas 
puede encontrarse en alguna de las situaciones que 
acabo de indicar, en las que resulta más ó menos li- 
mitada su respectiva libertad civil , el silencio del Código 
nos obliga á acudir á las leyes constitutivas de cada una 
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de ellas, ya buscando en la Constitución del Estado, en la 
ley Provincial, la Municipal y las disposiciones adminis- 
trativas dictadas para su ejecución, lo correspondiente á 
la personalidad y capacidad de las provincias y de los pue- 
blos, ya acudiendo á las leyes de Beneficencia ó de Instruc- 
ción y otras análogas , para inquirir lo que sea peculiar ¿l 
dichas instituciones civiles respecto á ciertas corporacio- 
nes y fundaciones, yá recurriendo á las leyes procesales 
para deducir siquiera indirectamente, por razón del proce- 
dimiento, lo que puede afectar á la capacidad de las aso- 
ciaciones y demás entidades personales concursadas 6 
quebradas, ya, en fin, averiguando, pero siempre fuera 
del Código y nunca por modo concreto jr preciso respecto 
á las instituciones civiles de que ahora mé ocupo , lo que 
de algún modo se traduce en limitaciones de la capa^ 
cidad de las personas jurídicas. 

Mas aunque por estos medios pudiera conseguirse fijar 
ó señalar las leyes ó disposiciones que contengan las re- 
glas especiales referentes á la personalidad ó capacidad 
civil de la personalidad jurídica de que se trate, como al 
fin el Código tampoco determina estos conceptos respecto 
á las personas llamadas naturales, según ya he tenido 
ocasión de manifestar, necesariamente han de suscitarse 
dudas ó dificultades, aun conociendo las leyes especiales 
á que sea preciso acudir, para saber cuáles de sus dispo- 
siciones son las reguladoras de la personalidad, cuáles las 
que determinen la materia de la capacidad y, en una pa- 
labra, cuáles las que den á conocer en qué casos, con qué 
condiciones, mediante qué organismos, en qué forma, 
etcétera, han de funcionar como seres de verdadera acti- 
vidad, en el orden del Derecho privado, las personas á que 
se refiere el Código con el nombre de jurídicas. 

No sucede esto con el proyecto que acompaño. 

Aparte de todo lo que en él se contiene para fijar la na- 
turaleza, clasificación y constitución de las personas que^ 
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por oposición á las llamadas individuales, califico con el 
nombre de colectivas, también desenvuelve la materia que 
á estas mismas corresponde en razón de las situaciones 
limitativas de su libertad de acción al tratar, á semejanza 
del individuo, de las condiciones modificativas de la capa- 
cidad civil , así como de sus n^edios supletorios ó comple- 
mentarios, presentando por este sistema en orden riguro- 
samente lógico y aplicable á cada clase de personas, según 
sus distintos elementos constitutivos, aquellas situaciones 
ó estados en que por carecer legalmente de completa li- 
bertad de acción para el ejercicio de sus derechos, se ven 
precisadas á proceder por el medio, auxilio ó cooperación 
de otras entidades personales. 

No hay que olvidar que de la claridad y precisión con 
que las leyes determinen el elemento constitutivo , el mo- 
dificativo y el supletorio de la capacidad civil, depende, 
en la práctica del Derecho , la seguridad para conocer á 
quién debe acudir el particular y en qué forma debe pro- 
cederse cuando haya de tratar con alguna persona' de las 
que el Código llama jurídicas, así como el arraigo que, 
ya sea por razón del lugar, ó por razón de la persona, han 
de tener las cuestiones de competencia, lo mismo entre 
los Tribunales ordinarios que entre éstos y la pública Ad- 
ministración , cuyas cuestiones, si muchas veces se susci- 
tan, á consecuencia de la falta de reglas concretas en las 
leyes especiales respectivas á cada una de dichas entida- 
des, no podrán tampoco ser resueltas por principios ge- 
nerales legalmente establecidos en el orden del Derecho 
privado, mientras el Código no se reforme en el sentido 
que propongo. 
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lao. x*elia1:>l litación, -y la péx*<lld.a de la capacidad, civil 
de la« pex*soxi.as llamadas Jurídicas» 

Cosa análoga ocurre también en lo referente á la reha- 
bilitación y á la pérdida de la capacidad civil de las per- 
sonas denominadas jurídicas. No parece sino que el Códi- 
go considera que no son asuntos del Derecho civil las 
instituciones del orden privado llamadas á regular estas 
importantes materias. Parecía natural que al ocuparse, 
aunque con la confusión ó vaguedad anteriormente indi- 
cadas, de la personalidad y capacidad délas personas ju- 
rídicas , lo hubiera hecho también de las formalidades ne- 
cesarias para legalizar su disolución ó extinción , en una 
palabra, todo lo referente á la pérdida de su capacidad. 

En este punto, no menos interesante que el de la cons- 
titución y régimen de estas entidades personales, lo dis: 
puesto por el Código se reduce á lo que designa con el 
nombre "De los modos de extinguirse la sociedad „ (capí- 
tulo m, título VIII, lib. iv) y á las circunstancias que in- 
dica el artículo 39, como si por ellas tratase de señalar 
las causas que ponen término á la existencia de las cor- 
poraciones, asociaciones y fundaciones. 

Después de todo, puede afirmarse que la materia de las 
disposiciones contenidas en el mencionado capítulo sobre 
los modos de extinguirse la sociedad, si se exceptúa lo dis- 
puesto en el art. 1.708, se reduce á determinar, según la 
variedad de circunstancias á que hacen referencia dichas 
disposiciones, las causas de extinción de la sociedad ó 
de conclusión del contrato social, teniendo presente que, 
según el art. 1.665 del Código, la sociedad es un contrato. 

Para todo lo referecte á la pérdida de la capacidad civil 
de las personas jurídicas, sin duda ha creído el Código 
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que bastaba fijar las causas de su disolución ó extinción, 
como si tratándose de elementos que tienen una existen- 
cia esencialmente formal, cupiera cortar de golpe y en un 
momento determinado toda relación que sea expresión ó 
desarrollo de la vida jurídica de semejantes personas, y 
pudiera aplicársele la ley fatal de la necesidad, " la muer- 
te „, por la que termina instantáneamente la existencia ju- 
rídica de la persona natural. 

Por esto quizás el Código equipara lo que podría lla- 
marse la liquidación del contrfito social con la partición 
de la herencia, sometiendo (dicho art. 1.708) la que llama 
partición entre los socios á las reglas de la partición de 
las herencias, como si fuese posible en este punto estable- 
cer semejante asimilación ó igualdad sin las declaraciones 
necesarias para determinar en qué concepto, en qué lími- 
tes y bajo qué condiciones deben reputarse los socios 
como tales herederos y de qué manera pueden serles apli- 
cables las disposiciones referentes á éstos comprendidas 
en las reglas de la partición de las herencias. 

Enfrente de una dificultad tan trascendental como la 
que se presenta para dar solución de continuidad á las 
relaciones jurídicas que subsisten respecto á la persona 
social en el momento de su disolución, dificultad á la que 
el Código de Comercio, tanto el antiguo como el actual, 
han procurado proveer por las disposiciones relativas á 
la liquidación de las sociedades ó compañías, es muy có- 
modo acudir, como hace el Código por el mencionado ar- 
tículo 1.708, á un precepto de referencia, creyendo que 
eludir la dificultad es resolverla, cuando en realidad lo 
que se consigue es aumentar considerablemente sus pro- 
porciones. 

Comprenderíase que por analogía al carácter supletorio 
que tiene el Derecho común para todo lo que no se halle 
expresamente establecido en el Código de Comercio ó en 
leyes especiales, si no quería desarrollar el Código civil 
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asunto tan importante conjo el del término y liquidación 
de las sociedades y compañías, se hubiese remitido, para 
todos los efectos derivados de la extinción ó disolución 
de cualquiera sociedad, á las disposiciones que acerca 
de este asunto contiene el Código de Comercio ; pero no 
prescindir, como prescinde, de estas últimas, dejando de 
regular por sí lo peculiar á la liquidación de las socieda- 
des puramente civiles, y relegando únicamente á la par- 
tición de las herencias la distribución entre los socios; 
distribución que , como su ^ismo nombre indica, sólo co- 
rresponde practicarla cuando, después de haber liquida- 
do toda clase de compromisos ó responsabilidades de la 
sociedad al tiempo de su disolución , y de haber deslinda- 
do, por tanto, el verdadero haber social, llega el momento 
oportuno de proceder á su división entre los asociados. 

Si pues la partición entre los socios requiere ante 
todo fijar previamente el caudal partible, esto es, deter- 
minar el haber líquido que quede después de haber satis- 
fecho la sociedad todas sus deudas y compromisos, ¿qué 
medios da el Código para llegar á este resultado? El Có- 
digo de Comercio no es aplicable al caso, salvo si se trata 
de las sociedades á que se refiere el art. 1.670, pues aquel 
Código no está reconocido como derecho supletorio de la 
legislación común. El Código civil tampoco contiene solu- 
ción alguna, toda vez que nada dispone acerca de la li- 
quidación de las sociedades, ni previene que hayan de 
someterse á las reglas de la partición de las herencias los 
acreedores de la sociedad, ni los terceros que con ella 
tengan establecidas relaciones ó compromisos, en suma, 
todos los que no sean socios, pues únicamente somete á 
las indicadas reglas la partición entre estos últimos. 

Ahora bien: ¿en qué norma legal podrá inspirarse el 
particular, y en su caso los Tribunales de justicia, para 
practicar cuanto corresponda al estado de liquidación de 
las sociedades ó compañías de carácter puramente civil 
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y poder llegar, sin dudas ni vacilaciones, al momento en 
que, deslindado ya el haber partible, por ser exclusiva- 
mente propio de la colectividad de los socios, pueda te- 
ner aplicación lo dispuesto en el art. 1.708, esto es, que la 
distribución del haber entre los socios se rija por las re- 
glas de la partición de las herencias? 

En presencia de este estado de cosas, medítese acerca 
de la incertidumbre en que resultan colocados los^ acree- 
dores y los demás terceros interesados en los bienes de 
alguna sociedad, si han de formar juicio acertado acerca 
de las personas con quienes deban entenderee, la manera 
como puedan ejercitar sus derechos, el modo como hayan 
de mantener la integridad de estos mismos derechos y 
aun la forma como han de proceder cuando se vean pre- 
cisados á ejercitar en juicio sus acciones. 

¿Habrá querido el legislador, aunque del artículo apa- 
rezca lo contrario, que se someta también á los acreedo- 
res á las reglas de la partición de las herencias, esto es, 
que conforme á estas reglas tenga lugar, no sólo la parti- 
ción entre los socios, que es lo que únicamente ordena 
el art. 1.708, sino también la liquidación de las responsa- 
bilidades ó compromisos sociales y todo lo que de algún 
modo comprenda el haber ó activo social, mientras éste 
no quede reducido al líquido partible que corresponda ex- 
clusivamente á la colectividad extinguida? 

Si para equiparar la partición entre los socios á la par- 
tición de las herencias ha de aplicarse á aquéllos lo dis- 
puesto respecto á los herederos, ¿cómo cabe suponer que 
las reglas establecidas para la partición de la herencia 
con motivo de su posible aceptación á beneficio de inven- 
tario sean también aplicables á los miembros de una so- 
ciedad para fijar el verdadero alcance de la responsabili- 
dad de cada uno? 

Tanto en este como en otros puntos, la extraña equipa- 
ración establecida por el Código ha de ofrecer serias difi- 
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cultades hasta para la simple división que ha de hacerse 
entre los socios, pues nunca es fácil conseguir, por una 
mera disposición de referencia , la exacta aplicación de 
disposiciones reguladoras de materias de naturaleza tan 
distinta. 

Y no se olvide que al fin lo que acabo de decir se limita 
á las asociaciones de interés particular constituidas con 
arreglo á los preceptos contenidos en el Código al regu- 
lar el contrato de sociedad, porque para todas las asocia- 
ciones que no sean mercantiles, ni para las que él mismo . 
califica de interés público, ni, en fin, para las corporacio- 
nes y las fundaciones, sobre cuya disolución ó extinción 
únicamente se encuentra en la nueva obra legislativa lo 
dispuesto en el art. 39, que señala las causas de su extin- 
ción y consigna una mera é indeterminada referencia á 
las leyes, estatutos ó cláusulas fundacionales para la apli- 
cación ó el destino que haya de darse á los bienes de di- 
chas personas jurídicas extinguidas, nada existe en el Có- 
digo ni fuera de él que pueda servir de norma legal para 
liquidar el estado en que se encuentre,- al' tiempo de su 
disolución, cualquiera de dichas entidades personales, y 
fijar al efecto, sobre todo para cuantos tuviesen estable- 
cidas con ellas relaciones de derecho, el modo de darlas 
la correspondiente solución, 

¿De qué sirve el sistema casuístico empleado al remi- 
tirse el Código en asunto de tanta trascendencia y tanta 
complicación á la ley especial , estatuto ó cláusula funda- 
cional de la personalidad.de que se trata, si no ofrece si- 
quiera con carácter general, aunque fuese supletorio de 
dichas cláusula ó estatuto, reglas que llenen el vacío ó las 
deficiencias que sobre esta materia resulten en la cons- 
titución de las mencionadas personalidades jurídicas? 

He aquí la necesidad de dar cabida en el Código á las 
instituciones llamadas á regular el estado de liquidación 
de las entidades que tengan propia personalidad civil; 
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estado comprensivo del período en que, habiendo termi- 
nado ya sus funciones, su movimiento y su vida para todo 
lo que no sea dar solución definitiva á las relaciones pen- 
dientes ai tiempo en que surja la causa de su disolución, 
deba preparar todo lo necesario para ultimar los efectos 
que produzcan estas operaciones pendientes desde el mo- 
mento en que dicha causa existe, por tener verdadera 
realidad la completa extinción de la personalidad de que 
se trate. 

En lo relativo á esta materia, el efecto necesario de todo 
compromiso ó derecho adquirido exige 'forzosamente una 
solución, que no es posible cuando se trata de una persona 
natural; esto es, que la misma personalidad jurídica siga 
viviendo, aunque en estado de liquidación, para poner 
término á las relaciones antes de desaparecer en abso- 
luto , salvo los casos en que por su especial naturaleza 
deba pasar el cumplimiento de dichas relaciones á otra 
personalidad distinta llamada á sustituirla, ó cuando por 
la falta absoluta de medios con que seguir cumpliendo los 
fines de su instituto esté plenamente demostrada la im- 
posibilidad material de sostenerla eficacia jurídica de las 
relaciones contraídas. 

Si cualquiera entidad designada por el Código con el 
nombre de persona jurídica, sea cual fuere su clase, no 
resulta al tiempo de su disolución enteramente despro- 
vista' de medios propios, ó no tiene necesaria y legal- 
mente que ser sustituida en su vida jurídica por otra per- 
sona determinada, forzoso es que ella misma, al poner 
término á sus funciones ordinarias para realizar el fin que 
la trajo á la vida, liquide y resuelva, cuando surja la 
causa de la liquidación, todos los efectos ó consecuencias 
' de las relaciones ya establecidas y de sus lógicos y natu- 
rales resultados, hasta poder desaparecer de la vida jurí- 
dica sin lastimar ningün derecho establecido. 

El Código, sin embargo, nada dice respecto á las enti- 
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dades cuya personalidad descansa en la existencia de 
bienes aplicables á algún fin determinado , puesto que ni 
aun á las fundaciones atribuye semejante naturaleza 
cuando trata de las personas llamadas jurídicas, ni en 
ninguna otra parte se ocupa de semejante asunto. Tam- 
''poco contiene precepto alguno que regule la indicada sus- 
titución para que por ella, al tiempo de la disolución ó ex- - 
tinción de las personas jurídicas , se prorrogue, por de- 
cirlo así, si no su personalidad, al menos su interés en 
todo lo que de alguna manera afecte á las mismas en el 
orden de las relaciones establecidas. 

En vista de tan trascendental deficiencia, es posible 
presumir que el Código, salvo en lo que consti^:uya previ- 
sión particular de la ley especial, estatutos ó cláusulas 
fundacionales por que se rija la personalidad de que se 
trate, ha considerado, sin duda, que todas las que desig- 
na con el nombre de personas jurídicas, ya sean corpo- . 
raciones ó fundaciones, ya asociaciones de interés públi- 
co ó asociaciones de interés privado, han de encontrarse, 
á pesar de su distinta naturaleza, en situación de tener 
que solventar por sí mismas cuanto concierne á su estado 
al aparecer la causa de su disolución ó extinción , á me- 
nos de suponer lo que verdaderamente es inverosímil: 
esto es, que dicho cuerpo legal se haya propuesto que 
no sólo muera la personalidad jurídica cuando la causa 
de disolución se presente , sino que desaparezcan también 
todas las relaciones que con ella se hubiesen establecido. 

Pero ¿bajo qué reglas deberá procederse para que, ulti- 
mando la persona jurídica cuanto de algún modo interese 
ó afecte á la misma, se realice su disolución sin menosca- 
bo de nadie? 

He aquí el enigma que resulta por no haber incluido en 
el Código, según antes indicaba, las instituciones regula- 
doras de la pérdida de la capacidad civil de estas entida- 
des personales. 
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En tres grupos aparecen éstas divididas respecto al par- 
ticular de queme ocupo, á saber : asociaciones.de interés 
particular de carácter mercantil ó industrial, asociacio- 
nes -de interés particular de carácter puramente civil, y 
corporaciones , asociaciones y fundaciones de interés pú- 
blico. 

Sometidas en cierto modo las primeras al régimen del 
Código de Comercio (art. 1.670), que aunque en reducidos 
límites regula él estado de liquidación, .tienen, por lo me- 
nos en este punto, alguna norma ó principio directivo por 
el que pueda encontrar solución legal la referida exigen- 
cia que necesariamente se presenta al aparecer la causa 
de su disolución. 

Regidas las segundas, esto es, las civiles, por las dispo- 
siciones del contrato de sociedad contenidas en el Código 
civil, que, según se ha visto, sólo ofrece el medio de pro- 
ceder como si se tratase de la división de una herencia, y 
esto únicamente para la partición de los bienes entre los 
socios (el citado art. 1.708), resulta que ni hay reglas se- 
guras para la liquidación del haber partible, ni medio há- 
bil de conocer si el legislador se propuso establecer una 
equiparación absoluta entre los sociosy los terceros, entre 
el estado de toda sociedad civil al tiempo de su disolución, 
y el de una herencia cualquiera, y aun en caso afirmativo, 
en qué términos ó bajo qué condiciones deban aplicarse á 
las sociedades disueltas las reglas de la partición de las 
herencias. 

Y por lo que se refiere al tercer grupo, ó sea á las cor- 
poraciones, fundaciones y asociaciones de interés público, 
comprendidas unas y otras en el mencionado art. 35, el 
silencio del Código es tan completo y tan trascendental 
en sus consecuencias, que no hay medio alguno de cono- 
cer qué es lo que deberá hacerse cuando la ley especial, 
el estatuto ó la cláusula fundacional no prevean lo nece- 
sario acerca de este extremo , porque tampoco fuera del 
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Código existen disposiciones que estatuyan, sobre esta 
materia, lo gue podría llamarse Derecho común ó gene- 
ral, regulador de la situación jurídica que forzosamente 
surge al tiempo de existinguirse cualquiera de las referi- 
das entidades reconocidas por el Código. 

Si pues á las personalidades comprendidas en este úl- 
timo grupo no puede aplicárseles lo dispuesto en el Có- 
digo de Comercio, por su falta de carácter mercantil ó 
industrial, y además porque dicho Código no está reco- 
nocido como supletorio del civil; si tampoco puede serles 
aplicable lo dispuesto en el Código civil para las asocia- 
ciones que se rigen por las reglas del contrato de socie- 
dad, porque según el art. 36 resultarían de interés parti- 
cular, y comprendidas por esta razón en el núm. 2.° del 
art. 35, ¿adonde acudir para encontrar solución legal á 
todo lo que no esté casuísticamente previsto por la ley, 
estatuto ó cláusula fundacional, que son los elementos de 
referencia del art. 39? ¿Cómo se explica que habiendo re- 
conocido el legislador la existencia de esta necesidad y 
procurado satisfacerla, al tratar de las sociedades ó com- 
pañías comerciales la ha desconocido, sin embargo, y 
dejado, por tanto, de regularla respecto á las demá$ aso- 
ciaciones, corporaciones y fundaciones? ¿Y no es extraño 
que así haya procedido el Código civil existiendo , como 
existía ya, el Código de Comercio cuando aquél fue re- 
dactado? ¿Á qué viene, pues, presentar un sistema tan 
diametralmente opuesto, según se trate del Código de 
Comercio ó del Código civil, sobre una materia que es 
común á las dos esferas de Derecho, la relativa á la ex- 
tinción de la personalidad jurídica, sustentando en aquél 
la necesidad de establecer reglas generales para defender 
en todo caso la vida jurídica bajo la forma legal, aunque 
sólo sea como complementaria para lo no previsto por la 
voluntad particular, y atribuyendo en el civil carácter 
meramente casuístico á todo lo referente al punto de que 
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me ocupo, para dejar entregado á la arbitrariedad lo que 
es propio de la ley? 

La importancia de esta materia en la vida del Derecho 
es notoria, y mucho más dado el desarrollo del espíritu 
de asociación en los tiempos modernos, existiendo cons- 
tantemente multitud de sociedades ó compañías en estado 
de liquidación, muchas de las cuales han de prolongar 
este estado por espacio de largo tiempo, y en cuya situa- 
ción son frecuentes las dificultades y muy complejos los 
asuntos que las provocan , siendo dignos de la solicitud 
del legislador los grandes intereses que pueden estar 
comprometidos hasta el día en que, terminando dicho es- 
tado ó situación anormal, desaparezca totalmente la per- 
sonalidad jurídica de que se trate. 

. Es necesario , pues , completar el Código , añadiendo las 
instituciones que se consideren indispensables para aten- 
der á esta necesidad permanente de la vida civil, á cuyo 
efecto he dedicado en mi proyecto las especialmente con- 
tenidas en el cap. II del tít. v, libro ii, procurando revelar 
por un solo enunciado y hacer posible por sus disposicio- 
nes el movimiento jurídico dentro del período que media 
desde la aparición de la causa de su disolución hasta que 
definitivamente se disuelvan. 

Sólo así podrá practicarse con completa seguridad la 
liquidación con los diversos interesados , se podrá subve- 
nir á las exigencias de la liquidación para fijar el haber 
líquido partible entre los asociados , practicar entre los 
mismos la partición y división , y llegar al momento en 
que, habiendo desaparecido todo interés exterior é inte- 
rior, si así puede llamarse, en la existencia de dicha per- 
sona jurídica , pueda ésta realmente disolverse ó desapa- 
recer sin quebranto para nadie. 

Quizás llame la atención que las disposiciones del 
citado cap. ii, tít. v, libro ii del proyecto que acompaño, 
con ser muchas y todas muy necesarias para ofrecer me- 
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dio legal de resolver las complicaciones que pueden pre- 
sentarse , para nada haga mención de las corporaciones 
ni de las fundaciones. 

No es que las haya olvidado en mi proyecto. Lo único 
que he hecho ha sido ajustar las disposiciones reguladoras 
de la pérdida de la capacidad civil de la persona colectiva 
y de la persona ficticia á su distinta naturaleza, y aun á la 
que también existe entre la asociación y la corporación. 

Por esto decía que el silencio del Código en lo relativo 
á la naturaleza peculiar á cada una de las distintas clases 
de personas que denomina jurídicas conduce forzosa- 
mente á suponer que ha de ser idéntica la solución para 
el término ó disolución de dichas clases de entidades per- 
sonales, ya que, á falta de distinción esencial legalmente 
establecida para el origen de su respectiva personalidad, 
civil, no cabía establecer diferencias al ocuparse dé su 
extinción ó de la pérdida de su capacidad. 

Recuérdese con este motivo que la falta de notas dife- 
renciales señaladas por precepto expreso de la ley me 
ha hecho considerar que la distinción entre las corpora- 
ciones, asociaciones y fundaciones de interés público á 
que se refiere el número primero del art. 35 del Código, 
constituye una distinción meramente nominal, depen- 
diente sólo de la denominación que á su arbitrio les dé el 
legislador en la ley especial por la que tenga lugar el re- 
conocimiento de su personalidad. 

Sin embargo, en mi opinión, siendo, cómo es, esencial- 
mente fundamental la diferencia entre estas clases de per- 
sonas, ha debido el Código, además de reconocerla en el 
nombre , formularla mediante reglas precisas que diesen 
clara idea de su diversa naturaleza, pues si así lo hubiese 
hecho no resultarían colocadas estas personas jurídicas 
en condiciones idénticas al llegar el momento de su diso- 
lución ó extinción , cuyo resultado no puede darse con 
arreglo á mi proyecto. 
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La naturaleza especial de las corporaciones y la peculiar 
á las fundaciones, es un elemento que hace completamente 
innecesario todo lo que para la liquidación y disolución 
de las asociaciones voluntarias es por el contrario de 
todo punto indispensable. 

En la corporación y en la fundación, cada una en razón 
también de su distinta naturaleza, aunque su disolución ó 
extinción ponga realmente término á su especial vida ju- 
rídica, no deja de ofrecer, sin. embargo, solución de con- 
tinuidad acerca de cuantas relaciones pudiesen quedar 
pendientes al extinguirse ó disolverse, teniendo en cuenta 
que la corporación. Como persona dependiente del Esta- 
do, tienejen éste su natural liquidador (art. 121 del pro- 
yecto), y la fundación, como persona cimentada en la exis- 
tencia de bienes y su posible aplicación á fines determina- 
dos, ó resuelve todo lo relativo á su responsabilidad, si se 
destruyen ó pierden los que constituyen su dotación ó pa- 
trimonio, ó la devuelve á otra persona, como la del propio 
fundador, por disolución voluntaria (art. 353), ó á la del 
Estado ó personalidad encargada de hacer dicha aplica- 
ción, en los casos á que se refiere el art. 357 del proyecto. 

La singularidad del interés, que es causa, por el Estado 
ó por el fundador, del origen de las corporaciones y de las 
fundaciones, consiente lógicamente la especie de sustitu- 
ción indicada en los límites únicamente necesarios al ter- 
minar cualquiera de dichas entidades su personalidad 
respectiva, concretándose por lo mismo á extinguir con 
los bienes de la personalidad disuelta las responsabilida- 
des ó compromisos que hubiesen quedado pendientes. 

Lo importante en este punto consiste en saber si por la 
naturaleza especial de la personalidad que se disuelve 
han de reñuir ó no en otra persona determinada todos los 
bienes y fines corporativos ó fundacionales, ó si por el 
contrario , como ocurre en las sociedades ó compañías, 
por no ser posible esta identificación, han de ser precisa- 
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mente ellas mismas y no otras las llamadas á terminar 
todas sus responsabilidades y compromisos. 

Por esto, después de haber establecido en mí proyecto 
la diversa condición que en cuanto á su naturaleza carac- 
teriza á las corporaciones y á las fundaciones con separa- 
ción de las asociaciones, ya sean éstas necesarias, ya vo- 
luntarias, no sólo he podido, sino que he debido prescindir 
de las corporaciones al establecer el régimen para la di- 
solución de la persona colectiva, sin que tampoco haya 
tenido que hacerlo extensivo á las fundaciones al tratar 
de la extinción de las personas ficticias. 
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